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SENTENCIA DE FECHA 1 Q DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 2 de diciembre de 1968

_Batería: Trabajo

Securrente: Alcoa Exploration Company
abogado: Dres. J. M. Coceo y Rafael A. Guerrero

g,ecurrido: Manuel de Js. Morel
Abogado: Dr. Jacobo Guiliani Matos y Dr. Ivo Oscar Guiliani No-

lasco

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

Ei Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente. Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Cimpani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 1 9 del mes de octubre de 1969, años 126o.
de la Independencia y 107 9 de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Alcoa
Exploration Company, domiciliada en la avenida Pasteur
Ne. 30, de esta capital, contra la sentencia dictada en fecha
2 de diciembre de 1968 por la Cámara de Trabajo del Juz-
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gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo din_

positivo se transcribe más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Jacobo Guiliani Matos, cédula 25892 serie

18, por sí y por el Dr. Ivo Oscar Guiliani Nolasco, cédula
24958 sere 18, abogados del recurrido, en la lectura de sus
conclusioies; recurrido que es Manuel de Jesús Morel, do-
minicano, mayor de edad, casado, trabajador, domiciliado
en la calle Tomás de la Concha No. 37 de esta capital,
cédula No. 1967 serie 2;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República; 	 4

Visto el memorial de casacón de la recurrente, de fecha
14 de febrero de 1969, suscrito por sus abogados, los Dres.
J. M. Coceo y Rafael A. Guerrero, cédulas 2543 serie 47 y
70336 serie 1ra., respectivamente, en el cual se invocan
contra la sentencia impugnada los medios que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, de fecha
19 de marzo de 1969, suscrito por sus abogados;

Visto el auto dictado en fecha 29 de septiembre del
corriente año 1969, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte de Justicia, por medio del cual llama al Ma-
gistrado Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, Juez de este Tri-
bunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se tra-
ta, de conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934, y 926,
de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 40, 78 y 123 del Código de
Trabajo; 1 y siguientes de la Ley Sobre Tránsito de Vehícu-
los que regía hasta el año 1968, No. 4809 de 1957; 141 del
Código de Procedimiento Civil, textos citados por la recu-
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rrente; 80 del Código de Trabajo; y 1 y 65 de la Ley Sobre
procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de una reclamacón laboral que no pudo ser

' conciliada por el Departamento de Trabajo, el Juzgado de
Paz de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 7 de
febrero de 1968 una sentencia con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en auden-
ca pública contra la parte demandada, por no haber com-
parecido no obstante citación legal; Segundo: Acoge en to-
das sus partes las conclusiones del demandante por ser jus-
tas y reposar sobre base legal; Tercero: Declara injustifica-
do el despido y resuelto el contrato de trabajo que ligaba
a las partes, por culpa del patrono y con responsabilidad
para el mismo; Cuarto: Condena a la Alcoa Exploration
Company a pagarle al señor Manuel de Jesús Morel, los va-
lores siguientes 24 días de salaro por concepto de preaviso,
75 días por Auxilio de Cesantía; la proporción vacacional
y de regalía pascual del año 1967, así como al pago de los
tres meses de salario acordados por el inciso 3ro. del Artícu-
lo 84 del Código de Trabajo, todo a base de RD$8.64 dia-
rios; Quinto: Condena a la Alcoa Exploration Company, al
pago de las costas del procedimiento, con distracción de
éstas en favor de los Dres. Ivo Oscar Guiliani Nolasco y
Jacobo Guiliani Matos, quienes afirman haberlas avanza-
do en su totalidad"; b) que, sobre apelación de la actual re-
currente, intervino la sentencia ahora impugnada en casa-
ción, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara re-
gular y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
in terpuesto por la Alcoa Exploration Company, contra sen-
tencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacio-
nal de fecha 7 de febrero de 1968, en favor del señor Ma-
nuel de Jesús Morel, cuyo dispositivo ha sido copiado en
Parte anterior de esta misma sentencia. Segundo: Relativa-
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mente al fondo confirma en todas sus partes dicha senten-
cia impugnada, con excepción de la proporción de Regalía
Pascual del año 1967, único punto que revoca en dicha sen-
tencia; Tercero: Condena a la parte que sucumbe Alcoa
Exploration Company al pago de las costas de conformidad
con los artículos 5 y la de la Ley No. 302 del 18 de junio
de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en favor del Dr. Ivo Oscar Guilliani Nolasco";

Considerando, que, contra la sentencia impugnada, la
recurrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación al Artículo 78 del Código de Trabajo en su párrafo
2.— Segundo Medio: Violación del párrafo 10 del referido
Artículo 78 del Código de Trabajo, violación por omisión
del Artículo 40 del mismo Código y falta de aplicación del
Artículo 123 del mismo Código y de la Ley de Tránsito de
Vehículos.— Tercer Medio: Violación del párrafo 4to. del
Artículo 78 del Código de Trabajo y desnaturalización de
los hechos de la causa.— Cuarto M edio: Violación al Ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Falta de base
legal;

Considerando, que, en apoyo de los medios ya enuncia-
dos, la recurrente alega, en síntesis, lo que sigue: 1) que
la sentencia impugnada se ha dctado en violación del ordi-
nal 2do. del artículo 78 del Código de Trabajo, que regula
las inasistencias de los trabajadores a sus labores, ya que
el recurrido faltó más de cuatro veces a su trabajo; 2)
que dicha sentencia también se ha dado en violación de los
artículos 40, 78 ordinal 10 y 123 del mismo Código y de
la Ley sobre Tránsito de Vehículos, porque se probó que
el trabajador estaba fumando en la guagua de la Compañía
en que era transportado antes de ser despedido, violando
así la prohibición de fumar que la Compañía había es ta-
blecido e indicado en un letrero del vehículo, como medida
de seguridad y protección personal de los trabajadores y de

los lugares de trabajo; 3) que la sentencia impugnada ha
sido dictada en violación del ordinal 4to. del artículo 78 del
código de Trabajo, que justifica el despido de los trabaja-
dores que cometan actos de violencia contra sus compañe-
ros, no obstante haberse establecido que el recurrido Mo-
rel "se abrusó" con el trabajador Portuondo, Presidente del
Sindicato; y 4) que la sentencia impugnada no hace méri-
to de los escritos presentados por la recurrente, ni trans-
cribe sus conclusiones, ni contiene motivos de hecho ni de
derecho "en relación legal con el dispositivo del fallo", to-
do en violación del artículo 141 del Código de Procedimien-
to Civil que impone todos esos requisitos; pero,

Considerando, 1) que, en la sentencia impugnada se
da por establecido, como cuestión de hecho, que las prime-
ras inasistencias del trabajador alegadas por la recurrente,
ocurrieron en febrero, marzo y 10 y 20 de abril de 1967,
por lo cual el 15 de mayo de 1967, fecha del despido, había
transcurrido el plazo de 15 días fijado por el artículo 80
del Código concedido a los patronos para fundar despidos
por esa causa; que la inasistencia del 1ro. de mayo, siendo
de un solo día, no podía justificar el despido, según resulta
del ordinal 11 del artículo 78 del mismo Código; 2) que el
hecho de haber fumado en la guagua no constituye una fal-
ta grave porque la Ley de Tránsito de Vehículos sólo pro-
hibe fumar a los choferes, y no a los tripulantes ni pasaje-
ros; que la prohibición de fumar en la guagua en que via-
jaba el trabajador sólo habría sido imperativa, según lo
estimó la Cámara a-qua, para todos los trabajadores, si
tal prohibición establecida por el patrono, lo hubiera sido
en un Reglamento Interior debidamente aprobado por el De-
partamento de Traajo, lo que no se probó que ocurriera
en la especie; que, por lo demás, no tratándose de una faltaespecíf

icamente prevista por el artículo 78 del Código de
Trabajo, para ella poder justificar el despido habría tenido
que ser una falta grave, estimación que esta Suprema Cor-
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te considera como correcta, en vista del ordinal último del
artículo 78 (No. 21); que, no obstante que se dió por esta-
blecido que entre el recurrido y uno de sus compañeros de
viaje en la guagua ocurrió una riña, no se probó qe dicha
riña, ocurrida al llegar la guagua al campamento donde
duermen los obreros de la empresa, alterara el orden del
lugar de trabajo, requisito exigido por el ordinal 4to. del
artículo 78 del Código para justificar un despido, agregando
al respecto la Cámara a-qua que "el lugar donde se esceni-
ficó esa riña no era un centro de trabajo"; 4) que, en la
sentencia impugnada, contrariamente a lo afirmado por la
recurrente, constan las conclusiones de las partes; consta
igualmente haberse visto el expediente del caso, lo que sig-
nifica haberse visto todos y cada uno de los documentos y
escritos que lo constituían; que por los análisis hechos a

propósito, de cada uno de los medios propuestos, análisis
que a su vez son resúmenes de los motivos de hecho y de
derecho dados por la Cámara a-qua para fundamentar el
dispositivo de la sentencia impugnada, queda de manifiesto
que ella contiene motivos pertinentes, suficientes y con-
gruentes para justificar su dispositivo; 5) que, por todo lo
expuesto, los cuatro medios del recurso que se eraminan
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Alcoa Exploration Company con-
tra la sentencia dictada en fecha 2 de diciembre de 1968
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo se ha transcri-
to en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena

a la recurrente al pago de las costas, y se ordena su distra c
-ción en provecho de los Doctores Ivo Oscar Guilliani Nolas-

co y Jacobo Guilliani Matos, abogados del recurrido, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen"
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-

ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
rdió.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
peral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él, expresados, Y
fue firmada, leída y publicada por mía, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 25 de marzo de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Manuel Feliz Martínez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma; Francisco Elpidio Beras; Joaquín M. Alvarez Perelló
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 1ro. de octubre de 1969, años 126o. de la Independencia
y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel
Feliz Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, sereno,
domiciliado y residente en el Kilómetro 7 de la carretera
)uarte, cédula No. 12156, serie 54, parte civil constituída,

contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 25 de marzo de 1968, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto en fecha 1ro. de septiembre de 1967, por el pre-
venido Petronio Rosario, contra sentencia dictada en fecha
14 de agosto de 1967, por la Tercera Cámara Penal del Juz-

gado de Priiiiera Instancia del Distrito Nacional, que con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se de-
clara a Petronilo Rosario, de generales que constan, culpa-
ble del delito de golpes y heridas involuntarias causados
con el vehículo de motor en perjuicio del menor Radhamés
Féliz, y de violación a la Ley sobre Tránsito de Vehículo
de motor, No. 4809, al conducir sin tener renovada la li-
ceicia , y en consecuencia se le condena al pago de una mul-
ta de sesenta pesos oro (RD$60.00), acogiendo circunstan-
cias atenuantes en su favor; SEGUNDO: Se declara regu-
lar y válida el cuanto a la forma la constitución en parte
civil hecha por el señor Manuel Féliz Martínez, en su cali-
dad de padre y tutor del menor agraviado Radhamés Fé-
liz García, por conducto de su abogado constituido, Dr. Luis
A. Scheker O., en contra del prevenido Petronio Rosario;
TERCERO: En cuanto al fondo se condena al prevenido Pe-
tronio Rosario, al pago de una indemnnización de Dos Mil
Pesos Oro (RD$2,000.00) en favor del señor Manuel Féliz
Martínez, parte civil constituida, como justa reparación por
los daños morales y materiales que ha sufrido como conse-
cuencia del hecho de que se trata; CUARTO: Se condena al
prevenido Petronio Rosario, al pago de las costas con dis-
tracción de las civiles en provecho del Dr. Luis A. Scheker
O., abogado de la parte civil constituida, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad" por haberlo hecho de
acuerdo con las prescripciones legales que rigen la mate-
ria; SEGUNDO:— Modifica la antes expresada sentencia en
el aspecto penal, en e] sentido de reducir la pena impuesta
de sesenta (RD$60.00) a treinta (RD$30.00) pesos oro,
apreciando, que hubo falta común de parte del prevenido y
de la víctima; TERCERO: Declara improcedente la consti-
tución en parte civil hecha por el señor Manuel Féliz Martí-
nez, por no haber probado su calidad; CUARTO: Revoca en
todas sus partes la sentencia apelada en sus aspecto civil y
en consecuencia, descarga al prevenido Petronio Rosario de
las condenaciones civiles que le fueron impuestas; QUIN-



Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 25 de marzo de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Manuel Féliz Martínez
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE OCTUBRE DEL 1969

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A. Amia-
ma; Francisco Elpidio Beras; Joaquín M. Alvarez Perelló
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 1ro. de octubre de 1969, años 126o. de la Independencia
y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel
Feliz Martínez, dominicano, mayor de edad, soltero, sereno,
domiciliado y residente en el Kilómetro 7 de la carretera
)uarte, cédula No. 12156, serie 54, parte civil constituída,

contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en fecha 25 de marzo de 1968, cuyo dispo-
sitivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación
interpuesto en fecha 1ro. de septiembre de 1967, por el pr e

-venido Petronio Rosario, contra sentencia dictada en fecha
14 de agosto de 1967, por la Tercera Cámara Penal del Juz-

gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, que con-
tiene el siguiente dispositivo: "FALT,A: PRIMERO: Se de-
clara a Petronilo Rosario, de generales que constan, culpa-
ble del delito de golpes y heridas involuntarias causados
con el vehículo de motor en perjuicio del menor Radhamés
Féliz, y de violación a la Ley sobre Tránsito de Vehículo
de motor, No. 4809, al conducir sin tener renovada la li-
ceicia , y en consecuencia se le condena al pago de una mul-
ta de sesenta pesos oro (RD$60.00), acogiendo circunstan-
cias atenuantes en su favor; SEGUNDO: Se declara regu-
lar y válida el cuanto a la forma la constitución en parte

Civil hecha por el señor Manuel Féliz Martínez, en su cali-
dad de padre y tutor del menor agraviado Radhamés Fé-
liz García, por conducto de su abogado constituído, Dr. Luis
A. Scheker O., en contra del prevenido Petronio Rosario;
TERCERO: En cuanto al fondo se condena al prevenido Pe-
tronio Rosario, al pago de una indemnnización de Dos Mil
Pesos Oro (RD$2,000.00) en favor del señor Manuel Féliz
Martínez, parte civil constituida, como justa reparación por
los daños morales y materiales que ha sufrido como conse-
cuencia del hecho de que se trata; CUARTO: Se condena al
prevenido Petronio Rosario, al pago de las costas con dis-
tracción de las civiles en provecho del Dr. Luis A. Scheker
O., abogado de la parte civil constituída, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad" por haberlo hecho de
acuerdo con las prescripciones legales que rigen la mate-
ria; SEGUNDO:— Modifica la antes expresada sentencia en
el aspecto penal, en el sentido de reducir la pena impuesta
de sesenta (RD$60.00) a treinta (RD$30.00) pesos oro,
apreciando, que hubo falta común de parte del prevenido y
de la víctima; TERCERO: Declara improcedente la consti-
tución en parte civil hecha por el señor Manuel Féliz Martí-
nez, por no haber probado su calidad; CUARTO: Revoca en
todas sus partes la sentencia apelada en sus aspecto civil y
en consecuencia, descarga al prevenido Petronio Rosario de
las condenaciones civiles que le fueron impuestas; QUIN-
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TO: Condena al señor Manuel Féliz Martínez, parte civil
constituída, que sucumbe, al pago de las costas civiles de
la presente alzada, ordenando su distracción en provecho
del Lic. Tomás Rodríguez Núñez, por afirmar haberlas
avanzado en su mayor parte";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 10 de mayo de 1968,
a requerimiento del Dr. Luis Sánchez Ortiz, abogado, cé.'
dula No. 799231, serie 1ra., en representación de Manuel
Féliz Martínez, padre del menor agraviado, Radhamés Fé-
liz García, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que el Artículo 37 de dicha Ley sobre
Procedimiento de Casación, dispone: "Cuando el recurso de
casación es interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil constituida, o por la persona civilmente respon-
sable, el depósito del Memorial, con la indicación de los
medios de casación, será obligatorio, a pena de nulidad, si
no se ha motivado el recurso en la declaración correspon

-diente";

Considerando que, en el presente caso, el recurrente,
parte civil constituida, no motivó su recurso de casación, ni
remitió a la Suprema Corte de Justicia, ningún escrito que
contenga los medios de casación, como lo dispone dicho
Artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casació n, en

su párrafo segundo; por lo cual su recurso de casación de-

be ser declarado nulo;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Manuel Féliz Martínez contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, de fecha 25 de marzo de 1968, cuyo dispositivo está
copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas";

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública lel día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Manuel Féliz Martínez contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, de fecha 25 de marzo de 1968, cuyo dispositivo está
copiado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo:
Condena al recurrente al pago de las costas";

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E, Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H
Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia . —
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública lel día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo,

TO: Condena al señor Manuel Féliz Martínez, parte civil
constituida, que sucumbe, al pago de las costas civiles de
la presente alzada, ordenando su distracción en provecho
del Lic. Tomás Rodríguez Núñez, por afirmar haberlas
avanzado en su mayor parte";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 10 de mayo de 1968,
a requerimiento del Dr. Luis Sánchez Ortiz, abogado, cé-
dula No. 799231, serie 1ra., en representación de Manuel
Féliz Martínez, padre del menor agraviado, Radhamés Fé-
liz García, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que el Artículo 37 de dicha Ley sobre
Procedimiento de Casación, dispone: "Cuando el recurso de
casación es interpuesto por el Ministerio Público, por la
parte civil constituida, o por la persona civilmente respon-
sable, el depósito del Memorial, con la indicación de los
medios de casación, será obligatorio, a pena de nulidad, si
no se ha motivado el recurso en la declaración correspon

-diente";

Considerando que, en el presente caso, el recurrente,
parte civil constituida, no motivó su recurso de casación,
remitió a la Suprema Corte de Justicia, ningún escrito que
contenga los medios de casación, como lo dispone dicho
Artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, en

su párrafo segundo; por lo cual su recurso de casació n de-

be ser declarado nulo;
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SENTENCIA DE FECHA 1 9 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 16 de septiembre de 1968

Materia: Criminal

Recurrente: Eulogio López

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Sup , ema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de E. ,nto Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy 1ro. de octubre del
Itrio 1969, años 126° de la Independencia y 107° de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eulogio
López, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado Y
residente en la calle B, No. 27 del Ensanche Espaillat, de
esta ciudad, cédula No. 24473, serie 23, contra la sentencia
dictada en atribuciones criminales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 16 de septiembre de 1968,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 23 de septiembre
de 1968, a requerimiento del recurrente, en la cual no se
i nvoca ningún med!o determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 332 del Código Penal, modifi-
cado por la Ley No. 1220, del 20 de julio de 1946; y 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
6 de octubre de 1967, Braudilio Rubio presentó formal que-
rella por ante el Destacamento de la Policía Nacional, del
Barrio de Gualey, contra Eulogio López, bajo la inculpa-
ción de haber cometido el crimen de estupro en agravio de
su hija menor de siete años, Mayra Rubio Pérez; b) que por
oficio de fecha 10 del mismo mes, suscrito por el Coronel
de la Policía Nacional, Bolívar R. Soto Montás, fue enviado
al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, el
sometimiento judicial contra el inculpado Eulogio López;
c) que apoderado el Juez de Instrucción de la Tercera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, para la realización de
la sumaria de lugar, en fecha 20 de noviembre de 1967,
envió al acusado Eulogio López por ante la jurisdicción cri-
minal, bajo la inculpación de atentado al pudor, cometido
con violencia, por considerar la existencia de indicios su-
ficientes, de la comisión de dicho crimen: d) que apoderada
del caso, la Quinta Cámara Penal del Juz gado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 28 de fe-
brero de 1968. una sentencia cuyo dispositivo se conia más
adelante: e) que sobre recurso del prevenido, la Corte a-
nua d ictó la sentencia ahora impu gnada en casación, cuyo
dispositivo es el si guiente: "FALLA: PRIMERO: Declara
recular y válido en cuanto a la forma, el recurso de a pela-
ción interpuesto en fecha 5 de marzo de 1968. por el acusa-
do Eulogio López, contra la sentencia dictada por la Quin-
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 23 de septiembre
de 1968, a requerimiento del recurrente, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 332 del Código Penal, modifi-
cado por la Ley No, 1220, del 20 de julio de 1946; y 1 y

ra..65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

11.11‘ Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
6 de octubre de 1967, Braudilio Rubio presentó formal que-
rella por ante el Destacamento de la Policía Nacional, del
Barrio de Gualey, contra Eulogio López, bajo la inculpa-
ción de haber cometido el crimen de estupro en agravio de
su hija menor de siete años, Mayra Rubio Pérez; b) que por
oficio de fecha 10 del mismo mes, suscrito por el Coronel
de la Policía Nacional, Bolívar R. Soto Montás, fue enviado
al Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Nacional, el
sometimiento judicial contra el inculpado Eulogio López;
c) que apoderado el Juez de Instrucción de la Tercera Cir-
cunscripción del Distrito Nacional, para la realización de
la sumaria de lugar, en fecha 20 de noviembre de 1967,
envió al acusado Eulogio López por ante la jurisdicción cri-
minal, bajo la inculpación de atentado al pudor, cometido
con violencia, por considerar la existencia de indicios su-
ficientes, de la comisión de dicho crimen; d) Que anoderada
del caso, la Quinta Cámara Penal del Juz gado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 28 de fe-
brero de 1968, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante: e) que sobre recurso del prevenido, la Corte n-
ona d ictó la sentencia ahora impu gnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declararegular y válido en cuanto a la forma, el recurso de a pela-
ción interpuesto en fecha 5 de marzo de 1968. por el acusa-
do Eulogio López, contra la sentencia dictada por la Quin-

SENTENCIA DE FECHA 1 9 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, d
fecha 16 de septiembre de 1968

Materia: Criminal

Recurrente: Eulogio López

11;
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Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Sup r ema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de E',nto Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy lro. de octubre del
año 1969, años 126 9 de la Independencia y 107 9 de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eulogio
López, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado Y
residente en la calle B, No. 27 del Ensanche Espaillat, de
esta ciudad, cédula No. 24473, serie 23, contra la sentencia
dictada en atribuciones criminales, por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 16 de septiembre de 1968,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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ta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 28 de febrero de 1968, que contie-
ne el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: se declara al
nombrado Eulogio López, de generales anotadas, culpable
de atentado al pudor con violencia, en perjuicio de Mayra
Rubio Pérez, hecho sancionado por violación al artículo
332 del Código Penal, y en consecuencia, se le condena a su-
frir seis (6) años de trabajos públicos; Segundo: Se conde-
na al mencionado inculpado al pago de las costas"; Por ha-
berlo hecho de acuerdo con las prescripciones legales que
regulan la materia; SEGUNDO: Modifica la antes expresa-
da sentencia ,en cuanto a la pena impuesta al acusado Eu-
logio López, en el sentido de reducirla de 6 a 5 años de tra-
bajos públicos; y TERCERO: Condena a dicho acusado Eu-
logio López al pago de las costas penales de alzada";

Considerando que mediante la ponderación de los me-
dios de prueba admitidos en la instrucción de la causa, la
Corte a-qua dió por establecido que la noche del 5 de octu-
bre de 1967, el acusado Eulogio López entró a la casa de la
menor agraviada, quien estaba sola en dicha casa ,y des-
pués de quitarle la ropa "le entró el dedo por su parte ge-
nital produciéndole las lesiones que presenta en su órgano
sexual" y lo que certificó el médico legista; comprobando,
además, los jueces del fondo que la menor agraviada tenía
7 años de edad;

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos que caracterizan el crimen
de atentado al pudor con violencia prevista por el artículo
332 del Código Penal en su segunda parte, y castigado con
la pena de 3 a 5 años de trabajos públicos cuando la v íc

-tima sea menor de 11 años de edad; que, por tanto, al con-
denar al inculpado Eulogio López a 5 años de trabajos P ú-

blicos, después de declararlo culpable la Corte a-qua ha
aplicado a dicho inculpado, una pena ajustada a la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
hlterés del inculpado, vicio alguno que justifique su casa-

sclitócnió
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
n interpuesto por Eulogio López, contra la sentencia

(te fecha 16 de septiembre de 1968, dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo en sus atribuciones criminales,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.

(Firmados:)  Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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ta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha 28 de febrero de 1968, que contie-
ne el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: se declara al
nombrado Eulogio López, de generales anotadas, culpable
de atentado al pudor con violencia, en perjuicio de Mayra
Rubio Pérez, hecho sancionado por violación al artículo
332 del Código Penal, y en consecuencia, se le condena a su-
frir seis (6) años de trabajos públicos; Segundo: Se conde-
na al mencionado inculpado al pago de las costas"; Por ha-
berlo hecho de acuerdo con las prescripciones legales que
regulan la materia; SEGUNDO: Modifica la antes expresa.
da sentencia ,en cuanto a la pena impuesta al acusado Eu-
logio López, en el sentido de reducirla de 6 a 5 años de tra-
bajos públicos; y TERCERO: Condena a dicho acusado Eu-
logio López al pago de las costas penales de alzada";

Considerando que mediante la ponderación de los me-
dios de prueba admitidos en la instrucción de la causa, la
Corte a-qua dió por establecido que la noche del 5 de octu-
bre de 1967, el acusado Eulogio López entró a la casa de la
menor agraviada, quien estaba sola en dicha casa ,y des-
pués de quitarle la ropa "le entró el dedo por su parte ge-
nital produciéndole las lesiones que presenta en su órgano
sexual" y lo que certificó el médico legista; comprobando,
además, los jueces del fondo que la menor agraviada tenía
7 años de edad;

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
cuentran reunidos los elementos que caracterizan el crimen
de atentado al pudor con violencia prevista por el artículo
332 del Código Penal en su segunda parte, y castigado con
la pena de 3 a 5 años de trabajos públicos cuando la v íc

-tima sea menor de 11 años de edad; que, por tanto, al con-
denar al inculpado Eulogio López a 5 años de trabajos pú-
blicos, después de declararlo culpable la Corte a-qua ha
aplicado a dicho inculpado, una pena ajustada a la Ley;

/III 7. Considerando que examinada en sus demás aspectos,1
la sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
interés del inculpado, vicio alguno que justifique su casa-
ción;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Eulogio López, contra la sentencia
de fecha 16 de septiembre de 1968, dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo en sus atribuciones criminales,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.

(Firmados:)  Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,

de fecha 23 de octubre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Mecanización Agrícola C. por A.

Abogado' Dr. A. Ballester Hernández

Recurrido: Rafael Gómez

Abogado: Dr. Francisco Chía Troncos°

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-

tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 3 del mes de octubre de 1969, años 126o. de la
Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Mecani-
zación Agrícola, C. por A., con domicilio en la calle 49 del
Ensanche La Fe, de esta ciudad, contra la sentencia de la
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, dictada en fecha
23 del mes de octubre de 1968, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

130LETIN JUDZCIAL
	

4057

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
IMF Oído al Dr. A. Ballester Hernández, cédula No. 141,

serie 48, abogado de la recurrente en la lectura de sus con-
clusiones;

." Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
de la recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia, en fecha 27 de enero de 1969, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

' Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado
del recurrido, de fecha 10 de marzo del año 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 1315 del Código Civil, 141 del
Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada, intentada por Rafael Gómez contra la Meconi-
zación Agrícola, C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional, dictó en fecha 4 de octubre de 1967,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la parte de-
mandada por improcedentes y mal fundadas, y acoge las
del demandante por ser justas y reposar sobre prueba le-
2> al ; Segundo: Declara injustificado el despido y resuelto
el contrato de trabajo que ligaba a las partes, por culpa del
Patrono y con responsabilidad para el mismo; Tercero: Con-
dena a la Empresa Mecanización Agrícola, C. por A., (MA-
CA) a pagar a Rafael Gómez los valores siguientes: 24 días
de salario por concepto de preaviso; 15 días por auxilio de
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,

de fecha 23 de octubre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Mecanización Agrícola C. por A.

Abogado' Dr. A. Ballester Hernández

Recurrido: Rafael Gómez
Abogado: Dr. Francisco Chía Troncoso

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 3 del mes de octubre de 1969, años 126o. de la
Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Mecani-
zación Agrícola, C. por A., con domicilio en la calle 49 del
Ensanche La Fe, de esta ciudad, contra la sentencia de la
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, dictada en fecha
23 del mes de octubre de 1968, cuyo dispositivo se copia
más adelante;
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e
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

• Oído al Dr. A. Ballester Hernández, cédula No. 141,
serie 48, abogado de la recurrente en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
fíe la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
de la recurrente, depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia, en fecha 27 de enero de 1969, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

O	 Visto el memorial de defensa suscrito por el abogado
del recurrido, de fecha 10 de marzo del año 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 1315 del Código Civil, 141 del
Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada, intentada por Rafael Gómez contra la Meconi-
zación Agrícola, C. por A., el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional, dictó en fecha 4 de octubre de 1967,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la parte de-
mandada por improcedentes y mal fundadas, y acoge las
del demandante por ser justas y reposar sobre prueba le-
gal; Segundo: Declara injustificado el despido y resuelto
el contrato de trabajo que ligaba a las partes, por culpa del
Patrono y con responsabilidad para el mismo; Tercero: Con-
dena a la Empresa Mecanización Agrícola, C. por A., (MA-
CA ) a pagar a Rafael Gómez los valores siguientes: 24 días
de salario por concepto de preaviso; 15 días por auxilio de

e
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cesantía; 12 días por concepto de vacaciones no disfruta-
das ni pagadas, la proporción de Regalía Pascual Obligato-
ria del año 1966, así como el pago de los tres meses de sa-
lario acordados en el inciso 3ro. del Art. 84 del Código de
Trabajo, todo a base de RD$3.20 diarios; Cuarto: Condena
a la Compañía Mecanización Agrícola, C. por A., (MACA),
expedir en favor de Rafael Gómez el Certificado a que se
refiere el Art. 63 del Código de Trabajo; Quinto: Conde-
na a la Empresa demandada Mecanización Agrícola, C. por
A., (MACA) al pago de las costas del procedimiento, con
distracción de éstas en favor del Dr. Francisco L. Chía
Troncoso, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";
b) que sobre apelación de la Mecanización Agrícola, C. por
A., después de cumplidas medidas preparatorias que fue-
ron ordenadas, intervino la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara re-
gular y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por Mecanización Agrícola, C. por A., (MACA)
contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distri-
to Nacional, de fecha 4 de octubre de 1967, en favor de Ra-
fael Gómez, cuyo dispositivo consta copiado en parte ante-
rior de esta misma sentencia; Segundo: Relativamente al
fondo, Confirma en todas sus partes la sentencia impugna-
da; Tercero: Condena a la parte que sucumbe Mecaniza-
ción Agrícola, C. por A., (MACA) al pago de las costas del
procedimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de
la Ley 302, del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Tra-
bajo, ordenando su distracción en provecho del Dr. Fran-
cisco L. Chía Troncoso, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación, la recu-
rrente invoca los siguientes medios: Violación del artículo
141 del Código de Procedimiento Civil, falta e ins. uficien-
ca de motivos, falta de base legal, desnaturalizacien de 109-1''

hechos;

Considerando que la recurrente en el desarrollo de sus
medios de casación, que por su relación se reúnen para su
examen , alega en síntesis, que en la especie no se trata de
despido ni de dimisión, sino de abandono; que el Juez a-quo
decidió el caso descartando i njustificadamente los testigos
aportados por la empresa, considerando que sus declaracio-
nes no podían ser creídas por haber incurrido en contra-
dicciones graves, no habiendo hecho un análisis correcto de
las mismas; que al proceder en esa forma, incurrió en el
vicio de desnaturalización de dichos testimonios; que por
último, estando insuficientemente motivada la sentencia ob-
jeto del presente recurso, la Suprema Corte no puede deter-
minar si la Ley ha sido bien o mal aplicada, por lo que
procede la casación de la misma; pero,

Considerando que por la exposición que helce la recu-
rrente de sus alegatos, se advierte, que lo que ella denomi-
na desnaturalización no es otra cosa que una crítica a la
apreciación que la Cámara a-qua, ha hecho del conjunto
de los medios de prueba presentados, apreciación que por
ser una cuestión de hecho escapa a la censura de la casa-
ción, ya que los jueces del fondo son soberanos para; deter-
minar el valor de las pruebas que se le someten, y pueden,
haciendo uso de ese poder soberano, atribuir mayor crédi-
to a las que estimen más verosímiles y sinceras, con lo cual
no incurren en vicio alguno que invalide su decisión;

Considerando, que en la especie, habiendo dado por es-
tablecido la Cámara a-qua, mediante la ponderación de las
pruebs aportadas al debate, que la actual recurrente, no pro-
bó la justa causa del despido, y por el contrario, el recurri-
do, o sea el trabajador demandante, sí hizo la prueba de que
no hubo abandono o inasistencia de su parte, sino que fue
despedido, por haber reclamado salarios que le habían si-
do dejados de pagar; y conteniendo el fallo impugnado mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo,
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cesantía; 12 días por concepto de vacaciones no disfruta-
das ni pagadas, la proporción de Regalía Pascual Obligato-
ria del año 1966, así como el pago de los tres meses de sa-
lario acordados en el inciso 3ro. del Art. 84 del Código de
Trabajo, todo a base de RD$3.20 diarios; Cuarto: Condena
a la Compañía Mecanización Agrícola, C. por A., (MACA),
expedir en favor de Rafael Gómez el Certificado a que se
refiere el Art. 63 del Código de Trabajo; Quinto: Conde-
na a la Empresa demandada Mecanización Agrícola, C. por
A., (MACA) al pago de las costas del procedimiento, con
distracción de éstas en favor del Dr. Francisco L. Chía
Troncoso, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";
b) que sobre apelación de la Mecanización Agrícola, C. por
A., después de cumplidas medidas preparatorias que fue-
ron ordenadas, intervino la sentencia ahora impugnada, cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara re-
gular y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por Mecanización Agrícola, C. por A., (MACA)
contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distri-
to Nacional, de fecha 4 de octubre de 1967, en favor de Ra-
fael Gómez, cuyo dispositivo consta copiado en parte ante-
rior de esta misma sentencia; Segundo: Relativamente al
fondo, Confirma en todas sus partes la sentencia impugna-
da; Tercero: Condena a la parte que sucumbe Mecaniza-
ción Agrícola, C. por A., (MACA) al pago de las costas del
procedimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de
la Ley 302, del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Tra-
bajo, ordenando su distracción en provecho del Dr. Fran-
cisco L. Chía Troncoso, quien afirma haberlas avanzado en,

su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación, la recu-
rrente invoca los siguientes medios: Violación del artículo
141 del Código de Procedimiento Civil, falta e 	 uficien-

ca de motivos, falta de base legal, desnaturalización de
hechos;

Considerando que la recurrente en el desarrollo de sus
medios de casación, que por su relación se reúnen para su
examen, alega en síntesis, que en la especie no se trata de
despido ni de dimisión, sino de abandono; que el Juez a-quo
decidió el caso descartando injustificadamente los testigos
aportados por la empresa, considerando que sus declaracio-
nes no podían ser creídas por haber incurrido en contra-
dicciones graves, no habiendo hecho un análisis correcto de
las mismas; que al proceder en esa forma, incurrió en el
vicio de desnaturalización de dichos testimonios; que por
último, estando insuficientemente motivada la sentencia ob-
jeto del presente recurso, la Suprema Corte no puede deter-
minar si la Ley ha sido bien o mal aplicada, por lo que
procede la casación de la misma; pero,

Considerando que por la exposición que hr4ce la recu-
rrente de sus alegatos, se advierte, que lo que ella denomi-
na desnaturalización no es otra cosa que una crítica a la
apreciación que la Cámara a-qua ha hecho del conjunto
de los medios de prueba presentados, apreciación que por
ser una cuestión de hecho escapa a la censura de la casa-
ción, ya que los jueces del fondo son soberanos para deter-
minar el valor de las pruebas que se le someten, y pueden,
haciendo uso de ese poder soberano, atribuir mayor crédi-
to a las que estimen más verosímiles y sinceras, con lo cual
no incurren en vicio alguno que invalide su decisión;

Considerando, que en la especie, habiendo dado por es-
tablecido la Cámara a-qua, mediante la ponderación de las
pruebs aportadas al debate, que la actual recurrente, no pro-
bó la justa causa del despido, y por el contrario, el recurri-
do, o sea el trabajador demandante, sí hizo la prueba de que
no hubo abandono o inasistencia de su parte, sino que fue
despedido, por haber reclamado salarios que le habían si-
do dejados de pagar; y conteniendo el fallo impugnado mo-
tivos suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo,
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y una relación completa de los hechos y circunstancias de

la causa, que permiten a esta Suprema Corte de Justicia, al
ejercer su poder de control, determina r que la ley ha sido
bien aplicada; hay que admitir, en consecuencia que los
alegatos de la recurrente, carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Mecanización Agrícola, C. por A.,
contra¿ la sentencia de la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, dictada en fecha 23 de octubre de 1968, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas,
distrayéndolas en favor del Dr. Francisco Chía Troncoso,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente . — Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani .— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de
la Segunda C ircunscripción del Distrito Judicial de San-
tiago, de fecha 5 de diciembre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.
Abogado: Dr. Clodomiro 1-lenriquez Martínez

Recurrido: Rafael Antonio Corniel (declarado en defecto)

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República:, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juajn Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 de oc-
tubre de 1969, años 126o. de la Independencia y 107o. de
la Restauración, dicta en audiencia pública como corte decasación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., con su domicilio
Y oficinas principales en esta ciudad de Santo Domingo deGuz

mán, en la casa No. 12-14 de la calle 30 de marzo, con-tra la sentencia de fecha 5 de diciembre de 1968, dictada
Por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de , Segun-
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y una relación completa de los hechos y circunstancia de
la causa, que permiten a esta Suprema Corte de Justicia, al
ejercer su poder de control, determin ar que la ley ha sido
bien aplicada; hay que admitir, en consecuenciat que los
alegatos de la recurrente, carecen de fundamento y deben
ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Mecanización Agrícola, C. por A.,
contral la sentencia de la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, dictada en fecha 23 de octubre de 1968, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas,
distrayéndolas en favor del Dr. Francisco Chía Troncoso,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente . — Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia Impugnada: 
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de

la Segunda C ircunscripción del Distrito Judicial de San-
tiago, de fecha 5 de diciembre de 1968

Materia: Trabajo

e Recurrente: Compañía Dominicana de Teléfonos, C. por A.
Abogado: Dr. Clodomiro Henríquez Martínez

Recurrido: Rafael Antonio Corniel (declarado en defecto)

la/ En Nombre de la República la Suprema Corte de Jus-
tlia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juap Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la
Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 3 de oc-
tubre de 1969, años 126o. de la Independencia y 107o. de
la Restauración, dicta en audiencia pública como corte de
casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
Pañía Dominicana de Teléfonos, C. por A., con su domicilio
Y oficinas principales en esta ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, en la casa No. 12-14 de la calle 30 de marzo, con-
tra la sentencia de fecha 5 de diciembre de 1968, dictada
Por la Cámara Civil. Comercial y de Trabajo de le ∎, Segun-

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana



111.

da Circunscripción del Distrito Judicial de Santiago, cuyo 1
dispositivo figura más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al abogado de la recurrente, doctor Clodomirc

Henríquez Martínez, cédula No. 700, serie 12, en la leettio
ra de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del 9 de enero de 1969;
suscrito por el ya dicho abogado de la recurrente, en d
que se invocan, contra la sentencia impugnada los medios!'
de casación que se indican más adelante;	

....

Vista la resolución de esta Suprema Corte de Justicia.
dictada en fecha 10 de abril de 1969, mediante la cual de-
clara el defecto del recurrido RafaH. Antonio Corniel, en
el recurso de casación relativo a la presente instancia;

Visto el auto dictado en fecha 1ro. de octubre del co-
rriente año 1969, por el Magistrado Primer Sustituto en fun-
ciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, Juez de este Tribunal, para integrar la Supre-
ma Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso
de casación de que se trata, de conformidad con las leyes
Nos. 684, de 1934, y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1ro. de la Ley No. 5055 de
fecha 19 de diciembre de 1958; 47 y siguientes de la Ley
No. 637 de 1944, sobre Contratos de Trabajo; 69, 72, 77, 84,
691 y Principio VIII del Código de Trabajo, y 1, 20 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente : a)
que con motivo de una reclamación de carácter labor al nue
no pudo ser conciliada en el Despacho del Jefe de la Sec..
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ción de Querellas y Conciliaciones de la Oficina del Depar-
tamento de Trabajo que tiene asiento en la ciudad de San-
tiago, el Juzgado de Paz de Trabajo que actúa allí, dictó
en fecha 17 de abril de 1968 una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "Falla: Primero: Se declara injustificado el
despido operado en la persona del Sr. Rafael Antonio Cor-
nielle por parte de la Compañía Dominicana de Teléfonos,
c. por A.; Segundo: Se condena a la demandada Compa-
ñía Dominicana de Teléfonos, C. por A., a pagarle al de-
mandante Rafael Antonio Cornielle las prestaciones siguien-
tes: a) una captidad ascendente a 6 días de trabajo por con-
cepto de preaviso, de acuerdo con el artículo 69 del Có-
digo de Trabajo; b) una suma equivalente a 90 días de
trabajo, de acuerdo con el artículo 84 del Código de Trabajo;
Tercero: El salario día que debe tomarse en cuenta para el
cálculo de las prestaciones a pagar es de RD$3.58; Cuarto:
Se condena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C.
por A., al pago de las costas de procedimiento"; b) que so-
bre apelación interpuesta por la citada Compañía, la Cá-
mara Civil, Comercial y de Trabajo de la Segunda Circuns-
cripción de Santiago, dictó en fecha 5 de diciembre de 1968
la sentencia ahora impugnada, en---la que consta el disposi-
tivo que dice así: "Falla: Primero: Se declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma, el recurso de apelación de que se
trata: Segundo: En cuanto al fondo, rechaza el recurso de
alzada por improcedente y mal fundado, confirmando, en
consecuencia, la, sentencia objeto del recurso en todas sus
partes; Tercero: Condena a la parte recurrente, Compañía
Dominicana de Teléfonos, C. por A., al pago de las costas,
distrayéndolas en provecho del Licenciado J. Gabriel Ro-
dríguez, por afirmar estarlas avanzando en su mayor parte";

Considerando que la recurrente invoca en su memorialde casación los medios formulados así: Violación del artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil. Violación de los
artículos 68 y siguientes y el 77 y el 84 del Código de Tra-bajo;
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da Circunscripción del Distrito Judicial de Santiago, cuyo
dispositivo figura más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al abogado de la recurrente, doctor Clodomirá

Henríquez Martínez, cédula No. 700, serie 12, en la lectu-
ra de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del 9 de enero de 1969,
suscrito por el ya dicho abogado de la recurrente, en el
que se invocan, contra la sentencia impugnada los medios
de casación que se indican más adelante;

Vista la resolución de esta Suprema Corte de Justicia,
dictada en fecha 10 de abril de 1969, mediante la cual de-
clara el defecto del recurrido Rafael Antonio Corniel, en
el recurso de casación relativo a la presente instancia;

Visto el auto dictado en fecha 1ro. de octubre del co-
rriente año 1969, por el Magistrado Primer Sustituto en fun-
ciones de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Santiago Osvaldo Rolo
Carbuccia, Juez de este Tribunal, para integrar la Supre-
ma Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso
de casación de que se trata, de conformidad con las leyes
Nos. 684, de 1934, y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos lro. de la Ley No. 5055 de
fecha 19 de diciembre de 1958; 47 y siguientes de la Ley
No. 637 de 1944, sobre Contratos de Trabajo; 69, 72, 77,.84,
691 y Principio VIII del Código de Trabajo, y 1, 20 y 65

de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación de carácter labora l que
no pudo ser conciliada en el Despacho del Jefe de la Sec.'

ejón de Querellas y Conciliaciones de la Oficina del Depar-
tamento de Trabajo que tiene asiento en la ciudad de San-
agel Juzgado de Paz de Trabajo que actúa allí, dictó

etinfoeCha 17 de abril de 1968 una sentencia con el siguien-
te dispositivo: "Falla: Primero: Se declara injustificado el
despido operado en la persona del Sr. Rafael Antonio Cor-
nielle por parte de la Compañía Dominicana de Teléfonos,
C, por A.; Segundo: Se condena a la demandada Compa-
ñía Dominicana de Teléfonos, C. por A., a pagarle al de-
mandante Rafael Antonio Cornielle las prestaciones siguien-
tes: a) una cantidad ascendente a 6 días de trabajo por con-
cepto de preaviso, de acuerdo con el artículo 69 del Có-
digo de Trabajo; b) una suma equivalente a 90 días de
trabajo, de acuerdo con el artículo 84 del Código de Trabajo;
Tercero: El salario día que debe tomarse en cuenta para el
cálculo de las prestaciones a pagar es de RD$3.58; Cuarto:
Se condena a la Compañía Dominicana de Teléfonos, C.
por A., al pago de las costas de procedimiento"; b) que so-
bre apelaleión interpuesta por la citada Compañía, la Cá-
mara Civil, Comercial y de Trabajo de lá Segunda Circuns-
cripción de Santiago, dictó en fecha 5 de diciembre de 1968
la sentencia ahora impugnada, en—la que consta el disposi-
tivo que dice así: "Falla: Primero: Se declara regular y vá-
lido en cuanto a la forma, el recurso de apelación de que se
trata: Segundo: En cuanto al fondo, rechaza el recurso de
alzada por improcedente y mal fundado, confirmando, en
consecuencia, la, sentencia objeto del recurso en todas sus
partes; Tercero: Condena a la parte recurrente, Compañía
Dominicana de Teléfonos, C. por A., al pago de las costas,
distrayéndolas en provecho del Licenciado J. Gabriel Ro-
dríguez, por afirmar estarlas avanzando en su mayor parte";

Considerando que la recurrente invoca en su memorialde casación los medios formulados así: Violación del artícu-
lo 141 del Código de Procedimiento Civil. Violación de los
artículos 68 y siguientes y el 77 y el 84 del Código de Tra-bajo:
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Considerando que la recurrente en los medios de casa-
ción que ha invocado, alega, en síntesis y de manera prin-
cipal y fundamental, que entre ella y su contraparte, el aho-
ra recurrido, intervino en fecha 1 de junio de 1967 un con-
trato de trabajo por tiempo indefinido y que al darlo por
concluido en fecha 31 de agosto de ese mismo año, según
consta en la carta que dirigió al trabajador, demandante
originario en la actual litis de carácter laboral, a éste le
faltaba un día para completar los tres meses de trabajo
necesarios para que la Compañía recurrente quedara obli-
gada a satisfacerle las prestaciones que acuerda el artículo
69 del Código de Trabajo; que el Juez de la apelación no
hizo el correspondiente análisis del referido contrato de
trabajo, el cual figura en el expediente relativo al presente
caso laboral; que "en virtud de que los plazos de meses se
cuentan de fecha a fecha, los tres meses del contrato ven-
cían el día primero de septiembre de 1967, no el 31 de
agosto como pretende que sea el Juez a-quo en la senten-
cia" que es objeto de la presente impugnáción; que en la
especie se "trata de la terminación de un contrato por tiem-
po indefinido sin alegar causa, en razón de que el patrono
ejercía el derecho al desahucio, y sin el pago del preaviso,
porque el obrero no había cumplido, r la fecha de la ter-
minación, tres meses de trabajo continuo con la empresa,
pues le faltaba un día para cumplirse los tres meses"; que
"también existe falsa aplicación de los artículos 77 y 84
del mencionado Código de Trabajo porque en el caso que
nos ocupa no hubo despido, sino desahucio, por tanto no
había la obligación de probar "justa causa", ya que el pa-
trono no invocó falta ninguna a cargo del obrero, que nin-
guna había cometido"; que el fallo impugnado no contiene
motivos suficientementes valederos para que la Suprema
Corte de Justicia pueda ejercer su poder de control; que de
acuerdo con el artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil, "toda sentencia, además de una enunciación sucinta
de los hechos y otras formalidades procesales, deberá con"
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tener los motivos o fundamentos que sirven de base a su
dispositivo"; "que, en consecuencia con estas disposiciones
es fácil comprender que toda sentencia que carece de moti-
vos da lugar a su anulación total por efecto de la casación";

Considerando que respecto a la cuestión debatida a que
se ataba de hacer referencia, la Cámara a-qua expresa en
la motivación de su fallo impugnado, "que si bien es cierto
que los plazos que se establecen por mes, se cuentan de fe-
cha a fecha, como expone la intimante, no es menos cier-
to que ante el Departamento Administrativo del Trabajo,
el demandante originai'io declaró haber trabajado para la
ahora recurrente por un lapso de tres meses y dos días y
que así también lo expresó ante el Juez a-quo, limitándo-
se la recurrente por medio de su representante, a expresar,
que se atenía a los términos de la correspondencia fechada
31 de agosto de 1967, remitida por ella a ese Departamen-
to, en la cual daba término a la relación contractual"; "que
la comunicación a que se refiere la intimante, Compañía
Dominicana de Teléfonos, C. por A., y la cual emana del
Encargado del Personal, señor Thompson, de la Oficina
Principal con asiento en Santo Domingo, de donde se infie-
re, na turalmente, que la parte intimada debió tener cono-
cimiento de la misma algún tiempo después, cosa ésta que
no fue discutida por la recurrente cuando la contraparte ha
afirmado a todo lo largo del proceso, haber trabajado pa-
ra ella; durante tres meses y dos días"; pero,

Considerando que, tal como lo afirma la Compañía re-
currente, es obvio que el Juez de la Alzada no ha hecho enla motivación de su fallo un detenido y claro examen, co-
mo era su deber, de los elementos de juicio que le fueron so-
metidos y referentes a la naturaleza, alcance y duracióndel contrato antes citado, a la carta que la Compañía diri-gió al trabajador para dar por concluido ese contrato, al
Cheque mediante e] cual se le hizo efectiva la suma que cu-bría los salarios ganados por el obrero hasta la conclusión

1
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Considerando que la recurrente en los medios de casa-
ción que ha invocado, alega, en síntesis yde manera prin..
cipal y fundamental, que entre ella y su contraparte, el alyy.

ra recurrido, intervino en fecha 1 de junio de 1967 un con_
trato de trabajo por tiempo indefinido y que al darlo por
concluido en fecha 31 de agosto de ese mismo año, según
consta en la carta que dirigió al trabajado r, demandante

originario en la actual litis de carácter laboral, a éste le
faltaba un día para completar los tres meses de trabajo
necesarios para que la Compañía recurrente quedara obli-
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trabajo, el cual figura en el expediente relativo al presente
caso laboral; que "en virtud de que los plazos de meses se
cuentan de fecha a fecha, los tres meses del contrato ven-
cían el día primero de septiembre de 1967, no el 31 de
agosto como pretende que sea el Juez a-quo en la senten-
cia" que es objeto de la presente impugnáció n ; que en la
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del mencionado Código de Tralbajo porque en el caso quno
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trono no invocó falta ninguna a cargo del obrero, que nin-
guna había cometido"; que el fallo impugnado no contiene
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motivos suficientementes valederos para que la Suprem
Corte de Justicia pueda ejercer su poder de control; que de
acuerdo con el artículo 141 del Código de Procedimiento
Civil, "toda sentencia, además de una enunciación sucinta
de los hechos y otras formalidades procesales, deberá con"
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tener los motivos o fundamentos que sirven de base a su
dispositivo"; "que, en consecuencia con estas disposiciones
es fácil comprender que toda sentencia que carece de moti-
vos da lugar a su anulación total por efecto de la casación";

Considerando que respecto a la cuestión debatida a que
se ataba de hacer referencia, la Cámara a-qua expresa en
la motivación de su fallo impugnado, "que si bien es cierto
que los plazos que se establecen por mes, se cuentan de fe-
cha a fecha, como expone la intimante, no es menos cier-
to que ante el Departamento Administrativo del Trabajo,
el demandante originai-io declaró haber trabajado para la
ahora recurrente por un lapso de tres meses y dos días y
que así también lo expresó ante el Juez a-quo, limitándo-
se la recurrente por medio de su representante, a expresar,
que se atenía a los términos de la correspondencia fechada
31 de agosto de 1967, remitida por ella a ese Departamen-
to, en la cual daba término a la relación contractual"; "que
la comunicación a que se refiere la intimante, Compañía
Dominicana de Teléfonos, C. por A., y la cual emana del
Encargado del Personal, señor Thompson, de la Oficina
Principal con asiento en Santo Domingo, de donde se infie-
re, naturalmente, que la parte intimada debió tener cono-
cimiento de la misma algún tiempo después, cosa; ésta que
no fue discutida por la recurrente cuando la contraparte ha
afirmado a todo lo largo del proceso, haber trabajado pa-
ra ella, durante tres meses y dos días"; pero,

1010°' Considerando que, tal como lo afirma la Compañía re-
currente, es obvio que el Juez de la Alzada no ha hecho en
la motivación de su fallo un detenido y claro examen, co-
mo era su deber, de los elementos de juicio que le fueron so-
metidos y referentes a la naturaleza, alcance y duración
del contrato antes citado, a la carta que la Compañía diri-
gió al trabajador para dar por concluido ese contrato, al
cheque mediante el cual se le hizo efectiva la suma que cu-
bría los salarios ganados por el obrero hasta la conclusión
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del indicado contrato, y si este obrero trabajó o no al ser-
vicio de la recurrente el día 31 de agosto completo, fecha
en que se dió por concluido el contrato laboral de que se
viene haciendo mención; que esta( Suprema Corte de Jus-
ticia no está en condiciones de ejercer su poder de control a
los fines de determinar si en el caso de que se trata se ha
hecho o no una aplicación correcta de la Ley; que por todo
ello, es evidente, que la sentencia impugnada adolece del -
vicio de falta de base legal;

Considerando que según el art. 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, los costos pueden ser comprendidos
cuando una sentencia es casada por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en fecha 5 de diciembre de 1968 por la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo de la Segunda Circunscripción del
Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo fue copiado
en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto, por
ante la Cámara Civil y Comercial y de Trabajo de la Pri-
mera Circunscripción del mismo Distrito Judicial de San-
tiago; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente . — Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 3 DE OCTUBRE DEL 1969

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias.
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 3 de octubre de 1969, años 126o. de la Inde-
pendencia y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre los recursos de casación interpuestos por Darío
Martín María Sánchez, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, chofer, cédula No. 38567, serie 54, domiciliado y resi-
dente en la calle Arzobispo Valera No. 61, de esta ciudad,
Secundino Rosario Valdez, dominicano, mayor de edad, do-miciliado y residente en la calle "E" No. 28, Ensanche Oza.-
Ma, de esta ciudad, y Seguros Pepín, S. A., con domicilio

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 30 de septiembre de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Darío Martín María Sánchez y compartes

Intervinientes: Leonidas Román Francisco y Francia Altagracia
Guerra de Disla

Abogado: Dres: Simón Omar Valenzuela y Carlos Rafael Rodrí-
guez Núñez
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del indicado contrato, y si este obrero traba j ó o no al ser-
vicio de la recurrente el día 31 de agosto completo, fecha
en que se díó por concluido el contrat o laboral de que se
viene haciendo mención; que esta! Suprema Corte de Jus-
ticia no está en condiciones de ejercer su poder de control a
los fines de determinar si en el caso de que se trata se ha
hecho o no una aplicación correcta de la Ley; que por todo
ello, es evidente, que la sentencia impugnada adolece del
vicio de falta de base legal;

Considerando que según el art. 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, los costos pueden ser comprendidos
cuando una sentencia es casada por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 	 ,jj

en fecha 5 de diciembre de 1968 por la Cámara Civil, Co-
mercial y de Trabajo de la Segunda Circunscripción del
Distrito Judicial de Santiago, cuyo dispositivo fue copiado
en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto, por
ante la Cámara Civil y Comercial y de Trabajo de la Pri-
mera Circunscripción del mismo Distrito Judicial de San-
tiago; Segundo: Compensa las costas. *

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente . — Car-

los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. l3ergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras. -

Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 3 de octubre de 1969, años 126o. de la Inde-
pendencia y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre los recursos de casación interpuestos por Darío
Martín María Sánchez, dominicano, mayor de edad, solte-
ro, chofer, cédula No. 38567, serie 54, domiciliado y resi-
dente en la calle Arzobispo Vatlera No. 61, de esta ciudad.Secundino Rosario Valdez, dominicano, mayor de edad, do-
miciliado y residente en la calle "E" No. 28, Ensanche Oza-
lila , de esta ciudad, y Seguros Pepín, S. A., con domicilio

Recurrente: Darío Martín María Sánchez y compartes
Intervinientes: Leonidas Román Francisco y Francia Altagracia

Guerra de Disla

Abogado: Dres: Simón Omar Valenzuela y Carlos Rafael Rodrí-
guez Núñez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana,



social en la calle Isabel la Católica esquina Padre Billini,
de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 30 de septiem..
bre de 1968, dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo di spositi-
vo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a los Doctores Simón Omar Valenzuela, cédula

18303. serie 12, y Carlos Rafael Rodríguez Núñez, cédula
3260, serie 42, abogados de los intervinientes Leonidas Ro-
mán Francisco, dominicano, mayor de edad, calsado, Sar-
gento de la Fuerza Aérea Dominicana, domiciliado y resi-
dente en el kilómetro seis y medio de la Carretera Mella,
Distrito Nacional, cédula No. 7487, serie 40, y Francia Al-
tagralcia Guerra de Disla, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, quehaceres domésticos, cédula No. 64987, serie lra.,
domiciliada y residente en el Kilómetro seis y medio de la
Carretera Mella, Distrito Nacional, en su calidad de partes
civiles constituidas, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictalmen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-uua en fecha 7 de noviembre de
1968, a requerimiento del Dr. José Canó López, cédula
27814, serie 31, abogado de los recurrentes, en . representa

-ción de éstos, en la cual no se expone ningún medio deter-
minado de casación;

Visto el escrito de fecha 4 de septiembre de 1969, fir-
mado por los abogados de los intervinientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5771, de 1961;
10 de la Ley No. 4117, de 1955; 1383 y 1384 del Código
Civil y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad
el día 23 de octul'ore de 1967, como consecuencia del cual
falleció el menor Roni Román Gómez y recibió golpes in-
voluntarios curables en más de veinte días el menor Wins-
ton Disla Guerra, la Quinta Cámaras de lo Penal del Juzga-
do de Primera Instancia de Santo Domingo, regularmente
apoderada, dictó en fecha 25 de abril de 1968, una senten-
cia cuyo dispositivo figura inserto en el de la ahora impug-
nada; b) Que sobre recursos del prevenido Darío Martín
María Sánchez, de Secundino Rosario Valdez, persona pues-
ta en causa como civilmente responsable, y de la Compa-
ñía Asegura,dora, la Corte de Apelación de Santo Domingo,
dictó la sentencia ahora impugnada en casación con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular y vá-
lido, el recurso de apelación de fecha tres (3) de mayo de
1968, interpuesto por el prevenido Darío Martín Mat l..ía Sán-
chez, la parte civilmente responsable Secundino Rosario
Valdez y la Compañía de Seguros "Seguros Pepín, S. A.",
contra sentencia de fecha 25 de abril de 1968, dictada por la
Quinta Cámara Penali del Distrito Nacional, cuyo dispositi-
vo copiado textualmente dice así: "Falla: Primero: Se De-
clara al nombrado Darío Martín María Sánchez, de genera-
les anotadas, culpable del delito de golpes involuntarios que
ocasionaron la muerte al menor Roni Román Gómez; y ade-
más de golpes involuntarios en perjuicio de Winston Disla
Guerra, hecho previsto y sancionado por las disposiciones
de la Ley No. 5771, (sobre accidentes de vehículos de mo-
tor) y en consecuencia, se le condena a sufrir tres (3) años
de prisión correcciona¡1 y a pagar una multa de mil pesos
oro (RD$1.000.00) y al pa go de las costas penales; Segun-
do: Se Declara buena y válida la constitución en parte civil
hecha por los señores Leonidas Román Francisco v Fran-
cia Al taeracia Guerra de Dislai. padre y madre de los me-
nores Roni Román Gómez (Fallecido) Dres. Carlos Rafael

el

BOLETIN JUDICIAL	 40694068	 BOLETIN JUDICIAL



social en la calle Isabel la Católica esquina Padre
de esta ciudad, contra la sentencia de fecha 30 de septiem:
bre de 1968, dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositi-
vo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a los Doctores Simón Omar Valenzuela, cédula

18303. serie 12, y Carlos Rafael Rodríguez Núñez, cédula
3260, serie 42, abogados de los intervinientes Leonidas Ro-
mán Francisco, dominicano, mayor de edad, casado, Sar-
gento de la Fuerza Aérea Dominicana, domiciliado y resi-
dente en el kilómetro seis y medio de la Carretera Mella,
Distrito Nacional, cédula No. 7487, serie 40, y Francia Al-
tagraHa Guerra de Disla, dominicana, mayor de edad, ca-
sada, quehaceres domésticos, cédula No. 64987, serie lra.,
domiciliada y residente en el Kilómetro seis y medio de la
Carretera Mella, Distrito Nacional, en su calidad de partes
civiles constituídas, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictalmen del Magistrado Procurador Gen
de la República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua en fecha 7 de noviembre de
1968, a requerimiento del Dr. José Canó López, cédula
27814, serie 31, abogado de los recurrentes, en'represen ta

-ción de éstos, en la cual no se expone ningún medio deter-
minado de casación;

Visto el escrito de fecha 4 de septiembre de 1969, fi r
-mado por los abogados de los intervinientes;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley No. 5771, de 1961;
10 de la Ley No. 4117, de 1955; 1383 y 1384 del código

Civil y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

sación;

Consideralido que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con moti-
vo de un accidente automovilístico ocurrido en esta ciudad
el día 23 de octubre de 1967, como consecuencia del cual
falleció el menor Roni Román Gómez y recibió golpes in-
voluntarios curables en más de veinte días el menor Wins-
ton Disla Guerra, la Quinta Cámara! de lo Penal del Juzga-
do de Primera Instancia de Santo Domingo, regularmente
apoderada, dictó en fecha 25 de abril de 1968, una senten-
cia cuyo dispositivo figura inserto en el de la ahora impug-
nada; b) Que sobre recursos del prevenido Darío Martín
María Sánchez, de Secundino Rosario Valdez, persona pues-
ta en causa como civilmente responsable, y de la Compa-
ñía Aseguradora, la Corte de Apelación de Santo Domingo,
dictó la sentencia ahora impugnada en casación con el si-
guiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular y vá-
lido, el recurso de apelación de fecha tres (3) de mayo de
1968, interpuesto por el prevenido Darío Martín Matría Sán-
chez, la parte civilmente responsable Secunclino Rosario
Valdez y la Compañía de Seguros "Seguros Pepín, S. A.",
contra sentencia de fecha 25 de abril de 1968, dictada por la
Quinta Cámara Penal del Distrito Nacional, cuyo dispositi-
vo copiado textualmente dice así: "Falla: Primero: Se De-
clara al nombrado Darío Martín María Sánchez, de genera-
les anotadas, culpable del delito de golpes involuntarios que
ocasionaron la muerte al menor Roni Román Gómez; y ade-
más de golpes involuntarios en perjuicio de Winston Disla
Guerra, hecho previsto y sancionado por las disposiciones
de la Ley No. 5771, (sobre accidentes de vehículos de mo-
tor) y en consecuencia, se le condena a sufrir tres (3) años
de prisión correccion41 y a pagar una multa de mil pesos
oro (RD$1.000.00) y al paco de las costas penales; Segun-
do: Se Declara buena y válida la constitución en parte civil
hecha por los señores Leonidas Román Francisco y Fran-cia Alta gracia Guerra de Dislat padre v madre de los me-
nores Roni Román Gómez (Fallecido) Dres. Carlos Rafael

A
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Rodríguez Núñez y Simón Omar Valenzuela contra el señor
Darío Martín María Sánchez y Secundino Rosario Valdez,
en sus calidades de prevenido y persona civilmente respon-
sable a pagar a los señores Leonidas Román Francisco, en
su calidad de padre del menor fallecido Roni o Tony Ro-
mán Gómez y Francia Altagracia Guerra de Disla, madre
del menor Winston Disla Guerra, las indemnizaciones si-
guientes: la suma de veinticinco mil pesos (RD$25,000.00)
al primero y cinco mil (RD$5,000.00) a la segunda, res-
pectivamente, como justa reparación a los daños morales y
materiales sufridos por éstos con motivo del accidente; Ter-
cero: Se Condena a los señores Darío Martín María Sánchez
(prevenido) los intereses legales de dicha suma, a partir de
la demanda introductiva de instancia, a título de indemni-
zación supletoria; Cuarto: Condena al los señores Darío
Martín María Sánchez (prevenido) y Secundino Rosario
Valdez (persona civilmente responsable) al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en provecho de los
Dres. Carlos Rafael Núñez y Simón Omar Valenzuela quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se
Ordena que la presente sentencia sea oponible a la Cía. de
Seguros Pepín, S. A., por ser ésta la entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó los daños"; Segundo: Revoca la sen-
tencia apelada de fecha veinticinco (25) de abril de 1968,
dictada por la Quinta Cámara de lo Penal, y en consecuen-
cia la, Corte de Apelación obrando por propia autoridad De-
clara; A) al prevenido Darío Martín María Sánchez, culpa-
ble de haber ocasionado la muerte, con el manejo de un
vehículo de motor al niño Roni Román Gómez: y golpes y
heridas que curaban después de veinte días (20) y antes
de treinta' (30); en periuicio de Winston Disla Guerra, Y
en consecuencia lo condena a sufrir un año de prisión co-
rreccional, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes;
Tercero: Declara también la comisión de faltas imputables
a dichos menores, como causa', eficiente del accidente, que
le ocasionó la muerte , a uno y golpes y heridas al menor

Winston Disla Guerra; Cuarto: Declara 'bueno y válido la
constitución en parte civil hecha por el señor Leonidas Ro-
mán con motivo de la muerte de su hijo Roni Román Gómez,
así como la de la señora; Francia Altagracia Guerra; y en
consecuencia, condena al prevenido Darío Martín María
Sánchez, a pagar solidariamente con la persona civilmente
responsable, en provecho de las partes civiles constituidas;
las sumas siguientes: a) en favor del señor Leonidas Román,
padre de Roni Román Gómez, por los daños morales y mate-
riales sufridos por éste, Ocho Mil Pesos Moneda de Curso
Legal (RD$8,000.00) y en favor de la señora Francia Alta-
gracia Guerra de Disla, madre del menor Winston Disla
Guerra, la suma de Un Mil Pesos Moneda Nacional (RDS-
1,000.00) ; Quinto: Pronuncia el defecto contra lal parte ci-
vilmente responsable señor Secundino Rosario Valdez, por
no haber comparecido, no obstante haber sido debidamente
citado; Sexto: Ordena que la presente sentencia a interve-
nir sea oponible a la Compañía aseguradora "Seguros Pe-
pín, S. A.; Séptimo: Condena al señor Secundino Rosario
Valdez, parte civilmente responsable, al pago de las costas
civiles, ordenando su distracción en provecho de los Doc-
tores Simón E. Omar Valenzuela de los Santos y Carlos
Rafael Rodríguez N., quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad; Octavo: Condena al prevenido Darío Mar-
tín María Sánchez al pago de las costas penales de ambas
instancias";

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que según resulta del examen del fallo im-
pugnado, la Corte a-qua, mediante la ponderación de los
elementos de prueba que fueron regularmente administra-
dos en la! instrucción de la causa, dió por establecido: que
el 28 de diciembre de 1967, mientras el prevenido Darío
Martín María Sánchez, transitaba por la carretera Mella. en
dirección de Oeste a Este, en el tramo del Kilómetro 6 y
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Rodríguez Núñez y Simón Omar Valenzuela contra el señor -.
Darío Martín María Sánchez y Secundino Rosario Valdez,
en sus calidades de prevenido y persona civilmente respon-
sable a pagar a los señores Leonidas Román Francisco, en
su calidad de padre del menor fallecido Roni o Tony Ro-
mán Gómez y Francia Altagracia Guerra de Disla, madre
del menor Winston Disla Guerra, las indemnizaciones si-
guientes: la suma de veinticinco mil pesos (RD$25,000.00)
al primero y cinco mil (RD$5,000.00) a la segunda, res-
pectivamente, como justa reparación a los daños morales y
materiales sufridos por éstos con motivo del accidente; Ter-
cero: Se Condena a los señores Darío Martín María Sánchez
(prevenido) los intereses legales de dicha suma, a partir de
la demanda introductiva de instancia, a título de indemni-
zación supletoria; Cuarto: Condena al los señores Darío
Martín María Sánchez (prevenido) y Secundino Rosario
Valdez (persona civilmente responsable) al pago de las cos-
tas civiles con distracción de las mismas en provecho de los
Dres. Carlos Rafaiel Núñez y Simón Omar Valenzuela quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad; Quinto: Se
Ordena que la presente sentencia sea oponible a la Cía. de
Seguros Pepín, S. A., por ser ésta la entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó los daños"; Segu-ndo: Revoca la sen-
tencia apelada de fecha veinticinco (25) de abril de 1968,
dictada por la Quinta Cámara de lo Penal, y en consecuen-
cia la Corte de Apelación obrando por propia autoridad De-
clara; A) al prevenido Darío Martín María Sánchez, culpa-
ble de haber ocasionado la muerte, con el manejo de un
vehículo de motor al niño Roni Román Gómez; y golpes Y
heridas que curaban después de veinte días (20) y antes
de treinta) (30); en periuicio de Winston Disla Guerra, Y
en consecuencia lo condena a sufrir un año de prisión co-
rreccional. acogiendo en su favor circunstancias atenuantes:
Tercero: Declara también la comisión de faltas imputables
a dichos menores, como causa; eficiente del accident e, que
le ocasionó la muerte .a uno y golpes y heridas al menor

Winston Disla Guerra; Cuarto: Declara bueno y válido la
constitución en parte civil hecha por el señor Leonidas Ro-
mán con motivo de la muerte de su hijo Roni Román Gómez,
así como la de la señora; Francia Altagracia Guerra; y en
consecuencia, condena al prevenido Darío Martín María
Sánchez, a pagar solidariamente con la persona civilmente
responsable, en provecho de las partes civiles constituídas,
las sumas siguientes: a) en favor del señor Leonidas Román,
padre de Roni Román Gómez, por los daños morales y mate-
riales sufridos por éste, Ocho Mil Pesos Moneda de Curso
Legal (RD$8,000.00) y en favor de la señora Francia Alta-
gracia Guerra de Disla, madre del menor Winston Disla
Guerra, la suma de Un Mil Pesos Moneda Nacional (RDS-
1,000.00) ; Quinto: Pronuncia el defecto contra lai parte ci-
vilmente responsable señor Secundino Rosario Valdez, por
no haber comparecido, no obstante haber sido debidamente
citado; Sexto: Ordena que la presente sentencia a interve-
nir sea oponible a la Compañía aseguradora "Seguros Pe-
pín, S. A.; Séptimo: Condena al señor Secundino Rosario
Valdez, parte civilmente responsable, al pago de las costas
civiles, ordenando su distracción en provecho de los Doc-
tores Simón E. Omar Valenzuela de los Santos y Carlos
Rafael Rodríguez N., quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad; Octavo: Condena al prevenido Darío Mar-
tín María! Sánchez al pago de las costas penales de ambas
instancias";

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando que según resulta del examen del fallo im-
pugnado, la Corte a-qua, mediante la ponderación de losele

mentos de prueba que fueron regularmente administra-
dos en id instrucción de la causa, dió por establecido: que
el 28 de diciembre de 1967, mientras el prevenido Darío
Martín María Sánchez, transitaba por la carretera Mella, en
dirección de Oeste a Este, en el tramo del Kilómetro 6 y
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medio de dicha carretera, le ocasionó golpes con el
vehículo que conducía, carro placa 35854, a los menores
Winston Disla Guerra y Roni Román Gómez, ocasionándo-
le la muerte al último y golpes al primero que curaron en
más de veinte días; que el hecho se debió en parte a falta
del prevenido quien iba a gran velocidad, y quien no obs-
tante haber divisado a dichos menores no redujo la mar-
cha, cuando aún pudo detenerla, y no tomó las precaucio-
nes que el caso aconsejaba, por lo cual fue negligente, pues
él estaba obligado a observar dichas precauciones sobre
todo porque el accidente ocurrió en un sitio en donde no
hay curva; y agrega la Corte, que también hubo falta de
las víctimas al penetrar en la carretera en el momento en
que el prevenido venía "a exceso de velocidad";

Considerando que en los hechos así establecidos por los
jueces del fondo se encuentran reunidos los elementos cons-
titutivos del delito que prevé el Artículo 1 de la Ley No.
5771, de 1961, sobre accidentes causados con el manejo de
vehículos de motor, delito sancionado por ese mismo texto
legal, cuando se ha ocasionado la muerte de una o más per-
sonas, con la pena de prisión de dos a cinco años y con
multa de quinientos a dos mil pesos; y con la pena de seis
meses a dos años y multa de cien a quinientos pesos, si la
enfermedad o imposibilidad para el trabajo durare veinte
días o más; que, en consecuencia:, al condenar al preveni-
do recurrente, después de declararlo culpable, acogiendo
circunstancias atenuantes (y teniendo en cuenta además
que ese texto permite también reducir la pena cuando hay
falta de la víctima)	 un año de prisión correccional, re-
duciendo así, sobre su apelación, la pena de 3 años de pri-
sión correccional y mil pesos de multa, impuéstale en pri-

mera instancia, la Corte le aplicó una sanción ajustada a
la ley e hizo una correcta aplicación de las reglas que ri-
gen la apelación;

Considerando que la Corte a-qua dió también por esta-
blecido que el hecho cometido por el prevenido había oca"

sionado a las partes civiles constituidas, daños morales y
materiales cuyo monto apreció soberanamente en RD$-
8,000.00 y RD$1,000.00 respectivamente, teniendo en cuen-
ta la falta de las víctimas; que, en consecuencia, al conde-
nar a dicho prevenido solidariamente con la persona pues-
ta en causa como civilmente responsable al pago de esas
sumas, hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y
1384 del Código Civil y de las reglas que rigen la apela-
ción;

Considerando que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, ella no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación;

En cuanto a los recursos de la persona puesta en causa
como civilmente responsable y de la Compañía aseguradora

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley So-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea inter-
puesto por el ministerio público, por la parte civil o por la
persona puesta en causa como civilmente responsable, el
depósito de un memorial con la exposición de los medios en
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se
ha motivado el recurso al declararlo, disposición que se ex-
tiende a la Compañía Aseguradora que ha sido puesta en
causa en virtud del Artículo 10 de la Ley No. 4117, de 1955,
Sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; que, en
la especie, ambas partes recurrentes, no expusieron en el
acta levantada, al declarar sus recursos, los medios en que
le fundaban; y no han depositado, ulteriormente, y hasta el
día de la audiencia, memorial alguno contentivo de esos me-
dios ; que, en tales condiciones, dichos recursos son nulos env
irtud del citado Artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento

de Casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-i e a Leonidas Román Francisco y Francia Altagracia Gue-
rra de Disla; Segundo: Declara nulos los recursos de casa-
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medio de dicha carretera, le ocasionó golpes con el
vehículo que conducía, carro placa 35854, a los menores
Winston Disla Guerra y Roni Román Gómez, ocasionándo-
le la muerte al último y golpes al primero que curaron en
más de veinte días; que el hecho se debió en parte a falta
del prevenido quien iba a gran velocidad, y quien no obs-
tante haber divisado a dichos menores no redujo la mar-
cha, cuando aún pudo detenerla, y no tomó las precaucio-
nes que el caso aconsejaba, por lo cual fue negligente, pues
él estaba obligado a observar dichas precauciones sobre
todo porque el accidente ocurrió en un sitio en donde no
hay curva; y agrega la Corte, que también hubo falta de
las víctimas al penetrar en la carretera en el momento en
que el prevenido venía "a exceso de velocidad";

Considerando que en los hechos así establecidos por los
jueces del fondo se encuentran reunidos los elementos cons-
titutivos del delito que prevé el Artículo 1 de la Ley No.
5771, de 1961, sobre accidentes causados con el manejo de
vehículos de motor, delito sancionado por ese mismo texto
legal, cuando se ha ocasionado la muerte de una o más per-
sonas, con la pena de prisión de dos a cinco años y con
multa de quinientos a dos mil pesos; y con la pena de seis
meses a dos años y multa de cien a quinientos pesos, si la
enfermedad o imposibilidad para el trabaio durare veinte
días o más; que, en consecuencia, al condenar al preveni-
do recurrente, después de declararlo culpable, acogiendo
circunstancias atenuantes (y teniendo en cuenta además
que ese texto permite también reducir la pena cuando hay
falta de la víctima) a.! un año de prisión correccional, re-

duciendo así, sobre su apelación, la pena de 3 arios de pri-
sión correccional y mil pesos de multa, inmuéstale en pri-
mera instancia, la Corte le aplicó una sanción ajustadas
la ley e hizo una correcta aplicación de las reglas que
gen la apelación;

Considerando que la Corte a-qua dió también por esta-
blecido que el hecho cometido por el prevenido había oca'

sionado a las partes civiles constituídas, daños morales y
materiales cuyo monto apreció soberanamente en RDS-
8,000.00 y RD$1,000.00 respectivamente, teniendo en cuen-
ta la falta de las víctimas; que, en consecuencia, al conde-
nar a dicho prevenido solidariamente con la persona pues-
ta en causa como civilmente responsable al pago de esas
sumas, hizo una correcta aplicación de los artículos 1383 y
1384 del Código Civil y de las reglas que rigen la apela-
ción;

Considerando que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, ella no contiene vicio alguno que justi-
fique su casación;

En cuanto a los recursos de la persona puesta en causa
como civilmente responsable y de la Compañía aseguradora

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley So-
bre Procedimiento de Casación, cuando el recurso sea inter-
puesto por el ministerio público, por la, parte civil o por la
persona puesta en causa como civilmente responsable, el
depósito de un memorial con la exposición de los medios en
que se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se
ha motivado el recurso al declararlo, disposición que se ex-
tiende a la Compañía Aseguradora que ha sido puesta en
causa en virtud del Artículo 10 de la Ley No. 4117, de 1955,
Sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; que, en
la especie, ambas partes recurrentes, no expusieron en el
acta levantada, al declarar sus recursos, los medios en que
le fundabah; y no han depositado, ulteriormente, y hasta el
día de la audiencia, memorial alguno contentivo de esos me-
dios; que, en tales condiciones, dichos recursos son nulos en
virtud del citado Artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinien-I (' a Leonidas Román Francisco y Francia Altagracia Gue-rra de Disla; Segundo: Declara nulos los recursos de casa-
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Abogado : Licdos. Quírico Elpidio Pérez B. y Miguel E. Noboa
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Recurrido: Angel Ma. Báez Montilla y compartes

Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier

ción de Secundino Rosario Valdez, persona puesta en cau-

sa como civilmen te responsable y de la Compañía "Seguros
Pepín, S. A.", contra la sentencia de fecha 30 de septiem..
bre de 1968, dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Ter-
cero: Rechaza el recurso del prevenido recurrente Darío
Martín María Sánchez, contra la misma sentencia; Cuarto:
Condena a los recurrentes al pago de las costas, con distrac-
ción de las civiles en favor de los abogados de los intervi-
nientes, Doctores Simón Omar Valenzuela y Carlos Rafael
Rodríguez, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad.

4Mr.
(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-

los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel A. Amiama.—
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.-
Juan Bautista: Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo

Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

aud'encia pública del día!, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (do.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1969

sentencia Impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal, de

fecha 19 de agosto de 1968

Materia: Comercial

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

011011 En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia,
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 de octubre del
año 1969, años 126o. de la Independencia y 107o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Recio
Y Co., C. por A., sociedad de comercio domiciliada en la
casa No. 52 de la calle Emilio Prud'homme, de la ciudadde Azua, contra: la sentencia dictada en sus atribuciones co-
merciales por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en

4074	 BOLETIN JUDICIAL



Recurrente: La Recio y Co., C. por A.

Abogado : Licdos. Quírico Elpidio Pérez B. y Miguel E. Noboa
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Abogado: Lic. Angel S. Canó Pelletier
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ción de Secundino Rosario Valdez, persona puesta en cau-

sa como civilmente responsable y de la Compañía "Seguros
Pepín, S. A.", contra la sentencia de fecha 30 de septiem.
bre de 1968, dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones correccional es, cuyo dispositii.-,*

yo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; Ter-

cero: Rechaza el recurso del prevenido recurrente Darío
Martín María Sánchez, contra la misma sentencia; Cuarto:
Condena a los recurrentes al pago de las costas, con distrac-
ción de las civiles en favor de los abogados de los intervi-
nientes, Doctores Simón Omar Valenzuela y Carlos Rafael
Rodríguez, quienes afirman haberlas avanzado en su to-

talidad.
(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-

los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel A. Amiama.—
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—
Juan Bautista' Rojas Almánzar .— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 4

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
aud'encia pública del día!, mes y año en él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (do.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 6 DE OCTUBRE DEL 1969

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustituto de
Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia,
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 6 de octubre del
año 1969, años 126o. de la Independencia y 107o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguients? sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por La Recio
Co. , C. por A., sociedad de comercio domiciliada en la

casa No. 52 de la calle Emilio Prud'homme, de la ciudad
de Azua, contra: la sentencia dictada en sus atribuciones co-
merciales por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en



fecha 19 de agosto de 1968, cuyo dispositivo se copia rn

adelante;
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oídos a los Licenciados Quírico Elpidio Pérez B., cédu..,

la No. 3726, serie 1ra., y Miguel E. Noboa Recio, cédula No:i.
1491, serie lra., abogados de la recurrente, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído al Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula No. 334,
serie 10, en la lectura de sus conclusiones, como abogado
de los recurridos Angel Ma. Báez Montilla, por sí y por su
padre Ramón Báez; Bianela Báez Montilla, Saturnino Báez
Montilla, Ramón Aníbal Báez Montilla, Lucrecia Báez Mon-
tilla, María Altagracia Báez de Méndez, Arturo Antonio
Báez, Carmen Grecia Báez, Danilda Báez, Clara Aurora
Báez, María de Regla Báez, Andrés Báez López, Manuel de
Js. Báez y María Altagracia Báez;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente firma-
do por sus abogados, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia en fecha 16 de diciembre de 1968,
y en el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de' defensa suscrito por el abogado
de los recurridos;

Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y de
los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 3 de octubre del corrien-
te año 1969, por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual llama al Magistrado Santiago Osvaldo MI)

Carbuccia, Jue de este Tribunal, para integrar la Suprema
Corte de Justicia, en la' deliberación y fallo del recur so de

casación de que se trata, de conformidad ccn las Leyes Nos«
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141, 473, 523 y 326 del Código
de Procedimiento Civil; 1315, 1350 y 1351 del Código Ci-
vil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda comercial en restitución de frutos a jus-
tificar por estado intentada poi • los hoy recurridos contra
la hoy recurrente, el Juzgado de Primera Instancia de Azua,
dictó en fecha 4 de diciembre de 1967, una sentencia cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe
rechazar y rechaza la demanda y conclusiones de los seño-
res Angel María Bez Montilla y compartes, por ser contra-
rias a las disposiciones de la: sentencia dictada por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 8 del mes de no-
viembre del año 1963, en cuanto a la forma de justificación
de cuenta, y no estar ajustadas dicha demanda y conclu-
siones a las disposiciones de los artículos 526 y siguientes
del Código de Procedimiento Civil; SEGUNDO: Que debe
condenar y condena a Angel María Báez Montilla y com-
partes, al pago de las costas del procedimiento"; b) que so-
bre el recurso de apelación interpuesto por los Báez, con-
tra esa sentencia intervino el fallo ahora impugnado en ca-
sación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: De-
clara regular y válido en la forma, y justo en el fondo, el
recurso de apelación intentado por los señores Ramón Báez,
ausente de lpals, representado legalmente por su hijo Angel
María Báez Montilla, y por el mismo Angel María Báez
Montilla y compartes, contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua,
en atribuciones comerciales, en fecha 4 de diciembre del
año 1967, marcada con el No. 27, cuyo dispositivo figura
copiado anteriormente en esta sentencia, por haber sido in-
terpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las disposiciones
legales; Segundo: Revoca, en todas sus partes, la sentenciarecurrida, y la Corte, obrando por propia autoridad, con-1*,
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fecha 19 de agosto de 1968, cuyo dispositivo se copia

adelante;
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oídos a los Licenciados Quírico Elpidio Pérez B., cédti-J

la No. 3726, serie lra., y Miguel E. Noboa Recio, cédula Nü
1491, serie lra., abogados de la recurrente, en la lecturtj,
de sus conclusiones;

Oído al Lic. Angel S. Canó Pelletier, cédula No. 334,
serie 10, en la lectura de sus conclusiones, como abogado
de los recurridos Angel Ma. Báez Montilla, por sí y por su
padre Ramón Báez; Bianela: Báez Montilla, Saturnino Báez
Montilla, Ramón Aníbal Báez Montilla, Lucrecia Báez Mon-
tilla, María Altagracia Báez de Méndez, Arturo Antonio
Báez, Carmen Grecia Báez, Danilda Báez, Clara Aurora
Báez, María de Regla Báez, Andrés Báez López, Manuel de
Js. Báez y María Altagracia Báez;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generaj
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente firma-
do por sus abogados, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia en fecha 16 de diciembre de 1968,

y en el cual se invocan los medios que luego se indican;
Visto el memorial de' defensa suscrito por el abogado

de los recurridos;
Vistos los escritos de ampliación de la recurrente y de

los recurridos;
Visto el auto dictado en fecha 3 de octubre del corrien-

te año 1969, por el Magistrado Primer Sustituto en funcio-
nes de Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por m e

-dio del cual llama al Magistrado Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, Jue de este Tribunal, para integrar la Suprema
Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de

casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141, 473, 523 y 526 del Código
de Procedimiento Civil; 1315, 1350 y 1351 del Código Ci-
vil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda comercial en restitución de frutos a jus-
tificar por estado intentada por los hoy recurridos contra
la hoy recurrente, el Juzgado de Primera Instancia de Azua,
dictó en fecha 4 de diciembre de 1967, una sentencia cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe
rechazar y rechaza la demanda y conclusiones de los seño-
res Angel María Bez Mantilla y compartes, por ser contra-
rias a las disposiciones de la sentencia dictada por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 8 del mes de no-
viembre del año 1963, en cuanto a la forma de justificación
de cuenta, y no estar ajustadas dicha demanda y conclu-
siones a las disposiciones de los artículos 526 y siguientes
del Código de Procedimiento Civil; SEGUNDO: Que debe
condenar y condena a Angel María Báez Montilla y com-
partes, al pago de las costas del procedimiento"; b) que so-
bre el recurso de apelación interpuesto por los Báez, con-
tra esa sentencia intervino el fallo ahora impugnado en ca-
sación, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: De-
clara regular y válido en la forma, y justo en el fondo, el
recurso de apelación intentado por los señores Ramón Báez,
ausente de Ipals, representado legalmente por su hijo Angel
María Báez Montilla, y por el mismo Angel María Báez
Montilla y compartes, contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua,
en atribuciones comerciales, en fecha 4 de diciembre del
año 1967, marcada con el No. 27, cuyo dispositivo figura

legales;

copiado anteriormente en esta sentencia, por haber sido in-terpuesto en tiempo hábil y de acuerdo con las disposiciones
Segundo: Revoca, en todas sus partes, la sentenciarec

urrida, y la Corte, obrando por propia autoridad, con-
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dena a la Recio y Compañía, C. por A., sociedad comercial
con su domicilio establecido en la ciudad de Azua, repre.
sentada en este procedimiento por su Vice-presidente, se -
ñor Mario E. Pelletier, de generales que constan anterior-
mente en esta sentencia, a pagar a los señores Ramón Báez;
Angel María Báez Montilla; Bianela Báez Montilla; Satur-
nino Báez Montilla; Ramón Aníbal Báez Montilla; María
Altagracia Báez de Méndez; Arturo Antonio Báez; Carmen
Grecia Báez, Danilda Báez; Clara Aurora Báez; María de
Regla Báez; Andrés Báez López; Manuel de Jesús Báez;
María Altagracia Báez; Lucrecia Báez Montilla, en sus ca-
lidades respectivas, y para que sean repartidos de acuerdo
con sus derechos, o sea Ramón Báez por sí, y los demás
descendientes e hijos de la finada Altagracia Montilla de
Báez, la cantidad de Noventinueve Mil Ochocientos Dos
Pesos con Cuarenta y Cinco Centavos Oro (RDS99,802.45),
de acuerdo con la sentencia de la Corte de Apelación de
Santo Domingo, cuya fecha indicamos anteriormente en esta
sentencia, que condenó a la Recio y Compañía, C: por A.,
a la restitución de los frutos cosechados, dentro de la por-
ción de terreno pertenecientes a Ramón Báez y herederos
de Altagracia Montilla de Báez, por la ocupación y usufruc-
to de 206 tareas y 9 varas, por parte de la' Recio y Com-
pañía, C. por A., dentro de la parcela No. 378, del Distrito
Catastral No. 2, del Municipio de San Juan de la Maguana,
propiedad de Ramón Báez y compartes. "dentro del período
comprendido entre el treintiuno (31) del mes de diciembre
del año 1940 hasta el cuatro (4) de agosto del año 1959.
ambas fechas inclusive y previa justificación por estado'':
TERCERO: Condena a la Recio y Compañía, C. por A., par-

te que ha sucumbido, al pago de las costas causadas con
motivo de la presente instancia, y ordena la distracción de
las mismas en favor del Lic. Angel Salvador Canó Pelletier,
quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad"; 	 111"

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Desnatil-

ralización de los hechos de la causa y falta de base legal en
la sentencia recurrida; Segundo Medio: Violación de los ar-
tículos 526 y siguientes del Código de Procedimiento Ci-
vil; Desnaturalización de las conclusiones de la recurrente;
Violac ión del artículo 473 del Código de Procedimiento Civil
y del derecho de defensa; Violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil y falta de base legal; Tercer
Medio: Violación por falsa aplicación del artículo 523 y si-
guientes del Código de Procedimiento Civil y de los artícu-
los 1350 y 1351 del Código Civil; Cuarto Medio: Violación
del artículo 1315 del Código Civil; Desnaturalización de los
hechos, documentos y circunstancias de la causa; Violación
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y falta
de base legal";

Considerando en cuanto a los medios relativos a la vio-
lación de los artículos 473 y 526 del Código de Procedimien-
to Civil; 1350 y 1351 del Código Civil, violación del derecho
de defensa y desnaturalización de los hechos, la recurrente
alega en síntesis, lo siguiente: a) que la Corte a-qua violó
el derecho de defensa de la empresa recurrente, pues la con-
denó a pagar casi 100,000 pesos, sin que se le diese la opor-
tunidad d concluir al fondo; b) que la Corte a-qua estaba
frente a una demanda en restitución de frutos y no frente
a una demanda en reparación de daños y perjuicios a esta-
blecer por estado; que, por tanto, al aplicar dicha Corte el
artículo 523 del Código de Procedimiento Civil (que rige
la liquidación de daños y perjuicios a justificar por estado)
desnaturalizó tanto el hecho fundamental del presente liti-
gio, corno la sentencia del 8 de noviembre de 1963 que or-
denó la referida restitución) y rechazó la demanda en da-
ños y perjuicios intentada por los hoy recurridos; pero,

Considerando que en el presente caso, son hechos cons-
tantes los siguientes: a) que en fecha 8 de noviembre de
1963, la Corte de Apelación de Santo Domingo condenó a
la Recio y Co., C. por A., a restituir, en provecho de los
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dena a la Recio y Compañía, C. por A., sociedad comercial ,
con su domicilio establecido en la ciudad de Azua, repre
sentada en este procedimiento por su Vice-presidente, se -
ñor Mario E. Pelletier, de generales que constan anterior-
mente en esta sentencia, a pagar a los señores Ramón Báez;
Angel María Báez Montilla; Bianela Báez Montilla; Satur-
nino Báez Montilla; Ramón Aníbal Báez Montilla; María
Altagracia Báez de Méndez; Arturo Antonio Báez; Carmen
Grecia Báez, Danilda Báez; Clara Aurora Báez; María de
Regla Báez; Andrés Báez López; Manuel de Jesús Báez;
María Altagracia Báez; Lucrecia Báez Montilla, en sus ca-
lidades respectivas, y para que sean repartidos de acuerdo
con sus derechos, o sea Ramón Báez por sí, y los demás
descendientes e hijos de la finada Altagracia Montilla de
Báez, la cantidad de Noventinueve Mil Ochocientos Dos
Pesos con Cuarenta y Cinco Centavos Oro (RD$99,802.45),
de acuerdo con la sentencia de la Corte de Apelación de
Santo Domingo, cuya fecha indicamos anteriormente en esta
sentencia, que condenó a la Recio y Compañía, C: por A.,
a la restitución de los frutos cosechados, dentro de la por-
ción de terreno pertenecientes a Ramón Báez y herederos
de Altagracia Montilla de Báez, por la ocupación y usufruc-
to de 206 tareas y 9 varas, por parte de la Recio y Com-
pañía, C. por A., dentro de la parcela No. 378, del Distrito
Catastral No. 2, del Municipio de San Juan de la Maguana,
propiedad de Ramón Báez y compartes, "dentro del período
comprendido entre el treintiuno (31) del mes de diciembre
del año 1940 hasta el cuatro (4) de agosto del año 1959,
ambas fechas inclusive y previa justificación por estado";
TERCERO: Condena a la Recio y Compañía, C. por A., par-
te que ha sucumbido, al pago de las costas causadas con
motivo de la presente instancia, y ordena la distracción de
las mismas en favor del Lic. Angel Salvador Canó Pelletier,
quien afirmó haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Desnattl-

ralización de los hechos de la causa y faltá de base legal en
la sentencia recurrida; Segundo Medio: Violación de los ar-
tículos 526 y siguientes del Código de Procedimiento Ci-
vil; Desnaturalización de las conclusiones de la recurrente;
Violación del artículo 473 del Código de Procedimiento Civil
y del derecho de defensa; Violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil y falta de base legal; Tercer
Medio: Violación por falsa aplicación del artículo 523 y si-
guientes del Código de Procedimiento Civil y de los artícu-
los 1350 y 1351 del Código Civil; Cuarto Medio: Violación
del artículo 1315 del Código Civil; Desnaturalización de los
hechos, documentos y circunstancias de la causa; Violación
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y falta
de base legal";

Considerando en cuanto a los medios relativos a la vio-
lación de los artículos 473 y 526 del Código de Procedimien-
to Civil; 1350 y 1351 del Código Civil, violación del derecho
de defensa y desnaturalización de los hechos, la recurrente
alega en síntesis, lo siguiente: a) que la Corte a-qua violó
el derecho de defensa de la empresa recurrente, pues la con-
denó a pagar casi 100,000 pesos, sin que se le diese la opor-
tunidad d concluir al fondo; b) que la Corte a-qua estaba
frente a una demanda en restitución de frutos y no frente
a una demanda en reparación de daños y perjuicios a esta-
blecer por estado; que, por tanto, al aplicar dicha Corte el
artículo 523 del Código de Procedimiento Civil (que rige
la liquidación de daños y perjuicios a justificar por estado)
desnaturalizó tanto el hecho fundamental del presente liti-
gio, como la sentencia del 8 de noviembre de 1963 que or-
denó la referida restitución) y rechazó la demanda en da-
ños y perjuicios intentada por los hoy recurridos; pero,

Considerando que en el presente caso, son hechos cons-
tantes los siguientes: a) que en fecha 8 de noviembre de
1963, la Corte de Apelación de Santo Domingo condenó a
la Recio y Co., C. por A., a restituir, en provecho de los
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Báez, los frutos por ella cosechados, desde el 31 de diciem..
bre de 1940 al 4 de agosto de 1959, en una Parcela de 206
tareas y 9 varas, propiedad de los Báez y ocupada por la
indicada compañía; b) que esa restitución fue ordenada a
justificarse por estado; e) que la referida sentencia del 8
de noviembre de 1963, adquirió la autoridad irrevocable
de la cosa juzgada;

Considerando en cuanto al alegato señalado con la letra
a) que el examen del fallo impugnado muestra que a dicha
recurrente se le dió la oportunidad de invocar cuantos me-
dios creyó convenientes a su defensa;

Comiclerando en cuanto al alegato señalado con la letra
b), que si bien es cierto que toda demanda en restitución
de frutos debe, en principio, ser seguida de una rendición
de cuentas, también es verdad que en la especie, la senten
cia del 8 de noviembre de 1963 que ordenó la referida res-;
titución de frutos, dispuso que dicha restitución se justifi-
case por estado; que como esa sentencia adquirió en ese
aspecto, la autoridad de la cosa juzgada, es claro que los
recurridos para dar cumplimiento a ese fallo podían, como
lo hicieron, hacer uso de las disposiciones del artículo 523
del Código de Procedimiento Civil, salvo lo que se dice más
adelante en cuanto al monto de las condenaciones pronun-
cialas; que, en consecuencia, los medios que se examinan'
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando en cuanto a los medios relativos a la fal-
ta de base legal, desconocimiento de las reglas de la prue-
',a e insuficiencia de motivos,  la recurrente alega en sín-
esis, que los documentos aportados por los reclamantes

Báez, no prueban que la recurrente cosechara frutos en la
faja de terreno de quese trata; que tampoco dichos docu-
mentos precisan la cantidad de frutos cosechados; que, no
obstante eso, la Corte a-qua condenó a la compañía recu-
rrente a pagar RD$99,802.45, por una evaluación arbitr a

-ria, consecuencia de la aplicación del artículo 523 del Có
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digo de Procedimiento Civil que no era aplicable al caso,
y aún sin tomar en cuenta que en la demanda introducti-
va de instancia, del 28 de marzo de 1966, los Báez fijaron
en RDS60,000.00 el valor de los frutos a restituir; que la
referida Corte al pronunciar la indicada condenación no
expuso en la sentencia impugnada los elementos de hecho
lue la justifiquen, circunstancia que impide a la Suprema
Corte de Justicia verificar si en la especie se ha hecho o
no una justa aplicación de la Ley;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que los jueces del fondo después de trans-
cribir en el cuerpo de la sentencia impugnada, varios do-
cumentos aportados por los recurridos para tratar de esta-
blecer el monto de los frutos reclamados, expusieron en di-
cho fallo, lo siguiente: "que el precio de los frutos cosecha-
dos por Recio y Compañía C. por A. en una porción de
terreno de la parcela No. 378, del Distrito Catastral No. 2
del Municipio de San Juan de la Maguana, ascendentes a
206 tareas y 9 varas, que fue condenada a restituir a Ra-
món Báez y herederos de Altagracia Montilla de Báez, por
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, an-
tes mencionada, que adquirió la autoridad de la cosa juz-
gada definitivamente, se ajusta, casi totalmente a los pre-
cios que indica los documentos suscritos por los señores Pe-
dro J. Heyaime; Miguel Paniagua Minaya y Manuel Ma-
rino Lora. y asimismo a lo indicado por la oficina de Con-
tadores Públicos Autorizados, Caratini, Del Toro y Aso-
ciados. (Firmado) por el Lic. Pedro A. Bergés V., antes in-
ciicada;— Considerando:— Que el Licenciado Angel Sal-
vador Canó Pelletier ha concluído ante esta Corte en elsentido de que se condene a la Recio y Compañía, C. por
A. , a pagar a los recurrentes la cantidad de (RDS124,753.-
06 ), o lo que se juzgue procedente conforme a la evaluación
que se realice, para que se la repartan de manera propor-cional a sus derechos" Etc.;— Considerando:— Que una
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Báez, los frutos por ella cosechados, desde el 31 de diciem-
bre de 1940 al 4 de agosto de 1959, en una Parcela de 206
tareas y 9 varas, propiedad de los Báez y ocupada por la
indicada compañía; b) que esa restitución fue ordenada a

justificarse por estado; e) que la referida sentencia del 8
de noviembre de 1963, adquirió la autoridad irrevocable
de la cosa juzgada;

Considerando en cuanto al alegato señalado con la letra
a) que el examen del fallo impugnado muestra que a dicha
recurrente se le dió la oportunidad de invocar cuantos me-
dios creyó convenientes a su defensa;

Con:,iderando en cuanto al alegato señalado con la letra
b), que si bien es cierto que toda demanda en restitució
de frutos debe, en principio, ser seguida de una rendición
de cuentas, también es verdad que en la especie, la senten--
cia del 8 de noviembre de 1963 que ordenó la referida res-
titución de frutos, dispuso que dicha restitución se justifi-
case por estado; que como esa sentencia adquirió en ese
aspecto, la autoridad de la cosa juzgada, es claro que los
recurridos para dar cumplimiento a ese fallo podían, como
lo hicieron, hacer uso de las disposiciones del artículo 523
del Código de Procedimiento Civil, salvo lo que se dice más
adelante en cuanto al monto de las condenaciones pronun-
cialas; que, en consecuencia, los medios que se examinan'
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando en cuanto a los medios relativos a la fal-
ta de base legal, desconocimiento de las reglas de la prue

-',a c insuficiencia de motives, la recurrente alega en sín-
esis, que los documentos aportactos por los reclamantes

Báez, no prueban que la recurrente cosechara frutos en la
faja de terreno de quese trata; que tampoco dichos docu-
mentos precisan la cantidad de frutos cosechados; que, no
obstante eso, la Corte a-qua condenó a la compañía recu-
rrente a pagar RD$99,802.45, por una evaluación arbitr a

-ria, consecuencia de la aplicación del artículo 523 del Cú-

digo de Procedimiento Civil que no era aplicable al caso,
y aún sin tomar en cuenta que en la demanda introducti-
va de instancia, del 28 de marzo de 1966, los Báez fijaron
en RDS60,000.00 el valor de los frutos a restituir; que la
referida Corte al pronunciar ]a indicada condenación no
expuso en la sentencia impugnada los elementos de hecho
aue ia justifiquen, circunstancia que impide a la Suprema
Corte de Justicia verificar si en la especie se ha hecho o
no una justa aplicación de la Ley;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que los jueces del fondo después de trans-
cribir en el cuerpo de la sentencia impugnada, varios do-
cumentos aportados por los recurridos para tratar de esta-
blecer el monto de los frutos reclamados, expusieron en di-
cho fallo, lo siguiente: "que el precio de los frutos cosecha-
dos por Recio y Compañía C. por A. en una porción de
terreno de la parcela No. 378, del Distrito Catastral No. 2
del Municipio de San Juan de la Maguana, ascendentes a
206 tareas y 9 varas, que fue condenada a restituir a Ra-
món Báez y herederos de Altagracia Montilla de Báez, por
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, an-
tes mencionada, que adquirió la autoridad de la cosa juz-
gada definitivamente, se ajusta, casi totalmente a los pre-
cios que indica los documentos suscritos por los señores Pe-
dro J. Heyaime; Miguel Paniagua Minaya y Manuel Ma-
rino Lora, y asimismo a lo indicado por la oficina de Con-
tadores Públicos Autorizados, Caratini, Del Toro y Aso-
ciados. (Firmado) por el Lic. Pedro A. Bergés V., antes in-
dicada;— Considerando:— Que el Licenciado Angel Sal-
vador Canó Pelletier ha concluido ante esta Corte en el
sentido de que se condene a la Recio y Compañía, C. por
A. , a pagar a los recurrentes la cantidad de (RD$124,753.-06) , 0 

lo que se juzgue procedente conforme a la evaluación
Que se realice, para que se la repartan de manera propor-
cional a sus derechos" Etc.;— Considerando:— Que una
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porción de terreno determinada, no produce igual cantidad
de frutos durante un número de años, de manera consecu-
tiva; sino que es preciso tomar en consideración, que facto-
res de orden climatológicos ausencia de agua, en ciertos
estado de sequía, que impiden irrigar las tierras a tiempo
y con cantidad de agua necesaria, así como también pla-
gas que afectan los cultivos y disminuyen su rendimiento
por tareas influye, de manera determinante en la canti-
dad de los frutos cosechados, y, consecuencialmente en los
precios de venta de los mismos; que dentro de ese orden
de ideas y teniendo en cuenta las conclusiones presenta-
das por el abogado de los recurrentes; la Corte estima, pa-
ra hacer una equitativa y sana Justicia, reducir la canti-
dad de dineros que debe pagar la Recio y Compañía, C.
por A., a los recurrentes en un 20%, o sea que la cantidad
de dineros a restituir por la Recio y Compañía, C. por A.,
debe ser de Noventinueve Mil Ochocientos Dos Pesos con
Cuarenta y Cinco Centavos (RD$99,802.45)";

•	 é
Considerando que de la lectura de esos documentos no

se establece con la precisión que requiere una buena admi-
nistración de justicia, la cantidad de frutos realmente co-
sechados por la recurrente en el lapso comprendido entre
el 31 de diciembre de 1940 y el 4 de agosto de 1959; que
esa imprecisión en ese punto esencial de la litis impide a
la Suprema Corte de Justicia verificar si la suma de RD$-
99,802.45 en que fue evaluado el monto de los frutos a res-
tituir, responde razonablemente al volumen de los frutos
cosechados, teniendo en cuenta los gastos de explotación,
(lile tampoco han sido adecuadamente precisados;

Considerando que en esas condiciones, procede casar
en ese punto, la sentencia impugnada, por falta de base
legal, sin que sea necesario ponderar los demás medios Y

alegatos de la recurrente relativos al monto de las conde-
naciones pronunciadas;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
falta de base legal, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa en lo relativo al mon-
to de las condenaciones pronunciadas, la sentencia dictada
en sus atribuciones comerciales, por la Corte de Apelación
de San Cristóbal en fecha 19 de agosto de 1968, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
y envía el asunto así delimitado ante la Corte de Apelación
de San Pedro de Macorís; Segundo: Rechaza en sus demás
aspectos, el recurso de casación interpuesto por Recio y Co.,
C. por A., contra la indicada sentencia; y, Tercero: Com-
pensa las costas.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche H.— Manuel D. Bergés Chupani
Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha
de diciembre de 1968

Materia: Tierras

Recurrentes: J. Oscar Julia Espaillat y compartes, Julio Jaime j
lia Guzmán y compartes	 1-

1Abogados de los primeros: Dr. Pedro A. Cambiaso Lluberes, 	 , /

Manuel Ramón Cruz Díaz y Lic. Lorenzo L. Casanova Ir

Abogados de los segundos: Dr. Sergio Sánchez Gómez y Lic. Juan
Pablo Ramos F.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de
sidente; Carlos Manuel Larnarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Ralo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de oc-
tubre de 1969, años 126o. de la Independencia y 107o. de

la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuesto: lro. por
Oscar Julia Espaillat, dominicano, mayor de edad, casado,
abogado, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No
19782, serie 31, Lois P. Viuda Glocke, americana, mayor de

edad, soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada y resi-
dente en la ciudad de Bellevue, Seattle, Estado de Wash-
ngton, Estados Unidos de América, esposa superviviente
común en bienes y legataria universal del finado señor O.
Ernest Glocke; Arturo Julia Ricardo, dominicano, mayor
de edad, casado, propietario, domiciliado y residente en la
ciudad de New York, Estados Unidos de Norteamérica;
Gloria María Schaffer Julia de Kilmartin, americana, ma-
yor de edad, casada, y autorizada por su esposo, señor Jo-
seph Kilmartin, de quehaceres del hogar, domiciliada y re-
sidente en Larchmont, New York, Estados Unidos de Amé-
rica y Dolores Batlle Julia, norteamericana, mayor de edad,
soltera, de quehaceres del hogar, domiciliada y residente
en Málaga, España, estas dos últimas hijas legítimas y úni-
cas herederas de la finada señora Matilde Julia Schaffer,
contra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, dicta-
da en fecha 5 de diciembre del 1968, en relación con la Par-
cela No. 3, Porción "D", subdividida en solares; Parcelas
Nos. 4-A y 4-B, Porción "E", subdividida en solares; Solar
No. 2 de la Manzana No. 64, subdividida en solares; Solar
No. 6 de la Manzana No. 210, Distrito Catastral No. 1 del
Municipio de Santiago, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; y 2do. por Julio Jaime Julia Guzmán, cédula No.
17668, serie 54, empleado público, soltero, residente y do-
miciliado en la ciudad de Santo Domingo, capital de la Re-
pública; José Edmundo Julia Guzmán, cédula No. 20702, se-
rie 54, comerciante, casado, residente y domiciliado en esta
ciudad de Santo Ddmingo; Juan Rafael Julia Guzmán, cé-
dula No. 9966, serie 55, empleado privado, casado, residen-
te y domiciliado en la ciudad y municipio de Moca, provin-
cia Espaillat; y María Teresa Virginia Julia Guzmán de

casada,
es aSánchez, eccstuéi_ddeunlateNy	

ada
o.do1m10iSc3il,i	

en la ciudad y municip io y
serie 54, de oficios domésticos,

provincia de La Vega, todos mayores de edad, dominicanos,

q	

actúan en su calidad de hiios legítimos y herederos
del finado J. Julia Ricardo, a su vez hijo legítimo y here-
 51;
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Pablo Ramos F.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel Mi
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rolo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 8 del mes de oc-
tubre de 1969, años 126o. de la Independencia y 107o. de

la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de
casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuesto: 1ro. por J.
Oscar Julia Espaillat, dominicano, mayor de edad, casado,
abogado, domiciliado y residente en esta ciudad, cédula No.
19782, serie 31, Lois P. Viuda Glocke, americana, mayor de
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edad, soltera, de quehaceres domésticos, domiciliada y resi-
dente en la ciudad de Bellevue, Seattle, Estado de Wash-
ington, Estados Unidos de América, esposa superviviente
común en bienes y legataria universal del finado señor O.
Ernest Glocke; Arturo Julia RIcardo, dominicano, mayor
de edad, casado, propietario, domiciliado y residente en la
ciudad de New York, Estados Unidos de Norteamérica;
Gloria María Schaffer Julia de Kilmartin, americana, ma-
yor de edad, casada, y autorizada por su esposo, señor Jo-
seph Kilmartin, de quehaceres del hogar, domiciliada y re-
sidente en Larchmont, New York, Estados Unidos de Amé-
rica y Dolores Batlle Julia, norteamericana, mayor de edad,
soltera, de quehaceres del hogar, domiciliada y residente
en Málaga, España, estas dos últimas hijas legítimas y úni-
cas herederas de la finada señora Matilde Julia Schaffer,
contra la sentencia del Tribunal Superior de Tierras, dicta-
da en fecha 5 de diciembre del 1968, en relación con la Par-
cela No. 3, Porción "D", subdividida en solares; Parcelas
Nos. 4-A y 4-B, Porción "E", subdividida en solares; Solar
No. 2 de la Manzana No. 64, subdividida en solares; Solar
No. 6 de la Manzana No. 210, Distrito Catastral No. 1 del
Municipio de Santia go, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante; y 2do. por Julio Jaime Julia Guzmán, cédula No.
17668, serie 54, empleado público, soltero, residente y do-
miciliado en la ciudad de Santo Domingo, capital de la Re-
pública; José Edmundo Julia Guzmán, cédula No. 20702, se-
rie 54, comerciante, casado, residente y domiciliado en esta
ciudad de Santo Ddmingo; Juan Rafael Julia Guzmán, cé-
dula No. 9966, serie 55, empleado privado, casado, residen-
te y domiciliado en la ciudad y municipio de Moca, provin-
cia Espaillat; y María Teresa Virginia Julia Guzmán de
Sánchez, cédula No. 11083, serie 54, de oficios domésticos,
casada, residente y domiciliada en la ciudad y munici pio y
Provincia de La Vega, todos mayores de edad, dominicanos,
quienes actúan en su calidad de hiios legítimos y herederos
del finado J. Julia Ricardo, a su vez hijo legítimo y here-
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dero de la finada Inocencia Ricardo de Julia, contra la mis-
ma sentencia;

Oído al alguacil de turno' en la lectura del rol;
Oídos, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Pedro

A. Cambiaso Lluberes, cédula 39449, serie 1, Lic. Manuel
Ramón Cruz Díaz, cédula 2275, serie 31, y Lic. Lorenzo
L. Casanova H., cédula 2673, serie 1, abogados de los recu-
rrentes J. Oscar Julia Espaillat y compartes, señalados en
el ordinal primero;

Oídos, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Sergio
Sánchez Gómez, cédula 16841, serie 47, por sí y en repre-
sentación del Lic. Juan Pablo Ramos F., cédula 13706, se-
rie 47, abogados de los recurridos que lo son Julio Jaime
Julia Guzmán y compartes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Sergio
Sánchez Gómez, por sí y en representación del Lic. Juan P.
Ramos F., abogados de los recurrentes en el recurso inter-
puesto por los Sucesores Julia Guzmán;

Oídos en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Pedro A.
Cambiaso Ll. y Licdos. Lorenzo Casanova y M. R. Cruz
Díaz, abogados de los recurridos J. Oscar Julia Espaillat y
compartes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 7 de enero del
1969, suscrito por los abogados de los recurrentes J. Oscar
Julia Espaillat y compartes, en el cual se invocan los m e

-dios que se indican más adelante;
Visto el memorial de defensa, de fecha 21 de febrero

del 1969, suscrito por los abogados de los recurridos, S uce-
sores Julia Guzmán;

V
IOW	 ;to el memorial de casación de fecha 31 de enero

del 1969, suscrito por los abogados de los recurrentes, Suce-
sores Julia Guzmán, en el cual se invocan los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, de fecha 21 de febrero
del 1969, suscrito por los abogados de los recurridos, J. Os-
car Julia Espaillat y compartes;

Visto el escrito de ampliación al memorial de casación,
suscrito en fecha 14 de julio del 1969, por los abogados de
los recurrentes Sucesores Julia Guzmán;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 63, 84, y 86 de la Ley de Re-
gistro de Tierras, 1351 del Código Civil, 131 y 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que para la mejor solución del caso es
conveniente unir los expedientes de ambos recursos y pro-
ceder a su estudio y fallarlos por una sola sentencia, ya
que fueron interpuestos contra el mismo fallo, y las partes
son las mismas, siendo los recurrentes de uno de los recur-
sos los recurridos del otro, y viceversa;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una litis sobre terrenos registrados in-
coada por los herederos de J. Juan Julia Ricardo, procrea-
dos con María Guzmán, contra los herederos del mismo,
procreados con Enriqueta Espaillat, el Juez de Jurisdic-
ción Original del Tribunal de Tierras designado al efecto,
dictó, en fecha 28 de marzo del 1968, una sentencia por la
cual se rechazaron las conclusiones principales de la parte
demandada y se acogieron sus conclusiones subsidiarias y,
consecuentemente declaró inadmisible la demanda intenta-
da por los señores Dr. Julio Jaime Julia Guzmán, José Ed-
Inundo Julia Guzmán, María Teresa Virginia Julia Guzmán
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ceder a su estudio y fallarlos por una sola sentencia, ya
que fueron interpuestos contra el mismo fallo, y las partes
son las mismas, siendo los recurrentes de uno de los recur-
sos los recurridos del otro, y viceversa;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una litis sobre terrenos registrados in-
coada por los herederos de J. Juan Julia Ricardo, procrea-
dos con María Guzmán, contra los herederos del mismo,
procreados con Enriqueta Espaillat, el Juez de Jurisdic-
ción Original del Tribunal de Tierras designado al efecto,
dictó, en fecha 28 de marzo del 1968, una sentencia por la
ual se rechazaron las conclusiones principales de la parte

demandada y se acogieron sus conclusiones subsidiarias y,
Consecuentemente declaró inadmisible la demanda intenta-
da por los señores Dr. Julio Jaime Julia Guzmán, José Ed-
Inundo Julia Guzmán, María Teresa Virginia Julia Guzmán
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de Sánchez y Juan Rafael Julia Guzmán, en fecha 14
septiembre de 1967, en relación con los inmuebles objeto
de esta litis, y manteniendo por ende, en toda su vigencia,
los Certificados de Títulos que amparan dichos inmuebles,
para que continuaran siendo ejecutados según su forma y
tenor; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Sergio Sánchez Gómez, en nombre de Julio Jaime
Julia Guzmán, José Edmundo Julia Guzmán, Rafael Julia
Guzmán, y María Teresa Virginia Julia Guzmán de Sánchez,
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo
dice así: "Falla: Primero: Se Declara que la demanda incoa-
da por los señores Dr. Julio Jaime Julia Guzmán, José Ed-
mundo Julia Guzmán, Juan Rafael Julia Guzmán y María
Teresa Virginia Julia Guzmán de Sánchez por instancia in-
troductiva de fecha 14 de septiembre del 1967, tiene el ca-
rácter de una litis sobre derechos registrados, y en conse-
cuencia, Se Rechazan por improcedentes e infundadas las
conclusiones de los recurridos tendientes a que se declare
lo contrario, Confirmando en este aspecto la Decisión No.
1 de fecha 28 de marzo del 1968, dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original. Segundo: Se Acoge en
cuanto a la forma ,e1 recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Julio Jaime Julia Guzmán y compartes, contra la De-
cisión indicada. Tercero: Se Declara, que las sentencias in-
tervenidas en el saneamiento de los inmuebles envueltos en

la presente litis, no operaron transferencias de los derechos
sucesorales que ahora se discuten, ni los mismos pudieron
quedar resueltos por dichos fallos, y, de consiguiente, de-
jaron a los recurrentes la oportunidad de hacer valer sus
derechos, mediante la ponderación en debate público y con-
tradictorio de las pruebas de sus calidades y de los docu-
mentos contentivos de los pretensos traspasos de los dere-
chos sucesorales aludidos. Cuarto: Se Revoca la Resolución
dictada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 12 de
julio del 1944, en relación con el Solar No. 2 de la mal"

na No. 64; Parcela No. 4-B, Porción "E"; Parcela No. 63,
Porción "D"; todos del Distrito Catastral No. 1 del Muni-
cipio de Santiago. Quinto: Se Revoca, en cuanto a los demás
aspectos, con excepción del señalado en el ordinal 1ro., la
aludida Decisión No. 1 de fecha 28 de marzo del 1968, dic-
tada en Jurisdicción Original. Sexto: Se Ordena la celebra-
ción de un nuevo juicio, limitado a los inmuebles que el mo-
mento de iniciarse la presente litis con el escrito introduc-
tivo de instancia de fecha 14 de septiembre de 1967, per-
manecían y permanecen en el patrimonio de la Sucesión
de Inocencia Ricardo Viuda Julia o de algunos de sus miem-
bros como continuadores Jurídicos de sus causantes o en
virtud de donaciones o legados entre vivos o testamentarios,
con exclusión de todos aquellos inmuebles que con anterio-
ridad al inicio de esta litis hayan sido adquiridos regular-
mente por terceros a títulos oneroso y de buena fe, hasta
prueba lo contrario. Séptimo: Se Designa, para conocer de
este nuevo juicio, al Juez del Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original con asiento en Santo Domingo, Dr. IIum-
berto A. de Lima, a quien debe comunicársele la presente
Decisión y enviársele el expediente para los fines indicados";

En cuanto al recurso interpuesto por
J. Oscar Julia Espaillait y compartes

Considerando, que los recurrentes han invocado los
siguientes medios de casación: Primer Medio: Desconoci-
miento del artículo 86 de la Ley de Registro de Tierras yconsecuente violación de los artículos que rigen el sanea-
miento y la autoridad de la cosa irrevocablemente Juzgada,
COn el consiguiente desconocimiento del artículo 1351 del
Código Civil.— Segundo Medio: Desnaturalización de docu-m

entos y consiguiente violación de los artículos 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil y 84 de la Ley de Tierras, por
falsos motivos o motivos erróneos y contradicción de moti-
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de Sánchez y Juan Rafael Julia Guzmán, en fecha 14
septiembre de 1967, en relación con los inmuebles obje
de esta litis, y manteniendo por ende, en toda su vigenci
los Certificados de Títulos que amparan dichos inmuebl
para que continuaran siendo ejecutados según su forma
tenor; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto
el Dr. Sergio Sánchez Gómez, en nombre de Julio Jai
Julia Guzmán, José Edmundo Julia Guzmán, Rafael Ju
Guzmán, y María Teresa Virginia Julia Guzmán de Sánch
intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositi
dice así: "Falla: Primero: Se Declara que la demanda inc
da por los señores Dr. Julio Jaime Julia Guzmán, José
mundo Julia Guzmán, Juan Rafael Julia Guzmán y Ma
Teresa Virginia Julia Guzmán de Sánchez por instancia •
troductiva de fecha 14 de septiembre del 1967, tiene el c
rácter de una litis sobre derechos registrados, y en con
cuencia, Se Rechazan por improcedentes e infundadas la
conclusiones de los recurridos tendientes a que se declare
lo contrario, Confirmando en este aspecto la Decisión No.
1 de fecha 28 de marzo del 1968, dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original. Segundo: Se Acoge en
cuanto a la forma ,el recurso de apelación interpuesto por
el Dr. Julio Jaime Julia Guzmán y compartes, contra la De-
cisión indicada. Tercero: Se Declara, que las sentencias in-
tervenidas en el saneamiento de los inmuebles envueltos en
la presente litis, no operaron transferencias de los derechos
sucesorales que ahora se discuten, ni los mismos pudieron
quedar resueltos por dichos fallos, y, de consiguiente, de-
jaron a los recurrentes la oportunidad de hacer valer sus
derechos, mediante la ponderación en debate público y con-
tradictorio de las pruebas de sus calidades y de los docu-
mentos contentivos de los pretensos traspasos de los dere-
chos sucesorales aludidos. Cuarto: Se Revoca la Resolución
dictada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 12 de
julio del 1944, en relación con el Solar No. 2 de la manza-

na No. 64; Parcela No. 4-B, Porción "E"; Parcela No. 63,
Porción "D"; todos del Distrito Catastral No. 1 del Muni-
cipio de Santiago. Quinto: Se Revoca, en cuanto a los demás
aspectos, con excepción del señalado en el ordinal 1ro., la
aludida Decisión No. 1 de fecha 28 de marzo del 1968, dic-
tada en Jurisdicción Original. Sexto: Se Ordena la celebra-
ción de un nuevo juicio, limitado a los inmuebles que el mo-
mento de iniciarse la presente litis con el escrito introduc-
tivo de instancia de fecha 14 de septiembre de 1967, per-
manecían y permanecen en el patrimonio de la Sucesión
de Inocencia Ricardo Viuda Julia o de algunos de sus miem-
ros como continuadores Jurídicos de sus causantes o en
irtud de donaciones o legados entre vivos o testamentarios,
on exclusión de todos aquellos inmuebles que con anterio-

ridad al inicio de esta litis hayan sido adquiridos regular-
mente por terceros a títulos oneroso y de buena fe, hasta
prueba lo contrario. Séptimo: Se Designa, para conocer de
este nuevo juicio, al Juez del Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original con asiento en Santo Domingo, Dr. Hum-
berto A. de Lima, a quien debe comunicársele la presente
Decisión y enviársele el expediente para los fines indicados";

En cuanto al recurso interpuesto por
J. Oscar Julia Esiraillait y compartes

Considerando, que los recurrentes han invocado los
siguientes medios de casación: Primer Medio: Desconoci-
miento del artículo 86 de la Ley de Registro de Tierras y
consecuente violación de los artículos que rigen el sanea-
miento y la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada,
con el consiguiente desconocimiento del artículo 1351 del
Código Civil.— Segundo Medio: Desnaturalización de docu-m

entos y consiguiente violación de los artículos 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil y 84 de la Ley de Tierras, por
falsos motivos o motivos erróneos y contradicción de moti-
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vos, y consecuente violación en otro aspecto de los artículos
1351 del Código Civil y 86 de la Ley de Tierras sobre la axil
toridad de la cosa juzgada de las decisiones del saneamion_
to.— Tercer Medio: Falta de motivos en otro aspecto, rno.,
tivos erróneos, contradicción entre el dispositivo y los rtio.,
tivos, falta de examen de documentos decisivos de la ljui

y por tanto de base legal, con la consiguiente violación de
los artículos 141 del Código de Procedimiento Civil y 81
de la Ley de Tierras en otros aspectos y del artículo 1351
del Código Civil y 86 de la Ley de Tierras.— Cuarto Medio:
Violación de la autoridad de la cosa juzgada de las senten-
cias del Tribunal Superior de Tierras del 4 de marzo de

1938 (Parcela No. 3 Porción "D", Parcela No. 4 Porción
"E" y solar No. 2 de la manzana No. 64 del D. C. No 1 de
Santiago), del 28 de marzo de 1940 (solar No 6 de la man-
zana No. 210 del D. C. No. 1 de Santiago) y 23 de enero
de 1939 (solar No. 6 de la manzana No. 209 del D. C. No.
1 de Santiago), al aplicar falsamente las reglas de interpre-
tación de las dec i siones judiciales, con la consiguiente vio-
lación del artículo 86 de la Ley de Tierras y 1351 del Có-
digo Civil, en nuevo aspecto; desconocimiento del artículo
2262 del Código Civil. Exceso de poder. Falta de motivos
en un nuevo aspecto al no contestar las conclusiones de la
parte recurrente y consiguiente violación de los artículos
141 del Código de Procedimiento Civil y 84 de la Ley de

Tierras. Quinto Medio: Falsa interpretación y aplicación
desnaturalización del carácter irrevocable de la resolución
del 12 de julio de 1944 con el consiguiente vicio de motivos
erróneos y consecuente violación del artículo 141 del Códi

-go de Procedimiento Civil. 84 y 130 de la Ley de Registro
de Tierras. y desconocimiento del artículo 2262 del Código
Civil.— Sexto Medio: Exceso de poder y violación de las
reglas del apoderamiento con la consiguiente violación en

Procedimiento

un nuevo aspecto de los artículos 130 de la Ley de Tierras
y 63 de la misma ley. Fallo ultra petita, consiguiente v1.0-
ladón del artículo 141 del Código de	 ocedimiento 

y S4 de la Ley de Tierras, en otro aspecto. Desconocimiento
y consiguiente violación del artículo 172 del Código de Pro-
cedimiento Civil;

Considerando, que en el primer medio de su memorial
los recurrentes alegan, en síntesis, que a pesar de que por
las sentencias definitivas dictadas por el Tribunal Superior
de Tierras, en el saneamiento, en relación con los inmue-
bles objeto de esta litis, se determinan cuáles son los here-
deros de Inocencia Ricardo Viuda Julia y se señala la pro-
porción que corresponde en la Sucesión a cada uno de ellos,
y, además, se da constancia en dichos fallos de las ventas
otorgadas por unos herederos en favor de otros, sin embar-
go, se declara en la sentencia impugnada que los fallos in-
tervenidos en el saneamiento no operaron transferencias
de los derechos que ahora se discuten, ni los mismos pudie-
ron quedar adjudicados por dichos fallos; que, en dicha sen-
tencia se afirma también, erróneamente, que los actuales
recurridos Julia Guzmán, tenían, aún, la oportunidad de
hacer valer sus derechos mediante la ponderación, en deba-
te público y contradictorio, de las pruebas de sus calidades
y de los documentos contentivos de los pretendidos traspa-
sos de los derechos sucesorales de unos herederos en favor
de otros; que de este modo en el fallo impugnado se violó
el artículo 86 de la Ley de Registro de Tierras;

Considerando que en la sentencia impugnada consta
lo siguiente: que en relación con las Parcelas Nos. 3 de la
Porción "D"; 4, de la Porción "E", y el solar No. 2 de la
Manzana No. 64, del Distrito Catastral No. 1 del Municipio
de Santiago, el Juez apoderado del saneamiento catastral
de esos inmuebles dictó el 23 de diciembre del 1937 unasentencia por la cual ordenó el registro de los mismos en

Julia	
ndfavor de losde Inocencia Ricardo Vda. de Julio

haciéndose constar las ventas consentidas por los he-rederos de J. Alfredo Julia, de sus derechos sucesorales,corno herederos de Inocencia Ricardo Vda. Julia, en favor
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vos, y consecuente violación en otro aspecto de los artículc,
1351 del Código Civil y 86 de la Ley de Tierras sobre la au-
toridad de la cosa juzgada de las decisiones del saneamien.
to.— Tercer Medio: Falta de motivos en otro aspecto, mo-
tivos erróneos, contradicción entre el dispositivo y los me,.

tivos, falta de examen de documentos decisivos de la litis
y por tanto de base legal, con la consiguiente violación de

los artículos 141 del Código de Procedimiento Civil y 84

de la Ley de Tierras en otros aspectos y del artículo 1351
del Código Civil y 86 de la Ley de Tierras.— Cuarto Medio:

Violación de la autoridad de la cosa juzgada de las senten-
cias del Tribunal Superior de Tierras del 4 de marzo de
1938 (Parcela No. 3 Porción "D", Parcela No. 4 Porción
"E" y solar No. 2 de la manzana No. 64 del D. C. No 1 de
Santiago), del 28 de marzo de 1940 (solar No 6 de la man-
zana No. 210 del D. C. No. 1 de Santiago) y 23 de enero
de 1939 (solar No. 6 de la manzana No. 209 del D. C. No.
1 de Santiago), al aplicar falsamente las reglas de interpre-
tación de las dec i siones judiciales, con la consiguiente vio-
lación del artículo 86 de la Ley de Tierras y 1351 del Có-
digo Civil, en nuevo aspecto; desconocimiento del artículo
2262 del Código Civil. Exceso de poder. Falta de motivos
en un nuevo aspecto al no contestar las conclusiones de la
parte recurrente y consiguiente violación de los artículos
141 del Código de Procedimiento Civil y 84 de la Ley de
Tierras. Quinto Medio: Falsa interpretación y aplicación
desnaturalización del carácter irrevocable de la resolución
del 12 de julio de 1944 con el consiguiente vicio de motivos
erróneos y consecuente violación del artículo 141 del Códi-
go de Procedimiento Civil, 84 y 130 de la Ley de Registro
de Tierras, y desconocimiento del artículo 2262 del Código
Civil.— Sexto Medio: Exceso de poder y violación de las

reglas del apoderamiento con la consiguiente violación en

un nuevo aspecto de los artículos 130 de la Ley de Tierras
y 63 de la misma ley. Fallo ultra petita, y consiguiente Vi?'
ladón del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil,

y 84 de la Ley de Tierras, en otro aspecto. Desconocimiento
y consiguiente violación del artículo 172 del Código de Pro-
cedimiento Civil;

Considerando, que en el primer medio de su memorial
los recurrentes alegan, en síntesis, que a pesar de que por
las sentencias definitivas dictadas por el Tribunal Superior
de Tierras, en el saneamiento, en relación con los inmue-
bles objeto de esta litis, se determinan cuáles son los here-
deros de Inocencia Ricardo Viuda Julia y se señala la pro-
porción que corresponde en la Sucesión a cada uno de ellos,
y, además, se da constancia en dichos fallos de las ventas
otorgadas por unos herederos en favor de otros, sin embar-
go, se declara en la sentencia impugnada que los fallos in-
tervenidos en el saneamiento no operaron transferencias
de los derechos que ahora se discuten, ni los mismos pudie-
ron quedar adjudicados por dichos fallos; que, en dicha sen-
tencia se afirma también, erróneamente, que los actuales
recurridos Julia Guzmán, tenían, aún, la oportunidad de
hacer valer sus derechos mediante la ponderación, en deba-
te público y contradictorio, de las pruebas de sus calidades
y de los documentos contentivos de los pretendidos traspa-
sos de los derechos sucesorales de unos herederos en favor
de otros; que de este modo en el fallo impugnado se violó
el artículo 86 de la Ley de Registro de Tierras;

Considerando que en la sentencia impugnada consta
lo siguiente: que en relación con las Parcelas Nos. 3 de la
Porción "D"; 4, de la Porción "E", y el solar No. 2 de la
Manzana No. 64, del Distrito Catastral No. 1 del Municipio

favor de

de esos inmuebles dictó el 23 de diciembre del 1937 una
sentencia por la cual ordenó el registro de los mismos en

de Santiago, el Juez apoderado del saneamiento catastral

,
los sucesores de Inocencia Ricardo Vda. de Julio

Julia haciéndose constar las ventas consentidas por los he-
rederos de J. Alfredo Julia, de sus derechos sucesorales,
Como herederos de Inocencia Ricardo Vda. Julia, en favor
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de Arturo Julia Ricardo; de J. Juan Julia, de sus derechos-
en la misma sucesión, en favor de Dolores Julia Ricardo, y

la venta de los derechos sucesorales de J. Ricardo Julia y
Amelia Julia Vda. Espaillat, también herederos de In°.
cencia Ricardo Vda. Julia, en favor de Virginia Julia Ri-
cardo; que esta sentencia fue confirmada por el Tribunal
Superior de Tierras por su sentencia del 4 de marzo del
1938; que luego de ser refundidos el solar No. 2 de la Man-
zana No. 64 con la Parcela No. 4-B de la Porción "E"; la
Parcela No. 3 de la Porción "D" con la Parcela No. 4-A
de la Porción "E", fueron dictados los Decretos de Registro
correspondientes, y más tarde se expidieron los Certificados
de Títulos Nos. 11 y 12, respectivamente , en fecha 15 de
septiembre del 1938; que también consta en la sentencia
impugnada, que por decisión del Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original, de fecha 21 de noviembre del 1938,
confirmada por la del Tribunal Superior de Tierras del 23
de enero del 1939, se ordenó el registro del derecho de pro-
piedad del solar No. 6 de la Manzana No. 209 del Distrito
Catastral No. 1 del Municipio de Santiago, en la siguiente
forma: tres octavas partes, en favor de Virginia Julia Ri-
cardo; dos octavas partes, en favor de Arturo Julia Ricar-
do; dos octavas partes„ en favor de Dolores Julia Ricardo de
Clocke, y una octava parte, en favor de Matilde Julia Schaf-
fer; que en virtud de esta última sentencia se dictó el De-
creto de Registro correspondiente, y se expidió sobre este
inmueble el Certificado .de Título No. 211, en fecha 20 de
a<sosto del. 1943; aue el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Ori ginal dictó el 15 de enero del 1940 una sentencia, que
fue confirmada por el Tribunal Superior de Tierras el 28
de marzo del mismo año, por la cual se ordenó el registro
del derecho de propiedad del solar No. 6 de la Manzana No.
210 del mismo Distrito Catastral, en favor de las personas
antes indicadas, y en la misma proporción: que sobre este
último inmueble, y en virtud del Decreto de Regist ro eu"

rrespondiente, fue expedido en fecha 15 de octubre del

1940, con el número 591, el Certificado de Título de este
solar;

Considerando, que, según consta también en la senten-
cia impugnada, posteriormente, en fecha 25 de mayo del
1944, los mencionados ad judicatarios, Sucesores Julia Ri-
cardo, dirigieron una instancia al Tribunal Superior de Tie-
rras, con el fin de obtener en una forma más clara y pre-
cisa la determinación de los derechos que a cada uno de ellos
correspond ía en los inmuebles descritos anteriormente, y al
mismo tiempo para corregir ciertos errores que figuraban
en los Certificados de Títulos, en cuanto al domicilio y re-
sidencia de algunos de los copropietarios de los mismos; que
con esta instancia se sometió un acto de notoriedad, ins-
trumentado en fecha 11 de mayo del 1943 por el Notario
Público, Lic. Lorenzo Casanova hijo, en el cual consta que
los únicos herederos de Inocencia Ricardo Viuda Julia eran
sus hijos: Virginia, Amelia, Ricardo, Juan, Dolores, Alfredo,
Matilde y Arturo Julia Ricardo; que, asimismo, se sometió
con la instancia indicada la declaración jurada para fines
de la liquidación del impuesto sucesoral de los bienes relic-
tos por la finada Inocencia Ricardo Viuda Julia, documento
en el cual consta que los herederos de ésta son las mismas
personas ya mencionadas, y se señala también los traspasos
que los herederos Amelia, Ricardo. Juan v Alfredo Julia Ri-
cardo, habían hecho en favor de tres de sus hermanos, de
sus derechos sucesorales, tal como consta en las sentencias
dictadas precedentemente; que el Tribunal Superior de Tie-
rras acogió esa instancia por la Resolución del 12 de julio
del 1944, y ordenó el registro de dichos inmuebles en la for-ma siguiente: 3/8 en favor de Virginia Julia Ricardo; 2/8
RenicafarvdoorddeesDchoaloffreers; Julia Ricardo de Clocke; 2/8 en favorde Arturo Julia Ricardo, y 1/8 en favor de Matilde Julia

vas alas 
psiderando que aún cuando en las sentencias relati-
Parcelas Nos. 3, Porción "D", 4-A y 4-B, Porción



de Arturo Julia Ricardo; de J. Juan Julia, de sus derechos
en la misma sucesión, en favor de Dolores Julia Ricardo, y
la venta de los derechos sucesorales de J. Ricardo Julia y
Amelia Julia Vda. Espaillat, también herederos de Ino-
cencia Ricardo Vda. Julia, en favor de Virginia Julia
cardo; que esta sentencia fue confirmada por el Tribunal
Superior de Tierras por su sentencia del 4 de marzo del
1938; que luego de ser refundidos el solar No. 2 de la Man-
zana No. 64 con la Parcela No. 4-13 de la Porción "E"; la
Parcela No. 3 de la Porción "D" con la Parcela No. 4-A
de la Porción "E", fueron dictados los Decretos de Registro
correspondientes, y más tarde se expidieron los Certificados
de Títulos Nos. 11 y 12, respectivame nte , en fecha 15 de
septiembre del 1938; que también consta en la sentencia
impugnada, que por decisión del Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original, de fecha 21 de noviembre del 1938,
confirmada por la del Tribunal Superior de Tierras del 23
de enero del 1939, se ordenó el registro del derecho de pro-
piedad del solar No. 6 de la Manzana No. 209 del Distrito
Catastral No. 1 del Municipio de Santiago, en la siguiente
forma: tres octavas partes, en favor de Virginia Julia Ri-
cardo; dos octavas partes, en favor de Arturo Julia Ricar-
do; dos octavas partes„ en favor de Dolores Julia Ricardo de
Clocke, y una octava parte, en favor de Matilde Julia Schaf-
fer; ave en. virtud de esta última sentencia se dictó el De-
creto de Registro correspondiente, y se expidió sobre este
inmueble el Certificado de Título No. 211, en fecha 20 de
mosto del 1943; aue el Tribunal de Tierras de Jurisdicción
Or i ginal dictó el 15 de enero del 1940 una sentencia, que
fue confirmada por el Tribunal Superior de Tierras el 28
de marzo del mismo año, por la cual se ordenó el registro
del derecho de propiedad del solar No. 6 de la Manzana No.
210 del mismo Distrito Catastral, en favor de las personas
antes indicadas. y en la misma proporción: que sobre este
último inmueble, y en virtud del Decreto de Registr o co-

rrespondiente, fue expedido en fecha 15 de octub re del

1940, con el número 591, el Certificado de Título de este
solar;

Considerando, que, según consta también en la senten-
cia impugnada, posteriormente, en fecha 25 de mayo del
1944, los mencionados ad judicatarios, Sucesores Julia Ri-
cardo, dirigieron una instancia al Tribunal Superior de Tie-
rras, con el fin de obtener en una forma más clara y pre-
cisa la determinación de los derechos que a cada uno de ellos
correspondía en los inmuebles descritos anteriormente, y al
mismo tiempo para corregir ciertos errores que figuraban
en los Certificados de Títulos, en cuanto al domicilio y re-
sidencia de algunos de los copropietarios de los mismos; que
con esta instancia se sometió un acto de notoriedad, ins-
trumentado en fecha 11 de mayo del 1943 por el Notario
Público, Lic. Lorenzo Casanova hijo, en el cual consta que
los únicos herederos de Inocencia Ricardo Viuda Julia eran
sus hijos: Virginia, Amelia, Ricardo, Juan, Dolores, Alfredo,
Matilde y Arturo Julia Ricardo; que, asimismo, se sometió
con la instancia indicada la declaración jurada para fines
de la liquidación del impuesto sucesoral de los bienes relic-
tos por la finada Inocencia Ricardo Viuda Julia, documento
en el cual consta que los herederos de ésta son las mismas
personas ya mencionadas, y se señala también los traspasos
que los herederos Amelia, Ricardo. Juan y Alfredo Julia Ri-
cardo, habían hecho en favor de tres de sus hermanos, de
sus derechos sucesorales, tal como consta en las sentencias
dictadas precedentemente; que el Tribunal Superior de Tie-
rras acogió esa instancia por la Resolución del 12 de julio
del 1944, y ordenó el registro de dichos inmuebles en la for-
ma siguiente: 3/8 en favor de Virginia Julia Ricardo; 2/8
en favor de Dolores Julia Ricardo de Clocke; 2/8 en favorde

Arturo Julia Ricardo, y 1/8 en favor de Matilde Julia
Ricardo de Schaffer;

Con siderando que aún cuando en las sentencias relati-
vas a las Parcelas Nos. 3. Porción "D", 4-A y 4-B, Porción

o
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"F" y el solar No. 2 de la Manzana No. 64, se ordenó o
registro de modo innominado en favor de los Sucesores de
Inocencia Ricardo Vda. Julia, fundándose en que los here-
deros no sometieron la prueba de la existencia de una par -
tición, sin embargo, en dichos fallos se señalaron los nom_
bres de esos herederos y se da constancia de las ventas que
otorgaron unos herederos en favor de otros, lo que signifi-
ca que, contrariamente a como lo juzgó el Tribunal a-quo,
dichas traspasos fueron admitidos como válidos en ese sa-
neamiento; que, de todos modos, posteriorment e , los solares
Nos. 6 de la Manzana No. 209 y 6 de la Manzana 210, men-
cionados, fueron saneados y sobre ellos se expidieron los
Certificados de Títulos correspondient es, según se dice an-
tes, en favor de cada uno de dichos herederos, y se les atri-
buyó la proporción que les correspondía en la sucesión, o
sea, una octava parte para cada uno, y por esas sentencias
se admitieron las ventas otorgadas por unos herederos en
favor de sus hermanos, y esos derechos quedaron finalmen-
te consolidados en virtud de los certificados de títulos, en
favor de sus adjudicatarios, ya que las sentencias no fue-
ron impugnadas, mediante el recurso de casación, ni me-
diante el recurso en revisión por fraude instituído por los
artículos 137 y siguientes de la Ley de Registro de Tierras;

Considerando, que, además, aún cuando la determin a

-ción de herederos realizada con respecto a los solares Nos. 6
de las Manzanas 209 y 210 bastaba para que todos los de-
rechos consignados en favor de la Sucesión de Inocencia
Ricardo Viuda Julia sobre los otros inmuebles mencion a

-dos anteriormente fueran adjudicados nominativamente en
favor de los herederos de ésta, por la Resolución del Tri-
bunal Superior de Tierras del 12 de julio del 1944, que com-
plementa y robustece los fallos dictados en el saneamiento,
fueron declarados también quienes eran los únicos herede-
ros de esa Sucesión y se ordenó el registro de los derechos
en favor de los referidos herederos, Resolución que se
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dé), no solamente en las mencionadas sentencias, sino en el
acto de notoriedad y la declaración del impuesto sucesoral
indicados precedentemente;

Considerando, que, asimismo, el examen de la instancia
introductiva de la demanda intentada por los Sucesores Ju-
lia Guzmán, dirigida al Tribunal Superior de Tierras el 14
de septiembre del 1967, muestra que por ella no se niegan
las calidades de únicos herederos de Inocencia Ricardo Viu-
da Julia a las personas que fueron señaladas en esa Reso-
lución con tal calidad, entre las cuales se encuentra, su pa-
dre, J. Juan Julia Ricardo, ya que su demanda tendía, en
esencia, a que se declarara nula la declaración firmada por
su madre, María Guzmán, y que figura al pie del acto de
fecha 15 de julio del 1937 en la cual consta que ella reco-
nocía que su difunto esposo había traspasado, antes de su
matrimonio con ella, sus derechos sucesorales en favor de
su hermana Dolore Julia Ricardo Viuda Glocke, nulidad
que fue fundada en que su madre no podía hacer esta de-
claración sin el consentimiento de sus hijos, quienes, ade-
más, en esa fecha, eran menores de edad; que por estas
razones, esos bienes que ellos alegan constituyen la octava
parte que le correspondía a su padre en la Sucesión de Ino-
cencia Ricardo Vda. Jul:a— no habían salido del patrimonio
de su padre; que, igualmente, dicha demanda tendía a es-
tablecer que ellos eran herederos de J. Juan Julia Ricardo,
quien se casó en segundas nupcias con su madre, María Guz-
mán, y, por consiguiente los hijos procreados en el primer
matrimonio, celebrado con Enriqueta Espaillat, no podían
alegar, como lo hicieron, la calidad de únicos herederos de
J. Juan Julia Ricardo; pero habiendo sido resuelta esa. si-
tuación jurídica en el saneamiento, puesto que el documen-
to que se impugna fue sometido a debate público y contra-di

ctorio de dicho proceso de saneamiento, no podía susci-
tarse de nuevo con la apariencia de litis sobre derecho re-
gistrado , carácter que no tiene por todo lo precedentemente
expuesto;
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acto de notoriedad y la declaración del impuesto sucesoral
indicados precedentemente;

Considerando, que, asimismo, el examen de la instancia
introductiva de la demanda in tentada por los Sucesores Ju-
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da Julia a las personas que fueron señaladas en esa Reso-
lución con tal calidad, entre las cuales se encuentra, su pa-
dre, J. Juan Julia Ricardo, ya que su demanda tendía, en
esencia, a que se declarara nula la declaración firmada por
su madre, María Guzmán, y que figura al pie del acto de
fecha 15 de julio del 1937 en la cual consta que ella reco-
nocía que su difunto esposo había traspasado, antes de su
matrimonio con ella, sus derechos sucesorales en favor de
su hermana Dolore Julia Ricardo Viuda Glocke, nulidad
que fue fundada en que su madre no podía hacer esta de-
claración sin el consentimiento de sus hijos, quienes, ade-
más, en esa fecha, eran menores de edad; que por estas
razones, esos bienes que ellos alegan constituyen la octava
parte que le correspondía a su padre en la Sucesión de Ino-
cencia Ricardo Vda. Julia— no habían salido del patrimonio
de su padre; que, igualmente, dicha demanda tendía a es-
tablecer que ellos eran herederos de J. Juan Julia Ricardo,
quien se casó en segundas nupcias con su madre, María Guz-
mán, y, por consiguiente los hijos procreados en el primer
matrimonio, celebrado con Enriqueta Espaillat, no podían
alegar, como lo hicieron, la calidad de únicos herederos de
J. Juan Julia Ricardo; pero habiendo sido resuelta esa si-tuación jurídica en el saneamiento, puesto que el documen-
to que se impugna fue sometido a debate público y contra-di

ctorio de dicho proceso de saneamiento, no podía susci-t
arse de nuevo con la apariencia de litis sobre derecho re-

gistrado, carácter que no tiene por todo lo precedentemente
expuesto;
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Considerando, que conforme el artículo 86 de la Ley de
Registro de Tierras: Las sentencias del Tribunal de Tie-
rras dictada a favor de la persona que tenga derecho al re-
gistro del terreno o parte del mismo, sanearán el título re-
lativo a dichos terrenos, con las únicas excepciones indica-
das en el Art. 174, y serán terminantes y oponibles a toda
persona, inclusive al Estado, el Distrito Nacional, los muni-
cipios, y cualquiera otra subdivisión política de la Repú-
blica, ya se citen por sus nombres en el requerimiento, em-
plazamiento aviso, citación, o ya se comprendan en la fra-
se "a todos a quienes pueda interesar". Dichas sentencias
no podrán ser impugnadas con motivo de ausencia, minoría
de edad, impedimento, inhabilidad o incapacidad legal de las
personas a quienes perjudique, ni por decisión de ningún
otro tribunal;

Considerando, que por lo expuesto precedentemente es
evidente que los Jueces del fondo violaron en su sentencia
el artículo 86 de la Ley de Registro de Tierras. antes trans-
crito, al revocar los fallos dictados y los certificados de tí-
tulos expedidos en el saneamiento de los solares objeto del
litigio y al ordenar la celebración de un nuevo juicio "para
que las partes envueltas en esta contención se beneficien
del doble grado de jurisdicción establecido por la Ley para
los asuntos litigiosos y tengan la oportunidad de hacer va-
ler sus respectivos medios de defensa"; y, por consiguiente,
la sentencia impugnada debe ser casada, sin que sea nece-
sario ponderar los demás medios del recurso;

En cuanto al recurso interpuesto
por los Sucesores Julia Guzmán

Considerando, que los recurrentes Julia Guzmán ha
invocado los siguientes medios de casación: Primer Medio:

Insuficiencia y contradicción de motivos.— Falta de base le-
gal.— Volación del Art. 141 del Código de Procedimiento
Civil y de los Arts. 84, 128 y 138 de la Ley de Registro de

si

Tierras.— Segundo Medio: Violación de los Arts. 86, 175
y 190 de la Ley de Registro de Tierras.— Tercer Medio:
Violación de los Arts. 544, 545, 546, 1108, 1131 y 1133 y
1599 del Código Civil, Art. 8, inciso 13 de la Constitución
de la República, y Art. 271 de la Ley de Registro de Tie-
rras;

Considerando, que estos recurrentes alegan, en síntesis,
en los tres medios de su memorial, runidos, lo siguiente:
que el Tribunal a-quo ordenó la celebración de un nuevo
juicio, limitándolo a los inmuebles que aún permanecían
en el patrimonio de la Sucesión de Inocencia Ricardo Vda.
Julia, con exclusión de los que habían sido adquiridos re-
gularmente por terceros, a título oneroso y de buena fe, con
anterioridad al inicio de esta litis, introducida por la instan-
cia del 14 de septiembre del 1967, hasta prueba en contra-
rio, lo que es contradictorio con la misma sentencia en
cuanto revoca la Resolución del mismo Tribunal, del 12 de
julio de 1944, por la cual se determinaron los herederos de
la mencionada Sucesión, y se dispuso una nueva determina-
ción de herederos, ya que dichos terceros, aunque sean de
buena fe y a título oneroso, deben ser afectados por la re-
vocación de la referida determinación de herederos; que si
se acepta, como se debe aceptar, que el derecho de propie-
dad sobre los inmuebles de que se trata de los sucesores deInocencia Ricardo de Julia, entre los cuales se encuentra
el finado J. Juan Julia Ricardo, respresentado por sus hijosle

gítimos se deriva de la sentencia del saneamiento, este de-r
echo es terminante y oponible a toda persona, y, por tan-to, al.excluir de la litis a los terceros de buena fe y a título

Oneroso, se violaron los artículos 86 y 175 de la Ley de Re-gis
tro de Tierras; que al declarar irregular la determinaciónde herederos hecha por la Resolución del 1944, se suponeque los derechos de los herederos, una vez determinados seretrotraen a la época del saneamiento; pero,
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Considerando, que como por lo expuesto en esta senten-
cia en relación con el recurso de casación interpuesto por
J. Oscar Julia Espaillat, y compartes esta Corte llegó a la
conclusión de que la sentencia impugnada debía ser casada
por haberse violado en ella el artículo 86 de la Ley de Re-
gistro de Tierras, ya que dicha sentencia desconoció los fa-
llos definitivos dictados en el saneamiento sobre los inmue-
bles objeto de esta litis, es claro que los medios del recurso
deben ser desestimados por los mismos motivos expuestos
en relación con el recurso interpuesto por J. Oscar Julia
Espaillat y compartes, examinado precedentemente;

Considrando, que conforme el artículo 131 del Código
de Procedimiento Civil las costas pueden ser compensadas
en el presente caso;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 5 de diciem-
bre de 1968, en relación con la Parcela No. 3, Porción "D",
subdividida en solares, Solar No. 2 de la Manzana No. 64,
subdividida en solares, Solar No. 6, Manzana No. 209 y So-
lar No. 6 de la Manzana No. 210, Distrito Catastral No. 1
del Municipio de Santiago, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto
por ante el mismo Tribunal para los fines legales; Segundo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por Julio Jaime
Julia Guzmán, José Edmundo Julia Guzmán, Juan Rafael
Julia Guzmán y María Teresa Virginia Julia Guzmán de
Sánchez, contra la sentencia antes indicada; Tercero: Com-
pensa las costas.	

41'

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— C ar-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani .— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.--
oaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas A lmán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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del Municipio de Santiago, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto
por ante el mismo Tribunal para los fines legales; Segundo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por Julio Jaime
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(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani .— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.--
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por losir señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cortede Apelación de Santo Domingo , de
fecha 28 de agosto de 1968	

9

Materia: Criminal

Recurrente: Mario Arias

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.

Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Distrito
Nacional, hoy día 8 del mes de octubre del 1969, años 126o.
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mario
Arias, dominicano, soltero, mayor de edad, cédula No. 16840,
serie 37, residente en la calle Cervantes No. 19 del sector
de Villa Duarte, Santo Domingo, contra la sentencia dictada
en fecha 28 de agosto de 1968, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren-
te, en fecha 5 de septiembre de 1968, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 434 y 463, ordinal 1ro. del Có-
digo Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que por oficio
de fecha 15 de agosto de 1967, suscrito por el Coronel Abo-
gado de la Policía Nacional, fue enviado al Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional, un sometimiento judicial contra
Mario Arias, como autor del crimen de incendio voluntario
de las resdencias de Rosa Fernández, Cruz Rosario, Rafael
Quezada, Felicia Marrero de Rodríguez, Luz María Céspe-
des, y también de su propia residencia, donde vivía marital-
mente con Luisa Peña; b) que dicho Procurador Fiscal apo-
deró al Juez de Instrucción de la Tercera Circunscripción
del Distrito Nacional, para que procediera a realizar la su-
maria correspondiente, por tratarse de un crimen, según
se desprende de las piezas que obran en el expediente; c)
que dicho Juez de Instrucción dictó, en fecha 16 de octu-
bre de 1967, uzia providencia calificativa en la cual decla-
ra que existen indicios graves para acusar a Mario Arias
del crimen de incendio voluntario en lugares habitados en
perjuicio de las personas indicadas más arriba; y lo envió al
Tribunal Criminal, para que fuera juzgado de acuerdo con
la ley; d)— que apoderado del conocimiento del caso, el
Juez Presidente de la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 25
de enero de 1968 una sentencia, cuyo dispositivo aparece
Copiado en el de la sentencia impugnada; e) que sobre re-
curso de apelaciói del acusado Mario Arias, la Corte a-qua
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
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SENTENCIA DE FECHA 8 DE OCTUBRE DEL

Sentencia impugnada: Cortede Apelación de Santo Domin,
fecha 28 de agosto de 1968

Materia: Criminal

Recurrente: Mario Arias

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 8 del mes de octubre del 1969, años 126o.
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mario
Arias, dominicano, soltero, mayor de edad, cédula No. 16840,
serie 37, residente en la calle Cervantes No. 19 del sector
de Villa Duarte, Santo Domingo, contra la sentencia dictada
en fecha 28 de agosto de 1968, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
secretaría de la Corte a-qua. a requerimiento del recurren-
te en fecha 5 de septiembre de 1968, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 434 y 463, ordinal 1ro. del Có-
digo Penal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
dsaocciuócmn

entos a que ella se refiere, consta: a) que pot: oficio
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

de fecha 15 de agosto de 1967, suscrito por el Coronel Abo-
gado de la Policía Nacional, fue enviado al Procurador Fis-
cal del Distrito Nacional, un sometimiento judicial contra
Mario Arias, como autor del crimen de incendio voluntario
de las resdencias de Rosa Fernández, Cruz Rosario, Rafael
Quezada, Felicia lIarrero de Rodríguez, Luz María Céspe-
des, y también de su propia residencia, donde vivía marital-
mente con Luisa Peña; b) que dicho Procurador Fiscal apo-
deró al Juez de Instrucción de la Tercera Circunscripción
del Distrito Nacional, para que procediera a realizar la su-
maria correspondiente, por tratarse de un crimen, según
se desprende de las piezas que obran en el expediente; c)
que dicho Juez de Instrucción dictó, en fecha 16 de octu-
bre de 1967, wia providencia calificativa en la cual decla-
ra que existen indicios graves para acusar a Mario Arias
del crimen de incendio voluntario en lugares habitados en
Perjuic io o d las personas indicadas más arriba; y lo envió al
Tribunal Criminal, para que fuera juzgado de acuerdo con
la	

_e 

que apoderado del conocimiento del caso, el
Juez Presidente de la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 25
de enero de 1968 una sentencia, cuyo dispositivo aparece
Copiado en el de la sentencia impugnada; e) que sobre re-
curso de apelaciói del acusado Mario Arias, la Corte a-qua
dictó la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dis-
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-pogItivo dice así: "Falla: Primero; Declara regular Y váli5
do el recurso de apelación interpuesto en fecha 30 de ene-
ro de 1968, por el acusado Mario Arias, contra sentencia
de fecha veinticinco (25) de enero de 1968, dictada por la
Tercera Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice: "Falla: Pri-
mero:— Se declara a Mario Arias, de generales que constan,
culpable del crimen de Incendio voluntario, en lugares ha-
bitados, en perjuicio de sí mismo y de los señores Rosa Fer-
nández, Cruz Rosario, Rafael Quezada, Felicia Marrero de
Rodríguez y Luz Céspedes, y en consecuencia, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes, se condena a sufrir
veinte (20) años de trabajos públicos; Segundo: Se conde-
na además, al pago de las costas"; por haberlo hecho con-
forme las disposiciones legales; Segundo: Declara al acusa-
do Mario Arias, culpable de incendio voluntario cometido
en lugares habitados, en perjuicio de sí mismo, y de los
señores Rosa Fernández, Cruz Rosario, Rafael Quezada,
Felicia Marrero de Rodríguez y Luz Céspedes; Tercero: Mo-
difica la antes expresada sentencia, en el sentido de rebajar
la pena de veinte (20) arios, a diez (10) arios de trabajos
público, acogiendo en esa, más amplia circunstancias; Cuar-
to: Condena al acusado Mario Arias, al pago de las costas";

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ciónde los elementos de prueba que fueron regularmente
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido
que en fecha 13 de agosto de 1967, Mario Arias incendió
voluntariamente las casas donde habitaban Rosa Fernán-
dez, Rafael Quezada, Felicia Marrero de Rodi-íguez, Luz
María Céspedes y Luisa Peña;

Considerando que el hecho así comprobado constituye
el crimen de incendio voluntario, previsto y sancionado por
el artículo 434 del Código Penal; que al declararlo culpa-
ble de ese hecho hicieron una correcta calificación del cri-
men puesto a su cargo; que, sin embargo, el acusado fue

condenado a la pena de diez años de trabajos públicos, aco-
giendo en su favor circunstancias atenuantes, cuando los
jueces sólo podían condenarlo a un mínimun de veinte arios
de trabajos públicos al acoger en su favor circunstancias
atenuantes; pero ese error no puede conducir a la casación
de la sentencia impugnada porque la situación del acusado
no puede ser agravada por su sólo recurso;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
recurrente, ningún vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Mario Arias, contra la sentencia dic-
tada en atribuciones criminales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 28 de agosto de 1968, cuyo dis-
positivo ha sido transcrito en parte anterior del presente
fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel A. Amiama
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado:) Ernesto Curiel hijo.
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pogItivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular y váli..4"
do el recurso de apelación interpuesto en fecha 30 de ene-
ro de 1968, por el acusado Mario Arias, contra sentencia
de fecha veinticinco (25) de enero de 1968, dictada por la
Tercera Cámara de lo Penal del Juz gado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice: "Falla: Pri-
mero:— Se declara a Mario Arias, de generales que constan
culpable del crimen de Incendio voluntario, en lugares ha:
bitados, en perjuicio de sí mismo y de los señores Rosa Fer-
nández, Cruz Rosario, Rafael Quezada, Felicia Marrero de
Rodríguez y Luz Céspedes, y en consecuencia, acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes, se condena a sufrir
veinte (20) años de trabajos públicos; Segundo: Se conde-
na además, al pago de las costas"; por haberío hecho con-
forme las disposiciones legales; Segundo: Declara al acusa-
do Mario Arias, culpable de incendio voluntario cometido
en lugares habitados, en perjuicio de sí mismo, y de los
señores Rosa Fernández, Cruz Rosario, Rafael Quezada,
Felicia Marrero de Rodríguez y Luz Céspedes; Tercero: Mo-
difica la antes expresada sentencia, en el sentido de rebajar
la pena de veinte (20) años, a diez (10) años de trabajos
público, acogiendo en esa, más amplia circunstancias; Cuar-

to: Condena al acusado Mario Arias, al pago de las costas";
Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-

ciónde los elementos de prueba que fueron regularmente
aportados en la instrucción de la causa, dió por establecido
que en fecha 13 de agosto de 1967, Mario Arias incendió
voluntariamente las casas donde habitaban Rosa Fernán-
dez, Rafael Quezada, Felicia Marrero de Rodi-íguez, Luz
María Céspedes y Luisa Peña;

Considerando que el hecho así comprobado constituye
el crimen de incendio voluntario, previsto y sancionado por
el artíéulo 434 del Código Penal; que al declararlo Culpa-
ble de ese hecho hicieron una correcta calificación del c ri

-men puesto a su cargo; que, sin embargo, el acusado fue
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condenado a la pena de diez años de trabajos públicos, aco-

giendo en su favor circunstancias atenuantes, cuando los
j ueces sólo podían condenarlo a un mínimun de veinte años
de trabajos públicos al acoger en su favor circunstancias
atenuantes; pero ese error no puede conducir a la casación
de la sentencia impugnada porque la situación del acusado
no puede ser agravada por su sólo recurso;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al
recurrente, ningún vicio que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Mario Arias, contra la sentencia dic-
tada en atribuciones criminales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 28 de agosto de 1968, cuyo dis-
positivo ha sido transcrito en parte anterior del presente
fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez — Manuel A. Amiama . —
Francisco Elpidio Beras«— Joaquín NI. Alvarez Perelló —
Juan Bautista Rojas Almánzar .— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado:) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 9 de diciembre cíe 1968.

Materia: Civil (Referimiento)

Recurrente: Monsanto Company
Abogado.  Dres. Víctor V. Valenzuela y J. R. Froilán Tavar

Recurrido: La Rohm & Haas Company
Abogado: Lic. Julio Hoepelman, Lic. Fernando A. Chalas V., Dr.

Juan L. Pacheco y Dr. Víctor M. Villegas.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 10 de octubre de 1969, años 126o. de la Indepen-
dencia y 107o. de la Restauración, dicta en audieicia pú-

blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Monsan

-to Company, corporación anónima organizada de conformi-

dad con las leyes del Estado de Delaware, Estados Uili"
dos de Norteamérica, domiciliado en 800 North Lindbergil
Boulevard, St. Louis, Missouri, E. U. A., contra la senten

-cia dictada en sus atribuciones de referimiento por la Corte

de Apelación de Santo Domingo, en fecha 9 de diciembre
de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída a la Dra. Margarita Tavares,cédula 30652 serie 1,

en representación de los Dres. Víctor V. Valenzuela, cédu-
la 13238 serie 12, y J. R. Froilán Tavares V., cédula 45081
serie 1, abogados de la recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente suscri-
to por sus abogados, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia en fecha 24 de febrero de 1969,

Y	 y en el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por sus abogados Licenciados Julio Hoepelman, cédula 1354
serie 1 y Fernando A. Chalas V., cédula 7395 serie 1, y los
Doctores Juan L. Pacheco Morales, cédula 56090 serie 1, y
VíctOr M. Villegas, cédula 22161 serie 23, recurrida que es
La Rohm & Haas Company, corporación organizada de con-
formidad con las leyes del Estado de Delaware, Estados
Unidos de Norteamérica, domiciliada en 222 West Wash-
ington Square, Philadelphia, Pennsylvania, Estados Unidos
de Norteamérica;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 4994
de 1911, 50 mod., 141, 557 y 806 del Código de Procedimien-
to Civil, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda en referimiento intentada por la hoy
recurrente ^.ontra la recurrida, tendiente a obtener la sus-

et1
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SENTENCIA DE FECHA 10 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo,
de fecha 9 de diciembre de 1968.

Materia: Civil (Referimiento)

Recurrente: Mon.sant o Company
Abogado. Dres. Víctor V. Valenzuela y J. R. Froilán Tavares.y.

Recurrido: La Rohm & Haas Company,
Abogado: Lic. Julio Hoepelman, Lic. Fernando A. Chalas V., Dr. 1,

Juan L. Pacheco y Dr. Víctor M. Villegas.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henriquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rolas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional.
hoy día 10 de octubre de 1969, años 126o. de la Indepen-
dencia y 107o, de la Restauración, dicta en audieicia pú-
blica, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Monsan-
to Company, corporación anónima organizada de conform i

-dad con las leyes del Estado de Delaware, Estados 1/ni-
dos de Norteamérica, domiciliado en 800 North Lindbergh
Boulevard, St. Louis, Missouri, E. U. A., contra la senten-
cia dictada en sus atribuciones de referimiento por la Corte

do Apelación de Santo Domingo, en fecha 9 de diciembre
de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída a la Dra. Margarita Tavares,cédula 30652 serie 1,

rn representación de los Dres. Víctor V. Valenzuela, cédu-
la 13238 serie 12, y J. R. Froilán Tavares V., cédula 45081
serie 1, abogados de la recurrente, en la lectura de sus con-

usiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
la República;

Visto el memorial de casación de la recurrente suscri-
to por sus abogados, depositado en la Secretaría de la Su-
prema Corte de Justicia en fecha 24 de febrero de 1969,

rt	 y en el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por sus abogados Licenciados Julio Hoepelman, cédula 1354
serie 1 y Fernando A. Chalas V., cédula 7395 serie 1, y los
Doctores Juan L. Pacheco Morales, cédula 56090 serie 1, y
Víctor M. Villegas, cédula 22161 serie 23, recurrida que es
La Rohm & Haas Company, corporación organizada de con-
formidad con las leyes del Estado de Delaware, Estados
Unidos de Norteamérica, domiciliada en 222 \\ Test Wash-

44 e ington Square, Philadelphia, Pennsylvania, Estados Unidos
de Norteamérica;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de la Ley 4994

to Civil, y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casa-

cdieón1911, 50 mod., 141, 557 y 806 del Código de Procedimien-;

alb
' Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda en referimiento intentada por la hoy
recurrente ^.ontra la recurrida, tendiente a obtener la sus-



pensión de un embargo que la Rohm & Haas Company ha-
bía trabado contra la Monsanto Compan y, el Presidente de
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción
del Distrito Nacional, dictó en fecha 25 de abril de 1968
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b;
que sobre el recurso de apelación interpuesto contra esa
decisión, por la Monsanto Company, la Corte de Apelación
de Santo Domingo, dictó en fecha 5 de junio de 1968, una
sentencia en defecto contra la Rohm & Haas Company, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; e) que sobre el re-
curso de oposición interpuesto por la Rohm & Haas Com-

pany contra la referida sentencia, intervino el fallo ahora
impugnado, cuyo disposiitvo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero:— Declara regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de oposición hterpuesto en fecha 17 de julio de
1968, por la Rohm and Haas Company, contra la decisión
en referimiento dictada en fecha 5 de junio de 1968, por
esta Corte, la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Declara regular y válido el recurso de apelación
interpuesto en fecha treinta (30) de abril de 1968, por la
Monsanto Company, contra ordenanza de referimiento, de
fecha veinte y cinco (25) de abril de 1968, dictada por la
Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice' "Resolvemos:— Primero: Decla-
rar, de oficio, nuestra incompetencia como Juez de los Re-
ferimientos para decidir sobre la demanda civil en suspen-
sión de embargo de productos Rogue de que se trata, in-
coada por la razón social Monsanto Company contra Rohm
and Haas Company; Segundo: Condenar a la razón social
Monsanto Company parte demandante que sucumbe, al pa

-go de las costas de la presente instancia cuya distracción
se ordena en provecho de los abogados Lics. Fernando A.
Chalas V., y Julio Hoepelman y Dres. Víctor M. Villeg as Y

Juan L. Pacheco Morales, quienes afirman haberlas avan-
zado en su mayor parte", por haber sido hecho conforme las

disposiciones legales; Segundo: Pronuncia el defecto contra
la parte intimada por falta de comparecer; Tercero: Revo-
ca la ordenanza objeto del presente recurso, y en consecuen-
cia, obrando por propia autoridad y contrario imperio or-
dena la suspensión y levantamiento del embargo realizado
por la Rohm and IIaas Company', sobre el producto Rogue
propiedad de la Monsanto Company; Declara que la presen-
te sentencia sea ejecutoria no obstante cualquier recurso
que se interponga acogiendo en esta forma sus conclusio-
nes; Cuarto: Condena a la Rohm and Haas Company, al
pago de las costas, ordenando su distracción en provecho
del abogado de la parte intimante Dr. Víctor V. Valenzuela,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; Segundo:
Revoca la antes expresada decisión y rechaza por impro-
cedente la demanda en referimiento interpuesta por la Mon-
santo Company, en fecha 15 de abril de 1968, contra la Rohn
and Hass Company, con la finalidad de pedir la suspensión y
el levantamiento del embargo a que se refiere dicha deman-
da (30 tanques del producto denominado "Rogue") y en con-
da en fecha 25 de abril de 1968 por el Juez-Presidente de
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en funciones de juez de los referimientos la cual con-
tiene el siguiente dispositivo: "Resolvemos: Primero: Decla-
rar, de oficio, nuestra incompetencia como juez de los Re-
ferim:entos para decidir sobre la demanda civil en suspen-
sión de embargo de productos Rogue de que se trata, incoa-
da por la razón social Monsanto Company. contra Rohn and
Hass Company;

Segundo: Condenar a la razón social Monsanto Com-
PanY parte demandante que sucumbe, al pago de las costas
de la presente instancia cuya distracción se ordena en pro-
vecho de los abogados Lics. Fernando A. Chalas V., y Julio
Hoepelman y Dres. Víctor M. Villegas y Juan L. Pacheco
Morales, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor

f
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pensión de un embargo que la Rohm & Haas Company ha-
bía trabado contra la Monsanto Company, el Presidente de
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción
del Distrito Nacional, dictó en fecha 25 de abril de 1968
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b;
que sobre el recurso de apelación interpuesto contra esa
decisión, por la Monsanto Company, la Corte de Apelación
de Santo Domingo, dictó en fecha 5 de junio de 1968, una
sentencia en defecto contra la Rohm & Haas Company, cu-
yo dispositivo se copia más adelante; e) que sobre el re-
curso de oposición interpuesto por la Rohm & Haas Com-

pany contra la referida sentencia, intervino el fallo ahora
impugnado, cuyo disposiitvo es el siguiente: "Falla: Pri-
mero:— Declara regular y válido en cuanto a la forma el
recurso de oposición interpuesto en fecha 17 de julio de
1968, por la Rohm and Haas Company, contra la decisión
en referimiento dictada en fecha 5 de junio de 1968, por
esta Corte, la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Declara regular y válido el recurso de apelación
interpuesto en fecha treinta (30) de abril de 1968, por la
Monsanto Company, contra ordenanza de referimiento, de
fecha veinte y cinco (25) de abril de 1968, dictada por la
Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, cuyo dispositivo dice' "Resolvemos:— Primero: Decla-
rar, de oficio, nuestra incompetencia como Juez de los Re-
ferimientos para decidir sobre la demanda civil en suspen-
sión de embargo de productos Rogue de que se trata, in-
coada por la razón social Monsanto Company contra Rohm
and Haas Company; Segundo: Condenar a la razón social
Monsanto Company parte demandante que sucumbe, al P a

-go de las costas de la presente instancia cuya distracción
se ordena en provecho de los abogados Lics. Fernando A.
Chalas V., y Julio Hoepelman y Dres. Víctor M. Villeg as Y
Juan L. Pacheco Morales, quienes afirman haberlas avan-
zado en su mayor parte", por haber sido hecho conforme las

disposiciones legales; Segundo: Pronuncia el defecto contra
la parte intimada por falta de comparecer; Tercero: Revo-
ca la ordenanza objeto del presente recurso, y en consecuen-
cia, obrando por propia autoridad y contrario imperio or-
dena la suspensión y levantamiento del embargo realizado
por la Rohm and Haas Company, sobre el producto Rogue
propiedad de la Monsanto Company; Declara que la presen-
te sentencia sea ejecutoria no obstante cualquier recurso
que se interponga acogiendo en esta forma sus conclusio-
nes; Cuarto: Condena a la Rohm and Haas Company, al
pago de las costas, ordenando su distracción en provecho
del abogado de la parte intmante Dr. Víctor V. Valenzuela,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; Segundo:
Revoca la antes expresada decisión y rechaza por impro-
cedente la demanda en referimiento interpuesta por la Mon-
santo Company, en fecha 15 de abril de 1968, contra la Rohn
and Hass Company, con la finalidad de pedir la suspensión y
el levantamiento del embargo a que se refiere dicha deman-
da (30 tanques del producto denominado "Rogue") y en con-
da en fecha 25 de abril de 1968 por el Juez-Presidente de
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, en funciones de juez de los referimientos la cual con-
tiene el siguiente dispositivo: "Resolvemos: Primero: Decla-
rar, de oficio, nuestra incompetencia como juez de los Re-
ferim:entos para decidir sobre la demanda civil en suspen-
sión de embargo de productos Rogue de que se trata, incoa-
da por la razón social Monsanto Company. contra Rohn and
Hass Company;

Segundo: Condenar a la razón social Monsanto Com-
pany parte demandante que sucumbe, al pago de las costas
de la presente instancia cuya distracción se ordena en pro-
vecho de los abogados Lics. Fernando A. Chalas V., y Julio
Hoepelman y Dres. Víctor M. Villegas y Juan L. Pacheco
Morales , quienes afirman haberlas avanzado en su mayor
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parte"; Tercero: Condena a la Monsanto Company parte
que sucumbe, al pago de las costas de ambas instancias y
ordena su distracción a favor de los Licenciados Julio Roe_
pelman y Fernando A Chalas V., y Doctores Juan L. pa_
checo Morales y Víctor M. Villegas, abogados de la Rohm
and Haas Company, por haber afirmado haberlas avanzado
en su mayor parte";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes Medios: Primer Medio: Violación
de las normas que establecen el principio de la unidad de
jurisdicción (Arts. 44, 45 y 46 de la Ley de Organización
Judicial.— Segundo Medio: Violación por falsa interpreta-
ción del artículo 806 del Código de Procedimiento Civil.—
Tercer Medio: Falta de motivos; falta de base legal.

Considerando que en su primer medio de casación la
recurrente alega en síntesis, que la Corte a-qua al confirmar
la sentencia apelada que había declarado "de oficio" la in-
competencia del Juez de los Referimientos para decidir el
caso, incurrió igual que el juez de primer grado, en la vio-
lación de los textos antes indicados pues como ninguna de
las partes solicitó la nulidad de procedimiento empleado,
ni la incompetencia del Juez de los Referimientos, éste no
podía pronunciarla de "oficio", como lo hizo, ya que no se
trata de una incompetencia absoluta;

Considerando que en la especie es un hecho constante
que unto la empresa embargante como la embargada, es-
tán amparadas -le Patentes de Invención otor gadas por el
Departamento Administrativo correspondiente;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que los jueces del caso para declarar su in-
competencia para conocer de la demanda de que se trataba,
expuseron en síntesis lo siguiente: que Rohm and Haas
Company después de haber trabado contra la Monsanto,
el embargo previsto en el artículo 30 de la Ley 4994 de

;J11, intentó la demanda autorizada por los artículos 31 y
32 de la misma ley, a fin de que el embargo no resultare
nulo de pleno derecho; que esa demanda sustituye en esta
materia, a la demanda en validez de los embargos de dere-
cho común; que aún cuando haya urgencia, no se debe apo-
dera r al juez de los referimientos para solicitar medidas
contra un embargo cuando el tribunal civil ordinario ya ha
sido apoderado de la demanda en validez, como ha ocurri-
do en la especie; que, además, el juez de los referimientos
sólo tiene competencia para ordenar medidas puramente
provisionales y no decidir sobre el fondo de la demanda,
como sería si se ordenase la suspensión de un embargo;
pero,

Considerando que los artículos 30, 31 y 32 de la Ley
4994 de 1911 disponen lo siguiente: "Art. 30.— Los propie-
tarios de patentes podrán, en virtud de una ordenanza del
Presidente del Tribunal o Juzgado de lra. Instancia, hacer
proceder por Ministerio de Alguacil, a la designación y des-
cripción detallada, con o sin embargo, de los objetos que se
consideren falsificados. La ordenanza será dada sobre sim-
ple requerimiento y mediante la presentación de la patente.
Dicha ordenanza contendrá, si ella es expedida, el nombra-
miento de un experto para ayudar al alguacil en su des-
cripción. Cuando haya lugar a embargo, la dicha ordenanza
podrá imponer al requerente una fianza que estará obliga-
do a consignar antes de proceder al embargo. Se dejará co-
pia al detentador de los objetos descritos o embargados,
tanto de la ordenanza como del acto que compruebe el de-
pósito de la fianza cuando ésta haya sido exigida, todo a pe-
na de nulidad y de daños y perjuicios contra el alguacil.-
Art. 31.— Si el requerente dejara de proveerse, sea por la
vía civil, sea por la vía correccional, en el término de la
octava, más un día por cada tres leguas de distancia entre
el lugar en donde se encuentren los objetos embargados o
descritos y el domicilio del falsificador, ocultador o vende-
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parte"; Tercero: Condena a la Monsanto Company parte
que sucumbe, al pago de las costas de ambas instancias y
ordena su distracción a favor de los Licenciados Julio }loe_
pelman y Fernando A Chalas V., y Doctores Juan L. pa..
checo Morales y Víctor M. Villegas, abogados de la Rohm
and Haas Company, por haber afirmado haberlas avanzado
en su mayor parte";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes Medios: Primer Medio: Violación
de las normas que establecen el principio de la unidad de
jurisdicción (Arts. 44, 45 y 46 de la Ley de Organización
Judicial.— Segundo Medio: Violación por falsa interpreta-
ción del artículo 806 del Código de Procedimiento Civil.—
Tercer Medio: Falta de motivos; falta de base legal.

Considerando que en su primer medio de casación la
recurrente alega en síntesis, que la Corte a-qua al confirmar
la sentencia apelada que había declarado "de oficio" la in-
competencia del Juez de los Referimientos para decidir el
caso, incurrió igual que el juez de primer grado, en la vio-
lación de los textos antes indicados pues como ninguna de
las partes solicitó la nulidad de procedimiento empleado,
ni la incompetencia del Juez de los Referimientos, éste no
podía pronunciarla de "oficio", como lo hizo, ya que no se
trata de una incompetencia absoluta;

Considerando que en la especie es un hecho constante
que ratito la empresa embargante como la embargada, es-
tán amparadas le Patentes de Invención otor gadas por el
Departamento Administrativo correspondiente;

Considerando que el examen del fallo impugnado pone
de manifiesto que los jueces del caso para declarar su in-
competencia para conocer de la demanda de que se trataba,
expus'eron en síntesis lo siguiente: que Rohm and Haas
Company después de haber trabado contra la Monsanto,
el embargo previsto en el artículo 30 de la Ley 4994 de

1911, intentó la demanda autorizada por los artículos 31 y
32 de la misma ley, a fin de que el embargo no resultare
nulo de pleno derecho; que esa demanda sustituye en esta
materia, a la demanda en validez de los embargos de dere-
cho común; que aún cuando haya urgencia, no se debe apo-
dera r al juez de los referimientos para solicitar medidas
contra un embargo cuando el tribunal civil ordinario ya ha
sido apoderado de la demanda en validez, como ha ocurri-
do en la especie; que, además, el juez de los referimientos
sólo tiene competencia para ordenar medidas puramente
provisionales y no decidir sobre el fondo de la demanda,
como sería si se ordenase la suspensión de un embargo;
pero,

Considerando que los artículos 30, 31 y 32 de la Ley
4994 de 1911 disponen lo siguiente: "Art. 30.— Los propie-
tarios de patentes podrán, en virtud de una ordenanza del
Presidente del Tribunal o Juzgado de lra. Instancia, hacer
proceder por Ministerio de Alguacil, a la designación y des-
cripción detallada, con o sin embargo, de los objetos que se
consideren falsificados. La ordenanza será dada sobre sim-
ple requerimiento y mediante la presentación de la patente.
Dicha ordenanza contendrá, si ella es expedida, el nombra-
miento de un experto para ayudar al alguacil en su des-
cripción. Cuando haya lugar a embargo, la dicha ordenanza
podrá imponer al requerente una fianza que estará obliga-
do a consignar antes de proceder al embargo. Se dejará co-
pia al detentador de los objetos descritos o embargados,
tanto de la ordenanza como del acto que compruebe el de-
pósito de la fianza cuando ésta haya sido exigida, todo a pe-
na de nulidad y de daños y perjuicios contra el alguacil.-
Art. 31.— Si el requerente dejara de proveerse, sea por la
vía civil, sea por la vía correccional, en el término de la
octava, más un día por cada tres leguas de distancia entre
el lugar en donde se encuentren los objetos embargados o
descritos y el domicilio del falsificador, ocultador o vende-
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dor, el embargo o descripción será nulo de pleno derecho,
sin perjuicio de las indemnizaciones que pudieran ser recia_
madas; Art. 32; "La confiscación de los objetos que se re-
conozcan falsificados, y en su caso, la de los instrumentos o
utensilios que se destinen especialmente a su fabricación,
pronunciada contra el falsificador, el ocultador o el vende-
dor. Los objetos confiscados serán remitidos al propietario
de la patente, sin perjuicio de más amplias indemnizaciones
y de la publicación de la sentencia si hubiere lugar"; iffirvi;

Considerando que según resulta del artículo 806 del
Código de Procedimiento Civil, en todos los casos de urgen-
cia o cuando se trate de fallar provisionalmente sobre las
dificultades relativas a la ejecución de un título ejecutivo
o de una sentencia, se procederá por la vía de referimiento;

Considerando que, en ese mismo orden de ideas, el ar-
tículo 50 del Código de Procedimiento Civil, modificado por
la ley 5119 de 1959, consagra expresamente la procedencia
de la vía del referimiento contra los embargos conservato-
rios, lo que constituye el derecho común en esta materia;

Considerando que las disposiciones especiales de la ley
4994 antes transcritas, no excluyen el referimiento; en con-
secuencia, los jueces del referimiento son competentes pa-
ra conceder o denegar las medidas provisionales que se le
soliciten dentro de las conclusiones de las partes interesa-
das, en relación con el embargo previsto en el artículo 30
de la ley 4994 antes indicada, máxime cuando, como ha
ocurrido en la especie, es un hecho cierto que la demanda
en solicitud de suspensión del embargo se hizo el día 15
de abril de 1968. esto es, antes de ser intentada la deman-
da prevista en el artículo 31 de la indicada ley; que, ade-
más, la medida provisional que ha sido solicitada en la es-
pecie, no afecta el fondo del litgio, pues el juez de referi-
miento no va a decidir si hubo o no falsificación en los pro-
ductos embargados, que es, en definitiva, lo que constituye
el fondo del asunto;

Considerando que por todo lo anteriormente expuesto
se advierte que los jueces del caso al fallar como lo hicie-
ron, desconocieron las disposiciones legales antes transcri-
tas, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin
que sea necesario ponderar los demás medios y alegatos de
larecurrente;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
violación de las reglas procesales cuyo cumplimiento está a
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones de referimiento por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo en fecha 9 de diciembre de 1968,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apelación
de San Pedro de Macorís; y Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado:) Ernesto Curiel hijo.
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Considerando que según resulta del artículo 806 del
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cia o cuando se trate de fallar provisionalmente sobre las
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Considerando que, en ese mismo orden de ideas, el ar-
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la ley 5119 de 1959, consagra expresamente la procedencia
de la vía del referimiento contra los embargos conservato-
rios, lo que constituye el derecho común en esta materia;

Considerando que las disposiciones especiales de la ley
4994 antes transcritas, no excluyen el referimiento; en con-
secuencia, los jueces del referimiento son competentes pa-
ra conceder o denegar las medidas provisionales que se le
soliciten dentro de las conclusiones de las partes interesa-
das, en relación con el embargo previsto en el artículo 30
de la ley 4994 antes indicada, máxime cuando, como ha
ocurrido en la especie, es un hecho cierto que la demanda
en solicitud de suspensión del embargo se hizo el día 15
de abril de 1968. esto es, antes de ser intentada la deman-
da prevista en el artículo 31 de la indicada ley; que, ade-
más, la medida provisional que ha sido solicitada en la es-
pecie, no afecta el fondo del litgio, pues el juez de referí-
miento no va a decidir si hubo o no falsificación en los pro-
ductos embargados, que es, en definitiva, lo que constituye
el fondo del asunto:

Considerando que por todo lo anteriormente expuesto
se advierte que los jueces del caso al fallar como lo hicie-
ron, desconocieron las disposiciones legales antes transcri-
tas, por lo cual la sentencia impugnada debe ser casada, sin
que sea necesario ponderar los demás medios y alegatos de
larecurrente;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
violación de las reglas procesales cuyo cumplimiento está a
cargo de los jueces, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones de referimiento por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo en fecha 9 de diciembre de 1968,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apelación
de San Pedro de Macorís; y Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE OCTUBRE DEL 1969

irnSentencia impugada: 
Corte de Apelación de Santo Domingo, de 1

fecha 17 de enero de 1969

Materia: Civil

Recurrente : Augusto Luis Sánchez S

Abogado: Dr. Augusto Luis Sánchez S. (abogado de su propia

causa)

Recurrido: Universidad Autónoma de Santo Domingo

Abogado: Dr. Héctor A. Cabral Ortega

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto en funciones
de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 13 del mes de octubre del año 1969, años
1260. de la Independencia y 107o. de la Restauració n , dicta

en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Augusto
Luis Sánchez S., dominicano, mayor de edad, casado, abo-
gado, domiciliado en la calle Pedro Henríquez Ureña No.

64 de esta capital, cédula 44218 serie 1ra., contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de
Apelación de Santo Domingo en fecha 17 de enero de 1969,
cuyo dispositivo se transcribe más adelante;
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Yr Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Augusto Luis Sánchez S., abogado de su

propia causa, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, de fecha
5 de marzo de 1969, en el cual se invocan contra la sen-

tencia impugnada los medios que se indican más adelante;
Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito

por su abogado el Dr. Héctor A. Cabral Ortega, cédula
23137 serie 18, recurrida que es la Universidad Autónoma
de Santo Domingo;

loe La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales citados por el recurren-
te, que se indican más adelante, y los artículos 1 y siguien-
tes de la Ley No. 5778 de 1961, y 1, 20 y 65 de la Ley So-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugiada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de' una demanda en cobro de emolumentos
del actual recurrente contra ]a Universidad recurrida, la
Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal dictó en fecha 20 de julio de 1967 una sentencia con
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Ratifica el De-fecto pronunciado en audiencia contra la Universidad Au-tónoma de Santo Domingo, parte demandada, por no ha-
ber comparecido según lo ordenado por la sentencia pre-paratoria dictada por este Tribunal el 2 de mayo del año en
curso , 1967, no obstante haber sido legalmente citada, y,
en consecuencia no concluir finalmente en cuanto al fondo
de la demanda que se trata; Segundo: Acoge en todas sus
Partes las conclusiones formuladas por la parte demandan-te -rN--4". Augusto Luis Sánchez Sanlley, por ser justas y re-
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64 de esta capital, cédula 44218 serie lra., contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de
Apelación de Santo Domingo en fecha 17 de enero de 1969,
cuyo dispositivo se transcribe más adelante;
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Augusto Luis Sánchez S., abogado de su

ropía causa, en la lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

dd la República;

Recurrente: Augusto Luis Sánchez S
Abogado: Dr. Augusto Luis Sánchez S. (ahogado

causa)

de su propia
ill

de marzo de 1969, en el cual se invocan contra la sen-^ 5
Visto el memorial de casación del recurrente, de fecha

tencia impugnada los medios que se indican más adelante;
Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito

por su abogado el Dr. Héctor A. Cabral Ortega, cédula
23137 serie 18, recurrida que es la Universidad Autónoma
de Santo Domingo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales citados por el recurren-
te, que se indican más adelante, y los artículos 1 y siguien-
tes de la Ley No. 5778 de 1961, y 1, 20 y 65 de la Ley So-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugiada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de' una demanda en cobro de emolumentos
del actual recurrente contra la Universidad recurrida, la
Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscrip-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal dictó en fecha 20 de julio de 1967 una sentencia con
el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Ratifica el De-
fecto pronunciado en audiencia contra la Universidad Au-tónoma de Santo Domingo, parte demandada, por no ha-
ber comparecido según lo ordenado por la sentencia pre-para toria dictada por este Tribunal el 2 de mayo del año en
Curso, 1967, no obstante haber sido legalmente citada, y,en consecuencia no concluir finalmente en cuanto al fondode la demanda que se trata; Segundo: Acoge en todas suspartes las conclusiones formuladas por la parte demandan-
te, Dr. Augusto Luis Sánchez Sanlley, por ser justas y re-
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posar sobre prueba legal, y, en consecuencia: a) Condena
a dicha Universida d Autónoma de Santo Domingo a pagar

al mencionad o Dr. Augusto Luis Sánchez Sanlley, la suma
de Un Mil Cuatrocientos Veinticinco Pesos con Setenticin-
co Centavos (RU.51,425.75) moneda de curso legal, por los
conceptos precedentemente señalados, más los intereses le-
gales de dicha suma calculados a partir de la fecha de la
demanda; b) Declara bueno y válido por regular en la for-
ma y justo en el fondo el procedimie nto de embargo reten-
tivo u oposición trabado por el dicho Dr. Augusto Luis
Sánchez Sanlley en perjuicio de la mencionada Universi-
dad Autónoma de Santo Domingo y en manos del Banco
de Reservas de la República Dominicana, según acto des-
crito en otra parte de esta misma sentencia, y en consecuen-
cia Ordena a dicho tercer embargado a Pagar entre las ma-
nos del Dr. Augusto Luis Sánchez Sanlley todos los valores
que en su poder tuviere o detentare propiedad o por cuenta
de la Universidad Autónoma de Santo Domingo, hasta la
concurrencia del crédito del embargante, en principal o ac-
cesorios; Tercero: Condena a la Universidad Autónoma de
Santo Domingo al pago de las costas de la presente ins-
tancia"; b) que sobre oposición de la demandada, la mis-
ma Cámara dictó en fecha 22 de febrero de 1968 una sen-
tencia cuyo dispositivo se transcribe más adelante inserto
en el de la ahora impugnada; e) que, sobre apelación de
la demandada, intervino la sentencia que ahora se impug-
na, cuyo dispositivo dice asf!"Falla: Primero: Declara re-

gular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por la Universidad Autónoma de Santo
Domingo. en fecha 19 de abril de 1968, coitra sentencia dic-
tada en fecha 22 de febrero del mismo año antes indicado,
por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscri-
ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Nacio-

nal, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: — Prirne.

ro:— Declara bueno y válido por regular en la form a y Por

haber sido interpuesto en tiempo hábil el Recurso de OP°s'-

cion interpuesto por la Universidad Autónoma de Santo
Domingo, en fecha 14 del mes de agosto del año 1967, noti-
ficado por el ministerial Fernando J. Romero, alguacil de
Estrados de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, contra la sentencia
en defecto de fecha 20 del mes de julio de ese mismo año,
1967, dictada por este Tribunal en provecho del Dr. Augus-
to Luis Sánchez Sanlley, en su demanda civil en pago de
dinero y validez de embargo retentivo, y en contra de dicha
Universidad Autónoma de Santo Domingo; Segundo:— Re-
chaza. por infundado, en cuanto al fondo el mencionado
recurso de oposición, y consecuencia: A) Confirma en to-
das sus partes la sentencia recurrida, cuyo dispositivo ha
sido t ranscrito precedentemente, y b) Condena a la Univer-
sidad Autónoma de Santo Domingo, parte oponente que su-
cumbe, al pago de las costas del proceso"; por haberlo in-
terpuesto de acuerdo con las prescripciones legales que re-
gulan la materia; Segundo: Revoca en todas sus partes la
antes expresada sentencia; Tercero:— Obrando por propia
autoridad y contrario imperio rechaza por improcedente y
mal fundada la demanda de que se trata, incoada por el Dr.
Augusto Luis Sánchez Sanlley, contra la Universidad Au-
tónoma de Santo Domingo; Cuarto: Declara improcedente
el embargo retentivo u oposición a que se ha hecho men-
ción, trabado por el Dr. Augusto Luis Sánchez Sanlley, con-
tra la Universidad Autóioma de Santo Domingo, en manos
del Banco de Reservas de la República Dominicana y en
consecuencia, Ordena el levantaminto dl referido embargo -
con todas sus consecuencias legales; y Quinto: Condena aldem

andante Dr. Augusto Luis Sánchez Sanlley, que sucum-
be, al pago de las costas y ordena su distracción en prove-
cho del Dr. lléctor Cabral Ortega por afirmar haberlasavanzado en su mayor parte";

Cons iderando, que el recurrente invoca contra la sen-ten	 •ola impugnada los medios siguientes: Primer Medio: Fal-'" de motivos y motivos falsos y erróneos, violación del

A!'



posar sobre prueba legal, y, en consecuencia: a) Condena
a dicha Universidad Autónoma de Santo Domingo a pagar
al mencionado Dr. Augusto Luis Sánchez Sanlley, la suma

de Un Mil Cuatrocientos Veinticinco Pesos con Setenticin-
co Centavos (RD$1,425.75) moneda de curso legal, por los
conceptos precedentemente señalados, más los intereses le-
gales de dicha suma calculados a partir de la fecha de la
demanda; b) Declara bueno y válido por regular en la for-
ma y justo en el fondo el procedimie nto de embargo reten-
tivo u oposición trabado por el dicho Dr. Augusto Luis
Sánchez Sanlley en perjuicio de la mencionada Universi-
dad Autónoma de Santo Domingo y en manos del Banco
de Reservas de la República Dominicana, según acto des-
crito en otra parte de esta misma sentencia, y en consecuen-
cia Ordena a dicho tercer embargado a Pagar entre las ma-
nos del Dr. Augusto Luis Sánchez Sanlley todos los valores
que en su poder tuviere o detentare propiedad o por cuenta
de la Universidad Autónoma de Santo Domingo, hasta la
concurrencia del crédito del embargante, en principal o ac-
cesorios; Tercero: Condena a la Universidad Autónoma de
Santo Domingo al pago de las costas de la presente ins-
tancia"; b) que sobre oposición de la demandada, la mis-
ma Cámara dictó en fecha 22 de febrero de 1968 una sen-
tencia cuyo dispositivo se transcribe más adelante inserto
en el de la ahora impugnada; e) que, sobre apelación de
la demandada, intervino la sentencia que ahora se impug-
na, cuyo dispositivo dice así "Falla: Primero: Declara re-
gular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por la Universidad Autónoma de Santo
Domingo, en fecha 19 de abril de 1968, coitra sentencia dic-
tada en fecha 22 de febrero del mismo año antes indicado,
por la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circuns

crip-

ción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito NaCi0"

nal, que contiene el siguiente dispositivo: "Falla: — Prinle-
ro:— Declara bueno y válido por regular en la forma y 13°1.

haber sido interpuesto en tiempo hábil el Recurso de Oposl"

don interpuesto por la Universidad Autónoma de Santo
Domingo, en fecha 14 del mes de agosto del año 1967, noti-
ficado por el ministerial Fernando J. Romero, alguacil de
Estrados de la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, contra la sentencia
en defecto de fecha 20 del mes de julio de ese mismo año,
1967, dictada por este Tribunal en provecho del Dr. Augus-
to Luis Sánchez Sanlley, en su demanda civil en pago de
dinero y validez de embargo retentivo, y en contra de dicha
Universidad Autónoma de Santo Domingo; Segundo:— Re-
chaza, por infundado, en cuanto al fondo el mencionado
recurso de oposición, y consecuencia: A) Confirma en to-
das sus partes la sentencia recurrida, cuyo dispositivo ha
sido transcrito precedentemente, y b) Condena a la Univer-
sidad Autónoma de Santo Domingo, parte oponente que su-
cumbe, al pago de las costas del proceso"; por haberlo in-
terpuesto de acuerdo con las prescripciones legales que re-
gulan la materia; Segundo: Revoca en todas sus partes la
antes expresada sentencia; Tercero:— Obrando por propia
autoridad y contrario imperio rechaza por improcedente y
mal fundada la demanda de que se trata, incoada por el Dr.
Augusto Luis Sánchez Sanlley, contra la Universidad Au-
tónoma de Santo Domingo; Cuarto: Declara improcedente
el embargo retentivo u oposición a que se ha hecho men-
ción, trabado por el Dr. Augusto Luis Sánchez Sanlley, con-
tra la Universidad Autóioma de Santo Domingo, en manos
del Banco de Reservas de la República Dominicana y en
consecuencia, Ordena el levantaminto di referido embargo
con todas sus consecuencias legales; y Quinto: Condena aldem

andante Dr. Augusto Luis Sánchez Sanlley, que sucum-
be, al pago de las costas y ordena su distracción en prove-
cho del Dr. Héctor Cabral Ortega por afirmar haberlas
avanzado en su mayor parte";

Cons iderando, que el recurrente invoca contra la. sen-tencia i mpugnada  los medios siguientes: Primer Medio: Fal-
'a de motivos y motivos falsos y erróneos, violación del
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artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; en comb
nación de violación del artículo 1315 del Código Civil sobre
el principio de la prueba.— Segundo Medio: Desnaturaliza.
ción de los hechos de la causa.

Considerando, que ,en apoyo de sus medios de casación
que se reúnen para su examen, el recurrente expone y ale-
ga en síntesis, que estuvo laborando en la Universidad Au-
tónoma de Santo Domingo desde noviembre de 1962 has-
ta diciembre de 1963, como profesor en la Facultad de De-
recho y ofreciendo allí sus cátedras normalmente; que, de
enero a marzo de 1966, se vió impedido de ofrecer sus cá-
tedras, como otros profesores, debido a amenazas de vías de
hecho por parte de grupos estudiantiles, si entraba a la
Universidad; que, no obstante haber presentado a la Corte
a-qua pruebas de ese estado de amenazas contra su persona
como contra los de otros profesores que estaban en su mis-
mo caso, dicha Corte rechazó su demanda en cobro, a la
Universidad, de los emolumentos que le corresponden de los
meses de enero a marzo de 1966, sin dar ningún motivo en
la sentencia en relación con esas pruebas, que consistían
en ejemplares de periódicos de esos días en que aparecen
informaciones y publicaciones acerca de la situación del gru-
po de profesores de que el recurrente formaba parte; que
el único motivo que da la Corte a-qua para rechazar su de-
manda es que el profesor reclamante, ahora recurrente en
casación, no ofreció de hecho las cátedras a su cargo de ene-
ro a marzo de 1966, pero sin dar ningún motivo sobre la
causa de esa inactividad, que no era otra que la de las ame-
nazas físicas a que ya se ha hecho referencia; que, además
de aportar pruebas de la situación de amenazas en que se
encontraba, el demandante pidió formalmente a la Corte
a-qua que se ordenara la exhibición de los libros y las nó-
minas de pago de la Universidad desde 1962 hasta h fecha
de la audiencia, para probar que era práctica seguida siem-
pre por la Universidad pagar a los profesores sus emolu"

/Tientos aunque no ofrecieran las cátedras a su cargo, "cuan-
do esto último tuviera como causa una suspensión de labo-
res docentes por hechos de violencias o de agitaciones ocu-
rridos dentro de la Universidad", y que esa medida no fue
objeto de ningún motivo en la sentencia impugnada; que,
por último, la Corte a-qua desnaturaliza los hechos de la
causa, al considerar que el ahora recurrente basaba sus pre-
tensiones de cobrar los sueldos correspondientes a los me-
ses de enero, febrero y marzo de 1966 sin haber dictado las
cátedras correspondientes por no aceptar o acatar las au-
toridades provisionales, o por estimar que éstas usurpaban
las funciones dirigentes de la Universidad;

Considerando, que, el examen del expediente relativo
a este caso pone de manifiesto que el ahora recurrente hizo
ante los jueces del fondo los alegatos a que se refiere en
sus medios de casación, en relación con el estado de ame-
naza en que se encontraba, en enero, febrero y marzo de
1966 y a la imposibilidad, por esa causa, de dictar las cáte-
dras a su cargo; que en el mismo expediente figuran los pe-
riódicos que aportó el recurrente para tratar de probar la
existencia de ese estado de cosas en la Universidad; que
en la sentencia impugnada constan las conclusiones que hi-
zo el demandante ante la Corte a-qua en el sentido de que,
si la Corte no acogía sus alegatos, se ordenara la exhibi-
ción de libros y nóminas a que ya se ha. hecho referencia;
que, tal como lo afirma el recurrente, en la sentencia im-
pugnada no se da motivo alguno ni acerca de los alegatos
relativos a su inasistencia, ni sobre los elementos de juicio
que aportó a la Corte a-qua, ni tampoco acerca de la medida
de instrucción que solicitó, por todo lo cual la sentencia
impugnada debe ser casada por falta de motivación acerca
de cuestiones de hecho cuya clarificación era de interés pa-
ra la solución del caso;

Considerando, que, conforme al artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando se casa una sen-
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artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; en cona
nación de violación del artículo 1315 del Código Civilsobre
el principio de la prueba.— Segundo Medio: Desnato—raliza.
ción de los hechos de la causa.

Considerando, que ,en apoyo de sus medios de casación
que se reúnen para su examen, el recurrente expone y ale-
ga en síntesis, que estuvo laborando en la Universidad Au-
tónoma de Santo Domingo desde noviembre de 1962 has-
ta diciembre de 1965, como profesor en la Facultad de De-
recho y ofreciendo allí sus cátedras normalmente; que, de
enero a marzo de 1966, se vió impedido de ofrecer sus cá-
tedras, como otros profesores, debido a amenazas de vías de
hecho por parte de grupos estudiantiles, si entraba a la
Universidad; que, no obstante haber presentado a la Corte
a-qua pruebas de ese estado de amenazas contra su persona
como contra los de otros profesores que estaban en su mis-
mo caso, dicha Corte rechazó su demanda en cobro, a la
Universidad, de los emolumentos que le corresponden de los
meses de enero a marzo de 1966, sin dar ningún motivo en
la sentencia en relación con esas pruebas, que consistían
en ejemplares de periódicos de esos días en que aparecen
informaciones y publicaciones acerca de la situación del gru-
po de profesores de que el recurrente formaba parte; que
el único motivo que da la Corte a-qua para rechazar su de-
manda es que el profesor reclamante, ahora recurrente en
casación, no ofreció de hecho las cátedras a su cargo de ene-
ro a marzo de 1966, pero sin dar ningún motivo sobre la
causa de esa inactividad, que no era otra que la de las ame-
nazas físicas a que ya se ha hecho referencia; que, además
de aportar pruebas de la situación de amenazas en que se
encontraba, el demandante pidió formalmente a la Corte
a-qua que se ordenara la exhibición de los libros y las nó-
minas de pago de la Universidad desde 1962 hasta la fecha
de la audiencia, para probar que era práctica seguida siem-
pre por la Universidad pagar a los profesores sus emula'

tontos aunque no ofrecieran las cátedras a su cargo, "cuan-
do esto último tuviera como causa una suspensión de labo-
ro docentes por hechos de violencias o de agitaciones ocu-
rridos dentro de la Universidad", y que esa medida no fue
objeto de ningún motivo en la sentencia impugnada; que,
por último, la Corte a-qua desnaturaliza los hechos de la
causa, al considerar que el ahora recurrente basaba sus pre-
tension es de cobrar los sueldos correspondientes a los me-
ses de enero, febrero y marzo de 1966 sin haber dictado las
cátedras correspondientes por no aceptar o acatar las au-
toridades provisionales, o por estimar que éstas usurpaban
las funciones dirigentes de la Universidad;

Considerando, que, el examen del expediente relativo
a este caso pone de manifiesto que el ahora recurrente hizo
ante los jueces del fondo los alegatos a que se refiere en
sus medios de casación, en relación con el estado de ame-
naza en que se encontraba, en enero, febrero y marzo de
1966 y a la imposibilidad, por esa causa, de dictar las cáte-
dras a su cargo; que en el mismo expediente figuran los pe-
riódicos que aportó el recurrente para tratar de probar la
existencia de ese estado de cosas en la Universidad; que
en la sentencia impugnada constan las conclusiones que hi-
zo el demandante ante la Corte a-qua en el sentido de que,
si la Corte no acogía sus alegatos, se ordenara la exhibi-
ción de libros y nóminas a que ya se ha hecho referencia;
que, tal como lo afirma el recurrente, en la sentencia im-
pugnada no se da motivo alguno ni acerca de los alegatos
relativos a su inasistencia, ni sobre los elementos de juico
que aportó a la Corte a-qua, ni tampoco acerca de la medida
de instrucción que solicitó, por todo lo cual la sentencia
impugnada debe ser casada por falta de motivación acerca
de cuestiones de hecho cuya clarificación era de interés pa-
l'a la solución del caso;

Considerando, que, conforme al artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando se casa una sen-
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1969
tencia por falta de motivos, las costas pueden ser compen..
sadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en fecha 17 de enero de 1969 en sus atribuciones civiles por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo
se ha transcrito en parte anterior del preseite fallo, y envía
el asunto por ante la Corte de Apelación de Santiago en las
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas entre
las partes.

(Firmados:) Carlos Manuel Lamarche Henríquez._
Manuel D. Bergés Chupani .— Manuel A. Amiama.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar .— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado) : Ernesto Curiel hijo.

Sentencia impugnada: Quinta Cámara de lo ,Penal del Juzgado de
lra. Instancia del D. N., de fecha 14 de abril de 1969

Materia: Correccional

Recurrente : Procurador Fiscal del Distrito Nacional y Julián Ant.
Ilazim

Dies, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Maiuel D .Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 de octu-
bre de 1969, años 126o. de la Independencia y 107o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Procu-
rador Fiscal del Distrito Nacional, en la causa seguida con-
tra Fidias Eloy Villar y Villar, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula 97750, serie 1ra., y Julián Antonio
Hazim dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, cé-
dula 21178, serie 23, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Quinta Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de
fecha 14 de abril de 1969, cuyo dispositivo se copia a se-
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tencia por falta de motivos, las costas pueden ser compen-
sadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en fecha 17 de enero de 1969 en sus atribuciones civiles por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo
se ha transcrito en parte anterior del preseite fallo, y envía
el asunto por ante la Corte de Apelación de Santiago en las
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas entre
las partes.

(Firmados:) Carlos Manuel Lamarche Henríquez._
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Joa-
quín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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sentencia impugnada: Quinta Cámara de lo ,Penal del Juzgado de

4111/-	
lra. Instancia del D. N., de fecha 14 de abril de 1969

'Itateria: Correccional

Recurrente: Procurador Fiscal del Distrito Nacional y Julián Ant.
l-Iazim

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Maiuel D .Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
ralló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 15 de octu-
bre de 1969, años 1260. de la Independencia y 107o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Procu-
rador Fiscal del Distrito Nacional, en la causa seguida con-
tra Fidias Eloy Vallar y Villar, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula 97750, serie 1ra., y Julián Antonio
Razim dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, cé-
dula 21178, serie 23, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Quinta Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de
fecha 14 de abril de 1969, cuyo dispositivo se copia a se-
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guidas: "Falla: Prim ero: Se declara bueno y válido en cuan.
to a la forma el recurso de apelación interpuesto por el nom.
brado Julián Antonio Hazim, contra sentencia dictada por
el Juzgado de Paz de la 3ra. Circunscripción del Distrito
Nacional, de fecha 27 de enero de 1969, cuyo dispositivo
dice así: "Primero: Se declara culpable el nombrado Julián
Antonio Hazim, por violar el art. 74 párrafo B de la Ley No.
241 y en consecuencia, se le condena a pagar una multa de
RD$5.00 y costas; Segundo: Se descarga al nombrado Fidias
Eloy Villar y Villar por no haber violado las disposiciones
de la Ley No. 241"; por haberse interpuesto dicho recurso
dentro de las formalidades de la Ley; Segundo: En cuanto
al fondo se revoca la sentencia recurrida; Tercero: Se de-
clara al nombrado Julián Antonio Hazim, de generales ano-
tadas, no culpable de violar la ley '241, y en consecuencia,
se descarga por insuficiencia de pruebas; Cuarto: Se de-
claran las c'ostas de oficio";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista e acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la. Cámara a-qua, en fecha 14 de abril de
1969. a requerimiento del recurrente, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 37 de la Ley sobre Proce-
dimieito de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil o por la persona civilmente responsable, el depó si

-to de un memorial con la exposición de los medios en que
se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha
motivado el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, el recurrente,
procurador Fiscal del Distrito Nacional, no invocó, cuando
declaró su recurso, ningún medio determinado de casación;
que dicho recurrente tampoco ha presentado con posterio-
ridad a la declaración del recurso, el memorial con la ex-
posición de los medios que le sirven de fundamento; que,
por tanto, el presente recurso es nulo;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por el Procurador Fiscal del Distrito
Nacional, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 14 de
abril de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; y, Segundo: Declara las costas
de oficio.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

""."1,
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guidas: "Falla: Primero: Se declara bueno y válido en cuan.
to a la forma el recurso de apelación interpuesto por el nom_
brado Julián Antonio Hazim, contra sentencia dictada por
el Juzgado de Paz de la 3ra. Circunscripción del Distrito
Nacional, de fecha 27 de enero de 1969, cuyo dispositivo
dice así: "Primero: Se declara culpable el nombrado Julián
Antonio Hazim, por violar el art. 74 párrafo B de la Ley No.
241 y en consecuencia, se le condena a pagar una multa de
RDS5.00 y costas; Segundo: Se descarga al nombrado Fidias
Eloy Villar y Villar por no haber violado las disposiciones
de la Ley No. 241"; por haberse interpuesto dicho recurso
dentro de las formalidades de la Ley; Segundo: En cuanto
al fondo se revoca la sentencia recurrida; Tercero: Se de-
clara al nombrado Julián Antonio Hazim, de generales ano-
tadas, no culpable de violar la ley ,241, y en consecuencia,
se descarga por insuficiencia de pruebas; Cuarto: Se de-
claran las costas de oficio"; .411,

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista e acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 14 de abril de
1969. a requerimiento del recurrente, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 37 de la Ley sobre Proce-
dimieito de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la LeY
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil o por la persona civilmente responsable, el depósi

-to de un memorial con la exposición de los medios en que
se funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha
motivado el recurso en la declaración correspondiente;

Considerando que en el presente caso, el recurrente,
procurador Fiscal del Distrito Nacional, no invocó, cuando
declaró su recurso, ningún medio determinado de casación;
que dicho recurrente tampoco ha presentado con posterio-
ridad a la declaración del recurso, el memorial con la ex-
posición de los medios que le sirven de fundamento; que,
por tanto, el presente recurso es nulo;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por el Procurador Fiscal del Distrito
Nacional, contra la sentencia dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Quinta Cámara de lo Penal del Juzgado
de Primera Instancia. del Distrito Nacional, de fecha 14 de
abril de 1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; y, Segundo: Declara las costas
de oficio.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

-001111,
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Macorís,
de fecha 6 de marzo de 1969

Materia: Correccional

Recurrente: Alon Mc Govern

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M.Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 15 de octubre de 1969, años 126o. de la
Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alon Mc
Govern, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 67521,
serie Ira., domiciliado y residente en la casa No. 12 de la
calle General Cabral de San Pedro de Macorís, contra la
sentencia dictada en atribucioies correccionales por la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís, de fecha 6 de
marzo de 1969, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Barón
del Giudice Marchena, cédula 2700, serie 23, en representa-
ción del recurrente y en fecha 13 de marzo de 1969, en la
cual no se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 367, 371, 463 acápite 6to. del
Código Penal; 1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
28 de octubre de 1968, el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, apoderado por
el Ministerio Público dictó en sus atribuciones correcciona-
les una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falaz Prime-
ro: Que declara bueno y válido la constitución en parte ci-
vil del nombrado Manuel Ramón Paredes, por ser Justas y
reposar en pleno derecho; Segundo: Se declara culpable a
Alon Mac Govern, del hecho puesto a su cargo y lo condena
a RD$20.00 de multa; 1'c:di-cero: se condena al pago de las
costas penales y civiles, en provecho del abogado; Cuarto:
Se condena a Alon Mac Govern a pagar RD$200.00 de in-
demnización en provecho del agraviado, por los daños y
perjuicios ocasionados"; b) que no conforme con esa sen-
tencia, el inculpado interpuso formal recurso de apelación,
el cual fue fallado por la Corte a-qua, por la sentencia aho-ra impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Admite como regular y válido, en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el
inculpado Alon Mac Govern, contra sentencia dictada, en
atribucioies correccionales y en fecha 28 de octubre de 1968,
por el Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Ju-d
icial de San Pedro de Macorís, que lo condenó a una multa

410
de veinte pesos oro (RD$20.00), por el delito de violación
a los artículos 367 y 371 del Código Penal (difaknación e
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE OCTUBRE DEL 19G9

Sentencia impugnad a : Corte de Apelación de San Pedro de Macorís,

de fecha 6 de marzo de 1969

Materia: Correccional

Recurrente: Alon Mc Govern

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M.Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 15 de octubre de 1969, años 126o. de la
Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alon Mc
Govern, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 67521,
serie lra., domiciliado y residente en la casa No. 12 de la
calle General Cabral de San Pedro de Macorís, contra la
sentencia dictada en atribucioies correccionales por la Cor-
te de Apelación de San Pedro de Macorís, de fecha 6 de
marzo de 1969, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

"ista el acta del recurso de casación levantada en la
5 ,	 aría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Barón
dei .udice Marchena, cédula 2700, serie 23, en representa-
ción del recurrente y en fecha 13 de marzo de 1969, en la
cual no se invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 367, 371, 463 acápite 6to. del
Código Penal; 1382 del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
28 de octubre de 1968, el Juzgado de Primera Instancia,
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, apoderado por
el Ministerio Público dictó en sus atribuciones correcciona-
les una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Fa'la: Prime-
ro: Que declara bueno y válido la constitución en parte ci-
vil del nombrado Manuel Ramón Paredes, por ser justas y
reposar en pleno derecho; Segundo: Se declara culpable a
Alon Mac Govern, del hecho puesto a su cargo y lo condena
a RD$20.00 de multa; Tea-cero: se condena al pago de las
costas penales y civiles, en provecho del abogado; Cuarto:
Se condena a Alon Mac Govern a pagar RD$200.00 de in-
demnización en provecho del agraviado, por los daños y
perjuicios ocasionados"; b) que no conforme con esa sen-
tencia, el inculpado interpuso formal recurso de apelación,
el cual fue fallado por la Corte a-qua, por la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguien-
te: "Falla: Primero: Admite como regular y válido, en cuan-
to a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el
inculpado Alon Mac Govern, contra sentencia dictada, en
atribucioies correccionales y en fecha 28 de octubre de 1968,
Por el Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Ju-dicial de San Pedro de Macorís, que lo condenó a una multa
de veinte pesos oro (RD$20.00), por el delito de violación
a los artículos 367 y 371 del Código Penal (difaimación e

1
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injurias), en perjuicio del señor Manuel Ramón Paredes (a)
Papito: a una indemnización de doscientos pesos oro (RDs

-200.00) en provecho de Manuel Ramón Paredes (a) Papito
parte civil constituída, como justa reparación por los daños
Y perjuicios ocasionádoles; y lo condenó además, al pago de
las costas penales y civiles, con distracción de las últimas
en provecho del Doctor Juan Nicolás Ramos Peguero; se.
Buido: Confirma en todas sus partes la sentencia objeto del
presente recurso de apelación; Tercero: Condena al referido
inculpado Alón Mc Govern al pago de las costas penales y
civiles, con distracción de las últimas en beneficio del Doc-
tor Juan Nicolás Ramos Peguero, por afirmar haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando que la Corte a-qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron aportados en la
instrucción de la causa, dió por establecido que el preve-
nido le imputó públicamente a Manuel Ramón Paredes "que
era un ladrón porque en una ocasión anterior le había ro-
bado dos pantalones";

Considerando que los hechos y circunstancias así es-
tablecidos, constituyen el delito de difamación, previsto por
el artículo 367 del Código Penal y sancionado con prisión
de seis días a tres meses y multa de cinco a veinticinco pe-
sos por el artículo 371 del mismo Código; que, por lo tanto,
al condenar al inculpado, acogiendo a su favor circunsta n

-cias atenuantes, a veinte pesos de multa, después de decla-
rarlo culpable, le aplicó una sanción ajustada a la ley, pues
aunque la sentencia dictada menciona la injuria, le con-
denó sólo por difamación;

Considerando que la Corte a-qua dió también por esta-
blecido que el hecho cometido por el prevenido había oca-
sionado daños morales y materiales al agraviado, constit ui

-do en parte civil, cuyo monto apreció soberanemente en
RD$200.00; que, al condenarlo al pago de esa suma, en fa-

vor de la parte civil constituida, hizo una correcta aplica-
ción del artículo 1382 del Código Civil;

Considerandoque examinada la sentencia en sus demás
aspectos, en lo que concierne al interés del prevenido, ella
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Alon Mc Govern, contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, de fecha 6 de marzo de
1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago
de las costas.

(Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín Alvarez Pere-
116.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

1
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injurias), en perjuicio del señor Manuel Ramón Paredes (a)

Papito: a una indemnización de doscientos pesos oro (RDs.
200.00) en provecho de Manuel Ramón Paredes (a) Papito
parte civil constituída, como justa reparación por los daños
Y perjuicios ocasionádoles; y lo condenó además, al pago de
las costas penales y civiles, con distracción de las últimas
en provecho del Doctor Juan Nicolás Ramos Peguero; Se-
gundo: Confirma en todas sus partes la sentencia objeto del
presente recurso de apelación; Tercero: Condena al referido
inculpado Alón Mc Govern al pago de las costas penales y
civiles, con distracción de las últimas en beneficio del Doc-
tor Juan Nicolás Ramos Peguero, por afirmar haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando que la Corte a-qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron aportados en la
instrucción de la causa, dió por establecido que el preve-
nido le imputó públicamente a Manuel Ramón Paredes "que
era un ladrón porque en una ocasión anterior le había ro-
bado dos pantalones";

Considerando que los hechos y circunstancias así es-
tablecidos, constituyen el delito de difamación, previsto por
el artículo 367 del Código Penal y sancionado con prisión
de seis días a tres meses y multa de cinco a veinticinco pe-
sos por el artículo 371 del mismo Código; que, por lo tanto,
al condenar al inculpado, acogiendo a su favor circunstan-
cias atenuantes, a veinte pesos de multa, después de decla-
rarlo culpable, le aplicó una sanción ajustada a la ley, pues
aunque la sentencia dictada menciona la injuria, le con-
denó sólo por difamación;

Considerando que la Corte a-qua dió también por esta-
blecido que el hecho cometido por el prevenido había oca-
sionado daños morales y materiales al agraviado, constitu í-

do en parte civil, cuyo monto apreció soberanemente en
RD$200.00; que, al condenarlo al pago de esa suma, en fa-

vor de la parte civil constituida, hizo una correcta aplica-
ción del artículo 1382 del Código Civil;

Considerandoque examinada la sentencia en sus demás
aspectos, en lo que concierne al interés del prevenido, ella
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Alon Mc Govern, contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales por la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, de fecha 6 de marzo de
1969, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; y, Segundo: Condena al recurrente al pago
de las costas.

(Firmados:1 Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.-- Francisco Elpidio Beras.— Joaquín Alvarez Pere-
11ó.— Juan Bautista Rojas Almánzar . — Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia — Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



Recurrente: Santiago Alonso Arreba y Francisco Nebrada

Abogada: Dr. Pendes Andújar Pimentel

Recurrido: Rolando A. Camejo Burgos
Abogado: Dr. Gregorio Polanco Tovar

Dios. Patria y Libertad
República Dominicona

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La- 4
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de octu-
bre del año 1969, años 126 9 de la Independencia y 107°
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago
Alonso Arreba, español, mayor de edad, casado, domiciliado
y residente en esta ciudad, cédula No. 25701, serie 12, Y
Francisco Nebrada, español, mayor de edad, domiciliado Y
residente en esta ciudad, cédula No. 14955, serie Ira., con-
tra la sentencia de fecha 24 de octubre de 1968, dictada
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SENTENCIA DE FECHA 1'7 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnad a: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, '
de fecha 24 de octubre de 1968

Materia: Trabajo

por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Arsenio Baldemar Geraldo, cédula No.

808, serie 12, en representación del Dr. Gregorio Polanco
var, cédula No. 21571, serie 56, abogado del recurrido

Rolando A. Camejo Burgos, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, domiciliado y residente en la casa sin número de la
calle Félix María Ruiz de esta ciudad, cédula No. 49500,
serie 31, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

111111.	 .
Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-

ría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 23 de diciem-
bre de 1968, y suscrito por el Dr. Pericles Andújar Pimen-
tel, cédula No. 51617, serie 1ra., abogado de los recurrentes,
en la cual se invocan los medios que se indican más ade-
lante;

Visto el memorial de defensa de fecha 30 de enero dedftt
1969, suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 6, 7, 8, 9, 29, 69, 72; 84
y 691 del Código de Trabajo; 51, 55 y 57 de la Ley No. 637
sobre Contratos de Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

'91 Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada
intentada por Rolando A. Camejo Burgos, contra los actua-
les recurrentes en casación, el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional dictó en fecha 24 de abril de 1968,
Una senteicia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la
Parte demandante, por improcedente y mal fundadas y aco-



ROLETIN JUDICIAL	 50275026	 DOLETIN JUDICIM,

SENTENCIA DE FECHA 17 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada : Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,
de fecha 24 de octubre de 1968	 )Yad

Materia: Trabajo

Recurrente: Santiago Alonso Arreba y Francisco Nebrada

Abogado: Dr. Pericles Andújar Pimentel

Recurrido: Rolando A. Camejo Burgos
Abogado: Dr. Gregorio Polanco Tovar

Dios, Patria y Libertad
República Dominiffina

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de octu-
bre del año 1969, años 126° de la Independencia y 1079

de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte

de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Santiago
Alonso Arreba, español, mayor de edad, casado, domiciliado
y residente en esta ciudad, cédula No. 25701, serie 12, Y
Francisco Nebrada, español, mayor de edad, domiciliado Y

residente en esta ciudad, cédula No. 14955, serie Ira., con-
tra la sentencia de fecha 24 de octubre de 1968, dictada

por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Arsenio Baldemar Geraldo, cédula No.

11808, serie 12, en representación del Dr. Gregorio Polanco
Tovar, cédula No. 21571, serie 56, abogado del recurrido
Rolando A. Camejo Burgos, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, domiciliado y residente en la casa sin número de la
calle Félix María Ruiz de esta ciudad, cédula No. 49500,
serie 31, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

*den,	 .Visto el memorial de casación depositado en la Secreta-
ría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 23 de diciem-
bre de 1968, y suscrito por el Dr. Pericles Andújar Pimen-
tel, cédula No. 51617, serie lra., abogado de los recurrentes,
en la cual se invocan los medios que se indican más ade-
lante;4

Visto el memorial de defensa de fecha 30 de enero de
1969, suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 6, 7, 8, 9, 29, 69, 72; 84
y 691 del Código de Trabajo; 51, 55 y 57 de la Ley No. 637
sobre Contratos de Trabajo; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral que no pudo ser conciliada
Intentada por Rolando A. Camejo Burgos, contra los actua-
les recurrentes en casación, el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional dictó en fecha 24 de abril de 1968,
una senteicia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la
Parte demandante, por improcedente y mal fundadas y aco-

si•
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y 16 de la Ley No. 302, del 18 de junio del 1964, además el
artículo 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Gregorio Polanco Tovar, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Coisiderando que los recurrentes invocan en su memo-
rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Falta
de Base Legal; Segundo Medio: Desnaturalización de los
hechos;

 que en el desarrollo de los dos medie);
propuestos, los cuales se reúnen para su examen, sostienen
en síntesis los recurrentes que el fallo impugnado carece de
"motivos precisos y pertinentes" porque no se examinaron
las declaraciones de las partes que reposan en el expediente;
que Santiago Alonso Arreba (uno de los recurrentes) en
sus declaraciones ante el Juez de Paz de Trabajo negó ha-
ber dado permiso al trabajador demandante para ausentar-
se del taller; que hay "diferencias" entre lo declarado por
el trabajador ante el Juzgado de Paz y lo dicho por él ante
la Cámara a-qua, pues en el primer caso declaró que salió
a comprar cigarrillos a las dos menos diez minutos de la
tarde, siendo las dos, la hora de ingreso al trabajo; y que en
apelación declaró que se le despidió porque el patrono lo
mandó a entrar una guagua al taller y que él no era chofer;
que ante el juez de apelación el testigo Almonte declaró que
el trabajador fue despedido "porque no quería manejar una
guagua porque no estaba allí como chofer", y que en cam-
bio el testigo Luna Perelló declaró Que Camejo "salió del
centro de trabajo", "pero a las dos menos diez minutos", y
que eso no es cierto porque a esa hora el taller estaba ce-
rrado pues abra sus puertas a las dos de la tarde; que poresas contradicciones y porque la Cámara a-qua omitió ana-lizar las declaracionesaraciones de las partes, estiman los recurrentes,
que se ha incurrido en el fallo impugnado en los vicios y vio-lacion

es por ellos denunciados, y que, por tanto, debe sercasado. pero,

!I
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ge las de los demandados por ser justas y reposar sobre ba-
se legal; SEGUNDO: Declara justificado el despido y re-
suelto el contrato de Trabajo que ligaba a las partes, por
culpa del demandante y con responsabilidad para el mismo;
TERCERO: Rechaza la demanda intentada por el señor Ro-
lando Antonio Camelo Burgos contra los señores Santiago
Alonzo Arreba y Francisco Nebrada (Taller los Españo-
les) por improcedente y mal fundada; CUARTO: Condena
al demandante al pago de las costas del procedimiento"; b)
que sobre apelación del trabajador demandante, la Cámara
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 24 de octu-
bre de 1968, la sentencia ahora impugnada en casación con
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-

/	 guiar y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por el señor Rolando Antonio Camejo Burgos
contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distri-
to Nacional, de fecha 24 de abril del 1968, dictada en favor
de los señores Santiago Alonso Arreba y Francisco Nebra-
da (Taller de los Españoles), cuyodi spositivo figura copia-
do en parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO:
Relativamente al fondo Revoca la sentencia impugnada con
excepción de las reclamaciones por concepto de vacaciones,
declara injustificado el despido y en consecuencia Condena
a los señores Santiago Alonso Arreba y Francisco Nebrada
(propietarios del Taller Los Españoles)a pagarle a Rolan-
do Antonio Camejo Burgos los valores siguientes: Veinti-
cuatro (24) días de salarios por concepto de preaviso; cien-
to cinco (105) días de salario por concepto de auxilio de ce-
santía, así como a las indemnizaciones a que se refiere el
artículo 84 ordinal 3ro. del Código de Trabajo, sin que las
mismas sean mayor que los salarios correspondieites a tres
meses, todo ello calculado a base de un salario semana l de

Veinticinco (RD$23.00) pesos; TERCERO: Condena a la

parte que sucumbe señores Santiago Alonso Arreba y Fran-
cisco Nebrada (Taller de los Españoles) al pago de las cos-
tas del procedimiento de conformidad con los artículos 5
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ge las de los demandados por ser justas y reposar sobre ba-
se legal; SEGUNDO: Declara justificado el despido y re-
suelto el contrato de Trabajo que ligaba a las partes, por
culpa del demandante y con responsabilidad para el mismo;
TERCERO: Rechaza la demanda intentada por el señor Ro-
lando Antonio Camelo Burgos contra los señores Santiago
Alonzo Arreba y Francisco Nebrada (Taller los Españo-
les) por improcedente y mal fundada; CUARTO: Condena
al demandante al pago de las costas del procedimiento"; b)
que sobre apelación del trabajador demandante, la Cámara
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 24 de octu-
bre de 1968, la sentencia ahora impugnada en casación con
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara re-

/	 guiar y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por el señor Rolando Antonio Camejo Burgos
contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distri-
to Nacional, de fecha 24 de abril del 1968, dictada en favor
de los señores Santiago Alonso Arreba y Francisco Nebra-
da (Taller de los Españoles), cuyodi spositivo figura copia-
do en parte anterior de esta misma sentencia; SEGUNDO:
Relativamente al fondo Revoca la sentencia impugnada con
excepción de las reclamaciones por concepto de vacaciones,
declara injustificado el despido y en consecuencia Condena
a los señores Santiago Alonso Arreba y Francisco Nebrada
(propietarios del Taller Los Españoles)a pagarle a Rolan-
do Antonio Camejo Burgos los valores siguientes: Veinti-
cuatro (24) días de salarios por concepto de preaviso; cien-
to cinco (103) días de salario por concepto de auxilio de ce-
santía, así como a las indemnizaciones a que se refiere el
artículo 84 ordinal 3ro. del Código de Trabajo, sin que las
mismas sean mayor que los salarios correspondieites a tres
meses, todo ello calculado a base de un salario semanal de
Veinticinco (RD$25.00) pesos; TERCERO: Condena a la
parte que sucumbe señores Santiago Alonso Arreba y Fran-
cisco Nebrada (Taller de los Españoles) al pago de las cos-
tas del procedimiento de conformidad con los artículos 5
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y 16 de la Ley No. 302, del 18 de junio del 1964, además el
artículo 691 del Código de Trabajo, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Gregorio Polanco Tovar, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Coisiderando que los recurrentes invocan en su memo-
rial de casación los siguientes medios: Primer Medio: Falta
de Base Legal; Segundo Medio: Desnaturalización de los
phreocphuco

Considerando do que en el desarrollo de los dos medicy;
propuestos, los cuales se reúnen para su examen, sostienen

hechos;

en síntesis los recurrentes que el fallo impugnado carece de
"motivos precisos y pertinentes" porque no se examinaron
las declaraciones de las partes que reposan en el expediente;
que Santiago Alonso Arreba (uno de los recurrentes) en
sus declaraciones ante el Juez de Paz de Trabajo negó ha-
ber dado permiso al trabajador demandante para ausentar-
se del taller; que hay "diferencias" entre lo declarado por
el trabajador ante el Juzgado de Paz y lo dicho por él ante
la Cámara a-qua, pues en el primer caso declaró que salió
a comprar cigarrillos a las dos menos diez minutos de la
tarde, siendo las dos, la hora de ingreso al trabajo; y que en
apelación declaró que se le despidió porque el patrono lo
mandó a entrar una guagua al taller y que él no era chofer;
que ante el juez de apelación el testigo Almonte declaró que
el trabajador fue despedido "porque no quería manejar una.
guagua porque no estaba allí como chofer", y que en cam-
bio el testigo Luna Perdió declaró que Camejo "salió del
centro de trabajo". "pero a las dos menos diez minutos". y
que eso no es cierto porque a esa hora el taller estaba ce-
raadr la

opst declaraciones

abra sus puertas a las dos de la tarde; que poresas contradicciones y porque la Cámara a -qua, omitió ana-

iz  

	 de las partes, estiman los recurrentes,
que se 11, apeinrocurrido en el fallo impugnado en los vicios y vio-lociones por ellos denunciados, y que, por tanto, debe sercasado;
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Consideran do que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Cámara a-quai en interés de sus-
tanciar más ampliamente la causa, ordenó la celebración
de un nuevo informativo y del contra informativo corres-
pondiente, no obstante haberse realizado esas medidas aó_
te el Juzgado de Paz; que, como consecuencia de dichas
medidas de instrucción la Cámara a-qua apreció que el tra-
bajador demandante no abandonó su trabajo, sino que fue
despedido; que, en efecto, en el Considerando No. 6 dijo
lo siguiente: "que según se desprende de las declaraciones
de los testigos Almonte y Luna Perelló, el señor Camejo
en ningún momento abandonó el trabajo sin permiso, sino
que en el momento en que Camejo salió a comprar ciga-
rillos, todavía no se habían iniciado las labores ya que las
mismas se inician a las dos de la tarde y él salió como diez
minutos antes de la hora de trabajo, así como que la ver-
dadera causa del despido de Camejo ocurrió porque éste se
negó a manejar una guagua que se iba a reparar y estaba
en la calle, por no ser ese su trabajo ni estar obligado a
ello, además de no saber manejar; que ésto coincide con
una comunicación dirigida por el patrono al Departamento
de Trabajo el mismo día 31 de agosto de 1967 (la carta de
despido es también del 31 de agosto) donde le informa que
el señor Camejo Burgos no quiso realizar trabajos que les
fueron ordenados hacer, (esta carta comunicando que Ca-
mejo no quiso realizar trabajos que le fueron ordena-
dos. fue recibida en el Departamento de Trabajo
media hora después de ser recibida la comunicación
de despido. esto es a las 814, y la de despido a las 8:00 del
31 de agosto de 1967, según consta en ambas comunicac io

-nes) lo cual coincide, como se ha dicho, con las declaracio

-nes de los testigos en el sentido de que Camejo no quiso
manejar la guagua para entrarla, estando en la calle; que
sobre este punto el testigo Almonte expresa que ellos te-
nían obligación de manejar los vehículos dentro del Taller
pero no en la calle que era donde estaba la guagua, exPre"

sando asimismo que ese día fue un Inspector de Trabajo de
apellido De la Rosa a solicitud del patrono y en relación al

in
problema de no querer Camejo entrar la guagua y que el

spector le dijo al patrono que él no podía hacer fuerza
en tal sentido porque esos t rabajadores no estaban como
choferes , que el Inspector se fue, los españoles no les dije-
ron nada y en la tarde despidieron a Camejo";

Considerando que si bien para llegar a esa conclusión
la Cámara a-qua atribuyó crédito a las declaraciones de
los testigos Almonte y Luna Perelló y no a las del testigo
Martínez, ello entraba dentro del poder soberano de apre-
ciación de los medios de prueba sometidos al debate, que
tienen los jueces del fondo y que les permite atribuir ma-
yor crédito a aquellas declaraciones que le parezcan más
verosímiles, sobre todo que dicha Cámara señaló que no
creía en lo declarado por Martínez por las contradicciones
notorias en que incurrió y las que expone la Cámara a-qua
en el Considerando N N. 4 del fallo impugnado; que ha-
biendo formado el Juez su convicción en base a esos testi-
monios no tenía por qué ponderar es pecialmente lo declara-
do por uno de los recurrentes, y tal omisión no puede con-
ducir a invalidar el fallo impugnado, ni implicar desnatu-
ralización de los hechos, como tampoco implica desnatura-
lización las diferencias en que a juicio de los recurrentes
incurrieron los testigos en cuanto a lo declarado en el in-
formativo ante el Juez de Paz y lo expuesto ante la Cámara
a-qua, en grado de apelación, pues nada se oponía a que
el juez formara su convicción en base a ese último informa-
tivo; que, en definitiva, se advierte por todo lo expuesto que
lo que los recurrentes denominan desnaturalización no es
otra cosa que la crítica que ellos formulan a la apreciaciónsoberana que el juez a-quo hizo de las declaraciones pres-tadas , las cuales ellos estiman que debió ser otra; que, enconsec

uencia, por los motivos precedentemente transcritos,Y Por todo cuanto se ha venido exponiendo, se advierte que
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Consideran do que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Cámara a-qual en interés de sus-
tanciar más ampliamente la causa, ordenó la celebración
de un nuevo informativo y del contra informativo corres-
pondiente, no obstante haberse realizado esas medidas an-
te el Juzgado de Paz; que, como consecuencia de dichas
medidas de instrucción la Cámara a-qua apreció que el tra-
bajador demandante no abandonó su trabajo, sino que fue
despedido; que, en efecto, en el Considerando No. 6 dijo
lo siguiente: "que según se desprende de las declaraciones
de los testigos Almonte y Luna Perelló, el señor Camejo
en ningún momento abandonó el trabajo sin permiso, sino
que en el momento en que Camejo salió a comprar ciga-
rillos, todavía no se habían iniciado las labores ya que las
mismas se inician a las dos de la tarde y él salió como diez
minutos antes de la hora de trabajo, así como que la ver-
dadera causa del despido de Camejo ocurrió porque éste se
negó a manejar una guagua que se iba a reparar y estaba
en la calle, por no ser ese su trabajo ni estar obligado a
ello, además de no saber manejar; que ésto coincide con
una comunicación dirigida por el patrono al Departamento
de Trabajo el mismo día 31 de agosto de 1967 (la carta de
despido es también del 31 de agosto) donde le informa que
el señor Camejo Burgos no quiso realizar trabajos que les
fueron ordenados hacer, (esta carta comunicando que Ca-
mejo no quiso realizar trabajos que le fueron ordena-
dos. fue recibida en el Departamento de Trabajo
media hora después de ser recibida la comunicación
de despido. esto es a las 8% y la de despido a las 8:00 del
31 de agosto de 1967, según consta en ambas comunicac io

-nes) lo cual coincide, como se ha dicho, con las declaracio

-nes de los testigos en el sentido de que Camejo no quiso
manejar la guagua para entrarla, estando en la calle; que
sobre este punto el testigo Almonte expresa que ellos te- 4
nían obligación de manejar los vehículos dentro del Taller
pero no en la calle que era donde estaba la guagua, expre-

sando asimismo que ese día fue un Inspector de Trabajo de
apellido De la Rosa a solicitud del patrono y en relación al
problema de no querer Cameio entrar la guagua y que el
inspector le dijo al patrono que él no podía hacer fuerza
en tal sentido porque esos t rabajadores no estaban como
choferes, que el Inspector se fue, los españoles no les dije-
ron nada y en la tarde despidieron a Camejo";

Considerando que si bien para llegar a esa conclusión
la Cámara a-qua atribuyó crédito a las declaraciones de
los testigos Almonte y Luna Perelló y no a las del testigo
Martínez, ello entraba dentro del poder soberano de apre-
ciación de los medios de prueba sometidos al debate, que
tienen los jueces del fondo y que les permite atribuir ma-
yor crédito a aquellas declaraciones que le parezcan más
verosímiles, sobre todo que dicha Cámara señaló que no
creía en lo declarado por Martínez por las contradicciones
notorias en que incurrió y las que expone la Cámara a-qua
en el Considerando N-1. 4 del fallo impugnado; que ha-
biendo formado el Juez su convicción en base a esos testi-
monios no tenía por qué ponderar especialmente lo declara-
do por uno de los recurrentes, y tal omisión no puede con-
ducir a invalidar el fallo impugnado, ni implicar desnatu-
ralización de los hechos, como tampoco implica desnatura-
lización las diferencias en que a juicio de los recurrentes
incurrieron los testigos en cuanto a lo declarado en el in-
formativo ante el Juez de Paz y lo expuesto ante la Cámara
a-qua, en grado de apelación, pues nada se oponía a que
el juez formara su convicción en base a ese último informa-
tivo; que, en definitiva, se advierte por todo lo expuesto que
lo que los recurrentes denominan desnaturalización no es
otra cosa que la crítica que ellos formulan a la apreciación
soberana que el juez a-quo hizo de las declaraciones pres-tadas , las cuales ellos estiman que debió ser otra; que, enconsecuencia, por los motivos precedentemente transcritos,
Y Por todo cuanto se ha venido exponiendo, se advierte que
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el fallo impugnado contiene motivos suficientes y pertinen-
tes y congruentes, y una relación de los hechos y circunstan-
cias de la causa que justifican su dispositivo; que, por
tanto, no se ha incurrido en dicha sentencia en los vicios
denunciados, por lo cual los medios propuestos carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Santiago Alonso Arreba y Francisco
Nebrada, contra la sentencia dictada por la Cámara de Tra-,„
bajo del Distrito Nacional, en atribuciones de Tribunal de
Trabajo de Segundo Grado, en fecha 24 de octubre de 1968,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Seguido: Condena a los recurrentes al pago de
las costas, con distracción de las mismas en provecho
Dr. Gregorio Polanco Tovar, quien afirma haberlas avan-;
nado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar .— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por 1
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

sENTENCIA DE FECHA 17 DE OCTUBRE DEL 1969

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de octubre
del año 1969, años 126o. de la Iidependencia y 107o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eladia
Lorenzo Vda. de los Santos, dominicana, mayor de edad, viu-
da, del domicilio y residencia en esta ciudad, cédula No.
5846, serie 2, contra la sentencia de fecha 5 de diciembre
de 1968. dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

sentencia impugnada: Cámara de lo Civil y Comercial del Distrito
Nacional, de fecha 5 de diciembre de 1968

Materia: Civil

Recurrente: Eladia Lorenzo Vda. de los Santos
Abogado: Dr. Rafael A. Sosa Maduro y Dr. L. A. de la Cruz Débora

Recurrido: Amparo Pérez
Abogado: Dr. José Miguel Pereira Goico

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana
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el fallo impugnado contiene motivos suficientes y pertinen-
tes y congruentes, y una relación de los hechos y circunstan-
cias de la causa que justifican su dispositivo; que, por
tanto, no se ha incurrido en dicha sentencia en los vicios
denunciad os, por lo cual los medios propuestos carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Santiago Alonso Arreba y Francisco
Nebrada, contra la sentencia dictada por la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional, en atribuciones de Tribunal de
Trabajo de Segundo Grado, en fecha 24 de octubre de 1968,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Seguido: Condena a los recurrentes al pago de
las costas, con distracción de las mismas en provecho del

Dr. Gregorio Polanco Tovar, quien afirma haberlas avan-
zado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada	 F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M.
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo, Se-
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

sENTENC1A DE FECHA 17 DE OCTUBRE DEL 1969

svntencial impugnada: Cámara (le lo Civil y Comercial del Distrito
Nacional, de fecha 5 de diciembre de 1968

411i'
Materia: Civil

Recurrente: Eladia Lorenzo Vda. de los Santos
Abogado: Dr. Rafael A. Sosa Maduro y Dr. L. A. de la Cruz Débora

Recurrido: Amparo Pérez
Abogado: Dr. José Miguel Pereira Goico

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 17 de octubre
del año 1969, años 126o. de la Iidependencia y 107o. de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Eladia
Lorenzo Vda. de los Santos, dominicana, mayor de edad, viu-
da, del domicilio y residencia en esta ciudad, cédula No.
5846, serie 2, contra la sentencia de fecha 5 de diciembre
de 1968. dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Dr. Rafael A. Sosa Maduro, cédula No. 42110,
serie 1ra., por sí y por el Dr. L. A de la Cruz Débora„ cé..
dula No. 38410, serie 31, abogados de la recurrente en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera:
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 6 de marzo
de 1969, suscrito por los abogados de la recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 26 de abril de
1969, suscrito por el Dr. José Miguel Pereira Goico, cédula
No. 3958, serie 31, abogado de la recurrida Amparo Pérez,
dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres domés-
ticos, domiciliada y residente en la casa No. 5 de la calle
"5" de esta ciudad, cédula No. 1733, serie 31,

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda a fines de rescisión de un contrato de
inquilinato por falta de pago, y de desalojo del inmueble,
correspondiente, intentado por Eladia Lorenzo Vda. de los

Santos contra la actual recurrida Amparo Pérez, el Juzga-
do de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional dic-
tó en fecha 2 de septiembre de 1968, una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Condena, a la se-
ñora Amparo Pérez, a pagarle a la señora Eladia Lorenzo
Vda. de los Santos, la suma que le adeuda de RDS377.00 por
concepto de (29) meses de alquiler vencidos y dejados de
pagar los días 7 de enero del 1966 a Mayo del 1968, a ra-
zón de RD$13.00 cada mensualidad, de la casa No. 5 de la

calle "5" de esta ciudad, que ocupa en calidad de inquili-
na; SEGUNDO: Condena, a la señora Amparo Pérez, al pa-
go de los intereses legales de esta suma a partir de la De-
manda; TERCERO: Declara, la rescisión del contrato cele-
brado entre las partes sobre la referida casa; CUARTO:
Ordena, el Desalojo Inmediato, de la casa No. 5 de la calle
No. 5 de esta ciudad, ocupado por la señora Amparo Pérez,
en calidad de inquilina; QUINTO: Ordena, la ejecución pro-
visional y sin fianzas de la presente sentencia no obstante
cualquier recurso que se interponga contra la misma; SEX-
TO: Condena, a la señora Amparo Pérez, al pago de las
costas del procedimiento"; b) que sobre apelación de la de-
mandada Amparo Pérez, la Cámara a-qua dictó en fecha 5
de diciembre de 1968. la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, con el siguietne dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Rechaza por improcedente y mal fundadas, las conclusio-
nes formuladas por la parte intimada Eladia Lorenzo viuda
de los Santos, por las razones indicadas antes; SEGUNDO:
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el Recurso
cíe Apelación interpuesto por Amparo Pérez contra la sen-
tencia dictada en fecha 2 del mes de septiembre del año
1968, por el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción
del DIstrito Nacional, cu yo Dispositivo ha sido copiado en
el cuerpo de esta sentencia; TERCERO: En cuanto al fon-
do, Acoge las conclusiones vertidas en audiencia por la par-
te intimarte Amparo Pérez, por los motivos anteriormen-
te expuestos. y en consecuencia, Revoca totalmente la sen-
tencia recurrida, y obrando por propia autoridad y contra-
rio imperio, Declara la demanda original, im procedente y
mal fundada, por no haber ofrecido la demandante original
ni probado tampoco su calidad para demandar en justicia
a la rescisión de un contrato de inquilinato y sus conse-
cuencias. intervenido entre la señora Am paro Pérez como
arrendataria y la señora Marina Gil viuda Veloz o Valdez
como propietaria, en fecha 7 del mes de mayo del año 1961;
CUARTO: Condena a la intimada Eladia Lorenzo Viuda



Ofdo al Dr. Rafael A. Sosa Maduro, cédula No. 42110, .
serie lra., por sí y por el Dr, L. A de la Cruz Débora,
dula No. 38410, serie 31, abogados de la recurrente en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 6 de marzo
de 1969, suscrito por los abogados de la recurrente, en el

cual se invocan los medios que se indican más adelante;
Visto el memorial de defensa de fecha 26 de abril de

1969, suscrito por el Dr. José Miguel Pereira Goico, cédula
No. 3958, serie 31, abogado de la recurrida Amparo Pérez,
dominicana, mayor de edad, soltera, de quehaceres domés-
ticos, domiciliada y residente en la casa No. 5 de la calle
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miento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una demanda a fines de rescisión de un contrato de
inquilinato por falta de pago, y de desalojo del inmueble
correspondiente, intentado por Eladia Lorenzo Vda. de los
Santos contra la actual recurrida Amparo Pérez, el Juzga-
do de la Tercera Circunscripción del Distrito Nacional dic-
tó en fecha 2 de septiembre de 1968, una sentencia cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Condena, a la se-
ñora Amparo Pérez, a pagarle a la señora Eladia Lorenzo
Vda. de los Santos. la suma que le adeuda de RD$377.00 por
concepto de (29) meses de alquiler vencidos y dejados de

pagar los días 7 de enero del 1966 a Mayo del 1968, a ra-
zón de RD$13.00 cada mensualidad, de la casa No. 5 de la

cal le "5" de esta ciudad, que ocupa en calidad de inquili-
na; SEGUNDO: Condena, a la señora Amparo Pérez, al pa-
go de los intereses legales de esta suma a partir de la De-
manda; TERCERO: Declara, la rescisión del contrato cele-
brado entre las partes sobre la referida casa; CUARTO:
Ordena, el Desalojo Inmediato, de la casa No. 5 de la calle
No. 5 de esta ciudad, ocupado por la señora Amparo Pérez,
en calidad de inquilina; QUINTO: Ordena, la ejecución pro-
visional y sin fianzas d2 la presente sentencia no obstante
cualquier recurso que se interponga contra la misma; SEX-
TO: Condena, a la señora Amparo Pérez, al pago de las
costas del procedimiento"; b) que sobre apelación de la de-
mandada Amparo Pérez, la Cámara a-qua dictó en fecha 5
de diciembre de 1968. la sentencia ahora impugnada en ca-
sación, con el siguietne dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Rechaza por improcedente y mal fundadas, las conclusio-
nes formuladas por la parte intimada Elad!a. Lorenzo viuda
de los Santos, por las razones indicadas antes; SEGUNDO:
Declara regular y válido en cuanto a la forma, el Recurso
de Apelación interpuesto por Amparo Pérez contra la sen-
tencia dictada en fecha 2 del mes de septiembre del año
1968, por el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción
del Distrito Nacional, cuyo Dispositivo ha sido copiado en
el cuerpo de esta sentencia; TERCERO: En cuanto al fon-
do, Acoge las conclusiones vertidas en audiencia por la par-
te intimante Amparo Pérez, por los motivos anteriormen-
te expuestos, v en consecuencia, Revoca totalmente la sen-
tencia recurrida, y obrando por propia autoridad y contra-
rio imperio, Declara la demanda original, improcedente y
mal fundada, por no haber ofrecido la demandante original
ni probado tampoco su calidad para demandar en justicia
a la rescisión de un contrato de inquilinato y sus conse-
cuencias. intervenido entre la señora Am paro Pérez como
arrendataria y la señora Marina Gil viuda Veloz o Valdez
Como propietaria, en fecha 7 del mes de ma yo del año 1961;
CUARTO: Condena a la intimada Eladia Lorenzo Viuda
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de los Santos, parte que sucumbe, al pago de las costas, Dis-
traídas en provecho del Lic. José Miguel Pereira Goico,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que la recurrente invoca en apoyo deit,

su recurso, los siguientes medios de casación: Primer Medio:

Falta de base legal. Violación al Derecho de Defensa; Se.
gundo Medio: Carencia de Motivos. Motivos Insuficientes;

Considerando que la recurrente sostiene en síntesis en
los dos medios propuestos, los cuales se reúnen para su exa-
men, que el Tribunal de alzada goza de lo mismos poderes
que el Juez que conoce en primer grado de la litis, y en la
especie no ponderó suficientemente la sentencia de apelación
y los documentos en ella descritos, pues se concretó para
negar calidad a la demandante a ponderar el contrato ori-
ginal de inquilinato intervenido entre la demandada Am-
paro Pérez y Martina Gil Vda. Veloz en fecha 7 de mayo
de 1961, "sin previamente conocer de los documentos", en-
tre los que figuraba el Certificado de Título; que ella, la
recurrente, pidió plazos para ampliar su defensa y deposi-
tar documentos, y sobre ese pedimento nada dice el fallo
impugnado; que al decidir la Cámara a-qua de ese modo,
rechazando por "falta de calidad" la demanda, y revocando
en base a ello la sentencia de primera instancia que había
dado ganancia de causa a la hoy recurrente en casación y ha-
bía ordenado el desalojo de la recurrida, la sentencia im-
pugnada está carente de motivos, además de haber lesiona-
do su derecho de defensa y de haber incurrido en el vicio
de falta de base legal, por cuyas razones estima la recurre n

-te que la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando que ciertamente, y tal como lo sostiene
la recurrente, el examen del fallo impugnado revela que la
Cámara a-qua sólo ponderó en el considerando Na 4, el
contrato de inquilinato que en fecha 7 de mayo de 1961,
había intervenido entre la hoy recurrida en casación A m-
paro Pérez y la propietaria del inmueble, en esa época,

Martina Gil Vda. Veloz o Valdez; y en base a ello declaró
en el Considerando No. 5 "que no existe pieza alguna com-
probatoria de que la vivienda en cuestión 'pertenece actual-
mente a la señora Eladia Lorenzo Viuda de los Santos",
por lo cual le negó calidad a dicha señora para demandar
a la inquilina en pago de los valores pendientes y en resci-
sión del contrato de inquilinato; que sin embargo, en el fa-
llo apelado, dictado el 2 de septiembre de 1968 por el Juz-
gado de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito Na-
cional, del cual ha sido sometido una copia certificada a
esta Suprema Corte de Justicia, consta en la página No. 1
la enumeración de las piezas depositadas por la demandante,
y entre ellas, el Certificado de Título No. 61-137 del Dis-
trito Nacional, expedido a favor de Eladia Lorenzo Vda. de
los Santos, o sea en favor de la hoy recurrente en casación;
que el Tribunal de Apelación debió antes de .decidir el caso
al fondo resolver el pedimento que le formuló la hoy re-
currente en casación de que se le concediera un plazo de
diez días para ampliar su defensa "y depositar documentos",
lo que consta en la página 3 del fallo impugnado; que como
sobre ese pedimento nada dijo la Cámara a-qua, lesionó
con ello el derecho de defensa; por lo cual el fallo impug-
nado debe ser casado, sin necesidad de ponderar los otros
alegatos de la recurrente;

Considerando que según el artículo 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, las costas pueden ser compen-
sadas cuando una sentencia es casada por la omisión de re-
glas procesales cuyo cumplimiento está a cargo de los jue-
ces;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara Civil y Comercial de la Segunda Circuns-
cfercipcha 5 dión de dielDeiiesmtrbitroe deNacional, en atribuciones civiles, en

1968, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; y envía el caso
ante el Juzgado de Primera Instancia de San Cristóbal;
Segundo: Compensa las costas.
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra.

velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche 1-1.—
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras . — Joaquín 11,
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almaizar .— San-
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se-.,

cretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 17 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 18 de marzo de 1968

Materia: Civil

Recurrente: Mariana Rebeca Bonilla Méndez de Jiménez
Abogado: Dra. Ana Teresa Pérez de Escobar

Recurrido: Felipe Neris Jiménez Tejeda
Abogado: Dr. Ramón A. Ortiz Peña

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos
del Secretario General, en :a Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 17 del mes de Octubre de 1969, años
126o. de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mariana
Rebeca Bonilla Méndez de Jiménez, mayor de edad, domini-
cana, casada, de quehaceres domésticos, domiciliada en esta
ciudad de Santo Domingo, con cédula No. 10213, serie lra.,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación deSanto Domingo, en atribuciones civiles, en fecha 18 del
mes de Marzo de 1968, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;
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(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra•
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— ma,
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almáizar.— San.
tiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Se.
cretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
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audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

certifico. (Firmado): Efriesto Curiel hijo.
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Hipólite

Sánchez Báez, cédula No. 32218, serie lra., en represente,
ción de la Dra. Ana Teresa Pérez de Escobar, cédula Ne.
12694, serie 27, abogada de la recurrente;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Ramón
A. Ortiz Peña, cédula No. 59586, serie lra., abogado del
recurrido Felipe Neris Jiménez Tejeda, dominicano, mayor
de edad, casado, funcionario público, con cédula No. 417,
serie 10;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 10 del mes
de enero de 1969, suscrito por la abogada de la recurrente,
en el cual se invocan los medios que se indican más ade-
lante;

Visto el memorial de defensa de fecha 24 de febrero
de 1969, suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 4 de la Ley de Divorcio No.
1306-Bis de 1937, y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: aY
que con motivo de una demanda de divorcio intentada por
Felipe Neris Jiménez contra su esposa Mariana Rebeca Bo-
nilla de Jiménez, la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-

cia del Distrito Nacional, en fecha 22 de septiembre de
1967, dictó una sentencia de divorcio cuyo dispositivo apa-
rece inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre
el recurso de apelación de Mariana Rebeca Bonilla Méndez

de Jiménez, la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó
en fecha 18 del mes de marzo de 1968, la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clara regular y válido el recurso de apelación interpuesto
Por la señora Mariana Rebeca Bonilla, contra la sentencia
dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Segun-
da Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha veintidós (22) de septiembre

de 1967, y cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:— Re-
chaza el párrafo Tercero de las conclusiones presentadas
por la cónyuge demandada Mariana Rebeca Bonilla Méndez
por las razones y motivos señalados anteriormente; Segun-
do: Admite por las razones anteriormente expuestas el di-
vorcio entre los cónyuges Felipe Neris Jiménez Tejeda y
Mariana Rebeca Bonilla Méndez, por la causa determinada
de Incompatibilidad de Caracteres; Tercero: Ordena la guar-
da y cuidado de los menores Felipe José de 17 años y 10 me-
ses, Jesús María de 16 años y 7 meses, Manuela Maritza de
15 años y 4 meses; a cargo de la madre demandada Mariana
Rebeca Bonilla Méndez; Cuarto: Fija como residencia de la
demandada durante el período que dure la litis de divorcio,
la casa No. 8 de la calle Dr. Brenes, de esta ciudad; Quinto:.
Fija en la suma de RD$150.00 (Ciento Cincuenta Pesos Oro
Dominicano) mensuales, la pensión alimenticia que el de-
mandante señor Felipe Neris Jiménez Tejeda, deberá pa-
sarle a sus hijos procreados en su matrimonio, para su ma-
nutención y sostenimiento; Sexto: Fija en la suma de RD$-
150.00 (Ciento Cincuenta Pesos Oro) mensuales, la pensión
que el cónyuge demandante deberá pasarle a la cónyuge
demandada mientras duren los procedimientos del divor-
cio, para contribuir a su subsistencia; Séptimo: Fija la su-
ma de RD$250.00 (Doscientos Cincuenta Pesos) la provi-
sión ad-liten que el demandante deberá pasar inmediata-
mente a la demandada para subvenir a los gastos de la li-
tis de divorcio, aún cuando esta suma la impute el deman-
dante en lo que pudiere corresponderle a la demandada en
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de edad, casado, funcionario público, con cédula No. 417,
serie 10;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 10 del mes
de enero de 1969, suscrito por la abogada de la recurrente,
en el cual se invocan los medios que se indican más ade-
lante;

Visto el memorial de defensa de fecha 24 de febrero
de 1969, suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 4 de la Ley de Divorcio No.
1306-Bis de 1937, y 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimien-
to de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda de divorcio intentada por
Felipe Neris Jiménez contra su esposa Mariana Rebeca Bo-
nilla de Jiménez, la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Segunda Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, en fecha 22 de septiembre de
1967, dictó una sentencia de divorcio cuyo dispositivo apa-
rece inserto en el de la ahora impugnada; b) que sobre
el recurso de apelación de Mariana Rebeca Bonilla Méndez

de Jiménez, la Corte de Apelación de Santo Domingo, dictó
en fecha 18 del mes de marzo de 1968, la sentencia ahora
impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: De-
clara regular y válido el recurso de apelación interpuesto

P
or 

la señora Mariana Rebeca Bonilla, contra la sentencia
dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial de la Segun-
da Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, de fecha veintidós (22) de septiembre
de 1967, y cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:— Re-
chaza el párrafo Tercero de las conclusiones presentadas
por la cónyuge demandada Mariana Rebeca Bonilla Méndez
por las razones y motivos señalados anteriormente; Segun-
do: Admite por las razones anteriormente expuestas el di-
vorcio entre los cónyuges Felipe Neris Jiménez Tejeda y
Mariana Rebeca Bonilla Méndez, por la causa determinada
de Incompatibilidad de Caracteres; Tercero: Ordena la guar-
da y cuidado de los menores Felipe José de 17 años y 10 me-
ses, Jesús María dé 16 años y 7 meses, Manuela Maritza de
15 años y 4 meses; a cargo de la madre demandada Mariana
Rebeca Bonilla Méndez; Cuarto: Fija como residencia de la
demandada durante el período que dure la litis de divorcio,
la casa No. 8 de la calle Dr. Brenes, de esta ciudad; Quinto:
Fija en la suma de RD$150.00 (Ciento Cincuenta Pesos Oro
Dominicano) mensuales, la pensión alimenticia que el de-
mandante señor Felipe Neris Jiménez Tejeda, deberá pa-
sarle a sus hijos procreados en su matrimonio, para su ma-
nutención y sostenimiento; Sexto: Fija en la suma de RD$-
150.00 (Ciento Cincuenta Pesos Oro) mensuales, la pensión
que el cónyuge demandante deberá pasarle a la cónyuge
demandada mientras duren los procedimientos del divor-
cio, para contribuir a su subsistencia; Séptimo: Fija la su-
ma de RD$250.00 (Doscientos Cincuenta Pesos) la provi-
sión ad-liten que el demandante deberá pasar inmediata-
mente a la demandada para subvenir a los gastos de la li-
tis de divorcio, aún cuando esta suma la impute el deman-
dante en lo que pudiere corresponderle a la demandada en

1"
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los bienes de la comunidad legal; Octavo: Compensa, pura
y simplemente las costas causadas en la presente instancia";
Segundo: Confirma la sentencia apelada en todas sus par.
tes; Tercero: Fija en la suma de Doscientos Pesos Oro (RDS.
200.00) la suma que como pensión ad-liten para fines de
este recurso, deberá pasar el esposo, señor Felipe Neris
Jiménez Tejeda a la señora Mariana Rebeca Bonilla Mén-
dez; y Cuarto: Compensa las costas entre las partes";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Violación
al Artículo 4 de la vigente Ley de Divorcio No. 1306-bis,
año 1937, modificada; Segundo Medio: Desnaturalización
de los hechos y falta de base legal";

Considerando que en el desarrollo de sus dos medios,
que por su relación se reúnen para su examen, la recurren-
te alega en síntesis, que la Corte a-qua, al decir en el pri-
mer Considerando de la sentencia impugnada, que del es-
tudio de los documentos y demás circunstancias del expe-
diente ha derivado la prueba de la incompatibilidad de ca-
racteres, ha violado el Artículo 4 de la Ley 1306-bis sobre
divorcio, puesto que con ello, indicaba que había pondera-
do para fallar como lo hizo, un documento del cual no se
había dado copia encabeza del acto de emplazamiento co-
mo lo exige a pena de nulidad la ley de la materia; que por
otra parte, dicha Corte no interpretó correctamente las de-
claraciones del testigo "Serun", ya que a través de las mis-
mas, éste dejó entrever que era un testigo preparado, age-
no a la vida de los esposos en causa, y su declaración no
ofreció ninguna evidencia, respecto de los hechos invoca-
dos, como fundamento de la demanda;

Considerando, que en la especie, resulta irrelevante,
que el demandante en divorcio haya pretendido, como lo ale-

ga la recurrente, hacer uso de una prueba escrita, de la
cual no se había dado copia encabeza del acto de emplaza'
miento, según lo prescribe la ley de la materia, puesto que

1

el contexto de la sentencia impugnada revela, que la Corte
a_qua no tomó en cuenta dicho documento para fallar como
lo hizo, y en tales circunstancias, es obvio, qu e, dicho alega-
to de que en el fallo impugnado se ha violado el artículo Oto.
de la ley 1306-bis, sobre divorcio, carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, sin embargo, que correspondiendo a la
Suprema Corte de Justicia en funciones de Corte de Casa-
ción, determinar el carácter legal de los hechos comproba-
dos soberanamente por los Jueces del fondo, cuando se trata
de una demanda de divorcio por incompatibilidad de carac-
teres, ésta debe ser puesta en condiciones de verificar si
tales hechos revisten o no la gravedad y la magnitud sufi-
cientes, susceptibles de causar la infelicidad de los cónyuges
y ser motivos de perturbación social; que en la especie, la
Corte a-qua se ha limitado a decir en el fallo imongnado, que
fue oído el testigo "Serun", sin señalar sobre cuáles hechos
declaró, ni cuál era la magnitud de los mismos, lo que era
indispensable para que la Suprema Corte de Justicia, pu-
diera al ejercer su poder de control, apreciar si la ley fue
bien aplicada, por haber quedado materializados los funda-
mentos de la demanda; que por tanto la sentencia impug-
nada debe ser casada por carecer de motivos expositivos
de esos hechos y por tanto de base legal;

Consideraido que tratándose de una litis entre esposos
las costas podrán ser compensadas;

0101,	 Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 18
de Marzo de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía dicho asunto por ante
l a Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Compen-
sa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E . Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
riquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
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los bienes de la comunidad legal; Octavo: Compensa, pura
y simplemente las costas causadas en la presente instancia";
Segundo: Confirma la sentencia apelada en todas sus par. -4
les; Tercero: Fija en la suma de Doscientos Pesos Oro (RDS..
200.00) la suma que como pensión ad-liten para fines de
este recurso, deberá pasar el esposo, señor Felipe Neris
Jiménez Tejeda a la señora Mariana Rebeca Bonilla Món-
dez; y Cuarto: Compensa las costas entre las partes";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios de casación: "Primer Medio: Violación
al Artículo 4 de la vigente Ley de Divorcio No. 1306-bis,
año 1937, modificada; Segundo Medio: Desnaturalización
de los hechos y falta de base legal";

considerando que en el desarrollo de sus dos medios.
que por su relación se reúnen para su examen, la recurren-
te alega en síntesis, que a Corte a-qua, al decir en el pri-
mer Considerando de la sentencia impugnada, que del es-
tudio de los documentos y demás circunstancias del expe-
diente ha derivado la prueba de la incompatibilidad de ca-
racteres, ha violado el Artículo 4 de la Ley 1306-bis sobre
divorcio, puesto que con ello, indicaba que había pondera-
do para fallar como lo hizo, un documento del cual no se
había dado copia encabeza del acto de emplazamiento co-
mo lo exige a pena de nulidad la ley de la materia; que por
otra parte, dicha Corte no interpretó correctamente las de-
claraciones del testigo "Serun", ya que a través de las mis-
mas, éste dejó entrever que era un testigo preparado, age-
no a la vida de los esposos en causa, y su declaración no
ofreció ninguna evidencia, respecto de los hechos invoca-
dos, como fundamento de la demanda;

Considerando, que en la especie, resulta irrelevante,
que el demandante en divorcio haya pretendido, como lo ale-
ga la recurrente, hacer uso de una prueba escrita, de la
cual no se había dado copia encabeza del acto de emplaza•
miento, según lo prescribe la ley de la materia, puesto qUE

e; contexto de la sentencia impugnada revela, que la Corte
a-qua no tomó en cuenta dicho documento para fallar como
lo hizo, y en tales circunstancias, es obvio, que dicho alega-
to de que en el fallo impugnado se ha violado el artículo 4to.
de la ley 1306-bis, sobre divorcio, carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, sin embargo, que correspondiendo a la
Suprema Corte :4.2 Justicia en funciones de Corte de Casa-
ción, determinar el carácter legal de los hechos comproba-
dos soberanamente por los Jueces del fondo, cuando se trata
de una demanda de divorcio por incompatibilidad de carac-
teres, ésta debe ser puesta en condiciones de verificar si
tales hechos revisten o no la gravedad y la magnitud sufi-
cientes, susceptibles de causar la infelicidad de los cónyuges
y ser motivos de perturbación social; que en la especie, la
Corte a-qua se ha limitado a decir en el fallo im pugnado, que
fue oclo el testigo "Serun", sin señalar sobre cuáles hechos
declaró, ni cuál era la magnitud de los mismos, lo que era
indispensable para que la Suprema Corte de Justicia, pu-
diera al ejercer su poder de control, apreciar si la ley fue
bien aplicada, por haber quedado materializados los funda-
mentos de la demanda; que por tanto la sentencia impug-
nada debe ser casada por carecer de motivos expositivos
de esos hechos y por tanto de base legal;

Consideraido que tratándose de una litis entre esposos
las costas podrán ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha 18
de Marzo de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía dicho asunto por ante
la Corte de Apelación de San Cristóbal; Segundo: Compen-
sa las costas.

(Firmados:1 Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
riquez.— Manuel A. Arniarna.— Francisco Elpidio Beras.—
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sENTENCIA DE FECHA 17 DE OCTUBRE DEL 1969

La presente sentencia ha
señores Jueces que figuran en
diencia pública del día, mes y
firmada, leída y publicada por
certifico. (Firmado): Ernesto

sido dada y firmada por los
su encabezamiento, en la au-
año en él expresados, y fue
mí, Secretario General, que
Curiel hijo.

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 18 de diciembre
de 1968

)Iateria: Trabajo   

Recurrente: Pablo Arciniega
Abogado: Dr. Juan Pablo Espinosa 

Recurrido: Viviendas y Construcciones, C. por A. (VICO)
Abogado: Dr. Félix Antonio Brito Mata

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

01111> En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elp:dio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Distrito
tNeancciioanal, hoy día 17 de octubre del año 1969, años 126o.
de la Independeicia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pablo
Arciniega, dominicano, mayor de edad, obrero, domiciliadc
Y residente en la Sección Caobal, Municipio de Villa Alta.
gracia, Provincia de San Cristóbal, cédula No. 616, serie
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diencia pública del día, mes y
firmada, leída y publicada por
certifico. (Firmado): Ernesto

sido dada y firmada
su encabezamiento, en 1
año en él expresados, y: fue
mí, Secretario General, que
Curiel hijo.

senteneia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 18 de diciembre
de 1968

Materia: Trabajo
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Recurrente : Pablo Arciniega

Abogado: Dr. Juan Pablo Espinosa
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zar.— Ernesto Curiel hijo, Se

Juan Bautista Rojas A
cretario General.

Recurrido: Viviendas y Construcciones. C. por A. (VICO)
Abogado: Dr. Félix Antonio Brito Mata

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-

marche FI., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco ElpIclio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar, y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 17 de octubre del año 1969. años 126o.
de la Independeicia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pablo
Arciniega, dominicano, mayor de edad, obrero, domiciliado
Y residente en la Sección Caobal, Municipio de Villa Alta.
gracia, Provincia de San Cristóbal, cédula No. 616, serie
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68, contra la sentencia de fecha 18 de diciembre de 1968,
dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primerki
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura m
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al abogado del recurrente, Dr. Juan Pablo Espi-

nosa, cédula No. 64182, serie lra., en la lectura de sus con-

clusiones;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Jacobo

Guilliani Matos, representando al Dr. Félix Antonio Brito
Mata, cédula No. 29194, serie 47, abogado de la recurrida,
Viviendas y Construcciones, C. por A., (Vico), compañía
comercial organizada de acuerdo con las leyes dominicanas,
con su domicilio social y principal establecimiento en la ca-
lle El Conde, No. 47, Edificio "El Palacio", apartamiento
No. 406, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene*
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 12 de febrero
de 1969, suscrito por el abogado del recurrente, en el que
se invocan. contra la sentencia impugnada, los medios que
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 10 de marzo
de 1969, suscrito por el abogado del recurrido;

Visto el auto dictado en fecha 14 de octubre del corrien-
te año 1969, por el Magistrado Presidente de la Suprema
Corte de Justicia, por medio del cual llama al Magistrado
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, Juez de este Tribunal, pa-
ra integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de conformi-
dad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell'
berado y vistos los artículos 1, 2, 6, 29, 65 y 691 del Có-
digo de Trabajo; 51, 55 modificado y 57 de la Ley No. 631:

5047

1944, sobre Contratos de Trabajos; 1315 del Código Ci-
\ il y 130 modificado del Código de Procedimiento Civil;
y 1 y 65 de la Ley sobre Proced i miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 14 de junio de 1968, una sentencia cu-
yo dispositivo está formulado así: "FALLA: PRIMERO:
Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la parte de-
mandada por improcedentes y mal fundadas, y acoge las
del demandante por ser justas y reposar sobre base legal;
SEGUNDO: Declara injustificado el despido y resuelto el
contrato de trabajo que ligaba a las partes, por culpa del
patrono y con responsabilidad para el mismo; TERCERO:
Condena a la Compañía Viviendas y Construcciones. C
por A., (Vico), a pagarle al señor Pablo Arciniega, las su-
mas siguientes: RDS192.02, por concepto de salarios deja-
dos de percibir hasta la terminación de las obras; RD$40.00
k-or vacaciones no disfrutadas ni pagadas; RD$80.00 por
regalía pascual obligatoria del año 1967, así como los tres
meses de salario acordados en el inciso 3ro, del artículo 84
del Código de Trabajo. todo calculado a base de RDS20.00
semanales; CUARTO: Condena la Compañía \'iviendas y
Construcciones, C. por A., (Vico), al pago de las costas del
procedimiento, con distracción de éstas en favor de los Doc-
tores Juan Pablo Espinosa y Lupo Hernández Rueda, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totalidad"; b) que so-
bre apelación de la citada Compañía, atora recurrida, in-
tervino la sentencia impu gnada en la presente instancia,cuyo dispositivo es este: "FALLA: PRIMERO:: Declara re-
gular y válido tanto en la forma COM.) en el fondo el recur-so de apelación interpuesto por Viviendas y Construcciones,
C. por A., (Vico), contra la sentélicia del Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacionaj de fecha 14 de junio de
' 08, dictada en favor de Poblo Arciniega, cuyo dispositivo
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68, contra la sentencia de fecha 18 de diciembre de 1968,
dictada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Pr:mera
Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo figura más
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al abogado del recurrente, Dr. Juan Pablo Esp.,

nosa, cédula No. 64182, serie lra., en la lectura de sus coi
clusiones;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Jacobo
Guilliani Matos, representando al Dr. Félix Antonio Brito
Mata, cédula No. 29194, serie 47, abogado de la recurrid4,
Viviendas y Construcciones, C. por A., (Vico), compañía
comercial organizada de acuerdo con las leyes dominicanas,
con su domicilio social y principal establecimiento en la ca-
lle El Conde, No. 47, Edificio "El Palacio", apartamiento
No. 406, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 12 de febrero
de 1969, suscrito por el abogado del recurrente, en el que
se invocan, contra la sentencia impugnada, los medios que
se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 10 de marzo
de 1969, suscrito por el abogado del recurrido;

Visto el auto dictado en fecha 14 de octubre del corrien-
te año 1969, por el Magistrado Presidente de la Suprema
Corte de Justicia, nor medio del cual llama al Magistrado
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, Juez de este Tribunal, pa-
ra integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de conformi-
dad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 6, 29, 65 y 691 del Có-
digo de Trabajo; 51, 55 modificado y 57 de la Ley No. 637,

	 -
de 1914, sobre Contratos de Trabajos; 1315 del Código Ci-
vil y 130 modificado del Código de Procedimiento Civil;
‘. 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
alíe con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 14 de junio de 1968, una sentencia cu-
yo dispositivo está formulado así: "FALLA: PRIMERO:
Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la parte de,
mandada por improcedentes y mal fundadas, y acoge las
del demandante por ser justas y reposar sobre base legal;
SEGUNDO: Declara injustificado el despido y resuelto el
contrato de trabajo que ligaba a las partes, por culpa del
patrono y con responsabil i dad para el mismo; TERCERO:
Condena a la Compañía Viviendas y Construcciones, C
por A., (Vico), a pagarle al señor Pablo Arciniega, las su-
mas siguientes: RDS192.02, por concepto de salarios deja-
dos de percibir hasta la terminación de las obras; RD$40.00
,-or vacaciones no disfrutadas ni pagadas; RD$80.00 por
regalía pascual obligatoria del año 1967, así como los tres
meses de salario acordados en el inciso 3ro. del artículo 84
del Código de Trabajo. todo calculado a base de RD$20.00
semanales; CUARTO: Condena la Compañía Viviendas y
Construcciones, C. por A., (Vico), al pago de las costas delprocedimiento. con distracción de éstas en favor de los Doc-
tores Juan Pablo Espinosa y Lupo Hernández Rueda, quie-
nes afirman haberlas avanzado en su totaidad"; b) que so-
bre apelación de la citada Compañía, atora recurrida, in-
tervino la sentencia impu gnada en la presente instancia,cuyo dispositi ,.-o es este: "FALLA: PRiMER0:: Declara re-gular y válido tanto en la forma coma en el fondo el recur-so de apelación interpuesto por Viviendas y Construcciones,
C. Por A., (Vico), contra la sentelicia del Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Naciona.' de fecha 14 de junio de
1968, dictada en favor de Poblo Arciniega, cuyo dispositivo
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figura copiado en parte anterior de esta misma s entencia y
en consecuencia, revoca íntegramente dicha decisión ini
pugnada; SEGUNDO: Rechaza la demanda or:ginal incoada
por Pablo Arciniega contra Viviendas y Construcciones, C.
por A., (Vico), según los motivos expuestos en el cuerpo
de esta sentencia; TERCERO: Condena a la parte que su-
cumbe Pablo Arciniega, al pago de las costas del procedi-
miento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley''
No. 302 del 18 de junio de 1964. ordenando su distracción
en favor del Dr. Félix Antonio Brito Mata, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad"

Considerando que contra la sentencia que impugna, el
recurrente invoca los siguientes medios: Primero: Desnatu-
ralización de los hechos y documentos de la causa; Segundo:
Violación del artículo 65 del Código de Trabajo y conse-
cuentemente falta de base legal por falsa aplicación de di-
cho texto; Tercero: Violación del artículo 141 del Código
de Procedimiento Civil;

Considerando que en el desenvolvimiento de sus medios
de casación, los cuales se reúnen para su examen, el actual
lecurrente Pablo Arciniega ha alegado, en síntesis, todo
lo que seguidamente es dicho: que él fue contratado por la
Compañía para prestarle sus servicios en calidad de sere-
no en unas edificaciones que por cuenta de ella eran reali-
zadas en la calle Lea de Castro a esquina Socorro Sánchez,
de esta ciudad de Santo Domingo de Guzmán, y que fue
despedido el día 14 de diciembre de 1967, sin que todavía
estuvieran concluidas tales edificaciones para cuya vigilan-
cia fueron contratados sus servicios; que esta afirmación
la hace, teniendo como fundamento el informativo que tu-
vo efecto en fecha 14 de marzo de 1968 por ante el Juz-
gado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo conte-
nido, según expresa el referido recurrente, ha sido des-
naturalizado por el Tribunal de Alzada, "dándole interPre"
taciones erróneas a las declaraciones de los testigos"
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genes :aquino, Juan Hidalgo y Sirano Henríquez y Henrí-
ouez; que considera que tiene "un valor extraordinario la
Certificación del Inspector de Trabajo Víctor del Prado Pa-
vón, fechada el 11 de octubre de 1968, la cual recoge un
informe del Inspector Federico Báez Santos, en donde se
hace constar que había algunos apartamientos desocupados
y en los cuales había labores de terminación de los mismos
por realizar"; que "ese informe tiene fecha 28 de diciem-
bre de 1967 y el despido se produjo en fecha 14 del mis-
mo mes y año"; "que los testigos Aquino e Hidalgo, siendo
empleados de la recurrida no pudieron especificarle al Tri-
bunal de Primer Grado la fecha exacta de la inauguración
de la obra. dando a entender con su ignorancia que desco-
nocía la fecha exacta de la terminación de la obra"; que
el Tribunal a-quo desnaturalizó los hechos de la causa y
desconoció los documentos que le fueron presentados para
su estudio y ponderación"; que, "sin embargo, en la página
seis de la sentencia impugnada han sido relacionados una
serie de documentos que fueron depositados por la empre-
sa recurrida, tales como tarjetas del Departamento de Obras
Públicas en las cuales se indican que las edificaciones esta-
ban terminadas en fecha 10 de diciembre de 1967"; "tam-
bién constancias de varias personas con fecha 15 de enero
de 1968, en las cuales dichas personas —tres en total— di-
cen haber recibido tres apartamientos en fecha 15 de di-
ciembre de 1967, pero resulta, que son tres condominios
las obras para las cuales fueron contratados los servicios
del recurrente y cada condominio tiene 9 apartamientos,
lo que da un total de 27 apartamientos, lo cual demuestra
que quedaban 24 apartamientos que no estaban ocupados
Y pero aún no estaban terminados según se desprende de
la certificación del Departamento de Trabajo mencionada
Precedentemente, de donde se desprende que mal podía
haber terminado la obra para la cual fue contratado el
recurrente" • que "si el Tribunal a-quo hubiese examinado
C°11 mayor detenimiento y cuidado los documentos que le
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Compañía para prestarle sus servicios en calidad de sere-
no en unas edificaciones que por cuenta de ella eran reali-
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fueron aportados para su estudio y ponderación, otro hu,
biera sido el resultado de su fallo"; "pero que en vez de
hacerlo así, hizo lo que precisamente criticamos que fue

desnaturalizarlos en su contenido"; que de los testimonios
vertidos en el informativo que tuvo efecto en el Tribunal d,
primer grado se infiere que "el testigo Diógenes Aquino no
sabe la fecha exacta en que se terminó la obra ni tampo-
co recuerda la fecha en que fue inaugurada, lo que demues-
tra que dicho testigo desconocía las relaciones obrero pa-
tronales entre el recurrente y la recurrida o se prestó a
deponer para falsear la verdad y así liberar de toda respon-
sabilidad a su patrono"; "que el testigo Juan Hidalgo fue
la persona que sustituyó al recurrente en su trabajo de se-
reno y que afirmó que "en diciembre me llevaron a hacer
la limpieza en el edificio y cuando terminamos nos fuimos
todos, lo conocí en la obra", que tampoco este testigo sabe
cuando terminó la obra"; que "el testigo Sirano Henríquez,
quien declaró ser Asistente del Presidente de la empresa re-
currida, declaró "que el 14 de diciembre la construcción
terminó", que la obra la inauguraron el 29; que "la fun-
ción de un sereno en una obra no concluye con la termina-
ción física de la construcción de la misma, pues a más de
su obligación de vigilarla durante su construcción, debe
continuar en su misión de vigilante hasta el preciso momen-
to en que la misma es materialmente ocupada"; que "en el
presente caso no se puede pretender hacer creer que dichos
apartamientos fueron ocu pados por las personas que los ad-
quirieron antes de la fecha en su totalidad, pues tal cosa
q ueda demostrada por la afirmación que hizo el Inspector de
Trabajo Federico Báez Santos, según lo dice el Inspector Su-
pervisor en la certificación que reposa en el expediente. Y
que fue la resultante de una visita de inspección dispuesta
por el Departamento de Trabajo a solicitud del recurrente
a fin de que se comprobara que la obra no se había termi

-nado y que por tanto su despido se produjo antes de la ter-
minación y de manera injustificada"; que la función de se"

reno en una construcción de una casa no termina en la
ostrucción definitiva de dicha casa, a menos que la misma
a ocupada inmediatamente ya que entonces la función de

vigilancia pasaría a los ocupantes de dicha casa"; "que en
ip especie resulta a todas 'uces determinante elphecho de
(-,ae el Inspector de Trabajo dijera en su informe con moti-
vo de su inspección del lugar lo siguiente: "Había otros
apartamientos que no estaban ocupados y les faltaban la ter-
minación del alumbrado eléctrico", que esta afirmación he-_.
cha por e' funcionario actuante acerca de la comprobación
física que hizo de los apartamientos en los que el recurren-
te le prestó sus servicios a la recurrida, da la medida de
cuan grave y flagrante ha sido la violación cometida por el
Tribunal a-quo del artícu'o 65 del Código de Trabajo que
trata sobre los contratos de trabajo para un servicio o una
obra determinada"; "que en la especie Pablo Arciniega, re-
currente, no había terminado de prestarle sus servicios a
la recurrida"; que "todos los anteriores señalamientos de-
jan establecida la violación que se a'ega y que los mismos,
al lado de los otros vicios de la sentencia recurrida, hacen
que la misma sea casada por haber sido dictada en contra
de disposiciones legales vigentes"; que "por otra parte, la
sentencia en su exposición de motivos cornete grandes y
graves errores, los cuales hacen que en ellas se produzca una
evidente violación del artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil y una marcada contradicción entre dichos mo-
tivos y su dispositivo"; "tal es el caso oue admite la existen-
cia y el depósito de la certificación del Inspector de Tra-
bajo donde se hace constar que existían apartamientos des-
ocupados y por terminarse en la fecha de la inspección que
fue el 28 -de diciembre de 1967 y recoge la declaración del
Asistente del Presidente de la empresa recurrida Que admi-
te haber despedido al recurrente en fecha 14 de diciembre y
que fue inaugurada la obra en fecha 29"; pero,

Considerando que el Juez de la Apelación para justifi-
car, como claramente justifica, el dispositivo de su fallo ob-
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la persona que sustituyó al recurrente en su trabajo de se-
reno y que afirmó que "en diciembre me llevaron a hacer
la limpieza en el edificio y cuando terminamos nos fuimos
todos, lo conocí en la obra", que tampoco este testigo sabe
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-nado y que por tanto su despido se produjo antes de la ter-
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oue el Inspector de Trabajo dijera en su informe con moti-
vo de su inspección del lugar lo siguiente: "Había otros
apartamientos que no estaban ocupados y les, faltaban la ter-
minación del alumbrado eléctrico", que esta afirmación he-_
cha por e' funcionario actuante acerca de la comprobación
física que hizo de los apartamientos en los que el recurren-
te le prestó sus servicios a la recurrida, da la medida de
cuan grave y flagrante ha sido la violación cometida por el
Tribunal a-quo del artículo 65 del Código de Trabajo que
trata sobre los contratos de trabajo para un servicio o una
obra determinada"; "que en la especie Pablo Arciniega, re-
currente, no había terminado de prestarle sus servicios a
la recurrida"; que "todos los anteriores señalamientos de-
jan establecida la violación que se alega y que los mismos,
al lado de los otros vicios de la sentencia recurrida, hacen
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Considerando que el Juez de la Apelación para justifi-
car, como claramente justifica, el dispositivo de su fallo ob-
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jeto de la presente impugnación, lo fundamenta, contraria.
mente a las aseveraciones formuladas por el recurrente en
los alegatos contenidos en sus medios de casación y que aca.
ban de ser señálados, en motivos acordes con las pruebas
testimoniales y documentales que han sido aportadas du-
rante la ventilación del caso debatido, las cuales ha pon-
derado soberanamente y teniendo en cuenta los textos le-
gales que rigen la materia de que se trata; motivos esos que
ponen de manifiesto, en hecho y en derecho, que el contra-
to de trabajo que ligaba a los hoy recurrente y recurrida
y mediante el cual la segunda contrató los servicios del pri-
mero para una obra determinada, había concluido sin res-
ponsabilidad alguna para el ie porque al quedar terminada
la obra en que él prestaba servicio en calidad de sereno
durante la construcción, sus labores habían cesado; tal como
de forma clara y precisa lo expresa y demuestra en los mo-
tivos de su sentencia el. citado Juez de la Apelación, los que
dicen así: "que de todos esos documentos y declaraciones
se evidencia claramente que las obras donde prestó servi-
cios el intimado, fueron en edificios de la calle Lea de Cas-
tro de esta ciudad, que es también lo alegado por él"; "que
de esas mismas pruebas se desprende claramente que las
labores en esos edificios terminaron el 14 de diciembre de
1967, quedando completamente terminados los mismos;
"que en ese orden de ideas, como el señor Arciniega alega
que fue despedido el 15 de diciembre de 1967, es claro que
laboró hasta el mismo día en que cesaron las labores de
construcción, siendo claro que la terminación de su contra-
to tuvo lugar por haberse terminado las labores para lo cual
fue contratado (sereno en la construcción de edificios)";
"que en esas condiciones ,la empresa no incurrió en ningu-
na responsabilidad para aplicación del artículo 65 del Có-
digo de Trabajo, ya que se trata de un contrato vara obra
determinada que cesó en la misma fecha en que se terminó
completamente dicha obra"; "que el hecho de que la em-
presa no comunicara tal situación al Departamento de n'a'

bajo no cambia en nada los hechos, ya que esa falta no
cambia la naturaleza del contrato, ni genera responsabilidad
para el patrono, cuando, como en la especie, se ha probado
de una manera clara que la cesación de los servicios o la
terminación del contrato ocurrió por haberse terminado la
obra en cuya ejecución prestó servicios el reclamante"; "que,
en consecuencia, procede revocar en todas sus partes la
sentencia impugnada y rechazar la demanda original por
improcedente e infundada, así como declarar la termina-
ción del contrato de trabajo sin ninguna responsabilidad
para el patrono recurrente";

Considerando que como la sentencia impugnada, se-
gún se infiere de lo anteriormente dicho, pone de manifies-
to que da motivos suficientes y pertinentes para resolver en
la forma en que l'o ha hecho, el caso ocurrente; que el Juez
a-quo ha ponderado todos y cada uno de los hechos
relativos a la presente causa laboral, dándole su verdadero
sentido y alcance de acuerdo con la propia naturaleza de
ellos; que no ha incurrido en la violación de ningún texto
legal; que, en suma, no es cierto que la prealudida senten-
cia por él dictada adolezca de los vicios alegados, y porque,
en tal virtud, esa sentencia ha satisfecho el voto de la ley,
los medios de casación propuestos carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pablo Arciniega, contra la sentencia
de fecha 18 de diciembre de 1968, dictada por la Cámara de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas, con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Félix Antonio Brito Mata, abogado de la recurrida, y el
que afirma haberlas avanzado en su totalidad.
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para el patrono, cuando, como en la especie, se ha probado
de una manera clara que la cesación de los servicios o la
terminación del contrato ocurrió por haberse terminado la
obra en cuya ejecución prestó servicios el reclamante"; "que,
en consecuencia, procede revocar en todas sus partes la
sentencia impugnada y rechazar la demanda original por
improcedente e infundada, así como declarar la termina-
ción del contrato de trabajo sin ninguna responsabilidad
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la forma en que lb ha hecho, el caso ocurrente; que el Juez
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que afirma haberlas avanzado en su totalidad.
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, , litenela impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 1°
de agosto de 1968

Materia: Tierras

Recurrente: Modesto cíe Los Santos
Abogado: Lic. Freddy Prestoy Castillo
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche II.— ma,
nuel D. Bergés Chupani . — Manuel A. Amiama.— Francis.
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo cal._
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

TENCIA DE FECHA 17 DE OCTUBRE DEL 1969

Recurrido: Miguel Nicolás Solís
Abogado: Dr. J. Alberto Rincón

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 17 del mes de octubre del año 1969, años 126°
de la Independencia y 107° de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Modesto
de los Santos, dominicano, mayor de edad, agricultor, cédula
No. 11524, serie 12, domiciliado en Las Zanjas, jurisdicción
de San Juan de la Maguana, contra la sentencia dictada por
el Tribunal Superior de Tierras en fecha 1 9 de agosto de
1968 , en relación con la Parcela No. 8 del Distrito Catas-



Recurrente: Modesto de Los Santos
Au9,:-.,,ado: Lie. Freddy Prestoy Castillo
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E , Ra,
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche 1-1.— ma„
nuel D. Bergés Chupani . — Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.,,

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 17 DE OCTUBRE DEL 1969

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 19
de agosto de 1968

jzl . tirrido: Miguel Nicolás Solís
Abogado: Dr. J. Alberto Rincón

Mater ia: Tierras

Dios, Patria y Liberta/ti
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente. Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche. Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 17 del mes de octubre del año 1969, años 1269
de la Independencia y 107 9 de la Restauración, dicta en au-
diencia; pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Modesto
dejos Santos, dominicano, mayor de edad, agricultor, cédula
No. 11524, serie 12, domiciliado en Las Zanjas, jurisdicción
de San Juan de la Maguana, contra la sentencia dictada por
el Tribunal Superior de Tierras en fecha 1 9 de agosto de
1968 , en relación con la Parcela No. 8 del Distrito Catas-
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tral No. 4 del Municipio de San Juan de la Maguana, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Freddy

Prestol Castillo, cédula No. 8401, serie lra., abogado del
recurrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. J. Alber-
to Riicón, cédula No. 16075, serie 47, abogado del recurri.
do, que lo es Miguel Nicolás Solís, domini cano, mayor de
edad, casado, agricultor, cédula No. 9954, serie 12, domici-
liado en San Juan de la Maguana;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito el 3 de octubre
del 1968, por el abogado del recurrente, en el cual se invo-
can los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 10 de
diciembre del 1968 por el abogado del recurrido, así como el
escrito de ampliación a este memorial firmado por el mis-
mo abogado, en fecha 7 de julio del 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7, 136, 189 y 267 de la Ley de
Registro de Tierras, 1325 y 1347 del Código Civil, y 1, 20
y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una instancia dirigida al Tribuial Superior de Tierras
por Manuel Nicolás Solís en solicitud de la transferencia
de una porción de la Parcela No. 8 del Distrito Catastral
No. 4 del Municipio de San Juan de la Maguana, el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original, apoderado del caso por
aquél, dictó en fecha 9 de septiembre de 1963, una sente n

-cia cuyo dispositivo dice así: "Falla: En el Distrito Catas-

tral Número 4 (cuatro) del Municipio de San Juan de la
Maguana, Sitio de `(Las Charcas de Garabitos", provincia
de San Juan.— Parcela Número 8, 50 Has. 57 As. 98 Cas.
primero: Que debe Rechazar, como al efecto rechaza, la so-
licitud de transferencia que sobre cien tareas de terreno den-
tro de esta parcela formula el señor Manuel Nicolás Solís
(a) Tolento, dominicano, mayor de edad, casado, bajo el
régimen de la comunidad legal con Margarita de los Santos,
agricultor, domiciliado y residente en la Sección de "Las
Zanjas", del Municipio de San Juan de la Maguana, Pro-
vincia San Juan, portador de la cédula de identificación
personal No. 9954, serie 12, por improcedente y mal fun-
dada; Segundo: Que debe Ordenar, como al efecto Ordena,
el registro del derecho de propiedad de esta parcela, en su
totalidad, con sus mejoras consistentes en cercas de alambre
y cultivo de arroz, en favor del señor Modesto de los San-
tos, dominicano, mayor de edad, casado, bajo el régimen
de la comunidad legal con Ana Rita Matos, agricultor, do-
miciliado y residente en la Sección de "Las Zaias" del Mu-
nicipio de San Juan de la Maguana, Provincia de San Juan,
portador de la cédula de identificación personal No. 11524,
serie 12, conforme el plano catastral de la misma; b) que
sobre el recurso de apelación de Manuel Nicolás Solís, el
fribunal Superior de Tierras dictó en fecha 30 de octubre
del 1964. una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Que debe Acoger y Acoge, en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto en fecha 17 de septiembre
de 1963 por el señor Manuel Nicolás Solís (a) Tolento, con-
tra la Decisión número 1 del Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original de fecha 9 de septiembre de 1963, dictada
en relación con la Parcela número 8 del Distrito Catastral
número 4 de' Municipio de San Juan de la Maguana. Se-
gundo: Que debe Declarar y Declara, que el escrito de fe-
cha 24 de enero de 1958 no constituye un acto de venta re-
gular y válido; Tercero: cue debe declarar y deolara que el
documento de fecha 24 cl^ enero de 1968 constituye un prin-
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Visto el memorial de casación suscrito el 3 de octubre

del 1968, por el abogado del recurrente, en el cual se invo-
can los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 10 de
diciembre del 1968 por el abogado del recurrido, así como el

escrito de ampliación a este memorial firmado por el mis-
mo abogado, en fecha 7 de julio del 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 7, 136, 189 y 267 de la Ley de
Registro de Tierras, 1325 y 1347 del Código Civil, y 1, 20
y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una instancia dirigida al Tribuial Superior de Tierras
por Manuel Nicolás Solís en solicitud de la transferencia
de una porción de la Parcela No. 8 del Distrito Catastral
No. 4 del Municipio de San Juan de la Maguana, el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original, apoderado del caso por
aquél, dictó en fecha 9 de septiembre de 1963, una senten-
cia cuyo dispositivo dice así: "Falla: En el Distrito Catas-

tral Número 4 (cuatro) del Municipio de San Juan de la
Maguana, Sitio de ' (Las Charcas de Garabitos", provincia
de San Juan.— Parcela Número 8, 50 Has. 57 As. 98 Cas.
primero: Que debe Rechazar, como al efecto rechaza, la so-
licitud de transferencia que sobre cien tareas de terreno den-
tro de esta parcela formula el señor Manuel Nicolás Solís
(a) Tolento, dominicano, mayor de edad, casado, bajo el
régimen de la comunidad legal con Margarita de los Santos,
agricultor, domiciliado y residente en la Sección de "Las
Zanjas", del Municipio de San Juan de la Maguana, Pro-
vincia San Juan, portador de la cédula de identificación
personal No. 9954, serie 12, por improcedente y mal fun-
dada; Segundo: Que debe Ordenar, como al efecto Ordena,
el registro del derecho de propiedad de esta parcela, en su
totalidad, con sus mejoras consistentes en cercas de alambre
y cultivo de arroz, en favor del señor Modesto de los San-
tos, dominicano, mayor de edad, casado, bajo el régimen
de la comunidad legal con Ana Rita Matos, agricultor, do-
miciliado y residente en la Sección de "Las Zafias" del Mu-
nicipio de San Juan de la Maguana, Provincia de San Juan,
portador de la cédula de identificación personal No. 11524,
serie 12, conforme el plano catastral de la misma; b) que
sobre el recurso de apelación de Manuel Nicolás Solís, el
Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 30 de octubre
del 1964, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Que debe Acoger y Acoge, en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto en fecha 17 de septiembre
de 1963 por el señor Manuel Nicolás Solís (a) Tolento, con-
tra la Decisión número 1 del Tribunal de Tierras de Juris-
dicción Original de fecha 9 de septiembre de 1963, dictada
en relación con la Parcela número 8 del Distrito Catastral
número 4 del Municipio de San Juan de la Maguana. Se-
gundo: Que debe Declarar y Declara, que el escrito de fe-
cha 24 de enero de 1958 no constituye un acto de venta re-
gular y válido; Tercero: cate debe declarar y declara que el
documento de fecha 24 d2 enero de 1968 constituye un prin-

tral No. 4 del Municipio de San Juan de la Maguana,
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del. rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Lic. Freddy

Prestol Castillo, cédula No. 8401, serie Ira., abogado del
recurrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. J. Alber-
to Riicón, cédula No. 16075, serie 47, abogado del recurri-
do, que lo es Miguel Nicolás Solís, dominicano, mayor de
edad, casado, agricultor, cédula No. 9954, serie 12, domici-
liado en San Juan de la Maguana;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;
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cipio de prueba por escrito. Cuarto: Se Revoca la Decisión
de fecha 9 de septiembre de 1963 antes mencionada, y se
Ordena la celebración de un nuevo uicio en relación con la
Parcela número 8 del Distrito Catastral número 4 del Muni.
cipio de San Juan de la Maguana, designándose para efee.
tuarlo al Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Origi.
nal Residente en San Juan de la Maguana Dr. Juan López, a
quien deberá comunicarse esta decisión y enviársele el expe_
diente"; c) que sobre el recurso de casación interpuesto
por Modesto de los Santos, la Suprema Corte de Justicia
dictó en fecha 7 de septiembre del 1966 una sentencia cuyo
dispositivo dice así: .`Por tales motivos, Primero: Casa la
sentencia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras
en fecha 30 de octubre de 1964, en relación con la Parcela
No. 8 del Distrito Catastral No. 4 del Municipio, de San
Juan de la Maguana, cuyo dspositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo, y envía el asunto por ante el mis-
mo Tribunal Superior de Tierras; Segundo: Condena al re-
currido al pago de las costas"; d) que el Tribunal Superior
de Tierras así apoderado del envío, dictó la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Que debe Acoger y Acoge, en cuanto a la forma,
el recurso de apelación interpuesto en fecha 17 de septiem-
bre de 1963 por el señor Alarme! Nicolás Solís (a) Tolento,
contra la Decisión número 1 del Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original de fecha 9 de septiembre de 1963, (Le-
í ada en relación con la Parcela número 8 del Distrito Ca-
tastral número 4 del Municipio de San Juan de la Maguana;
Segundo: Que debe declarar y declar, que el documento de
fecha 24 de enero de 1958 constituye un principio de prue-
ba por escrito; Tercero: Se revoca la decisión de fecha 9 de
septiembre de 1963 antes mencionada, y se ordena la cele-
bración de un nuevo juicio en relación con la Parcela nú-
mero 8 del Distrito Catastral número 4 del Municipio de
San Juan de la Maguana, designándose para efectuarlo al
Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, R e-

Bidente en San Juan de la Maguana Dr. Arturo Ramírez Fer-
nández, a quien deberá comunicarse esta Decisión y enviár-
sele el expediente";

Considerando, que el abogado del recurrente declaró
en audiencia que como momentos antes el abogado de la
parte adversa le había notificado un escrito de ampliación
de su memorial de defensa, él solicitaba un plazo para con-
trarreplica r ; pero,

Considerando que si bien es cierto que de acuerdo con
el artículo 15 in fine, de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, el recurrido puede notificar una ampliación a su
defensa en cualquier momento anterior a la audiencia, tal
derecho de hacer esa notificación de último momento, de-
be estar condicionado a que el recurrente haya notificado
previamente a su adversario, un escrito de ampliación; que,
como en la especie, el recurrente no había ampliado su me-
morial, el recurrido no podía notificar el mismo día de la
audiencia, tal ampliación, la cual, por esos motivos no de-
be ser tomada en cuenta; y en consecuencia no ha lugar a
conceder el plazo solicitado por el recurrente, puesto que,
de acuerdo con la solución anterior, se mantiene la igual-
dad de situación entre el recurrente y el recurrido;

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación
del artículo 136 de la Ley de Registro de Tierras.— Segun-
do Medio: Violación de los artículos 1325 y 1347 del Código
Civil._ Tercer Medio: Insuficiencia de motivos.— Cuarto
Medio Falta de base legal— Quinto Medio:: Violación del
artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras; Violación de
las reglas que rigen la competencia del Tribunal de Tie-
rras al conocer litis sobre terrenos registrados; Violación
del doble grado, exceso de poder y ultra petita.— Sexto
Medio: Exceso de Poder.

CtSCp .-(/110	 //lh 7?
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cipio de prueba por escrito. Cuarto: Se Revoca la Decisión
de fecha 9 de septiembre de 1963 antes mencionada, y se
Ordena la celebración de un nuevo uicio en relación con la
Parcela número 8 del Distrito Catastral número 4 del Mural:
cipio de San Juan de la Maguana, designándose para efec-
tuarlo al Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Origi.
nal Residente en San Juan de la Maguana Dr. Juan López, a
quien deberá comunicarse esta decisión y enviársele el expe-
diente"; c) que sobre el recurso de casación interpuesto
por Modesto de los Santos, la Suprema Corte de Justicia
dictó en fecha 7 de septiembre del 1966 una sentencia cuyo
dispositivo dice así: .`Por tales motivos, Primero: Casa la
entencia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras

en fecha 30 de octubre de 1964, en relación con la Parcela
No. 8 del Distrito Catastral No. 4 del Municipio, de San
Juan de la Maguana, cuyo dspositivo se copia en parte an-
terior del presente fallo, y envía el asunto por ante el mis-
mo Tribunal Superior de Tierras; Segundo: Condena al re-
currido al pago de las costas"; d) que el Tribunal Superior
de Tierras así apoderado del envío, dictó la sentencia aho-
ra impugnada en casación, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Que debe Acoger y Acoge, en cuanto a la fornw,
el recurso de apelación interpuesto en fecha 17 de septiem-
bre de 1963 por el señor Manue l: Nicolás Solís (a) Tolento,
contra la Decisión número 1 del Tribunal de Tierras de
Jurisdicción Original de fecha 9 de septiembre de 1963, d.
lada en relación con la Parcela número 8 del Distrito
tastral número 4 del Municipio de San Juan de la Maguana;
Segundo: Que debe declarar y declar, que el documento de
fecha 24 de enero de 1958 constituye un principio de prue-
ba por escrito; Tercero: Se revoca la decisión de fecha 9 de
septiembre de 1963 antes mencionada, y se ordena la cele-
bración de un nuevo juicio en relación con la Parcela nú

-mero 8 de12 Distrito Catastral número 4 del Municipio de
San Juan de la Maguana, designándose para efectuarlo al
Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, R e-

BOLETIN JUDICIAL	 5059

Bidente en San Juan de la Maguana Dr. Arturo Ramírez Fer-
nández, a quien deberá comunicarse esta Decisión y enviár-
sele el expediente";

Considerando, que el abogado del recurrente declaró
en audiencia que como momentos antes el abogado de la
parte adversa le había notificado un escrito de ampliación
de su memorial de defensa, él solicitaba un plazo para con-
trarreplicar ; pero,

Considerando que si bien es cierto que de acuerdo con
el artículo 15 in fine, de la Ley sobre Procedimiento de
Casación, el recurrido puede notificar una ampliación a su
defensa en cualquier momento anterior a la audiencia, tal
derecho de hacer esa notificación de último momento, de-
be estar condicionado a que el recurrente haya notificado
previamente a su adversario, un escrito de ampliación; que,
como en la especie, el recurrente no había ampliado su me-
morial, el recurrido no podía notificar el mismo día de la
audiencia, tal ampliación, la cual, por esos motivos no de-
be ser tomada en cuenta; y en consecuencia no ha lugar a
conceder el plazo solicitado por el recurrente, puesto que,
de acuerdo con la solución anterior, se mantiene la igual-
dad de situación entre el recurrente y el recurrido;

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Violación
del artículo 136 de la Ley de Registro de Tierras.— Segun-
do Medio: Violación de los artículos 1325 y 1347 del Código
Civil.— Tercer Medio: Insuficiencia de motivos.— Cuarto
Medio Falta de base legal— Quinto Medio:: Violación del
artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras; Violación de
las reglas que rigen la competencia del Tribunal de Tie-
rras al conocer litis sobre terrenos registrados; Violación
del doble grado, exceso de poder y ultra petita.— Sexto
Medio: Exceso de Poder.
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Considerando, que por el sexto medio de su memorial,
el cual se examina en primer término por tratarse de una
cuestión de competencia, el recurrente alega, en síntesis,
que el Tribunal Superior de Tierras procedió, "motu proprio,
y sin sujeción al procedimiento legal, a realizar verif icacio-
nes de escrituras, capacidad que sólo le es atribuída por el
artículo 7, reformado, de la Ley de Registro de Tierras, en
el saneamiento"; que, por tanto, tratándose de un terreno
registrado no sólo no tenía dicho Tribunal competencia
para ello, sino que incurrió en exceso de poder; que al de-
clarar, sin habérsele pedido, que el documento valía como
principio de prueba por escrito incurrió en el vicio de ultra
Mita; pero,

Considerando, que el examen del ex pediente muestra
que el terreno objeto del litigio no ha sido registrado en la
Oficina del Registrador de Títulos correspondiente; que si
bien en la sentencia de esta Suprema Corte de Justicia del 7
de septiembre del 1966, que ordenó el envío, se expresó que
el terreno estaba registrado, ello se debió al hecho de que
el recurrente lo alegó así y el recurrido no hizo ninguna
objeción a dicho alegato; que, además, se trataba en el caso
de una cuestión de hecho, como se dice más adelante; que,
en esas condiciones, el Tribunal a-quo, podía, como lo hizo,
admitir un principio de prueba por escrito, ya que éste só-
lo no está permitido cuando el terreno está registrado por
exigirlo así las disposiciones del artículo 189 de la Ley de
Registro de Tierras; que por tanto, el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que el recurrente alega en el cuerpo de
su memorial que la Suprema Corte de Justicia se ha m a

-nifestado en distintas ocasiones en el sentido de que los te-
rrenos deben considerarse registrados cuando ha interven i

-do la sentencia definitiva del saneamiento, aún cuando la
operación material del registro no se haya realizado; pero,
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Considerando, que si bien para los fines de la litis so-
bre derechos registrados, el terreno se considerará registra-
do, en cuanto a la afirmación del derecho de los adjudica-
tarios, desde que ha intervenido la sentencia final del sanea-
miento, aún cuando la operaciói material del registro no se
haya efectuado, esto no quiere decir que para la redacción
de los actos que realicen esos adjudicatarios rijan ya las
formalidades del artículo 189 de la Ley de Registro de Tie-
rras, pues esas formalidades están previstas específicamen-
te para el caso en que se haya efectuado materialmente el
registro, lo que en la especie no ha ocurrido; que, por tan-
to, el alegato del recurrente debe ser desestimado;

Considerando, que el recurrente alega, en síntesis, en
relación con el primer medio de casación propuesto, que en
la sentencia impugnada se ha violado el artículo 1325 del
Código Civil al haber atribuído efecto a un acto bajo firma
privada que carece de la formalidad del doble original; que
este alegato se presenta al examen aún reconociendo que
la Suprema Corte de Justicia tendrá que descartar la casa-
c:ón de la sentencia impugnada en razón de que el Tribunal
a-quo ha ejercido el derecho de rebelión, el cual está excluí-
do por la Ley de Registro de Tierras en caso de casación
de una sentencia del Tribunal Superior de Tierras; pero,

Considerando, que conforme al artículo 136 de la Ley
de Registro de Tierras en caso de casación con envío, el
Tribunal Superior de Tierras estará obligado, al fallar nue-
vamente el asunto, a atenerse a la disposición de la Supre-
ma Corte de Justicia, en los puntos de derecho que hubie-
ren sido objeto de casación; que en el caso no se trata de
tina cuestión de derecho que obligara a dichos jueces a ajus-
tar su fallo a lo dispuesto por la Suprema Corte en su sen-
tencia del 7 de septiembre del 1966, sino de un asunto de he-
cho, o sea, de establecer si respecto del inmueble en litigio
se había realizado o no la operación material del registro,

v-s4
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Considerando, que por el sexto medio de su memorial,
el cual se examina en primer término por tratarse de una
cuestión de competencia, el recurrente alega, en síntesis,
que el Tribunal Superior de Tierras procedió, "motu proprio,
y sin sujeción al procedimiento legal, a realizar verificacio-
nes de escrituras, capacidad que sólo le es atribuída por el
artículo 7, reformado, de la Ley de Registro de Tierras, en
el saneamiento"; que, por tanto, tratándose de un terreno
registrado no sólo no tenía dicho Tribunal competencia
para ello, sino que incurrió en exceso de poder; que al del,
clarar, sin habérsele pedido, que el documento valía como
principio de prueba por escrito incurrió en el vicio de ultra
petita; pero,

Considerando, que si bien para los fines de la litis so-
bre derechos registrados, el terreno se considerará registra-
do, en cuanto a la afirmación del derecho de los adjudica-
tarios, desde que ha intervenido la sentencia final del sanea-
miento, aún cuando la operaciói material del registro no se
haya efectuado, esto no quiere decir que para la redacción
de los actos que realicen esos adjudicatarios rijan ya las
formalidades del artículo 189 de la Ley de Registro de Tie-
rras, pues esas formalidades están previstas específicamen-
te para el caso en que se haya efectuado materialmente el
registro, lo que en la especie no ha ocurrido; que, por tan-
to, el alegato del recurrente debe ser desestimado;

Considerando, que el examen del ex pediente muestra
que el terreno objeto del litigio no ha sido registrado en lo
Oficina del Registrador de Títulos correspondiente; que si
bien en la sentencia de esta Suprema Corte de Justicia del
de septiembre del 1966, que ordenó el envío, se expresó que
el terreno estaba registrado, ello se debió al hecho de que
el recurrente lo alegó así y el recurrido no hizo ninguná'
objeción a dicho alegato; que, además, se trataba en el caso
de una cuestión de hecho, como se dice más adelante; que.
en esas condiciones, el Tribunal a-quo, podía, como lo hizo,
admitir un principio de prueba por escrito, ya que éste só-
lo no está permitido cuando el terreno está registrado por
exigirlo así las disposiciones del artículo 189 de la Ley de
Registro de Tierras; que por tanto, el medio que se examina
carece de fundamento y debe ser desestimado; •

Considerando que el recurrente alega en el cuerpo
su memorial que la Suprema Corte de Justicia se ha ma-
nifestado en distintas ocasiones en el sentido de que los te-.
rrenos deben considerarse registrados cuando ha interveni
do la sentencia definitiva del saneamiento, aún cuando la
operación material del registro no se haya realizado; pero;

Considerando. que el recurrente alega, en síntesis, en
relación con el primer medio de casación propuesto, que en
la sentencia impugnada se ha violado el artículo 1325 del
Código Civil al haber atribuído efecto a un acto bajo firma
privada que carece de la formalidad del doble original; que
este alegato se presenta al examen aún reconociendo que
la Suprema Corte de Justicia tendrá que descartar la casa-
c:ón de la sentencia impugnada en razón de que el Tribunal
a-quo ha ejercido el derecho de rebelión, el cual está excluí-
do por la Ley de Registro de Tierras en caso de casación
de una sentencia del Tribunal Superior de Tierras; pero,

Considerando, que conforme al artículo 136 de la Ley
de Registro de Tierras en caso de casación con envío, el
Tribunal Superior de Tierras estará obligado, al fallar nue-
vamente el asunto, a atenerse a la disposición de la Supre-
ma Corte de Justicia, en los puntos de derecho que hubie-
ren sido objeto de casación; que en el caso no se trata de
una cuestión de derecho que obligara a dichos jueces a ajus-
tar su fallo a lo dispuesto por la Suprema Corte en su sen-
tencia del 7 de septiembre del 1966, sino de un asunto de he-
(11 0. o sea, de establecer si respecto del inmueble en litigio
se había realizado o no la operación material del registro,
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por lo cual los jueces podían, como lo hicieron, decidir el
caso de modo distinto a como lo falló la Suprema Corte
de Justicia por dicha sentencia, sobre todo ante el hecho
constante de que respecto del terreno adjudicado por la
sentencia del Tribunal Superior de Tierras que operó el sa-
neamiento, no había sido expedido el Decreto de Registro y,
por tanto, dicho terreno no podía estar registrado, para los
fines de la aplicación del artículo 189 ya indicado;

Considerando, en cuanto a la violación del artículo 1325
del Código Civil, que si bien los jueces del fondo no tuvie-
ron en cuenta la irregularidad del acto de venta impugnado
consistente en que no se había cumplido con el registro del
doble original, exigido por esa disposición legal, dichos jue-
ces declararon en su sentencia que ese acto era ineficaz pa-
ra transferir por sí solo los derechos que en él aparecían
traspasados a Manuel Nicolás Solís, basándose en otras irre-
gularidades de que adolecía, auique estimaron que valía co-
mo principio de prueba por escrito, el cual puede consistir,
aún en una simple carta, o en cualquier documento que
emane de la parte contraria., y que haga el hecho verosímil.
lo que descarta toda idea de que pueda aplicarse a esos do-
cumentos el requisito del doble original exigido por el ar-
tículo 1325 del Código Civil; por todo lo cual el primer me-
dio del recurso carece de fundamento y debe ser desesti-
mado;

Considerando, que en el segundo y en el tercer medios,
reunidos, de su memorial el recurrente alega, en síntesis,
que en la sentencia impugnada se ha desconocido el artículo
289 de la Ley de Registro de Tierras al admitir un princi-
pio de prueba por escrito en relación con un terreno regis-
trado, lo que es improcedente, según ese texto legal; que,
asimismo, se ha violado el artículo 1347 del Código Civil;
pero,

Considerando, que lo precedentemente expuesto mues-
tra que este medio del memorial qe1 recurrente es una rei-
teración de lo expuesto en los otros medios que han sido ya
contestados; por lo cual debe ser también desestimado;

Considerando, que por los medios cuarto y quinto, re-
-Tinnidos, de su memorial, el recurrente alega, en síntesis, lo

siguiente: que a pesar de que sometió al Tribunal a-quo
uha certificación del acta de la audiencia penal celebrada
por la Corte de Apelación de San Juan de la Maguana, en
lá cual consta una confesión de su coitraparte, Manuel Ni-
colás Solís, que puede descartar la afirmación hecha en la
santencia impugnada de que el principio de prueba por es-
crito hacía verosímil el hecho alegado, en dicha sentencia
no se dan motivos al respecto, lo que coistituye no sólo una
falta de motivos, sino una falta de base legal;

Considerando, que en la sentencia impugnada consta
¡o siguiente: que "este Tribunal ha examinado las firmas
que el señor Modesto de los Santos admite como suyas y
que figuran en el cheque No. 1193 del 4 de febrero del año
1964 y en el acto bajo firma privada de fecha 5 del mes de
agosto del año 1963, que obra en el expediente; que también
ha examinado las firmas puestas por dicho señor de los San-
tos ante el Tribunal Superior de Tierras en la audiencia ce-
lebrada el día 12 del mes de marzo del año 1964 y ha com-
;robado comparando estas tres firmas con la que figura en
el recibo de fecha 24 del mes de enero del año 1958, que to-
das tienen los mismos rasgos y características, lo que evi-
dencia que los 4 escritos fueron firmados por el referido se-
ñor Modesto de los Santos; que en ese orden de ideas, es pre-
ciso admitir que el prealudido escrito de fecha 24 del mes de
enero del 1958, constituye uri principio de prueba por escrito,
puesto que se trata de un documento que emana del deman-
dado en la presente litis, que por su apariencia hace verosí-
mil el hecho alegado que por excepción a la regla del ar-
tículo 1341 del Código Civil, la existencia de un principio de
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada . leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

PO-
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prueba por escrito hace posible la admisión de las presun-
ciones y los testimonios para establecer el hecho que se
alega";

Considerando, que, sin embargo, el examen de la sen
tencia impugnada pone de manifiesto que tal como lo alega ,

1el recurrente, el Tribunal a-quo, no tuvo en cuenta al fallar ,'
el caso, el acta de la audiencia celebrada por la Corte de
Apelación dede Barahona el 14 de octubre del 1960, deposita-2,
da en el expediente, en la cual constan las declaraciones del
recurrido Manuel Nicolás Solís, prestadas en relación con
el referido documento, entre ellas la siguiente: "El niegll
la venta (se refiere a de los Santos). En vista de que Modes,
to niega haber vendido yo renuncio a discutir la propiedad
y acepto lo que dice el prevenido de que estoy ahí ocupandoli
eso en calidad de arrendatario"; que el examen de esa aetat
hubiera podido conducir, eventualmente, a los jueces dell
fondo, a fallar el caso de un modo distinto de como lo ill'i'
cieron; que en tales condiciones la sentencia impugnada ca-
rece de base legal en ese punto, y, en consecuencia debe ser .

f.
casada respecto del mismo;

Por tales motivos, Primero: Casa en el aspecto indica
do en los motivos de este fallo la sentencia del Tribunal Su-
perior de Tierras, dictada en fecha 1 ro. de agosto de 1968,: , /
en relación con la Parcela No. 8 del Distrito Catastrla No. 415
del Municipio de San Juan de la Maguana, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo, y envía el

asunto, así delimitado por ante el mismo Tribunal Superior
de Tierras: Segundo: Rechaza en sus demás aspectos dicho
recurso; Tercero: Compensa las costas entre las partes.

(Firmados:) Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chute
pani.— Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.—
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de La Vega, de féla

17 de abril de 1969

Materia: Criminal

Recurrente: Rafael Cruz, en la c. s. a Ramón Beato González

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henriquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 22 de octubre de 1969, años 126o.
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Cruz, parte civil constituida en la causa seguida contra Ra-
món Beato González, dominicano, mayor de edad, soltero
agricultor, cédula No. 16528, serie 48, domiciliado y reside n

-te en el paraje La Romana, sección de Sierra Prieta, Mu-
nicipio de Fantino, contra la sentencia dictada en atrib u

-ciones criminales por la Corte de Apelación de La Vega, en
fecha 17 de abril de 1969, cuyo dispositivo dice así: "Falla:

Primero: Declara nulas y sin ningún valor las actas de au-
diencias del Juzgado de Primera Instancia del Distri to J11-
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dicial de Sánchez Ramírez, correspondientes al 20 de sep-
tiembre de 1967, 10 de octubre de 1967, 3 de Noviembre
de 1967 y 16 de febrero de 1968, así como la sentencia de
ese mismo Tribunal, resultado de esas actas de audiencias,
de fecha 16 de febrero de 1968, del proceso criminal segui-

* do contra Ramón Beato González, i nculpado del crimen de
homicidio voluntario en perjuicio de Leoncio Cruz Evange-
lista, por vicio de forma, al consignar en dichas actas de au-
diencias las declaraciones de los testigos bajo el Juramento
prescrito para la materia correccional (Art. 155 del Código
de Procedimiento Criminal); Segundo: Avoca el fondo del
presente proceso, de conformidad con el artículo 215 del,
Código de Procedimiento Criminal, y al ordenar nuevamen-
te la instrucción de este proceso, lo reenvía para las au-
diencias públicas de los días 24 y 25 de julio de 1969, a las
nueve horas de la mañana, ordenando la conducencia por
parte del Magistrado Procurador General de esta Corte, de
los testigos no comparecientes, y citar al Dr. Sigfrido Alba
Domínguez; valiendo citación para los testigos Bruno Rosa-
rio, Andrés Evangelista y Ana Josefa Rodríguez, y la perso-
na civilmente responsable José Florencio, así como sus abo-
gados Lic. Noel Graciano, Dr. Elpidio Graciano y Dr. Ra-
món A. González Hardy; la parte civil constituida., Rafael
Cruz Metía y su ahogado Dr. Benavides de Jesús Nicasio
García; Tercero: Condena a la parte civil constituida. Ra-
fael Cruz Mejía, al pago  de las costas civiles y penales";

Oído al al guacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Víctor José Delgado P.. en renrecentación delDr. El pidio Graciano Corcino, cédula 21528. serie 47, abo-

gado del yrevenido, en la lectura de sus conclusiones:
Oírlo el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-nua, en fecha 17 de abril de 1969,
a requerimiento del Dr. Benavides de Jesús Nicasio García,
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i.	 •



Lb>

5068
	

I3OLETIN JUDICIAL

cédula No. 9449, serie 49, en representación del recurrente
en casación, acta en la cual no se expone ningún medio
terminado de casación;

Visto el escrito de fecha 8 de septiembre de 1969, fir;
mado por el abogado del acusado Ramón Beato González;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell.
berado y vistos los artículos 295 y 304 del Código Penal;
1, 34, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituida, o por la persona puesta en causa como
civilmente responsable, el depósito de un memorial con la
exposición de los medios en que se funda, será obligatorio,
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la de-
claración correspondiente;

Considerando que, al ser declarado el recurso de Ra-
fael Cruz, parte civil constituida contra el acusado Ramón
Beato, no fueron expuestos los motivos que servían de fun-
damento al mismo, ni ha sido presentado luego, hasta el día
de la audiencia, memorial alguno contentivo de los medios
en que se basa dicho recurso, el cual, en tales condiciones,
resulta nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, precedentemente citado;

Considerando que en el presente caso es de lugar admi-
tir la intervención voluntaria, en esta instancia, del acusa-
do Ramón Beato González, en virtud de las disposiciones
combinadas de los artículos 34 y 62 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Rafael Cruz, parte civil constit ui

-da, contra la sentencia dictada en atribuciones criminales
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por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 17 de abril
de 1969, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas, con distracción de las civiles en favor del Dr. El-
pidio Graciano Corcino, abogado del acusado, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
g. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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cédula No. 9449, serie 49, en representación del recurren
en casación, acta en la cual no se expone ningún medio d
terminado de casación;

Visto el escrito de fecha 8 de septiembre de 1969, fir-
mado por el abogado del acusado Ramón Beato González;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
berado y vistos los artículos 295 y 304 del Código Penal;
1, 34, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Lev
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
te civil constituída, o por la persona puesta en causa como
civilmente responsable, el depósito de un memorial con la
exposición de los medios en que se funda, será obligatorio,
a pena de nulidad, si no se ha motivado el recurso en la de-
claración correspondiente;

Considerando que, al ser declarado el recurso de Ra-
fael Cruz, parte civil constituída contra el acusado Ramón
Beato, no fueron expuestos los motivos que servían de fun-
damento al mismo, ni ha sido presentado luego, hasta el día
de la audiencia, memorial alguno contentivo de los medios
en que se basa dicho recurso, el cual, en tales condiciones,
resulta nulo al tenor del artículo 37 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación, precedentemente citado;

Considerando que en el presente caso es de lugar admi-
tir la intervención voluntaria, en esta instancia, del acusa-
do Ramón Beato González, en virtud de las disposiciones
combinadas de los artículos 34 y 62 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por Rafael Cruz, parte civil constit ui

-da, contra la sentencia dictada en atribuciones criminales

por la Corte de Apelación de La Vega, en fecha 17 de abril
de 1969, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las
costas, con distracción de las civiles en favor del Dr. El-
pidio Graciano Corcino, abogado del acusado, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Juzgado de lra. Instancia del D. J. de in-
dependencia de fecha 7 de agosto de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Lupercio Novas Florián

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes
de octubre de 1969. años 126o. de la Independencia y 107o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lupercio
Novas Florián, dominicano, mayor de edad, agricultor, sol-
tero, domiciliado y residente en Boca de Cachón, Municipio
de Jimaní, Provincia Independencia, cédula No. 301, serie
77, contra la sentencia correccional, dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de la Provincia
Independencia en fecha 7 de agosto de 1968, cuyo disposi ti

-vo dice así: "Falla: Primero: Que debe Declarar y Declara.
regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de ape-

!ación interpuesto por el nombrado Lupercio Novas, de ge-

nerales anotadas, contra sentencia correccional No. 51 de
fecha 11 del mes de Junio del cursante año 1968, dictada
por el Juzgado de Paz de este Municipio, cuyo dispositivo
dice como se expresa a continuación: "Falla: Primero: que
debe Pronunciar y Pronuncia, el defecto contra el nombra-
do Lupercio Novas, por no haber comparecido a la audien-
cia de este día, no obstante haber sido legalmente citado;
segundo: Declarar y Declara, al nombrado Lupercio Novas,
de generales anotadas, culpable de violar la Ley No. 2402,
en perjuicio de un hijo menor, procreado con la señora
Bienvenida Florián; Tercero: Condenar y Condena, al pre-
venido Lupercio Novas, a sufrir la pena de Dos Años de
Prisión Correccional; Cuarto: Asignar y Asigna, en la suma
de RD$7.00 (Siete Pesos Oro) la pensión alimenticia men-
sual que deberá pasarle a la madre querellante, señora
Bienvenida Florián, a partir de la fecha de la presente que-
rella, para la manutención del referido menor; Quinto: Pro-
nunciar y Pronuncia, la ejecución provisional de la presen-
te sentencia, no obstante cualquier recurso ;y Sexto: Conde-
nar y Condena, además, al prevenido Lupercio Novas, al pa-
go de las costas procedimentales, por haber sido hecho en
tiempo hábil y mediante el cumplimiento de las formalida-
des legales; Segundo: Modificar y Modifica, la sentencia re-
currida, únicamente en el sentido de reducir la pensión ali-
menticia mensual de RD$7.00 (Siete Pesos Oro), asignada
al recurrente Lupercio Novas, por el Juzgado de Paz a-quo,
a la suma de Cinco Pesos Oro (RD$5.00); Tercero: Confir-
mar y Confirma, en sus demás aspectos la sentencia ape-
lada; y Cuarto: Condenar y Condena, además, al recurren-
te Lupercio Novas, al Drago de las costas de esta alzada";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Juzgado a-quo, a requerimiento del recurren-
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Juzgado de lra. Instancia del D. J. de in.
dependencia de fecha 7 de agosto de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Lupercio Novas Florián

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de J
ticia, regularmente constituída por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 del mes
de octubre de 1969, años 126o. de la Independencia y 107o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Lupercio
Novas Florián, dominicano, mayor de edad, agricultor, sol-
tero, domiciliado y residente en Boca de Cachón, Municipio
de Jimaní, Provincia Independencia, cédula No. 301, serie
77, contra la sentencia correccional, dictada por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de la Provincia
Independencia en fecha 7 de agosto de 1968, cuyo disposi ti

-vo dice así: "Falla: Primero: Que debe Declarar y Declara.
regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de ap e

-lación interpuesto por el nombrado Lupercio Novas, de ge"

florales anotadas, contra sentencia correccional No. 51 de
fecha 11 del mes de Junio del cursante año 1968, dictada
por el Juzgado de Paz de este Municipio, cuyo dispositivo
dice como se expresa a continuación: "Falla: Primero: que
debe Pronunciar y Pronuncia, el defecto contra el nombra-
do Lupercio Novas, por no haber comparecido a la audien-
cia de este día, no obstante haber sido legalmente citado;
Segundo: Declarar y Declara, al nombrado Lupercio Novas,
de generales anotadas, culpable de violar la Ley No. 2402,
en perjuicio de un hijo menor, procreado con la señora
Bienvenida Florián; Tercero: Condenar y Condena, al pre-
venido Lupercio Novas, a sufrir la pena de Dos Años de
Prisión Correccional; Cuarto: Asignar y Asigna, en la suma
de RD$7.00 (Siete Pesos Oro) la pensión alimenticia men-
sual que deberá pasarle a la madre querellante, señora
Bienvenida Florián, a partir de la fecha de la presente que-
rella, para la manutención del referido menor; Quinto: Pro-
nunciar y Pronuncia, la ejecución provisional de la presen-
te sentencia, no obstante cualquier recurso ;y Sexto: Conde-
nar y Condena, además, al prevenido Lupercio Novas, al pa-
go de las costas procedimentales, por haber sido hecho en
tiempo hábil y mediante el cumplimiento de las formalida-
des legales; Segundo: Modificar y Modifica, la sentencia re-
currida, únicamente en el sentido de reducir la pensión ali-
menticia mensual de RD$7.00 (Siete Pesos Oro), asignada
al recurrente Lupercio Novas, por el Juzgado de Paz a-quo,
a la suma de Cinco Pesos Oro (RD$5.00); Tercero: Confir-
mar y Confirma, en sus demás aspectos la sentencia ape-
lada; y Cuarto: Condenar y Condena, además, al recurren-
te Lupercio Novas, al pego de las costas de esta alzada";

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría del Juzgado a-quo, a requerimiento del recurren-
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te, en dicha fecha 7 de agosto de 1968, en la cual no se in_
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell..
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de
1950, y 1 , 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Que los condenados a una
pena que exceda de seis meses de Prisión Correccional, no
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos o en
libertad provisional bajo fianza"; que, a su vez, los artícu-
los 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 1950 disponen: Artículo 7:
"Cuando un individuo haya sido condenado por virtud de
esa Ley, puede hacer suspender los efectos de su condena
en cualquier momento, sometiéndose a cumplir sus debe-
res como padre, conforme a lo que dispone el artículo 8:
"Para hacer cesar los efectos de la sentencia condenatoria,
el padre condenado hará petición formal al Procurador Fis-
cal del Tribunal, o al Procurador General de la Corte de

Apelación que haya dictado la sentencia, expresando en di-
cha petición el compromiso de cumplir sus obligaciones des-
de que sea excarcelado";

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o que
haya hecho el compromiso necesario para obtener la sus-
pensión de la ejecución de la pena, en la forma establecida
en los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1950; que, por tan-
to, el presente recurso de casación no puede ser admitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Lupercio Novas Floirán,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de la Provincia Independencia,

en sus atribuciones correccionales y en grado de apelación,
de fecha 7 de agosto de 1968, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas.

ti& (Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pa/1j.— Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.lo

1._
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te, en dicha fecha 7 de agosto de 1968, en la cual no se in_
voca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402 de
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca..
sación;

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación dispone: "Que los condenados a una
pena que exceda de seis meses de Prisión Correccional, no
podrán recurrir en casación, si no estuvieren presos o en
libertad provisional bajo fianza"; que, a su vez, los artícu-
los 7 y 8 de la Ley No. 2402 de 1950 disponen: Artículo 7:
"Cuando un individuo haya sido condenado por virtud de
esa Ley, puede hacer suspender los efectos de su condena
en cualquier momento, sometiéndose a cumplir sus debe-
res como padre, conforme a lo que dispone el artículo 8:
"Para hacer cesar los efectos de la sentencia condenatoria,
el padre condenado hará petición formal al Procurador Fis-
cal del Tribunal, o al Procurador General de la Corte de
Apelación que haya dictado la sentencia, expresando en di-
cha petición el compromiso de cumplir sus obligaciones des-
de que sea excarcelado";

Considerando que el recurrente fue condenado a la pe-
na de dos años de prisión correccional; que no se ha esta-
blecido que dicho recurrente esté en prisión, ni tampoco que
haya obtenido su libertad provisional bajo fianza, o que
haya hecho el compromiso necesario para obtener la sus-
pensión de la ejecución de la pena, en la forma establecida
en los artículos 7 y 8 de la Ley 2402 de 1930; que, por tan-
to, el presente recurso de casación no puede ser admitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-curso de casación interpuesto por Lupercio Novas Floirán,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de la Provincia Independencia,
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en sus atribuciones correccionales y en grado de apelación,
de fecha 7 de agosto de 1968, cuyo dispositivo ha sido co-
piado en parte anterior del presente fallo; y, Segundo: Con-
dena al recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henriquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani .— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras•—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Cu-
riel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia púbica del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.1
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Segunda Cámara Penal del D. N., de fecha
13 de agosto de 1968, y Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 9 de diciembre de 1968

Materia: Penal

Recurrente: Luis Gonzalo de los Santos y compartes y Félix Ru-
bén Nicolás R.

Abogado: Dr. Fabio F. Vásquez Cabral, Dres. Juan Pablo Espinosa
y Santiago A. Rodríguez

.411

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Maiuel D.
Bergés Chupani. Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de octu-
bre del año 1969, años 126o. de la Independencia y 107o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis

Gonzalo de los Santos, Josefina Lazala, Luz Bobadilla Vda.
Lazala, Napoleón Báez y Ana Luisa de Báez, dominicanos.
mayores de edad, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Segunda Cámara Penal del

Distrito Nacional, en fecha 13 de agosto de 1968, cuyo dis-
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positivo se copia más adelante, y sobre el recurso interpues-
to por Félix Rubén Nicolás Risi, dominicano, mayor de
edad, empleado privado, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo en fecha 9 de diciembre de 1968, cuyo dis-
positivo se copia más adelante:

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación interpuesto por
Gonzalo de los Santos, Josefina Lazala, Luz Bobadilla Vda.
Lazala, Napoleón Báez y Ana Luisa de Báez, levantada en
la Secretaría de la Segunda Cámara Penal del Distrito Na-
cional, el día 21 de agosto de 1968, a requerimiento de los
Doctores Fabio F. Vásquez Cabral, Juan Pablo Espinosa
y Santiago Rodríguez Lazala, en representación de los re-
currentes, en la cual no se invoca ningún medio determina-
do de casación;

Vista el acta del recurso interpuesto por Félix Rubén
Nicolás Risi, levantada en la Secretaría de la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo en fecha 10 de diciembre de 1968,
a requerimiento del Dr. Vicente Pérez Perdomo, en repre-
sentación del recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el escrito del 7 de julio de 1969, firmado por el
Dr. Fabio F. Vásquez Cabral, en representación del preve-
nido Luis Gonzalo de los Santos, también constituido en
parte civil, en el cual se invoca lo que luego se indica;

Visto el escrito de fecha 9 de septiembre de 1969, fir-
mado por los abogados Juan Pablo Espinosa y Santiago A.
Rodríguez Lazala, en representación de Josefina Lazala, Luz
Bobadilla Vda. Lazala, Napoleón Báez y Ana Luisa de Báez,
en el cual se invocan los medios que luego se indican;

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana



Itecurrent: Luis Gonzalo de los Santos y compartes y Félix
bén Nicolás R.

Abogado: Dr. Fabio F. Vásquez Cabral, Dres. Juan Pablo Esp
y Santiago A. Rodríguez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche II., Segundo Sustituto de Presidente; Maiuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Joaquín M. Alvarez

Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 22 de octu-
bre del año 1969, años 126o. de la Independencia y 107o.
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como corte
de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis
Gonzalo de los Santos, Josefina Lazala, Luz Bobadilla Vda.
Lazala, Napoleón Báez y Ana Luisa de Báez, dominicanos,
mayores de edad, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Segunda Cámara Penal del
Distrito Nacional, en fecha 13 de agosto de 1968, cuyo dis"
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia imptig-ruula: Segunda Cámara Penal del D. N . , de fecha
13 de agosto de 1968, y Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 9 de diciembre de 1968

Materia: Penal

positivo se copia más adelante, y sobre el recurso interpues-
to por Félix Rubén Nicolás Risi, dominicano, mayor de
edad, empleado privado, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo en fecha 9 de d i ciembre de 1968, cuyo dis-
positivo se copia más adelante:

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

el actaVista	 ta del recurso de casación interpuesto por
Gonzalo de los Santos, Josefina Lazala, Luz Bobadilla Vda.
Lazala, Napoleón Báez y Ana Luisa de Báez, levantada en
la Secretaría de la Segunda Cámara Penal del Distrito Na-
cional, el día 21 de agosto de 1968, a requerimiento de los
Doctores Fabio F. Vásquez Cabral, Juan Pablo Espinosa
y Santiago Rodríguez Lazala, en representación de los re-
currentes, en la cual no se invoca ningún medio determina-
do de casación;

Vista el acta del recurso interpuesto por Félix Rubén
Nicolás Risi, levantada en la Secretaría de la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo en fecha 10 de diciembre de 1968,
a requerimiento del Dr. Vicente Pérez Perdomo, en repre-
sentación del recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación;

Visto el escrito del 7 de julio de 1969, firmado por el
Dr. Fabio F. Vásquez Cabral, en representación del preve-
nido Luis Gonzalo de los Santos, también constituido en
parte civil, en el cual se invoca lo que luego se indica;

Visto el escrito de fecha 9 de septiembre de 1969, fir-
mado por los abogados Juan Pablo Espinosa y Santiago A.
Rodríguez Lazala, en representación de Josefina Lazala, Luz
Bobadilla Vda. Lazala, Napoleón Báez y Ana Luisa de Báez,
e n el cual se invocan los medios que luego se indican;
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Visto el, auto dictado en fecha 21 de octubre del co..
rriente año 1969, por el Magistrado Presidente de la Supre.
ma Corte de Justicia, por medio del cual llama a los Ma-
gistrados Manuel D. Borges Chupani y Juan Bautista Rojas
Almánzar, Jueces de este Tribunal, para integrar la Supre.
ma Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso
de casación de que se trata, de conformidad con las leyes
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de las leyes Nos.
5771 de 1961, 241 de 1967 y 313 y 342 de 1968; 192 del
Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
13 de agosto de 1968, la Segunda Cámara Penal del Distrito
Nacional, apoderada por el Ministerio Público, dictó en sus
atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara al nombrado
Luis Gonzalo de los Santos, de generales anotadas, culpa-
ble de violar el inciso e) del art. 1ro. de la Ley 5771, sobre
accidentes producidos con vehículos de motor y los artícu-
los 5 y 105 de la Ley 4809, sobre Tránsito de vehículos,
en perjuicio de la Dra. Josefina L. de Bello y su hija menor
Janet Mercedes Martínez Lazala, Luz Babadilla Vda. Laza-
la, Napoleón Báez y Ana Luisa de Báez, padres de la me-
nor Ana Mercedes Báez Lazala y en consecueicia lo conde-
na a sufrir Un Año de Prisión correccional y al pago de una
multa de RD$100.00 (Cien Pesos), así como al pago de las
costas penales del proceso; SEGUNDO: Declara al nombr a

-do Félix Rubén Nicolás Risi, no culpable de violar las le-
yes 5771 y 4809 en perjuicio de Luis Gonzalo de los Santos,
Dra. Josefina L. de Bello, y de su hija la menor Janet Mer-
cedes Martínez Lazala, Luz Bobadilla Vda. Lazana, Napo-
león Báez y Ana Luisa Lazala de Báez padres de la menor
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\na M. Báez Lazala y en consecuencia lo descarga por no
haberlo cometido; TERCERO: Declara regular y válida en
cuaito a la forma, la constitución en parte civil formulada
en audiencia por la Dra. Josefina L. de Bello por sí y por
su hija menor Janet Mercedes Martínez Lazala, padres de
la menor Ana Mercedes Báez Lazala y Luis Gonzalo de los
Santos, en contra del Sr. Félix Rubén Nicolás Risi, La
E. León Jimenes, C. por A., Compañía con asiento princi-
pal en la ciudad de Santiago de los Caballeros y sucursal
abierta en el Centro de los Héroes de esta ciudad, y de la
Cía. de Seguros Hanover Insurance Co. radicada en la ca-
sa No. 104 de la calle El Conde de esta ciudad por órgano
de sus abogados constituidos Dres. Juan Pablo Espinosa,
Santiago A. Rodríguez L., y Fabio Tomás Vásquez Cabral,
por haber sido hecha conforme al art. 3 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; CUARTO: En cuanto al fondo, recha-
za la constitución en parte civil formulada en audiencia
por la Dra. Josefina Lazala de Bello, por sí y por su hija
menor Janet Mercedes Martínez de Lazala, padres de la
menor Ana Mercedes Lazala y Luis Gonzalo de los Santos,
en contra del Sr. Félix Rubén Nicolás Risi, la E. León Ji-
menes C. por A. y la Hanover Insurance Co. por órgano
de sus abogados constituidos, por improcedente y mal fun-
dada; QUINTO: Condena a los Sres. Luis Gonzalo de los
Santos, Dra. Josefina Lazala de Bello, Napoleón Báez, Ana
Luisa Lazala de Báez, Luz Bobadilla Vda. Lazala, al pago
de las costas civiles. con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Vicente Pérez Perdomo y Servio Pérez
Perdomo, quienes afirman halarlas avanzado en su mayor
Parte; SEXTO: Declara las costas penales de oficio en cuan-
to respecta al Sr. Félix Rubén Nicolás Risi"; b) que el día
14 de agosto de 1968. el Procurador Fiscal apeló de esa
sentencia: c) que en fecha 21 de agosto de 1968, los recu-
rrentes de Los Santos, Lazala v Báez, antes indicados, in-
terpusieron el presente recurso de casación, contra la indi-
cada sentencia; d) que en fecha 10 de septiembre de 1968.
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Visto el, auto dictado en fecha 21 de octubre del
rriente año 1969, por el Magistrado Presidente de la Supre.
ma Corte de Justicia, por medio del cual llama a los Ma-
gistrados Manuel D. Bergés Chupani y Juan Bautista Rujas
Almánzar, Jueces de este Tribunal, para integrar la Supre.
ma Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso
de casación de que se trata, de conformidad con las leyes
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes de las leyes Nos.
5771 de 1961, 241 de 1967 y 313 y 342 de 1968; 192 del
Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
í3 de agosto de 1968, la Segunda Cámara Penal del Distrito
Nacional, apoderada por el Ministerio Público, dictó en sus
atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara al nombrado
Luis Gonzalo de los Santos, de generales anotadas, culpa-
ble de violar el inciso c) del art. lro. de la Ley 5771, sobre
accidentes producidos con vehículos de motor y los artícu-
los 5 y 105 de la Ley 4809, sobre Tránsito de vehículos,
en perjuicio de la Dra. Josefina L. de Bello y su hija menor
Janet Mercedes Martínez Lazala, Luz Babadilla Vda. Laza-
la, Napoleón Báez y Ana Luisa de Báez, padres de la me-
nor Ana Mercedes Báez Lazala y en consecueicia lo conde-
na a sufrir Un Año de Prisión correccional y al pago de una
multa de RD$100.00 (Cien Pesos), así como al pago de las
costas penales del proceso; SEGUNDO: Declara al nombra-
do Félix Rubén Nicolás Risi, no culpable de violar las le-

yes 5771 y 4809 en perjuicio de Luis Gonzalo de los Santos,
Dra. Josefina L. de Bello, y de su hija la menor Janet Mer-
cedes Martínez Lazala, Luz Bobadilla Vda. Lazana, Napo-
león Báez y Ana Luisa Lazala de Báez padres de la menor

Ana M. Báez Lazala y en consecuencia lo descarga por no
caberlo cometido; TERCERO: Declara regular y válida en
cuan() a la forma, la constitución en parte civil formulada
en audiencia por la Dra. Josefina L. de Bello por sí y por
su hija menor Janet Mercedes Martínez Lazala, padres de
la menor Ana Mercedes Báez Lazala y Luis Gonzalo de los
Santos, en contra del Sr. Félix Rubén Nicolás Risi, La
E. León Jimenes, C. por A., Compañía con asiento princi-
pal en la ciudad de Santiago de los Caballeros y sucursal
abierta en el Centro de los Héroes de esta ciudad, y de la
Cía. de Seguros Hanover Insurance Co. radicada en la ca-
sa No. 104 de la calle El Conde de esta ciudad por órgano
de sus abogados constituidos Dres. Juan Pablo Espinosa,
Santiago A. Rodríguez L., y Fabio Tomás Vásquez Cabral,
por haber sido hecha conforme al art. 3 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; CUARTO: En cuanto al fondo, recha-
za la constitución en parte civil formulada en audiencia
por la Dra. Josefina Lazala de Bello, por sí y por su hija
menor Janet Mercedes Martínez de Lazala, padres de la
menor Ana Mercedes Lazala y Luis Gonzalo de los Santos,
en contra del Sr. Félix Rubén Nicolás Risi, la E. León Ji-
menes C. por A. y la Hanover Insurance Co. por órgano
de sus abogados constituidos, por improcedente y mal fun-
dada; QUINTO: Condena a los Sres. Luis Gonzalo de los
Santos, Dra. Josefina Lazala de Bello, Napoleón Báez, Ana
Luisa Lazala de Báez, Luz Bobadilla Vda. Lazala, al pago
de las costas civiles, con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Vicente Pérez Perdomo y Servio Pérez
Perdomo. quienes afirman halá.erlas avanzado en su mayor
Parte; SEXTO: Declara las costas penales de oficio en cuan-
to respecta al Sr. Félix Rubén Nicolás Risi"; b) que el día
14 de agosto de 1968. .el Procurador Fiscal apeló de esa
sentencia; e) que en fecha 21 de agosto de 1968, los recu-
rrentes de Los Santos, Lazala y Báez, antes indicados. in-
terpusieron el presente recurso de casación, contra la indi-
cada sentencia; d) que en fecha 10 de septiembre de 1968.
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Luis Gonzalo de los Santos apeló también de la sentencia
del 13 de agosto de 1968, ya señalada; e) que en fecha 9
de diciembre de 1968, la Corte de Apelación de Santo Do_
mingo, apoderada de los recursos de alzada antes indicados,
dictó la sentencia ahora impugnada en casación por Nico-
lás Risi, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME_
RO: Reenvía el conocimiento de la causa seguida contra
Luis Gonzalo de los Santos y Félix Rubén Nicolás Risi, pre-
venidos de violación a las leyes 5771 y 4809, hasta tanto la
Suprema Corte de Justicia decida sobre el incidente de que
está apoderada con relación a la ley sobre accidente del
trabajo; y SEGUNDO: Reserva las costas";

En cuarr:a al recurso contra la sentencia
del 13 de agosto de 1968 de la Segunda Cámara Penal del

Distrito Nacional

Considerando que el recurrente Luis Gonzalo de los
Santos, parte civil constituida, alega, en síntesis, en su me-
morial de casación, lo siguiente: a) que el culpable del acci-
dente fue el coprevenido Félix Rubén Nicolás Risi, quien
corría a exceso de ve'ocidad como se comprueba según el
recurrente, por el hecho de que el vehículo de Nicolás que-
dó sobre la acera de la calle César Nicolás Penson, hecho
revelado en una foto grafía depositada en el expediente; b)
que por otra parte, dicho recurrente propone que se le dé
oportunidad de recurrir en apelación como parte civil cons-
t i tuida, tomando en cuenta que la ley 342 de 1968 suprimió
la ley 313 de ese mismo año que le había dado competen-
cia a los Juzgados de Paz para conocer de las violaciones a
la ley 241 de 1967 sobre Tránsito de Vehículos;

Considerando que aún cuando Luiz Gonzalo de los San-
tos se limita a impugnar la sentencia en su calidad de parte
civil constituída. como él es también prevenido, la Suprema
Corte de Justicia va a proceder a examinar el caso tanto

desde el punto de vista civil como en el aspecto penal, por
las razones que se expondrán más adelante;

Considerando que en la especie, son hechos constantes,
los siguientes: a) que el accidente automovilístico ocurrió
el 5 de marzo de 1967, y en él resultaron varias personas
con heridas que curaron después de 20 días; b) que la ley
vigente para esa fecha, era la No. 5771 de 1961, que atri-
buía competencia para conocer de ese caso a los Juzgados
de Primera Instancia, como tribunales de primer grado; c)
que el 28 de diciembre de 1967, se dictó la ley 241 sobre
Tránsito de Vehículos, que derogó y sustituyó, entre otras
leyes, la ley 5771 de 1961, aunque mantuvo la competencia
de los Juzgados de Primera Instancia para conocer de los
golpes por imprudencia causados por vehículos de motor
que hayan producido lesiones que curen después de 10 días;
d) que en fecha 6 de junio de 1968 se dictó la ley 313 que
atribuyó competencia a los Juzgados de Paz para conocer
de las violaciones a la ley 241 de 1967, "sin limitación de
ninguna especie"; e) que en fecha 26 de agosto de 1968,
se dictó la ley 342 que suprimió la última parte del artícu-
lo 3 de la indicada ley 313 que atribuía competencia a los
Juzgados de Paz, "sin limitación de ninguna especie", a fin
de que volviera a regir la competencia establecida en la ley
241; f) que la ley 313 entró en vigencia en la ciudad de San-
to Domingo el día 7 de junio de 1968 y rigió hasta el 28 de
agosto de 1968; g) que cuando la Segunda Cámara Penal
del Distrito Nacional, en fecha 8 de julio de 1968, conoció
de la causa, y cuando. el 13 de agosto de ese mismo año,
falló el fondo del asunto, la ley que estaba vigente era la
313 de 1968, oue atribuía competencia para conocer de ese
hecho, en primera instancia, al Juzgado de Paz; hl que ni
el Ministerio Público. ni los prevenidos, ni las personas
constituidas en parte civil, pidieron al Juez de la Cámara Pe-
nal la declinatoria del asunto por tratarse de un hecho de
la competencia del Juzgado de Paz, como Tribunal de pri-
mer grado;
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desde el punto de vista civil como en el aspecto penal, por
las razones que se expondrán más adelante;

Considerando que en la especie, son hechos constantes,
los siguientes: a) que el accidente automovilístico ocurrió
el 5 de marzo de 1967, y en él resultaron varias personas
con heridas que curaron después de 20 días; b) que la ley
vigente para esa fecha, era la No. 5771 de 1961, que atri-
buía competencia para conocer de ese caso a los Juzgados
de Primera Instancia, corno tribunales de primer grado; c)
que el 28 de diciembre de 1967, se dictó la ley 241 sobre
Tránsito de Vehículos, que derogó y sustituyó, entre otras
leyes, la ley 5771 de 1961, aunque mantuvo la competencia
de los Juzgados de Primera Instancia para conocer de los
golpes por imprudencia causados por vehículos de motor
que hayan producido lesiones que curen después de 10 días;
d) que en fecha 6 de junio de 1968 se dictó la ley 313 que
atribuyó competencia a los Juzgados de Paz para conocer
de las violaciones a la ley 241 de 1967, "sin limitación de
ninguna especie"; e) que en fecha 26 de agosto de 1968,
se dictó la ley 342 que suprimió la última parte del artícu-
lo 3 de la indicada ley 313 que atribuía competencia a los
Juzgados de Paz, "sin limitación de ninguna especie", a fin
de que volviera a regir la competencia establecida en la ley
241; f) que la ley 313 entró en vigencia en la ciudad de San-
to Domingo el día 7 de junio de 1968 y rigió hasta el 28 de
agosto de 1968; g) que cuando la Segunda Cámara Penal
del Distrito Nacional, en fecha 8 de julio de 1968, conoció
de la causa. y cuando, el 13 de agosto de ese mismo año,
falló el fondo del asunto, la ley que estaba vigente era la
313 de 1968, nue atribuía competencia para conocer de ese
hecho, en primera instancia, al Juzgado de Paz; hl que ni
el Ministerio Público. ni los prevenidos, ni las personas
constituídas en parte civil, pidieron al Juez de la Cámara Pe-
nal la declinatoria del asunto por tratarse de un hecho de
la competencia del Juzgado de Paz, como Tribunal de pri-
mer grado;

Luis Gonzalo de los Santos apeló también de la sentenci„
del 13 de agosto de 1968, ya señalada; e) que en fecha 9
de diciembre de 1968, la Corte de Apelación de Santo Do. 1
mingo, apoderada de los recursos de alzada antes indicados,
dictó la sentencia ahora impugnada en casación por Nico-
lás Risi, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIME-
RO: Reenvía el conocimiento de la causa seguida contra
Luis Gonzalo de los Santos y Félix Rubén Nicolás Risi, pre-
venidos de violación a las leyes 5771 y 4809, hasta tanto la
Suprema Corte de Justicia decida sobre el incidente de que
está apoderada con relación a la ley sobre accidente del
trabajo; y SEGUNDO: Reserva las costas";

En cuan-:,a al recurso contra la sentencia
del 13 de agosto de 1968 de la Segunda Cámara Penal del

Distrito Nacional

Considerando que el recurrente Luis Gonzalo de los
Santos, parte civil constituida, alega, en síntesis, en su me-
morial de casación, lo siguiente: a) que el culpable del acci-
dente fue el coprevenido Félix Rubén Nicolás Risi, quien
corría a exceso de ve'ocidad como se comprueba según el
recurrente, por el hecho de que el vehículo de Nicolás que-
dó sobre la acera de la calle César Nicolás Penson, hecho
revelado en una foto grafía depositada en el expediente; b)
que por otra parte, dicho recurrente propone que se le dé
oportunidad de recurrir en apelación como parte civil cons-
t i tuida, tomando en cuenta que la ley 342 de 1968 suprimió
la ley 313 de ese mismo año que le había dado competen-
cia a los Juzgados de Paz para conocer de las violaciones a
la ley 241 de 1967 sobre Tránsito de Vehículos;

Considerando que aún cuando Luiz Gonzalo de los San-
tos se limita a impugnar la sentencia en su calidad de parte
civil constituída. como él es también prevenido, la Suprema
Corte de Justicia va a proceder a examinar el caso tanto
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Considerando que de conformidad con la regla consa-
grada en el artículo 192 del Código de Procedimiento Cri.-
minal, si el hecho constituye una contravención de simple
policía, o una infracción de la competencia excepcional de
los Juzgados de Paz, y si el Ministerio Público, la parte ci-
vil o el inculpado no hubieren pedido la declinatoria, el
tribunal aplicará la pena y fallará. cuando hubiere lugar, so_
bre los daños y perjuicios. En este caso su sentencia será
en último recurso;

Considerando que como ya se ha dicho, ninguna de las
partes pidió la declinatoria, es claro que la sentencia del 13
de agosto de 1968 pronunciada por dicha Cámara, fue en
primera y última instancia; que, por tanto, el recurso abier-
to para impugnarla era el de casación, tal como lo han en-
tendido las personas constituidas en parte civil, como el
prevenido condenado Luis Gonzalo de los Santos, por lo
cual, procede examinar los agravios formulados por dichos
recurrentes contra la referida sentencia;

Considerando que los recurrentes Josefina Lazala, Luz

Bobadilla Vda. Lazala, Napoleón Báez y Ana Luisa de Báez.
invocan en su memorial de casación, los siguientes medios:
a) Desnaturalización de los hechos y documentos de la cau-
sa; b) Violación de la ley 241, sobre Tránsito de Vehículos,
en su artículo 49; c) Falta de base legal; 	 'AV

Considerando que en sus tres medios de casación re-
unidos, los recurrentes Lazala y Báez alegan en síntesis, lo
siguiente: a) que el culpable del accidente no fue Luis Gon-
zalo de los Santos, sino Félix Rubén Nicolás Risi, quien
corría a exceso de velocidad por la calle César Nicolás Pen-
son de esta ciudad; b) que el exceso de velocidad fue de-
mostrado por el hecho de que el vehículo de De los Santos
queó "casi en el centro derecho" de la calle, el automóvil
de Nicolás subido sobre la acera derecha de la calle César
Nicolás Penson; que las personas que viajaban en el vehicu-

lo de De los Santos salieron del mismo al abrirse las puer-
tas por el choque; que todos esos señalamientos están co-
rroborados por las fotografías que reposan en el expedien-
te; c) que el Juez a-quo no apreció los referidos hechos ni
los documentos de la causa, pues si los hubiera ponderado
otro hubiese sido el resultado; que, en esas condiciones,
'sostienen los indicados recurrentes, que el fallo impugnado
debe ser casado por los vicios y violaciones denunciados;
pero,

Considerando que la Cámara a-qua mediante la pon-
deración de los elementos de juicio aportados al debate dió
por establecidos los siguientes hechos: a) que el día 5 de
marzo de 1967, siendo !as 3:50 p. m. el carro placa privada
No. 13510, asegurado en la Cía. de Seguros Hanover In-
surance Co., propiedad de E. León Jimenes C. por A., con-
ducido por el co-prevenido Félix Rubén Nicolás Risi, tran-
sitaba en dirección de E a O. por la calle César Nicolás
Penson de esta ciudad; b) por otra parte el carro asegura-
do en la Dominicana de Seguros C. por A. placa No. 31983,
propiedad del Sr. Luis Gonzalo de los Santos y conducido
por éste transitaba en dirección de Sur a Norte por la ca-
lle Federico Henríquez y Carvajal; c) que al llegar ambos
vehículos a la intersección formada por dichas calles se
produjo una colisión entre los mismos, resultando el 1ro.
de los vehículos con desperfectos graves en su parte lateral
izquierda y el 2do. con desperfectos de similar magnitud
en la parte delantera, especialmente"; dl que, además re-
sultaron con lesiones físicas que curaron en distintos pe-
ríodos, pero todas después de 10 días, las siguientes perso-
nas: Josefina Lazala de Bello, Luz Bobadilla Vda. Lazala,
Luis Gonzalo de los Santos. Ana Mercedes Báez Lazala y
Jaiet Mercedes Martínez Lazala;

Considerando que el Juez a-quo para declarar al pre-venido Gonzalo de los Santos único culpable del accidente,
expuso en la sentencia impugnada, lo siguiente: "que por
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Considerando que de conformidad con la regla consa.
grada en el artículo 192 del Código de Procedimiento Cri-
minal, si el hecho constituye una contravención de simple
policía, o una infracción de la competencia excepcional de
los Juzgados de Paz, y si el Ministerio Público, la parte ci.
vil o el inculpado no hubieren pedido la declinatoria, el
tribunal aplicará la pena y fallará. cuando hubiere lugar, so-
bre los daños y perjuicios. En este caso su sentencia será
en último recurso;

Considerando que como ya se ha dicho, ninguna de las
partes pidió la declinatoria, es claro que la sentencia del 13
de agosto de 1968 pronunciada por dicha Cámara, fue en
primera y última instancia; que, por tanto, el recurso abier-
to para impugnarla era el de casación, tal como lo han en-!4
tendido las personas constituidas en parte civil, como el
prevenido condenado Luis Gonzalo de los Santos, por lo
cual, procede examinar los agravios formulados por dichos
recurrentes contra la referida sentencia;

Considerando que los recurrentes Josefina Lazala, Luz
Bobadilla Vda. Lazala, Napoleón Báez y Ana Luisa de Báez,
invocan en su memorial de casación, los siguientes medios:
a) Desnaturalización de los hechos y documentos de la cau-
sa; b) Violación de la ley 241, sobre Tránsito de Vehículos,
en su artículo 49; c) Falta de base legal;

Considerando que en sus tres medios de casación re-
unidos, los recurrentes Lazala y Báez alegan en síntesis, lo
siguiente: a) que el culpable del accidente no fue Luis Gon-
zalo de los Santos, sino Félix Rubén Nicolás Risi, quien
corría a exceso de velocidad por la calle César Nicolás Pen-
son de esta ciudad; b) que el exceso de velocidad fue de-
mostrado por el hecho de que el vehículo de De los Santos
queó "casi en el centro derecho" de la calle, el automóvil
de Nicolás subido sobre la acera derecha de la calle César
Nicolás Penson; que las personas que viajaban en el vehícu-

lo de De lcs Santos salieron del mismo al abrirse las puer-
tas por el choque; que todos esos señalamientos están co-
rroborados por las fotografías que reposan en el expedien-
te; c) que el Juez a.-quo no apreció los referidos hechos ni
los documentos de la causa, pues si los hubiera ponderado
otro hubiese sido el resultado; que, en esas condiciones,
sostiene n los indicados recurrentes, aue el fallo impugnado
debe ser casado por los vicios y violaciones denunciados;
pero.

Considerando que la Cámara a-qua mediante la pon-
deración de los elementos de juicio aportados al debate dió
por establecidos los siguientes hechos: a) que el día 5 de
marzo de 1967, siendo !as 3:50 p. m. el carro placa privada
No. 13510, asegurado en la Cía. de Seguros Hanover In-
surance Co., propiedad de E. León Jimenes C. por A., con-
ducido por el co-prevenido Félix Rubén Nicolás Risi, tran-
sitaba en dirección de E a O. por la calle César Nicolás
Penson de esta ciudad; b) por otra parte el carro asegura-
do en I Q Dominicana de Seguros C. por A. placa No. 31983,
propiedad del Sr. Luis Gonzalo de los Santos y conducido
por éste transitaba en dirección de Sur a Norte por la ca-
lle Federico Henríquez y Carvajal; c) que al llegar ambos
vehículos a la intersección formada por dichas calles se
produjo una colisión entre los mismos, resultando el 1ro.
de los vehículos con desperfectos graves en su parte lateral
izquierda y el 2do. con desperfectos de similar magnitud
en la parte delantera, especialmente"; d) que, además re-
sultaron con lesiones físicas que curaron en distintos pe-
ríodos, pero todas después de 10 días, las siguientes perso-
nas: Josefina Lazala de Bello, Luz Bobadilla Vda. Lazala,
Luis Gonzalo de los Santos. Ana Mercedes Báez Lazala y
Jaiet Mercedes Martínez Lazala;

Considerando que el Juez a-quo para declarar al pre-
venido Gonzalo de los Santos único culpable del accidente,
expuso en la sentencia impugnada, lo siguiente: "que por
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la localización y gravedad de los desperfectos sufridos por
ambos automóviles, se infiere... que el conducido por De
los Santos fue quien imbistió al que conducía Nicolás Risi";
que De los Santos no solamente no detuvo la marcha de su
vehículo en acatamiento del letrero de PARE existente en
dicha esquina, sino que transitaba a uia velocidad fuera de
los límites permitidos por la ley; que, asimismo consta en
la sentencia que el coprevenido Nicolás Risi no transitaba
en su vehículo a exceso de velocidad como él alega, en ra-
zón de que su automóvil quedó "parado a pocos metros del
sitio de la ocurrencia"; que tampoco se ha establecido que
dicho coprevenido hubiese cometido ninguna de las faltas
previstas en la ley 5771 de 1961;

Considerando que para formar su convicción en el seri»
tido antes indicado, la Cámara a-qua ha ponderado en todo
su alcance, los elementos de prueba aportados al debate;
oue lo que los recurrentes denominan desnaturalización no
lo es en realidad, porque lo que ha hecho el juez del fondo
es ponderar los hechos de la casua dentro de su poder so-
berano de apreciación, de un modo distinto a como enten-
dían los recurrentes que esos hechos debían interpretarse,
lo que no constituye una desnaturalización; que, finalment
la sentencia impugnada contiene motivos suficientes que jw
tifican su dispositivo así como una exposición completa do
los hechos y una descripción de las circunstancias de la cau-
sa, que han permitido verificar que dicho fallo es el resul-
tado de una correcta a plicación de la ley a los hechos so-
beranamente comprobados por el juez del fondo;

Considerando que los hechos así establecidos constitu-
yen a cargo del prevenido Gonzalo de los Santos, el delito
de golpes y heridas por imprudencia causados con el mane-
o de un vehículo de motor, que curaron después de 20 días.

delito previsto por el artículo lro. de la Ley 5771 de 1961.
y castigado por la letra c) de dicho artículo con prisión
de 6 meses a 2 años y multa de 100 a 500 pesos; que, por

consiguiente la Cámara a-qua al condenar al prepenido De
los Santos a 1 año de prisión correccional y RD$100.00 de
multa después de declararlo cu'pable del indicado delito, le
aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al in-
terés del prevenido De los Santos, vicio alguno que justifi-
que su casación;

Considerando que como a cargo del co-prevenido Félix
Rubén Nicolás Risi, no se ha establecido ninguna falta que
comprometa su responsabilidad penal en el caso, es claro,
como lo decidió el juez a-quo, que las demandas de las per-
osnas constitudas en parte civil sobre la base de la existen-
cia de aquella presunta falta, no pueden ser acogidas;

Considerando que como consecuencia de todo lo ante-
riormente expuesto, los medios de casación tanto del preve-
nido De los Santos, como de las personas constituidas en
parte civil, recurrentes carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

41011;:* Considerando que en la especie no procede estatuir
acerca de las costas civiles en razón de que la parte adver-
sa, no ha hecho ningún pedimento al respecto;

4

del 9 de diciembre de 1968, de la Corte de Apelación de
Santo DomingoEmpl

En cuanto al recurso de casación contra la sentencia

""1 Considerando como ya se ha dich 	 lasentencia delo, que s
3, de agosto de 1968, fue dictada en última instancia, es

95aro que la Corte a-qua no podía conocer válidamente de
los recursos de apelación interpuestos por el Ministerio Pú-
blico y por el prevenido Luis Gonzalo de los Santos; que, por

4	 tanto la sentencia impugnada que ordenó el sobreseimien-
to del asunto hasta que la Suprema Corte de Justicia cono-
ciera del recurso de casación interpuesto, debe ser casada
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la localización y gravedad de los desperfectos sufridos por
ambos automóviles, se infiere... que el conducido por De
los Santos fue quien imbistió al que conducía Nicolás Risi";
que De los Santos no solamente no detuvo la marcha de su
vehículo en acatamiento del letrero de PARE existente en
dicha esquina, sino que transitaba a uia velocidad fuera de
los límites permitidos por la ley; que, asimismo consta en
la sentencia que el coprevenido Nicolás Risi no transitaba
en su vehículo a exceso de velocidad como él alega, en ra-
zón de que su automóvil quedó "parado a pocos metros del
sitio de la ocurrencia"; que tampoco se ha establecido que
dicho coprevenido hubiese cometido ninguna de las faltas
previstas en la ley 5771 de 1961;

Considerando que para formar su convicción en el sen-
tido antes indicado, la Cámara a-qua ha ponderado en todo
su alcance, los elementos de prueba aportados al debate;
oue lo que los recurrentes denominan desnaturalización no
lo es en realidad, porque lo que ha hecho el juez del fondo
es ponderar los hechos de la casua dentro de su poder so-
berano de apreciación, de un modo distinto a como enten-
dían los recurrentes que esos hechos debían interpretarse,
lo que no constituye una desnaturalización; oue, finalmente,
la sentencia impugnada contiene motivos suficientes que jus-
tifican su dispositivo así como una exposición completa de
los hechos y una descripción de las circunstancias de la cau-
sa, que han permitido verificar que dicho fallo es el resul-
tado de una correcta a plicación de la ley a los hechos so-
beranamente comprobados por el juez del fondo;

Considerando que los hechos así establecidos constitu-','
yen a cargo del prevenido Gonzalo de los Santos, el delito)
de golpes y heridas por imprudencia causados con el mane-
jo de un vehículo de motor, que curaron después de 20 días.
delito previsto por el artículo 1ro. de la Ley 5771 de 1961.
y castigado por la letra e) de dicho artículo con prisión
de 6 meses a 2 años y multa de 100 a 500 pesos; que, poi'
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consiguiente la Cámara a-qua al condenar al prepenido De
los Santos a 1 año de prisión correccional y RD$100.00 de
multa después de declararlo cu'pable del indicado delito, le
aplicó una pena ajustada a la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al in-

terés del prevenido De los Santos, vicio alguno que justifi-
que su casación;

Considerando que como a cargo del co-prevenido Félix
Rubén Nicolás Risi, no se ha establecido ninguna falta que
comprometa su responsabilidad penal en el caso, es claro,
como lo decidió el juez a-quo, que las demandas de las per-
asnas constituidas en parte civil sobre la base de la existen-
cia de aquella presunta falta, no pueden ser acogidas;

Considerando que como consecuencia de todo lo ante-
riormente expuesto, los medios de casación tanto del preve-
nido De los Santos, como de las personas const ituidas en
parte civil, recurrentes carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando que en la especie no procede estatuir
rca de las costas civiles en razón de que la parte adver-

4, no ha hecho ningún pedimento al respecto;

Considerando como ya se ha dicho, que la sentencia del
13 de agosto de 1968, fue dictada en última instancia, es
claro que la Corte a-qua no podía conocer válidamente de
los recursos de apelación interpuestos por el Ministerio Pú-
blicoor el revenido Luis Gonzalo de los Santos; que, por

4	 tanto la sentencia impugnada que ordenó el sobreseimien-
to del asunto hasta que la Suprema Corte de Justicia cono-
ciera del recurso de casación interpuesto, debe ser casada

y p	 p 

.1 En cuanto al recurso de casación c lontra la sentencia

edel 9 de diciembre de 1968, de la Corte de Apelación de
Santo Domingo

11,
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por vía de supresión y sin envío, ya que en la especie,
queda nada por juzgar;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Luis Gonzalo de los Santos, jo..
sefina Lazala, Luz Bobadilla Vda. Lazala, Napoleón Báez
y Ana Luisa de Báez, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales por la Segunda Cámara Penal
del Distrito Nacional, en fecha 13 de agosto de 1968, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa•
llo, y condena al prevenido De los Santos al pago de las
costas penales; Segundo: Casa por vía de supresión y sin
envío, la sentencia correccional de la Corte de Apelación
de Santo Domingo de fecha 9 de diciembre de 1968, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani .— Manuel A. Amiama.— Joaquín
M. Alvarez Perelló .— Juan Bautista Rojas Almánzar.
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hij
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada, por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generatill
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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sENTENC1A DE FECHA 24 DE OCTUBRE DEL 1969

impugnada: Cuarta Cámara de lo Penal del Distrito

Nacional, de fecha 4 de febrero de 1969

Penal

Recurre/1bl: Rhina E. Matos Sánchez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 24 de octubre de 1969, años 126v
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rhina E.
Matos Sánchez, dominicana, mayor de edad, casada, cédula
121227, serie ira., domiciliada y residente en Los Minas,
calle Francisco del Rosario Sánchez No. 74, de esta ciudad,
contra la sentencia dictada por la Cuarta Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, de fecha 4 de febrero de 1969, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

4

sentencia.

31ateria:

,i6itist.7	 •.:,
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE OCTUBRE DEL 1969
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por vía de supresión y sin envío, ya que en la especie, no
queda nada por juzgar;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Luis Gonzalo de los Santos,
sefina Lazala, Luz Bobadilla Vda. Lazala, Napoleón Báez
y Ana Luisa de Báez, contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales por la Segunda Cámara Penal
del Distrito Nacional, en fecha 13 de agosto de 1968, cuy
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fa='
llo, y condena al prevenido De los Santos al pago de las
costas penales; Segundo: Casa por vía de supresión y sin
envío, la sentencia correccional de la Corte de Apelación
de Santo Domingo de fecha 9 de diciembre de 1968, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani .— Manuel A. Amiama.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General. 4INr

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

Sentencia impugnada: Cuarta Cámara de lo Penal del Distrito
Nacional, de fecha 4 de febrero de 1969

Materia: Penal

Recurrente: Rhina E. Matos Sánchez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 24 de octubre de 1969, años 1269
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rhina E.
Matos Sánchez, dominicana, mayor de edad, casada, cédula
121227, serie lra., domiciliada y residente en Los Minas,
calle Francisco del Rosario Sánchez No. 74, de esta ciudad,
contra la sentencia dictada por la Cuarta Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, de fecha 4 de febrero de 1969, cuyo dispositivo se co-
lla más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;

41»



5086	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 5087

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento de la recu-
rrente, en fecha 11 de febrero de 1969, por no estar Con-
forme con el monto de la pensión que le fue fijada;.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto los artículos 1 y 2 de la Ley 2402 de 1950,
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
9 de octubre el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscrip-
ción del Distrito Nacional dictó una sentencia, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Se declara culpable de viola-
ción a la Ley No. 2402, al Sr. Tulio E. Beltré, se le asigna
RD$20.00 mensuales de pensión, en caso de no cumplimien-
to a (2) años de prisión, ejecutoria no obstante cualquier
recurso además se le condena al pago de las costas"; b) que
sobre apelación del prevenido, la Cuarta Cámara de lo Pe-
nal del Distrito Nacional dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara
regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por Julio Ernesto Beltré, de generales que
constan en el expediente, contra la sentencia dictada por
el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción del Distrito
Nacional, en fecha 9 de octubre de 1968, que lo conden ó a
pasarle la suma de veinte pesos moneda nacional (RDS

-20.00) a la señora Rhina E. Matos Sánchez, como pensión
alimenticia para su hija menor, Patria Marilín Beltré; Se

-gundo: En cuanto al fondo, se revoca la sentencia anterior
se declara al nombrado Julio Ernesto Beltré culpable de
violar la ley No. 2402 y se le fija una pensión alimenticia
de quince pesos moneda nacional (RD$15.00) en favo r de

sti hija menor Patria Marilín Beltré procreada con la se-
ñora Rhina E. Matos Sánchez, y a sufrir dos años de pri-
sión suspensiva";

Considerando que al tenor del artículo 1 de la Ley No.
2402, de 1950, los jueces del fondo al fijar el monto de la
pensión que los padres deben suministrar a sus hijos me-
nores de 18 años, han de tener en cuenta las necesidades
de los menore, y los medios económicos de que puedan dis-
poner los padres;

Considerando que en la especie, el examen del fallo im-
pugnado pone de manifiesto que para fijar en la suma de
RD$15.00 mensuales la pensión que el prevenido Tulio Er-
nesto Beltré debe suministrar a la madre querellante, Rhi-
na E. Matos Sánchez, para subvenir a las necesidades de la
menor Patria Marilín Beltré, procreada con ella, la Cámara
a-qua ponderó las necesidades de dicha menor, así como las
posibilidades económicas de los padres; que, en consecuen-
cia, al fijar en dicha suma de RD$15.00 la pensión que el re-
currido en casación deberá pagar a la citada demandante
y recurrente en casación, dicha Cámara tuvo en cuenta los
elementos de juicio que señala el artículo 1 de la ley No.
2402;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rhina E. Matos Sánchez, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cuar-
ta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, de fecha 4 de febrero de 1969, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y,
Segundo: Se declaran las costas de oficio.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E . Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan



Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso de casación l evantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, a requerimiento de la recu-
rrente, en fecha 11 de febrero de 1969, por no estar con-
forme con el monto de la pensión que le fue fijada;.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto los artículos 1 y 2 de la Ley 2402 de 1950,
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
9 de octubre el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscrip-
ción del Distrito Nacional dictó una sentencia, cuyo disposi-
tivo dice así: "Falla: Primero: Se declara culpable de viola-
ción a la Ley No. 2402, al Sr. Tulio E. Beltré, se le asigna
RD$20.00 mensuales de pensión, en caso de no cumplimien-
to a (2) años de prisión, ejecutoria no obstante cualquier
recurso además se le condena al pago de las costas"; b) que
sobre apelación del prevenido, la Cuarta Cámara de lo Pe-
nal del Distrito Nacional dictó la sentencia ahora impug-
nada, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Se declara
regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de apela-
ción interpuesto por Julio Ernesto Beltré, de generales que
constan en el expediente, contra la sentencia dictada por
el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción del Distrito
Nacional, en fecha 9 de octubre de 1968, que lo condenó a
pasarle la suma de veinte pesos moneda nacional (RDS-
20.00) a la señora Rhina E. Matos Sánchez, como pensión
alimenticia para su hija menor, Patria Marilín Beltré; Se

gundo: En cuanto al fondo, se revoca la sentencia anterior
se declara al nombrado Julio Ernesto Beltré culpable de
violar la ley No. 2402 y se le fija una pensión alimenticia
de quince pesos moneda nacional (RDS15.00) en favor de

su hija menor Patria Marilín Beltré procreada con la se-
flora Rhina E. Matos Sánchez, y a sufrir dos años de pri-
sión suspensiva";

Considerando que al tenor del artículo 1 de la Ley No.
2402, de 1950, los jueces del fondo al fijar el monto de la
pensió n que los padres deben suministrar a sus hijos me-
nores de 18 años, han de tener en cuenta las necesidades
de los menore, y los medios económicos de que puedan dis-
poner los padres;

Considerando que en la especie, el examen del fallo im-
pugnado pone de manif:esto que para fijar en la suma de
RD$15.00 mensuales la pensión que el prevenido Tulio Er-
nesto Beltré debe suministrar a la madre querellante, Rhi-
na E. Matos Sánchez, para subvenir a las necesidades de la
menor Patria Marilín Beltré, procreada con ella, la Cámara
a-qua ponderó las necesidades de dicha menor, así como las
posibilidades económicas de los padres; que, en consecuen-
cia, al fijar en dicha suma de RD$15.00 la pensión que el re-
currido en casación deberá pagar a la citada demandante
y recurrente en casación. dicha Cámara tuvo en cuenta los
elementos de juicio que señala el artículo 1 de la ley No.
2402;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-,,
dación interpuesto por Rhina E. Matos Sánchez, contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales por la Cuar-
ta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, de fecha 4 de febrero de 1969, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y,
Segundo . Se declaran las costas de oficio.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
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Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au..
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue

firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera!, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

SENTENCIA DE TECHA 24 DE OCTUBRE DEL 1969

ntencia impugnada: Juzgado de lra. Instancia de San Cristóbal,

de fecha 28 de octubre de 1968

'Iateria: Trabajo

Recurrente: Consejo Estatal del Azúcar

Abogado: Lic. Rafael Alburquerque, Dr. José Hernández Machado

y Dr. Juan E. Ariza Mendoza

Recurrido: Francisco Alcalá y compartes

abogado: Dr. Rhadamés A. Rodríguez Gómez

Dios, Patria y Libertad
República. Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmentt constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama; Francisco Elpidio Beras; Joaquín M. Alvarez 'De-
vanó; Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 24 de octubre
de 1969, años 126 9 de la Independencia y 107 9 de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Conse-
jo Estatal del Azúcar, organismo creado por la Ley No. 7,
de fecha 19 de agosto de 1966, representado por su Director
Ejecutivo, señor Gaetan Buche'', dominicano, mayor de edad,
casado, funcionario privado, cédula No. 55197, serie ira.,
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sentencia impugnada: Juzgado de lra. Instancia de San Cristóbal,

de fecha 28 de octubre de 1968

ateria: Trabajo
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Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo cal..
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au.
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

1'

5

SENTENCIA DE FECHA 24 DE OCTUBRE DEL 1969

Recurrente: Consejo Estatal del Azúcar

Abogado: Lic. Rafael Alburquerque, Dr. José Hernández Machado

y Dr. Juan E. Ariza Mendoza

mido: Francisco Alcalá y compartes

bogado: Dr. Rhadamés A. Rodríguez Gómez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustititto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama; Francisco Elpidio Beras; Joaquín M. Alvarez Pe-
relló; Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 24 de octubre
de 1969, años 126 9 de la Independencia y 107 9 de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Conse-
jo Estatal del Azúcar, organismo creado por la Ley No. 7,
de fecha 19 de agosto de 1966, representado por su Director
E\jecutivo, señor Gaetan Bucher, dominicano, mayor de edad,
casado, funcionario privado, cédula No. 55197, serie lra.,
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de este domicilio y residencia, contra la sentencia de fecha
28 de octubre de 1968, dictada por el Juzgado de Primera
Instancia de San Cristóbal, en sus funciones de Tribunal de
Trabajo de Segundo Grado, cuyo dispositivo se c opia mas
adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José Mora Nadal en representación del Lic.

Rafael Alburquerque, cédula No. 4084, serie lra., José Heri
nández Machado, cédula No. 57969, serie lra., y Dr. Juan
E. Ariza Mendoza, cédula No. 47326, serie lra., abogados
del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr Rhadamés A. Rodríguez Gómez, cédula No.
25843, abogado de los recurridos Francisco Alcalá, cédula
No. 7190, serie 30; Rafael G. Santana, cédula No. 10728, se-
rie 30; Pablo Frías, cédula No. 6321, serie 24; Silvio Gui-
llermo Bello, cédula No. 7770, serie 24; Antonio de la Cruz,
cédula No. 333, serie No. 7; Andrés Báez, cédula No. 8697,
serie 24, Ramón Olmos, cédula No. 8673, serie 23, Juan Mer-
cedes, cédula No. 14110, serie 27, Ricardo Gómez, cédula
No. 16179, serie 24, Graciliano Javier, cédula No. 4435,
serie 8; Victoriano del Rosario, cédula No. 4434, serie 8;
Juan Ramón de Jesús Núñez, cédula No. 5119, serie 8; Al-
berto Valdez, cédula No. 10171, serie No. 30, Arturo Ca-
nela, cédula No. 6005, serie 49, Victoriano Valdez, cédula
No. 482, serie 16; Casiano Javier Rosario, cédula No. 5719.
serie Arcadio de León, cédula No. 3809, serie No. 8; Eloy s
Jiménez, cédula No. 5231, serie No. 8; Celestino del Rosa-
rio, cédula No. 4794, serie No. 8; Genaro Rosario, cédula
No. 2169, serie No. 8; Mónico Feliciano, cédula No. 13168,
serie No. 21; José Luis Emanis, cédula No. 90098, serie 1ra.:
Juan Santos Reyes, cédula No. 21737, serie 2; Raymundo
Vizcaíno, cédula No. 1236, serie No. 7; Félix Puello Zapata.
cédula No. 24866, serie No. 2; Raymundo Valdez, cédula No.
17084, serie No. 2; Ludovino F. Montás, cédula No. 3230,
serie lra., Manuel Soriano, cédula No. 56595, serie lra.; R a-

iyiéri Javier, cédula No. 6665, serie No. 8; Manuel Antonio
peralto Núñez, cédula No. 3690, serie 44; Angel Figuereo,
cédula No. 2133, serie No. 8; Modesto Díaz, cédula No.
5777, serie 8; Juan Fabián, cédula No. 5309, serie No. 8;
Jesús Soriano, cédula No. 38091, serie No. 8; Serapio de la
Rosa, cédula No. 3449, serie No. 5; Angel María Rondón,
cédula No. 1785, serie No. 2; Esteban Vásquez, cédula No.
4033, serie No 8, Ernesto del Rosario, cédula No. 8742, se-
rie No. 8; Federico de los antos, cédula No. 6529, serie 2;
Leoncio Travieso, cédula No. 7461, serie No. 8; Felino Mue-
ses, cédula No. 5851, serie No. 8; Francisco Manueta, cé-
dula No. 7754, serie No. 8; Teodoro Rosario, cédula No.
5662, serie No. 8; Felipe G. Travieso, cédula No. 6740, se-
rie No. 8; José Fortuna, cédula No. 4871, serie No. 25 y
Manuel Feliciano, cédula No. 11131, serie No. 25; en la lec-

!posktura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Visto el Memorial de Casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 4 de febrero
de 1969. y suscrito por los Abogados del recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 9 de junio de
1969, suscrito por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los Artículos 659, 660 y 661 del Código de
Trabajo y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que con motivo de una reclamación la-
boral formulada por Francisco Alcalá y Compartes, la cual
no pudo ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional, dictó en fecha 28 de octubre de 1963,
una sentencia con el sigu'ente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Rechaza la demanda interpuesta por los señores

,..41ffla*
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de este domicilio y residencia, contra la sentencia de fecha
28 de octubre de 1968, dictada por el Juzgado de Primera
Instancia de San Cristóbal, en sus funciones de Tribunal de
Trabajo de Segundo Grado, cuyo dispositivo se copia más

adelante;
Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 11 -
Oído al Dr. José Mora Nadal en representación del Lic

Rafael Alburquerque, cédula No. 4084, serie 1ra., José Her-
nández Machado, cédula No. 57969, serie lra., y Dr. Juan
E. Ariza Mendoza, cédula No. 47326, serie ira., abogados
del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr Rhadamés A. Rodríguez Gómez, cédula No.
25843, abogado de los recurridos Francisco Alcalá, cédula
No. 7190, serie 30; Rafael G. Santana, cédula No. 10728, se-
rie 30; Pablo Frías, cédula No. 6321, serie 24; Silvio Gui-
llermo Bello, cédula No. 7770, serie 24; Antonio de la Cruz,
cédula No. 333, serie No. 7; Andrés Báez, cédula No. 8697,
serie 24, Ramón Olmos, cédula No. 8673, serie 23, Juan Mer-
cedes, cédula No. 14110, serie 27, Ricardo Gómez, cédula
No. 16179, serie 24, Graciliano Javier, cédula No. 4435,
serie 8; Victoriano del Rosario, cédula No. 4434, serie 8;
Juan Ramón de Jesús Núñez, cédula No. 5119, serie 8; Al-
berto Valdez, cédula No. 10171, serie No. 30, Arturo Ca-
nela, cédula No. 6005, serie 49, Victoriano Valdez, cédula
No. 482, serie 16; Casiano Javier Rosario, cédula No. 5719,
serie 11, Arcadio de León, cédula No. 3809, serie No. 8; EluYs
Jiménez, cédula No. 5231, serie No. 8; Celestino del Rosa-
rio, cédula No. 4794, serie No. 8; Genaro Rosario, cédula
No. 2169, serie No. 8; Mónico Feliciano, cédula No. 13168,
serie No. 21; José Luis Emanis, cédula No. 90098, serie ira.;
Juan Santos Reyes, cédula No. 21737, serie 2; Raymundo
Vizcaíno, cédula No. 1236, serie No. 7; Félix Fuello Zapata.
cédula No. 24866. serie No. 2; Raymundo Valdez, cédula No.

17084, serie No. 2; Ludovino F. Montás, cédula No. 3230,
serie lra., Manuel Soriano, cédula No. 56595, serie lra.; Ea-

orón Javier, cédula No. 6665, serie No. 8; Manuel Antonio
peralta Núñez, cédula No. 3690, serie 44; Angel Figuereo,
cédula No. 2133, serie No. 8; Modesto Díaz, cédula No.
5777, serie 8; Juan Fabián, cédula No. 5309, serie No. 8;
Jesús Soriano, cédula No. 38091, serie No. 8; Serapio de la
Rosa, cédula No. 3449, serie No. 5; Angel María Rondón,
cédu la No. 1785, serie No. 2; Esteban Vásquez, cédula No.
4033, serie No 8, Ernesto del Rosario, cédula No. 8742, se-
rie No. 8; Federico de los autos, cédula No. 6529, serie 2;
Leoncio Travieso, cédula No. 7461, serie No. 8; Felino Mue-
les, cédula No. 5851, serie No. 8; Francisco Manueta, cé-
dula No. 7754, serie No. 8; Teodoro Rosario, cédula No.
5662, serie No. 8; Felipe G. Travieso, cédula No. 6740, se-
rie No. 8; José Fortuna, cédula No. 4871, serie No. 25 y
Manuel Feliciano, cédula No. 11131, serie No. 25; en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el Memorial de Casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 4 de febrero
de 1969. y suscrito por los Abogados del recurrente, en el
cual se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 9 de junio de
1969, suscrito por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los Artículos 659, 660 y 661 del Código de
Trabajo y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación;

Considerando que con motivo de una reclamación la-
boral formulada por Francisco Alcalá y Compartes, la cual
no Pudo ser conciliada, el Juzgado de Paz de Trabajo del
Distrito Nacional, dictó en fecha 28 de octubre de 1963,
una sentencia con el sigu'ente dispositivo: "FALLA: PRI-

MERO: Rechaza la demanda interpuesta por los señores

emú;
 
:tt,
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Ricardo Gómez y compartes, incoada en fecha 11 de seie
tiembre de 1962, contra la Azucarera Haina, C. por A., por
extemporánea e infundada; SEGUNDO: Condena, a la par-
te que sucumbe al pago de los costos"; b) Que sobre el re-
curso de apelación interpuesto por los trabajadores deman-
dantes, intervino la sentencia de fecha 22 de diciembre de
1964, dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nado.
nal, por la cual revocó el fallo apelado, dió ganancia de
causa a dichos trabajadores, y les acordó en consecuencia,
las prestaciones demandadas; e) Que sobre recurso de ca-
sación interpuesto por la Corporación Azucarera de la Re-
pública Dominicana, intervino la sentencia de la Suprema
Corte de fecha 28 de marzo de 1966, cuyo dispositivo dice
así: "Primero: Casa la sentencia dictada por la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 22 de diciembre de
1964, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del pre-
sente fallo, y envía el asunto al Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, como tribunal
de trabajo de segundo grado; y Segundo: Compensa las cos-
tas"; d) Que sobre el envío ordenado, el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus furi-
ciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, dictó en
fecha 28 de octubre de 1968, la sentencia ahora impugnada
en casación con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara no prescrita la acción intentada por los seño-
res Francisco Alcalá y compartes contra la Azucarera Hai-
na hoy Consejo Estatal del Azúcar; SEGUNDO: Declara
rescindido el Contrato de Trabajo que ligaba a las partes
en litis; TERCERO: Ordena al Consejo Estatal del Azúcar,
expedir en favor de los demandantes el Certificado que in-
dica el Artículo 63 del Código de Trabajo; CUARTO: Con-
dena al Consejo Estatal del Azúcar a pagar en beneficio de
los trabajadores Juan Mercedes, tres meses y catorce días
de salarios a razón de RD$4.25, (Cuatro pesos con veinti-
cinco centavos diarios; Mónico Feliciano, tres meses y ea-
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toree días a razón de RD$4.00 diarios; Juan Luis Emanis,
meses y catorce días a razón de RD$2.00 diario; Juan

santos Reyes tres meses y catorce días a razón de RD$-
4.00 diario; Graciliano Javier tres meses y catorce días a
razón de RD$3.00 diario; Raymundo Vizcaíno tres meses y
catorce días a razón de RD$4.00 diario; Raymundo Va•-
úa, tres meses y catorce días a razón de RD$6.00 diario;
Ludovino F. Montás, tres meses y catorce días a razón de
RD$6.00 diario; Manuel Soriano, tres meses y catorce días
a razón de RD$6.00 diario; Ramón Javier, tres meses y ca-
torce días a razón de RD$2.50 diario; Manuel Antonio Eral-
te Núñez, tres meses y catorce días a razón de RD$2.50
diario; Antonio de la Cruz, tres meses y catorce días a ra-
zón de RDS2.00 diario; Ramón Olmo tres meses y catorce
días a razón de RDS2.50 diario; Rafael Gervacio Santana
tres meses y catorce días a razón de RD$2.00 diario; Sil-
vio Guillermo Bello, tres meses y catorce días a razón de
RD$2.79 diario; Victoriano Valdez, tres meses y catorce
días a razón de RD$1.75 diario; Angel Figuereo o Figue-
roa tres meses y catorce días a razón de RD$1.75 diario;
Modesto Díaz, tres meses y catorce días a razón de RD$2.25
diario; Serapio de la Rosa tres meses y catorce días a ra-
zón de RD$5.00 diario; Esteban Vásquez, tres meses y cator-
ce días a razón de RD$2.00 diario; Ernesto del Rosario tres
meses y catorce días a razón de RD$1.75 diario; Ernesto
Valdez, tres meses y catorce días a razón de RD$3.30 dia-
rio; Federico de los Santos, tres meses y catorce días a ra-
zón de RD$3.65 diario; Leoncio Travieso tres meses y ca-
torce días a razón de RDS2.00 diario; Benigno Mueses, tres
meses y catorce días a razón de RD$4.00 diario; Ricardo
Gómez, tres meses y catorce días a razón de RD$4.00 dia-
rio; Juan R. de Jesús, tres meses y catorce días a razón de
RD$4.00 diario; Casiano Javier, tres meses y catorce días a
razón de RD$4.00 diario; Teodoro Rosario, tres meses y
catorce días a razón de RD$4.00 diario; José Fortuna tres
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Ricardo Gómez y compartes, incoada en fecha 11 de sep..
tiembre de 1962, contra la Azucarera Haina, C. por A., por
extemporánea e infundada; SEGUNDO: Condena, a la par-
te que sucumbe al pago de los costos"; b) Que sobre el re.
curso de apelación interpuesto por los trabajadores deman-
dantes, intervino la sentencia de fecha 22 de diciembre de
1964, dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
nal, por la cual revocó el fallo apelado, dió ganancia, de
causa a dichos trabajadores, y les acordó en consecuencia,
las prestaciones demandadas; c) Que sobre recurso de ca-
sación interpuesto por la Corporación Azucarera de la Re-
pública Dominicana, intervino la sentencia de la Suprema
Corte de fecha 28 de marzo de 1966, cuyo dispositivo dice
así: "Primero: Casa la sentencia dictada por la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 22 de diciembre de
1964, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del pre-
sente fallo, y envía el asunto al Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, como tribunal
de trabajo de segundo grado; y Segundo: Compensa las cos-

tas"; d) Que sobre el envío ordenado, el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en sus fun-
ciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, dictó en
fecha 28 de octubre de 1968, la sentencia ahora impugnada
en casación con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIME-
RO: Declara no prescrita la acción intentada por los seño-
res Francisco Alcalá y compartes contra la Azucarera Hai-
na hoy Consejo Estatal del Azúcar; SEGUNDO: Declara
rescindido el Contrato de Trabajo que ligaba a las partes
en litis; TERCERO: Ordena al Consejo Estatal del Azúcar,
expedir en favor de los demandantes el Certificado que in-
dica el Artículo 63 del Código de Trabajo; CUARTO: Con-
dena al Consejo Estatal del Azúcar a pagar en beneficio de
los trabajadores Juan Mercedes, tres meses y catorce días
de salarios a razón de RD$4.25, (Cuatro pesos con veinti-
cinco centavos diarios; Mónico Feliciano, tres meses y ea'
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días a razón de RD$4.00 diarios; Juan Luis Emanis,
meses y catorce días a razón de RD$2.00 diario; Juan

antos Reyes tres meses y catorce días a razón de RDS-
o° diario; Graciliano Javier tres meses y catorce días a
razón de RD$3.00 diario; Raymundo Vizcaíno tres meses y
catorce días a razón de RD$4.00 diario; Raymundo Val-
dez, tres meses y catorce días a razón de RD$6.00 diario;
Ludovino F. Montás, tres meses y catorce días a razón de
HD$6.00 diario; Manuel Soriano, tres meses y catorce días
a razón de RD$6.00 diario; Ramón Javier, tres meses y ca-
torce días a razón de RD$2.50 diario; Manuel Antonio Eral-
te Núñez, tres meses y catorce días a razón de RD$2.50
diario; Antonio de la Cruz, tres meses y catorce días a ra-
zón de RDS2.00 diario; Ramón Olmo tres meses y catorce
días a razón de RDS2.50 diario; Rafael Gervacio Santana
tres meses y catorce días a razón de RDS2.00 diario; Sil-
vio Guillermo Bello, tres meses y catorce días a razón de
RD$2.79 diario; Victoriano Valdez, tres meses y catorce
días a razón de RD$1.75 diario; Angel Figuereo o Figue-
roa tres meses y catorce días a razón de RD$1.75 diario;
Modesto Díaz, tres meses y catorce días a razón de RD$2.25
diario; Serapio de la Rosa tres meses y catorce días a ra-
zón de RD$5.00 diario; Esteban Vásquez, tres meses y cator-
ce días a razón de RD$2.00 diario; Ernesto del Rosario tres

:Fe meses y catorce días a razón de RD$1.75 diario; Ernesto
Valdez, tres meses y catorce días a razón de RD$3.50 dia-
rio; Federico de los Santos, tres meses y catorce días a ra-
zón de RDS3.65 diario; Leoncio Travieso tres meses y ca-
torce días a razón de RDS2.00 diario; Benigno Mueses, tres
meses y catorce días a razón de RD$4.00 diario; Ricardo
Gómez, tres meses y catorce días a razón de RD$4.00 dia-
rio ; Juan R. de Jesús, tres meses y catorce días a razón de
RD$4.00 diario; Casiano Javier, tres meses y catorce días a
razón de RD$4.00 diario; Teodoro Rosario, tres meses y
catorce días a razón de RD$4.00 diario; José Fortuna tres
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meses y catorce días a razón de RD$4.00 diario; Manuel
liciano, tres meses y catorce días a razón de RD$5.00 dia-
rio; Andrés Báez tres meses y catorce días a razón de RDS.
4.00 diario; Víctor del Rosario tres meses y catorce días a
razón de RD$2.00 diario; Pablo Frías, tres meses y catorce
días a razón de RDS2.00 	 diario; Francisco Alcalá,
tres meses y catorce días a	 razón de RD$4.00
Juan Fabián tres meses y catorce días a razón de RD$2.75
diario; Jesús Soriano tres meses y catorce días a razón de
RD$1.75 diario; Arcadio de León tres meses y catorce días
a razón de RD$2.25 diario; Francisco Manzueta, tres me-
ses y catorce días a razón de RDS1.75 diario; sumas que se
deberán pagar por concepto de Preaviso y de indemniza-
ciones, por haberse comprobado que los mismos realizaban
labores fijas e ininterrumr 4 das bajo el patronato de la Azu-
carera Haina hoy ConseJ o Estatal del Azúcar; QUINTO:
Condena al Consejo Estatal del Azúcar pagar a los trabaja-
dores indicados precedentemente y en el mismo orden que
se citan las sumas correspondientes a vacaciones no toma-
das ni pagadas, Auxilio de Cesantía y la duodécima parte
de los salarios devengados durante el tiempo trabajado por
concepto de Regalía Pascual a partir de la vigencia de la
ley que instituyó dicha regalía; Juan Mercedes, catorce
días por concepto de vacaciones, 90 días por concepto de
Auxilio de Cesantía, duodécima parte de salarios devenga-
dos del 20 de enero de 1954 al 22 de mayo de 1959; Mónico

,13!	 Feliciano, catorce días por concepto de vacaciones, 45 días
por concepto de auxilio de cesantía, y la duodécima parte
de los salarios devengados del 2 de enero de 1955 al 30 de
diciembre de 1959; Juan Luis Emanis, catorce días por con-
cepto de vacaciones, 30 días por'concepto de auxilio de ce-
santía y la duodécima parte de los salarios devengados entre
el 26 de diciembre de 1959 desde el 28 de febrero de 1957;
Juan Santos Reyes, catorce días por concepto de
vacaciones,	 45 días por	 concepto de Auxilio de
Cesantía y	 la duodécima parte de los salarios de"

vengados entre el 4 del mes de enero de 1955 al 29 de
noviembre de 1958; Graciliano Javier, catorce días por con-
cepto de vacaciones, 30 días por concepto de Auxilio de Ce-
santía y la duodécima parte de los salarios devengados en-
tre el 5 de enero de 1956 al 30 del mes de diciembre de
1958; Raymundo Vizcaíno, catorce días por concepto de va-
caciones , 30 días por concepto de Auxilio de Cesantía y la
duodécima parte de los salarios devengados entre el 2 del
mes de enero del año 1957 al 30 del mes de diciembre del
año 1959; Raymundo Valdez, catorce días por concepto de
vacaciones, 45 días por concepto de Auxilio de Cesantía y
la duodécima parte de los salarios devengados entre el 20
del mes de mayo de 1956 y el 15 de octubre de 1959; Ludo-
vino F. Montás, catorce días por concepto de vacaciones, 30
días por concepto de Auxilio de Cesantía, y la duodécima
parte de los salarios devengados entre el 20 de enero de
1954 y el 26 de noviembre de 1956; Manuel Soriano, catorce
días por concepto de vacaciones, 75 días por concepto de
Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los salarios
aevengados entre el 20 de enero de 1954 al 8 de junio de
1958; Ramón Javier, catorce días por concepto de vacacio-
nes, 75 días por concepto de Auxilio de Cesantía y la duo-
décima parte de los salarios devengados entre el 15 de ma-
yo de 1964 al 20 de julio de 1959, Manuel Antonio Eralte
Núñez, catorce días por concepto de vacaciones, 60 días por
concepto de Auxilio cle Cesantía y la duodécima parte de los
salarios devengados entre el 20 de enero de 1954 y el 10
de diciembre de 1957; Antonio de la Cruz, catorce días por.
concepto de vacaciones 90 días por concepto de Auxilio de
Cesantía y la duodécima parte de los salarios entre el 20
de enero de 1954y el 12 de diciembre de 1959; Ramón 01-
rno, catorce días por concepto de vacaciones, 90 días por
concepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los
salarios devengados entre el 20 de enero de 1954 y el 25 de
!une de 1958; Rafael Gervacio Santana, catorce días por
concepto de vacaciones, 75 días por concepto de Auxilio de
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meses y catorce días a razón de RD$4.00 diario; Manuel Fe.
liciano, tres meses y catorce días a razón de RD$5.00 dia..
rio; Andrés Báez tres meses y catorce días a razón de RD1.
4.00 diario; Víctor del Rosario tres meses y catorce días a
razón de RD$2.00 diario; Pablo Frías, tres meses y catorce
días a razón de RD$2.00	 diario; Francisco Alcalá,
tres meses y catorce días a	 razón de RD$4.00 diario;
Juan Fabián tres meses y catorce días a razón de RD$2.75
diario; Jesús Soriano tres meses y catorce días a razón de
RD$1.75 diario; Arcadio de León tres meses y catorce días
a razón de RD$2.25 diario; Francisco Manzueta, tres me-
ses y catorce días a razón de RD$1.75 diario; sumas que se
deberán pagar por concepto de Preaviso y de indemniza-
ciones, por haberse comprobado que los mismos realizaban
labores fijas e ininterrumpi das bajo el patronato de la Azu-
carera Haina hoy Consejo Estatal del Azúcar; QUINTO:
Condena al Consejo Estatal del Azúcar pagar a los trabaja-
dores indicados precedentemente y en el mismo orden que
se citan las sumas correspondientes a vacaciones no toma-
das ni pagadas, Auxilio de Cesantía y la duodécima parte
de los salarios devengados durante el tiempo trabajado por
concepto de Regalía Pascual a partir de la vigencia de la
ley que instituyó dicha regalía; Juan Mercedes, catorce
días por concepto de vacaciones, 90 días por concepto de
Auxilio de Cesantía, duodécima parte de salarios devenga-
dos del 20 de enero de 1954 al 22 de mayo de 1959; ?Jónico
Feliciano, catorce días por concepto de vacaciones, 45 días
por concepto de auxilio de cesantía, y la duodécima parte
de los salarios devengados del 2 de enero de 1955 al 30 de
diciembre de 1959; Juan Luis Emanis, catorce días por con-
cepto de vacaciones, 30 días por'concepto de auxilio de ce-
santía y la duodécima parte de los salarios devengados entre
el 26 de diciembre de 1959 desde el 28 de febrero de 1957;
Juan Santos Reyes, catorce días por concepto de
vacaciones,	 45 días por	 concepto de Auxilio de
Cesantía y	 la duodécima parte de los salarios de"

---
vengados entre el 4 del mes de enero de 1955 al 29 de
noviembre de 1958; Graciliano Javier, catorce días por con-
cepto de vacaciones, 30 días por concepto de Auxilio de Ce-
santía y la duodécima parte de los salarios devengados en-
tre el 5 de enero de 1956 al 30 del mes de diciembre de
1958; Raymundo Vizcaíno, catorce días por concepto de va-
caciones , 30 días por concepto de Auxilio de Cesantía y la
duodécima parte de los salarios devengados entre el 2 del
mes de enero del año 1957 al 30 del mes de diciembre del
año 1959; Raymundo Valdez, catorce días por concepto de
vacaciones, 45 días por concepto de Auxilio de Cesantía y
la duodécima parte de los salarios devengados entre el 20
del mes de mayo de 1956 y el 15 de octubre de 1959; Ludo-
vino F. Montás, catorce días por concepto de vacaciones, 30
días por concepto de Auxilio de Cesantía, y la duodécima
parte de los salarios devengados entre el 20 de enero de
1954 y el 26 de noviembre de 1956; Manuel Soriano, catorce
días por concepto de vacaciones, 75 días por concepto de
Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los salarios
oevengados entre el 20 de enero de 1954 al 8 de junio de
1958; Ramón Javier, catorce días por concepto de vacacio-
nes, 75 días por concepto de Auxilio de Cesantía y la duo-
décima parte de los salarios devengados entre el 15 de ma-
yo de 1964 al 20 de julio de 1959, Manuel Antonio Eralte
Núñez, catorce días por concepto de vacaciones, 60 días por
concepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los
salarios devengados entre el 20 de enero de 1954 y el 10
de diciembre de 1957; Antonio de la Cruz, catorce días por
concepto de vacaciones 90 días por concepto de Auxilio de
Cesantía y la duodécima parte de los salarios entre el 20
de enero de 1954 y el 12 de diciembre de 1959; Ramón Ol-
mo, catorce días por concepto de vacaciones, 90 días por
concepto de Auxilio de Cesantía v la duodécima parte de los
salarios devengados entre el 20 dee enero de 1954 y el 25 de
51111 0 de 1958; Rafael Gervacio Santana, catorce días por
Concepto de vacaciones, 75 días por concepto de Auxilio de
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Cesantía y la duodécima parte de los salarios devengados tAr
tre el 25 de enero del 1954 y el 30 de marzo de 1958; su-v-..
G. Bello, 14 días por concepto de vacaciones, 75 días por °con,
cepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los
salarios devengados entre el 1ro. de agosto de 1957 y e l 3
de noviembre de 1960; Victoriano Valdez, catorce días por
concepto de vacaciones, 45 días por concepto de Auxilio de
Cesantía y la duodécima parte de los salarios devengados
entre el 20 de enero de 1954 y el 28 de diciembre de 1953.
Angel Figuereo o Figueroa, catorce días por concepto de val
caciones, 30 días por concepto de auxilio de cesantía y
:a duodécima parte de los salarios devengados entre el 20
de enero de 1954 y el 29 de diciembre de 1959; Modesto
Díaz, catorce días por concepto de vacaciones, 60 días por
concepto de Auxilio de cesantía y la duodécima parte de
los salarios devengados entre el 20 de enero de 1954 y el

de agosto de 1956; Serapio de la Rosa, catorce días por
concepto de vacaciones, 45 días por concepto de auxilio de
cesantía y la duodécima parte de los salarios devengados
entre el 19 de febrero de 1954 y el 26 de noviembre de 1957;
Esteban Vásquez, catorce días por concepto de vacaciones,
45 días flor concepto de Auxilio de Cesantía y los salarios
devengados (duodécima parte) entre el 10 de abril de 1956
y el 12 de noviembre de 1959; Ernesto del Rosario, cator-
ce días por concepto de vacaciones, 30 días por concepto de
Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los salarios de-
vengados entre el 3 de enero de 1956 y el 30 de diciembre
de 1958; Alberto Valdez, catorce días por concepto de vaca-
ciones, 75 días por concepto de Auxilio de cesantía y la
duodécima parte de los salarios devengados entre el 20 de
enero de 1954 y el 23 de octubre de 1957; Federico de los
Santos, catorce días por concepto de vacaciones, 60 días por
concepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de
los salarios devengados entre el 8 de mayo de 1954 y el 13
de noviembre de 1958; Leoncio Travieso, catorce días por
concepto de vacaciones, 30 días por concepto de Auxilio de
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Cesantía Tla duodécima parte de los salarios devengados
entre el 3 de enero de 1957 y el 6 de diciembre de 1959; Fe-

M•	 ueses, catorce días por concepto de vacaciones, 45
días por concepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima
.)arte de los salarios devengados entre el 2 de mayo de 1956

el 8 de noviembre de 1959; Ricardo Gómez, catorce días
por concepto de vacaciones, 45 días por concepto de Auxilio
de Cesantía y la duodécima parte de los salarios devengados
entre el 2 de enero de 1955 y el 9 de diciembre de 1958;
Juan R. de Jesús, catorce días por concepto de vacaciones,
Fp días por concepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima
parte de los salarios devengados entre el 20 de enero de
1954 y el 23 de octubre de 1957; Casiano Javier, catorce días
por concepto de vacaciones, 60 días por concepto de Auxilio
de Cesantía y la duodécima parte de los salarios devengados
entre el 20 de enero de 1954 y el 21 de diciembre de 1957;
Teodoro Rosario, catorce días por concepto de vacaciones,
45 días por concepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima
parte de los salarios devengados entre el 8 de febrero de
1954 y el 19 de noviembre de 1957; José Fortuna, catorce
días por concepto de vacaciones, 60 días por concepto de
Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los salarios
devengados entre el 20 de enero de 1954 y el 27 de diciem-
bre de 1957; Manuel Feliciano, catorce días por concepto
de vacaciones, 90 días por concepto de Auxilio de Cesantía

la duodécima parte de los salarios devengados entre el
20 de enero de 1954 y el 11 de octubre de 1956; Andrés Báez,
catorce días por concepto de vacaciones, 45 días por con-
cepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los
salarios devengados entre el 20 de enero de 1954 y el 16
de octubre de 1954; Víctor del Rosario, catorce días por
concepto de vacaciones; 120 días por concepto de Auxilio
de cesantía y la duodécima parte de los salarios devengadosentre el 20 de enero de 1954 y el 4 de julio de 1958; Pablo
Frías , catorce días por concepto de vacaciones. 75 días por
concepto de Cesantía y la duodécima parte de los salarios
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Cesantía y la duodécima parte de los salarios devengado s e
tre el 25 de enero del 1954 y el 30 de marzo de 1958; suvl°

en.

G. Bello, 14 días por concepto de vacaciones, 75 días por con.
cepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de lo
salarios devengados entre el 1ro. de agosto de 1957 y e1 3
de noviembre de 1960; Victoriano Valdez, catorce días por
concepto de vacaciones, 45 días por concepto de Auxilio de
Cesantía y la duodécima parte de los salarios devengados
entre el 20 de enero de 1954 y el 28 de diciembre de 1953.
Angel Figuereo o Figueroa, catorce días por concepto de val
caciones, 30 días por concepto de auxilio de cesantía y
:a duodécima parte de los salarios devengados entre el 20
de enero de 1954 y el 29 de diciembre de 1959; Modesto
Díaz, catorce días por concepto de vacaciones, 60 días por
concepto de Auxilio de cesantía y la duodécima parte de
los salarios devengados entre el 20 de enero de 1954 y el
3 de agosto de 1956; Serapio de la Rosa, catorce días por
concepto de vacaciones, 45 días por concepto de auxilio de
cesantía y la duodécima parte de los salarios devengados
entre el 19 de febrero de 1954 y el 26 de noviembre de 1957;
Esteban Vásquez, catorce días por concepto de vacaciones,
45 días por concepto de Auxilio de Cesantía y los salarios
devengados (duodécima parte) entre el 10 de abril de 1956
y el 12 de noviembre de 1959; Ernesto del Rosario, cator-
ce días por concepto de vacaciones, 30 días por concepto de
Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los salarios de-
vengados entre el 3 de enero de 1956 y el 30 de diciembre
de 1958; Alberto Valdez, catorce días por concepto de vaca-
ciones, 75 días por concepto de Auxilio de cesantía y la

duodécima parte de los salarios devengados entre el 20 de
enero de 1954 y el 23 de octubre de 1957; Federico de los
Santos, catorce días por concepto de vacaciones, 60 días por
concepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de
los salarios devengados entre el 8 de mayo de 1954 y el 13
de noviembre de 1958; Leoncio Travieso, catorce días por
concepto de vacaciones, 30 días por concepto de Auxilio de
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cesantía y la duodécima parte de los salarios devengados
entre el 3 de enero de 1937 y el 6 de diciembre de 1959; Fe-
. ino Mueses, catorce días por concepto de vacaciones, 45
días por concepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima
9arte de los salarios devengados entre el 2 de mayo de 1956

el 8 de noviembre de 1959; Ricardo Gómez, catorce días
Por concepto de vacaciones, 45 días por concepto de Auxilio
de Cesantía y la duodécima parte de los salarios devengados
entre el 2 de enero de 1955 y el 9 de diciembre de 1958;
Juan R. de Jesús, catorce días por concepto de vacaciones,
ffl días por concepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima
parte de los salarios devengados entre el 20 de enero de
1954 y el 23 de octubre de 1957; Casiano Javier, catorce días
por concepto de vacaciones, 60 días por concepto de Auxilio
de Cesantía y la duodécima parte de los salarios devengados
entre el 20 de enero de 1954 y el 21 de diciembre de 1957;
Teodoro Rosario, catorce días por concepto de vacaciones,
45 días por concepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima
parte de los salarios devengados entre el 8 de febrero de
1954 y el 19 de noviembre de 1957; José Fortuna, catorce
días por concepto de vacaciones, 60 días por concepto de
Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los salarios
devengados entre el 20 de enero de 1954 y el 27 de diciem-
bre de 1957; Manuel Feliciano, catorce días por concepto
de vacaciones, 90 días por concepto de Auxilio de Cesantía
y la duodécima parte de los salarios devengados entre el
20 de enero de 1954 y el 11 de octubre de 1956; Andrés Báez,
catorce días por concepto de vacaciones, 45 días por con-
cepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los
salarios devengados entre el 20 de enero de 1954 y el 16
de octubre de 1954; Víctor del Rosario, catorce días por
concepto de vacaciones; 120 días por concepto de Auxilio
de cesantía y la duodécima parte de los salarios devengadosentre el 20 de enero de 1954 y el 4 de julio de 1958; Pablo
Frías , catorce días por concepto de vacaciones. 75 días por
Concepto de Cesantía y la duodécima parte de los salarios
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devengados entre el 20 de enero de 1954 y el 9 de octo,
del 1957; Francisco Alcalá, catorce días por concepto de ya'
caciones, 45 días por concepto de Auxilio de Cesantía y la
duodécima parte de los salarios devengados entre el 20 de
enero de 1954 y el 10 de diciembre de 1955; Juan Fabian.
catorce días por concepto de vacaciones, 30 días por Con-
cepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los
salarios devengados entre el 5 de enero de 1957 y el 8 de.
noviembre de 1959; Jesús Soriano, catorce días por con-
cepto de vacaciones, 45 días por concepto de Auxilio de Ce-
santía y la duodécima parte de los salarios devengados en-
tre el 10 de febrero de 1955 y el 16 de abril del 1958; Ar-
cadio de León, catorce días por concepto de vacaciones, 45
días por concepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima
parte de los salarios devengados entre el 20 de enero de
1954 y el 20 de octubre de 1956; y Francisco Manzueta, ca-
torce días por concepto de vacaciones, 90 días por concepto
de Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los salarios
devengados entre el 20 de enero de 1954 y el lro. de sep-
tiembre de 1958. Sumas que deberán ser pagadas en base
a los salarios preindicados y en consideración al hecho de
que éstos se hallaban laborando permanentemente e ininte-
rrumpidamente al servicio de la Azucarera Haina hoy Con-
sejo Estatal del Azúcar, durante el tiempo indicado en las
actas de no conciliación levantadas por funcionarios com-
petente. lo cual no ha negado la empresa demandada; SEX-
TO: Condena al Consejo Estatal del Azúcar al pago de las
costas del proceso con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Rodríguez Gómez y Ruiz Martínez, Q111-

nes aseveran haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que el Consejo Estatal del Azúcar, parte
recurrente, invoca en su Memorial de Casación los siguien-

tes medios: Primer Medio: Violación de los Artículos 659•
660 y 661 del Código de Trabajo, sobre la Irescripción de
las acciones laborales, por falsa aplicación. 'Contradicción

motivos; Segundo Medio: Falta de Base Legal. Desnatu-
ralización de los Hechos de la Causa;
1 Considerando que en el desenvolvimiento de los dos me-
dios propuestos, los cuales se reúnen para su examen, sos-
tiene en síntesis la parte recurrente, que lo motivos de la
sentencia impugnada "no versan sobre hechos precisos re-
lativos al caso", sino que el juez a-quo lo que ha hecho es
una serie de "elucubraciones ilógicas e inadactadas", todo
lo cual a juicio de la parte recurrente conduce a motivos,
"vagos, generales y contradictorios"; que además la decla-
ración del único testigo Federico Lebrón Montás, fue des-
naturalizada porque "no se ponderó en su justo valor "ya
cue existe en esa declaración "vaguedad, inconsistencia e
imprecisión"; que dicho testigo lo que hizo fue externar un
criterio particular sobre el caso, convirtiéndose en árbitro;
alegato formulado por la empresa recurrente después de
sostener que ella había nvocado que la acción de los de-
mandantes estaba prescrita al tenor de lo que disponen los
Artículos 659, 660 y 661 del Código de Trabajo, y que los
documentos aportados al debate, ante los jueces del fondo,
evidenciaban que las demandas de los trabajadores hoy re-
curridos en casación, fueron lanzadas tardíamente; y que,
en consecuencia, el Tribunal a-quo al decidir lo contrario
violó esos textos legales, además de incurrir en los vicios
de falta de base legal, de contradicción de motivos y de des-
naturalización de los hechos de la causa, según se expuso
arriba: que, por todo ello, estima la parte recurrente, que
la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando que, en efecto, el examen de la senten-
cia impugnada pone de manifiesto, que ante el Tribunal de
envío, la empresa demandada propuso. como lo había he-
cho antes, la prescripción de las acciones laborales contra
ella intentadas por los demandantes, en razón de que los
desuidos ale gados por ellos se produjeron en los años de
1955 , 1957, 1958 y 1959, y las querellas correspondientes
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devengados entre el 20 de enero de 1954 y el 9 de octubre
del 1957; Francisco Alcalá, catorce días por concepto de va-
eaciones, 45 días por concepto de Auxilio de Cesantía y 1a

duodécima parte de los salarios devengados entre el 20 de
enero de 1954 y el 10 de diciembre de 1955; Juan Fabián
catorce días por concepto de vacaciones, 30 días por con:
cepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los
salarios devengados entre el 5 de enero de 1957 y el 8 de.
noviembre de 1959; Jesús Soriano, catorce días por con-
cepto de vacaciones, 45 días por concepto de Auxilio de Ce-
santía y la duodécima parte de los salarios devengados en-
tre el 10 de febrero de 1955 y el 16 de abril del 1958; Ar-
cadio de León, catorce días por concepto de vacaciones , 45
días por concepto de Auxilio de Cesantía y la duodécima
parte de los salarios devengados entre el 20 de enero de
1954 y el 20 de octubre de 1956; y Francisco Manzueta, ca-
torce días por concepto de vacaciones, 90 días por concepto
de Auxilio de Cesantía y la duodécima parte de los salarios
devengados entre el 20 de enero de 1954 y el 1ro. de sep-
tiembre de 1958. Sumas que deberán ser pagadas en base
a los salarios preindicados y en consideración al hecho de
que éstos se hallaban laborando permanentemente e ininte-
rrumpidamente al servicio de la Azucarera Mina hoy Con-
sejo Estatal del Azúcar. durante el tiempo indicado en las
actas de no conciliación levantadas por funcionarios com-
petente. lo cual no ha negado la empresa demandada; SEX-
TO: Condena al Consejo Estatal del Azúcar al pago de las
costas del proceso con distracción de las mismas en pro-
vecho de los Dres. Rodríguez Gómez y Ruiz Martínez, Quie

-nes aseveran haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que el Consejo Estatal del Azúcar, parte
recurrente, invoca en su Memorial de Casación los siguie n

-tes medios: Primer Medio: Violación de los Artículos 659.
660 y 661 del Códi go de Trabajo, sobre la prescripción de
las acciones laborales, por falsa aplicación. Contradicción

a-e motivos; Segundo Medio: Falta de Base Legal. Desnatu-
ralización de los Hechos de la Causa;

Considerando que en el desenvolvimiento de los dos me-

dios propuestos, los cuales se reúnen para su examen, sos-
tiene en síntesis la parte recurrente, que lo motivos de la
sentencia impugnada "no versan sobre hechos precisos re-
lativos al caso", sino que el juez a-quo lo que ha hecho es
una serie de "elucubraciones ilógicas e inadactadas", todo
lo cual a juicio de la parte recurrente conduce a motivos,
-vagos, generales y contradictorios"; que además la decla-
ración del único testigo Federico Lebrón Montás, fue des-
naturalizada porque "no se ponderó en su justo valor "ya
que existe en esa declaración "vaguedad, inconsistencia e
imprecisión"; que dicho testigo lo que hizo fue externar un
criterio particular sobre el caso, convirtiéndose en árbitro;
alegato formulado por la empresa recurrente después de
sostener que ella había nvocado que la acción de los de-
mandantes estaba prescrita al tenor de lo que disponen los
Artículos 659, 660 y 661 del Código de Trabajo, y que los
documentos aportados al debate, ante los jueces del fondo,
evidenciaban que las demandas de los trabajadores hoy re-
curridos en casación, fueron lanzadas tardíamente; y que,
en consecuencia, el Tribunal a-quo al decidir lo contrario
violó esos textos legales, además de incurrir en los vicios
de falta de base legal, de contradicción de motivos y de des-
naturalización de los hechos de la causa, según se expuso
arriba: que, por todo ello, estima la parte recurrente, que
la sentencia impugnada debe ser casada;

Considerando que, en efecto, el examen de la senten-
cia impugnada pone de manifiesto, que ante el Tribunal de
envío, la empresa demandada propuso, como lo había he-
cho antes, la prescripción de las acciones laborales contra
ella intentadas por los demandantes, en razón de que los
desoídos alegados por ellos se produjeron en los años de
1955, 1957, 1958 y 1959, y las querellas correspondientes
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fueron presentadas durante los días 24 de junio, 11 , 17 Y 24
de agosto de 1962, según la documentación presentada.
que conforme al Artículo 659 del Código de Trabajo

sacciones por causa de despido o dimisión prescriben a los
dos meses, así como las acciones correspondientes al desa.
hucio y al auxilio de cesantía; que según el Artículo 660,
las demás acciones prescriben en el término de tres meses
estableciendo el Artículo 661 que en cualquier caso el tér:
m ino señalado para la prescripción comienza un día des-
pués de la fecha en que la acción pueda ser ejercida; que
frente a esos alegatos de la Compañía recurrente, encami-
nados según se ha dicho a lograr que se declararan pres-
critas dichas acciones, el tribunal de envío decidió la ce-
lebración de un informativo testimonial, oyendo las decla-
raciones del testigo Federico Lebrón Montás, en base a las
cuales declaraciones decidió el caso, estimando la parte re-
currente que si bien se había establecido jurisprudencial-
mente por la Suprema Corte de Justicia que el "estado de
fuerza que imperó en la República Dominicana durante la
dictadura Trujillista, finalizó el día 19 de noviembre de
1961", en la especie los demandantes alegaban "una situa-
ción sui-géneris imperante en la jurisdicción de San Cristó-
bal, lo que impidió el ejercico de su derecho";

Consderando, sin embargo, que es un hecho ya re
nocido y establecido como público y notorio que el 19 de
noviembre de 1961, en que los últimos remanentes de los

Trujillo abandonaron el país, se hizo posible en el territo-
rio nacional, y desde ese momento, el ejercicio de todas las
acciones, contra las instituciones y empresas controladas
por la dictadura; que en consecuencia, sí en el presente ca-
so se pretendía que una causa de fuerza mayor había im-
pedido a los demandantes ejercer su derecho ,el Tribunal
a-quo debió tomar como base para declarar suspendi da la

prescripción más allá de la fecha antes dicha. hechos Y

circunstancias que caracterizaran una causa de fuerza rna"

sorryelacionada directamente con el caso debatido, y no
hechos generales declarados por el testigo Lebrón, acaeei-
pOS según su exposición en la ciudad de San Cristóbal en
torno a reclamaciones extrañas a la litis, pues se referían
al derecho que sobre unos terrenos invocaban otras perso-
nas; sobre todo que al llevarse la suspensión de la pres-
cripción, en la especie, hasta el día 20 de diciembre de
962. fecha próxima a la de las acciones intentadas, para
que así resultaran no prescritas, era preciso aportar datos
.1. fechas relacionadas de modo específico con la litis, se-
gún se dijo antes acerca de lo cual no ofrece dicho fallo
sino aseveraciones de tipo general, resultando de ese modo
su motivación, vaga e imprecisa, e incurriendo el juez a-quo,
por tanto, en el vicio de falta de base legal, así como tam-
bién en una desnaturalización de los hechos, ya que atri
buyó al testimonio analizado —al darle tales efectos— un
sentido y un alcance específico que no tiene, según resulta
de su examen; que por tanto, el fallo, impugnado debe ser
casado;

Considerando que las costas pueden ser compensadas
según el Artículo 63 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, cuando un fallo es casado por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia de San Cristóbal, en
funciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, en
fecha 28 de octubre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto por
laansteeolsataCsámara de lo Civil y Comercial y de trabajo de la
sPidriemntee_Craircunscripción de Santiago; Segundo: Compensa

Fernando E. Ravelo de la Fuente. Primer Sustituto de Pre-
Firmados: Manuel Ramón Rliz Tejada, Presidente.—

Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustitu to
de Presidente.— Manuel A. Arniama.— Francisco Elpidio
Beras. — Joaquín M. Alvarez Perdió.— Juan Bautista Ro-
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fueron presentadas durante los días 24 de junio, 11 ,	 2417
de agosto de 1962, según la documentación presentada .

' 
y

que conforme al Artículo 659 del Código de Trabajo las
acciones por causa de despido o dimisión prescriben a los
dos meses, así como las acciones correspondientes al desa.
hucio y al auxilio de cesantía; que según el Artículo 660'
las demás acciones prescriben en el término de tres meses
estableciendo el Artículo 661 que en cualquier caso el téri
mino señalado para la prescripción comienza un día des-
pués de la fecha en que la acción pueda ser ejercida; que
frente a esos alegatos de la Compañía recurrente, encami-
nados según se ha dicho a lograr que se declararan pres-
critas dichas acciones, el tribunal de envío decidió la ce-
lebración de un informativo testimonial, oyendo las decla-
raciones del testigo Federico Lebrón Montás, en base a las
cuales declaraciones decidió el caso, estimando la parte re-
currente que si bien se había establecido jurisprudencial-
mente por la Suprema Corte de Justicia que el "estado de
fuerza que imperó en la República Dominicana durante la
dictadura Trujillista, finalizó el día 19 de noviembre de
1961", en la especie los demandantes alegaban "una situa-
ción sui-géneris imperante en la jurisdicción de San Cristó-
bal, lo que impidió el ejercito de su derecho";

Consderando, sin embargo, que es un hecho ya reco-
nocido y establecido como público y notorio que el 19 de
noviembre de 1961, en que los últimos remanentes de los
Trujillo abandonaron el país. se hizo posible en el territo-
rio nacional, y desde ese momento, el ejercicio de todas las
acciones, contra las instituciones v empresas controladas
por la dictadura; que en consecuencia, sí en el presente c a

-so se pretendía que una causa de fuerza mayor había im-
pedido a los demandantes ejercer su derecho ,el Tribunal
a-quo debió tomar como base para declarar suspendi da la

prescripción más allá de la fecha antes dicha. hecho s Y

circunstancias que caracterizaran una causa de fuerza Illa"

y or relacionada directamente con el caso debatido, y no
Tochos  generales declarados por el testigo Lebrón, acaecí-
pos según su exposición en la ciudad de San Cristóbal en
torno a reclamaciones extrañas a la litis, pues se referían
al derecho que sobre unos terrenos invocaban otras perso-
nas; sobre todo que al llevarse la suspensión de la pres-
cripción, en la especie, hasta el día 20 de diciembre de
1962, fecha próxima a la de las acciones intentadas, para
que así resultaran no prescritas, era preciso aportar datos
v fechas relacionadas de modo específico con la litis, se-
gún se dijo antes acerca de lo cual no ofrece dicho fallo
sino aseveraciones de tipo general, resultando de ese modo
su motivación, vaga e imprecisa, e incurriendo el juez a-quo,
por tanto, en el vicio de falta de base legal, así como tam-
bién en una desnaturalización de los hechos, ya que atri-
buyó al testimonio analizado —al darle tales efectos— un
sentido y un alcance específico que no tiene, según resulta
de su examen; que por tanto, el fallo impugnado debe ser
casado;

Considerando que las costas pueden ser compensadas
según el Artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación, cuando un fallo es casado por falta de base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia de San Cristóbal, en
funciones de Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, en
fecha 28 de octubre de 1968, cuyo dispositivo ha sido copia-
do en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto por
laanstecolsataCámara de lo Civil y Comercial y de trabajo de la
Primera CircunscripciónCircunscripción de Santiago; Segundo: Compensa

sidente.— Carlos Manuel Lamarche H., Segundo Sustitutode Pres idente.— Manuel A. Amlarna.— Francisco Elpidio

ernando E. Ravelo de la Fuente. Primer Sustituto de Pre-

Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro-



jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au.
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 24 DE OCTUBRE DEL 1969

impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
Senteinciafecha 9 de enero de 1969

materia: Civil

Recurrente: Pío Llorente Leal
Abogado: Dr. Félix A. Brito Mata

Recurrido: José Redondo Rodríguez y compartes
Abogado: Dr. José del Carmen Adames Feliz y Dr. Julio de Windt

Pichardo.
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Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

1
t

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 24
del mes de octubre de 1969, años 126o. de la Independencia
y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pío Llo-
rente Leal, español, mayor de edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 5541, se-
rie 20, contra la sentencia de fecha 9 de enero de 1969, dic-



jas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— E.
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au,
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 24 DE OCTUBRE DEL 1969

sentencia impugnada: Corte cíe Apelación de Santo Domingo, de

fecha 9 de enero de 1969

teria: Civil

Recurrente : Pío Llorente Leal

Abogado : Dr. Félix A. Brito Mata

Recurrido : José Redondo Rodríguez y compartes

Abogado: Dr. José del Carmen Aclames Feliz y Dr. Julio de Windt

Pichardo.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticl regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-

ón Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
ente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-

arche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 24
del mes de octubre de 1969, años 126o. de la Independencia
y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pío Llo-
rente Leal, español, mayor de edad, soltero, agricultor, do-

'ciliado y residente en esta ciudad, cédula No. 5541, se-
o, contra la sentencia de fecha 9 de enero de 1969, die-
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tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José del Carmen Adames Féliz, cédula No

3624, serie 16, por sí y por el Dr. Julio de Windt Piehardo'
cédula No. 27190, serie 23, abogados de los recurridos Jo_
sé Redondo Rodríguez, agricultor, cédula No. 1320, serie
81, domiciliado y residente en la casa No. 13 de la calle
"Imbert" de esta ciudad; Andrés Martín Pérez, agricultor,
cédula No. 81, serie 20; Andrés Barranco Garrido, domici-
liado y residente en la calle "Altagracia" No. 34 de la ciudad
de San José de Ocoa, cédula No. 5044, serie 20; y Manuel
García Lachica, agricultor, domiciliado y residente en la
casa No. 13 de 1 calle "Imbert" de esta ciudad, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el Memorial de Casación, depositado en la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 21 de marzo de 1969, y sus-
crito por el Dr. Félix A. Brito Mata, cédula No. 29194, se-
rie 47, abogado del recurrente en el cual se invocan los me-
dios que se indican más adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 13 de mayo de
1969, suscrito por los abogados de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 78, 79, 141, 462 y 464 del Có-
digo de Procedimiento Civil; 1, de la Ley No. 1015 de 1935;
y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación; 0~

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con motivo
de un procedimiento en pago de dineros y en validez de em-
bargo retentivo ,realizado por Pío Llorente Leal, contra los
hoy recurridos en casación, la Cámara de lo Civil y Com er

-cial de la Primera Circunscripción, dictó en fecha 23 de fe-

brero de 1967, una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Fa-
lla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia
contra Manuel García Lachica, Andrés Martín Pérez, José
Redondo; Emilio Vallinas, José Barranco Garrido, y Fran-
cisco Monteagudo, parte demandada, por falta de compare-
cer; Segundo: Acoge las conclusiones presentadas en au-
diencia por Pío Llorente Leal, parte demandante, por ser
justas y reposar sobre prueba legal, y en consecuencia Con-
dena a dichos demandados, a pagarle al mencionado deman-
dante respectivamente: a) las sumas de RD$800.00; RD$-
850.00; RD$850.00 RD$700.00; y RD$850.00; que le adeu-
dan por el concepto indicado; b) los intereses legales corres-
pondiente, a partir del día de la demanda; y e) todas las
Costas causadas y por causarse en la presente instancia;
Tercero: Declara bueno y válido el Embargo Retentivo u
Oposición practicado por el mencionado demandante Pío
Llorente Leal, según acto de fecha 7 de Noviembre de 1966,
instrumentado por el ministerial Félix Miguel Torres Báez,
Alguacil Ordinario de la Segunda Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, en poder del
Estado Dominicano, del Tesorero Nacional y del Instituto
Agrario Dominicano, y en perjuicio de los dichos demanda-
dos Manuel García Lachica, Andrés Martín Pérez, José Re-
dondo, Emilio Vallinas, José Barranco Garrido y Francis-
co Monteagudo, y consecuentemente, Ordena a los Terce-
ros Embargados entregar en pago al premencionado deman-
dante Pío Llorente Leal, las sumas de dinero que se con-
sideren o sean juzgadas deber a los embargados ,en deduc-
ción o hasta concurrencia del crédito objeto de dicho em-
bargo, en principal, intereses y costas; Cuarto: Ordena la
ejecución provisional y sin fianza de la presente sentencia,
no obstante apelación, solamente; y Quinto: Comisiona al
ministerial Horacio Ernesto Castro Ramírez alguacil de Es-
trados de este tribunal, para la notificación de esta senten-
cia"; b) que sobre recurso de oposición interpuesto por los
demandados, la citada Cámara dictó en fecha 2 de noviem-
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tada por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus
atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia más adelante:

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José del Carmen Adames Féliz, cédula No.

3624, serie 16, por sí y por el Dr. Julio de Windt Pichardo
cédula No. 27190, serie 23, abogados de los recurridos J0,
sé Redondo Rodríguez, agricultor, cédula No. 1320, serie
81, domiciliado y residente en la casa No. 13 de la calle
"Imbert" de esta ciudad; Andrés Martín Pérez, agricultor,
cédula No. 81, serie 20; Andrés Barranco Garrido, domici-
liado y residente en la calle "Altagracia" No. 34 de la ciudad
de San José de Ocoa, cédula No. 5044, serie 20; y Manuel
García Lachica, agricultor, domiciliado y residente en la
casa No. 13 de 14 calle "Imbert" de esta ciudad, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el Memorial de Casación, depositado en la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 21 de marzo de 1969, y sus-
crito por el Dr. Félix A. Brito Mata, cédula No. 29194, se-
rie 47, abogado del recurrente en el cual se invocan los me-
dios que se indican más adelante;

Visto el Memorial de Defensa de fecha 13 de mayo de
1969, suscrito por los abogados de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 78, 79, 141, 462 y 464 del Có-
digo de Procedimiento Civil; 1, de la Ley No. 1015 de 1935;
y 1 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) Que con motivo
de un procedimiento en pago de dineros y en validez de em-
bargo retentivo ,realizado por Pío Llorente Leal, contra los
hoy recurridos en casación, la Cámara de lo Civil y Come r

-cial de la Primera Circunscripción, dictó en fecha 23 de fe"

j, 1 -13 de 1967, una sentencia cuyo dispositivo dice ásí: "Fa-
lla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia
contra Manuel García Lachica, Andrés Martín Pérez, José
Redondo; Emilio Vallinas, José Barranco Garrido, y Fran-
cisco Monteagudo, parte demandada, por falta de compare-
cer; Segundo: Acoge las conclusiones presentadas en au-
diencia por Pío Llorente Leal, parte demandante, por ser
justas y reposar sobre prueba legal, y en consecuencia Con-
dena a dichos demandados, a pagarle al mencionado deman-
dante respectivamente: a) las sumas de RD$800.00; RD$-
850.00; RD$850.00 RD$700.00; y RD$850.00; que le adeu-
dan por el concepto indicado; b) los intereses legales corres-
pondiente, a partir del día de la demanda; y e) todas las
Costas causadas y por causarse en la presente instancia;
Tercero: Declara bueno y válido el Embargo Retentivo u
Oposición practicado por el mencionado demandante Pío
Llorente Leal, según acto de fecha 7 de Noviembre de 1966,
instrumentado por el ministerial Félix Miguel Torres Báez,
Alguacil Ordinario de la Segunda Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, en poder del
Estado Dominicano, del Tesorero Nacional y del Instituto
Agrario Dominicano, y en perjuicio de los dichos demanda-
dos Manuel García Lachica, Andrés Martín Pérez, José Re-
dondo, Emilio Vallinas, José Barranco Garrido y Francis-
co Monteagudo, y consecuentemente, Ordena a los Terce-
ros Embargados entregar en pago al premencionado deman-
dante Pío Llorente Leal, las sumas de dinero que se con-
sideren o sean juzgadas deber a los embargados ,en deduc-
ción o hasta concurrencia del crédito objeto de dicho em-
bargo, en principal, intereses y costas; Cuarto: Ordena la
ejecución provisional y sin fianza de la presente sentencia.
no obstante apelación, solamente; y Quinto: Comisiona al
ministerial Horacio Ernesto Castro Ramírez alguacil de Es-
trados de este tribunal, para la notificación de esta senten-
cia"; b) que sobre recurQo de oposición interpuesto por los
demandados, la citada Cámara dictó en fecha 2 de noviem-
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bre de 1967, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Fa_
Ila:— Primero: Ratifica el Defecto pronunciado en audien-
cia contra Pío Llorente Leal, parte oponida, por falta de,
concluir; Segundo: Declara bueno y válido por regular en'
la forma y haber sido interpuesto en tiempo hábil, el recur-
so de oposición interpuesto por José Redondo Rodríguez,
José Barranco, Andrés Martín Pérez y Manuel García La-
chica, contra la sentencia de este tribunal en atribucione,
civiles de fecha 23 de febrero de 1967, cuyo dispositivo ha
sido transcrito precedentemente; Tercero: Declara radical-
mente nulo y sin ningún valor ni efecto por las circunstan-
cias precedentemente enuiciadas, el acto de embargo reten-
tivo u oposición y de demanda en validez de fecha 7 de no-
viembre de 1966, instrumentado por el ministerial Félix
Miguel Torres B., y en consecuencia: a) Revoca la mencio-
nada sentencia impugnada en todas sus partes y obrando por
contrario imperio, ordena el levantamiento de los procedí
mientos de embargo retentivo u oposición trabados por Pí
Llorente Leal, en manos del Estado Domnicano, según e
repetido acto del 7 de noviembre de 1966; y lo; Condena a
Pío Llorente Leal, al pago de las costas del presente recur-
so cuya distracción se ordena en provecho del Dr. Julio
de Windt Pichardo, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte"; e) que sobre apelación del demandante, la,
Corte de Apelación de Santo Domiigo, dictó en fecha 9 de

enero de 1969, la sentencia ahora impugnada con el siguien-•'
te dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza las conclusiones

• de la parte intimante, señor Pío Llorente Leal, por no ha-
berles dado avenir a las partes iitimadas; Segundo: Declara
las costas de oficio";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: "Primer Medio: Viola-
ción de los artículos 78, 79 y lro. de la Ley 1015 y 462 del
Código de Procedimiento Civil.— Segundo Medio: Desnatu

-ralización de los hechos y violación de los artículos 141 y

siguient es del Código de Procedimiento Civil. Insuficenca
de motivos;

Consderando que en el desenvolvimiento de los dos me-
dios de casación propuestos por el recurrente, los cuales se
reúnen para su examen, éste sostiene en síntesis, que él
como apelante que era de la sentencia que dictó el 2 de No-
viembre de 1967 la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, notificó a los
apelados, hoy recurridos en casación, su escrito de agravos
y depositó todos los documentos en apoyo de su apelación;
que como la parte apelada nunca notificó su escrito de de-
fensa, no obstante que había constituído abogado al Dr.
Julio de Windt Pichardo, el hoy recurrente en casación, des-
pués de transcurrido varios meses, persiguió la audiencia
correspondiente, por lo que estima que habiendo él cumplido'
con lo dispuesto en los Artículos 443 y 462 del Código de
Procedimiento Civil y con el Artículo 1 de la Ley No.
1015, de 1935, en tales condiciones, él no tenía que dar ave-
nir al abogado de la otra parte para que compareciera a
la audiencia que debía celebrar la Corte a-qua el 25 de abril
de 1968; que al entender y decidir lo contrario la citada Cor-
te violó por inaplicación los Artículos 78, 79 y 462 del Có-
digo de Procedimiento Civil y el Artículo 1 de la Ley No.
1015, de 1935; que, además, entiende el recurrente, que la
Corte a-qua desnaturalizó en su sentencia los hechos y do-
cumentos de la causa, pues él depositó según dijo antes los
documentos en que apoyaba su, apelación e invitó al abogado
de los apelados a tomar comunicación de los mismos; que,
finalmente, la sentencia impugnada carece de motivos que
justifiquen su dispositivo, así como también de base legal,
por todo lo cual estima que debe ser casada; pero,

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua después de dejar es-
tablecidos los hechos de la causa en base a los documentos
depositados por el propio apelante Pío Llorente Leal, hoy
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bre de 1967, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Fa-
lla:— Primero: Ratifica el Defecto pronunciado en audien-
cia contra Pío Llorente Leal, parte oponida, por falta de
concluir; Segundo: Declara bueno y válido por regular en
la forma y haber sido interpuesto en tiempo hábil, el recur-
so de oposición interpuesto por José Redondo Rodríguez.
José Barranco, Andrés Martín Pérez y Manuel García La-
chica, contra la sentencia de este tribunal en atribuciones
civiles de fecha 23 de febrero de 1967, cuyo dispositivo ha
sido transcrito precedentemente; Tercero: Declara radical-
mente nulo y sin ningún valor ni efecto por las circunstan-
cias precedentemente enuiciadas, el acto de embargo reten-
tivo u oposición y de demanda en validez de fecha 7 de no-.,
viembre de 1966, instrumentado por el ministerial Félix
Miguel Torres B., y en consecuencia: a) Revoca la mencio-
nada sentencia impugnada en todas sus partes y obrando por
contrario imperio, ordena el levantamiento de los procedi-
mientos de embargo retentivo u oposición trabados por Pío
Llorente Leal, en manos del Estado Domnicano, según
repetido acto del 7 de noviembre de 1966; y b) Condena a
Pío Llorente Leal, al pago de las costas del presente recur-
so cuya distracción se ordena en provecho del Dr. Julio
de Windt Pichardo, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte"; c) que sobre apelación del demandante, la
Corte de Apelación de Santo Domiigo, dictó en fecha 9 de
enero de 1969, la sentencia ahora impugnada con el siguien-
te dispositivo: "Falla: Primero: Rechaza las conclusiones
de la parte intimarte, señor Pío Llorente Leal, por no ha-
berles dado avenir a las partes iitimadas; Segundo: Declara
las costas de oficio";

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: "Primer Medio: Viola-
ción de los artículos 78, 79 y 1ro. de la Ley 1015 y 462 del
Código de Procedimiento Civil.— Segundo Medio: Desnat u

-ralización de los hechos y violación de los artículos 141 Y

siguientes del Código de Procedimiento Civil. Insuficenca
de motivos;

Consderando que en el desenvolvimiento de los dos me-
dios de casación propuestos por el recurrente, los cuales se
reúnen para su examen, éste sostiene en síntesis, que él
como apelante que era de la sentencia que dictó el 2 de No-
viembre de 1967 la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Distrito Nacional, notificó a los
apelados, hoy recurridos en casación, su escrito de agravos
y depositó todos los documentos en apoyo de su apelación;
que como la parte apelada nunca notificó su escrito de de-
fensa, no obstante que había constituido abogado al Dr.
Julio de Windt Pichardo, el hoy recurrente en casación, des-
pués de transcurrido varios meses, persiguió la audiencia
correspondiente, por lo que estima que habiendo él cumplido'
con lo dispuesto en los Artículos 443 y 462 del Código de
Procedimiento Civil y con el Artículo 1 de la Ley No.
1015, de 1935, en tales condiciones, él no tenía que dar ave-
nir al abogado de la otra parte para que compareciera a
la audiencia que debía celebrar la Corte a-qua el 25 de abril
de 1968; que al entender y decidir lo contrario la citada Cor-
te violó por inaplicación los Artículos 78, 79 y 462 del Có-
digo de Procedimiento Civil y el Artículo 1 de la Ley No.
1015, de 1935; que, además, entiende el recurrente, que la
Corte a-qua desnaturalizó en su sentencia los hechos y do-
cumentos de la causa, pues él depositó según dijo antes los
documentos en que apoyaba su apelación e invitó al abogado
de los apelados a tomar comunicación de los mismos; que,
finalmente, la sentencia impugnada carece de motivos que
j ustifiquen su dispositivo, así como también de base legal,
Por todo lo cual estima que debe ser casada; pero,

Considerando que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua después de dejar es-
tablecidos los hechos de la causa en base a los documentos
depositados por el propio apelante Pío Llorente Leal, hoy

•
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recurrente en casación, hechos que concuerdan con la ex
posición que de los mismos ha hecho el recurrente, lleg
en el considerando No. 4 a la siguiente conclusión: "es
Corte ha comprobado que la parte apelada Pío Llorent
Leal, omitió darle avenir a las partes intimadas, a fin d
que asistieran a la audiencia que celebraría esta Corte, e
día 25 de abril de 1968, a las nueve horas de la mañana";

Considerando que después de hecha esa comprobación,
situación procesal que no niega el recurrente, la Corte a-
cula en los Considerandos 5, 6 y 7 del fallo impugnado, dijo
lo siguiente: "que conforme a la Ley No. 1015 de fecha 11
del mes de octubre del año 1935, el acto recordatorio (ave-
nir) por medio del cual debe un abogado llamar a otro a
discutir un asunto ante los tribunales, no será válido ni
producirá efecto alguno si no ha sido notificado, por lo me-
nos dos días francos antes de la fecha en que debe tener
lugar la audiencia a que se refiere"; "que al no llamar la
parte intimante a la intimada a discutir el objeto de su re-
curso. lesionó el derecho de defensa de ésta, no obstante
haber ésta notificado a la intimante, los escritos declefen-
sa y agravios a su recurso, considerando en este sentido que
los intimados se colocaron dentro de las disposiciones de la
Ley No. 1015 del 11 de octubre de 1935"; "que en este orden
de ideas procede declarar frustratoriamente perseguida la
audiencia solicitada por la parte intimante y naturalmente
todo cuanto ha sido consecuencia de la misma"; •

Considerando que un estudio bien detenido de los ar-
tículos 79 del Código de Procedimiento Civil y 1 de la Ley
No. 1015, de 1935, conduce a admitir que al decidir como L
lo hizo la Corte a-qua, lejos de violar los textos legales in-
vocados por el recurrente, hizo una correcta aplicación de
los mismos, pues una parte no puede pretender en buena
lógica jurídica, el obtener condenaciones, (cual que sea la
materia y salvo citación a fecha fija), después de haber
abogado constituído, si no le ha dado avenir a dicho abo-

gado para que comparezca a discutir el caso en la audiencia
á que haya diligenciado, pues ello equivaldría, como lo expu-

so la Corte a-qua a violar el derecho de defensa; que no
obsta para ese criterio, el hecho alegado por el recurrente,

'/: de que su contra parte, en su condición de parte apelada,
no había notificado su escrito de defensa, pues la sanciOn
del incumplimiento por ella, de esa formalidad era simple-
mente, que dicha parte apelada no podía perseguir la fija-
ción de la audiencia; que, por otra parte, el hecho de que
a—el Considerando No. 6 del fallo impugnado, se diga erró-
neamente, según alega el recurrente, que los apelados no-

, tificaron defensas, no cambio la situación procesal antes
dicha, sino que robustece lo resuelto por la Corte a-qua,
pues aún en esas condiciones la parte que se hacía diligen-
te para obtener fijación de audiencia, tenía el deber inelu-
dible de dar avenir al abogado de su adversario; que, final-
mente, por los motivos que han sido precedentemente trans-
critos, y por todo cuanto se ha venido exponiendo, es cons-
tante que el fallo impugnado contiene motivos suficientes y
pertinentes, y una relación de los hechos y circunstancias
de la causa que justifican su dispositivo, por lo cual, no se
ha incurrido en el citado fallo en los vicios y violaciones de-
nuncados por el recurrente; que, por tanto ,los medios pro-
puestos carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pío Llorente Leal, contra la senten-
cia de fecha 9 de enero de 1969, dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos-

r tas con distracción de las mismas en provecho de los Doc-,
1: tores José del Carmen Adames Féliz y Julio de Windt Pi-

f

• (lardo. quienes afirman haberlas avanzado en su mayor
parte.
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recurrente en casación, hechos que concuerdan con la ex,
posición que de los mismos ha hecho el recurrente, llegó
en el Considerando No. 4 a la siguiente conclusión: "esta
Corte ha comprobado que la parte apelada Pío Llorente
Leal, omitió darle avenir a las partes intimadas, a fin de
que asistieran a la audiencia que celebraría esta Corte, el
día 25 de abril de 1968, a las nueve horas de la mañana";

Considerando que después de hecha esa comprobación,
situación procesal que no niega el recurrente, la Corte a„
atm en los Considerandos 5, 6 y 7 del fallo impugnado, dijo
lo siguiente: "que conforme a la Ley No. 1015 de fecha 11
del mes de octubre del año 1935, el acto recordatorio (ave-
nir) por medio del cual debe un abogado llamar a otro a
discutir un asunto ante los tribunales, no será vállelo ni
producirá efecto alguno si no ha sido notificado, por lo me-
nos dos días francos antes de la fecha en que debe tener
lugar la audiencia a que se refiere"; "que al no llamar la
parte intimante a la intimada a discutir el objeto de su re- -'40
curso, lesionó el derecho de defensa de ésta, no obstante
haber ésta notificado a la intimante, los escritos de defen-
sa y agravios a su recurso, considerando en este sentido que
los intimados se colocaron dentro de las disposiciones de la
Ley No. 1015 del 11 de octubre de 1935"; "que en este orden
de ideas procede declarar frustratoriamente perseguida la
audiencia solicitada por la parte intimante y naturalmente
todo cuanto ha sido consecuencia de la misma"; •

Considerando que un estudio bien detenido de los ar-
tículos 79 del Código de Procedimiento Civil y 1 de la Ley
No. 1015. de 1935, conduce a admitir que al decidir como
lo hizo la Corte a-qua, lejos de violar los textos legales in-
vocados por el recurrente, hizo una correcta aplicación de
los mismos, pues una parte no puede pretender en buena
lógica jurídica, el obtener condenaciones, (cual que sea la
materia y salvo citación a fecha fija), después de haber
abogado constituido, si no le ha dado avenir a dicho abo-

ado para que comparezca a discutir el caso en la audiencia
e haya diligenciado, pues ello equivaldría, como lo expu-

so la Corte a-qua a violar el derecho de defensa; que no
obsta para ese criterio, el hecho alegado por el recurrente,
de que su contra parte, en su condición de parte apelada,
no había notificado su escrito de defensa, pues la sanegul
del incum_pkniento por ella, de esa formalidad era simple-
inenteziedicha parte apelada no podía perseguir la fija-
ción de la audiencia; que, por otra parte, el hecho de que
(h el Considerando No. 6 del fallo impugnado, se diga erró-
neamente, según alega el recurrente, que los apelados no-
tificaron defensas, no cambio la situación procesal antes
dicha, sino que robustece lo resuelto por la Corte a-qua,

pues aún en esas condiciones la parte que se hacía diligen-
te para obtener fijación de audiencia, tenía el deber inelu-
dible de dar avenir al abogado de su adversario; que, final-
mente, por los motivos que han sido precedentemente trans-

t'critos, y por todo cuanto se ha venido exponiendo, es cons-
tante que el fallo impugnado contiene motivos suficientes
pertinentes, y una relación de los hechos y circunstancias
de la causa que justifican su dispositivo, por lo cual, no se
ha incurrido en el citado fallo en los vicios y violaciones de-
nuncados por el recurrente; que, por tanto ,los medios pro-

lumestos carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Pío Llorente Leal, contra la senten-
cia de fecha 9 de enero de 1969, dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en sus atribuciones civiles,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presen-
te fallo; Segundo: Condena al recurrente al pagn.de las cos-

1. tes, con distracción de las mismas en provecho de los Doc-
tores José del Carmen Adames Féliz y Julio de Windt Pi-
chardo, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor
Parte.
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(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Ilen-
ríquez .— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.p
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado). Ernesto Curiel hijo.
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;.;ENTENCIA DE FECHA 24 DE OCTUBRE DEL 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 13 de septiembre de 1969

Materia: Confiscaciones

recurrente: Antonio José Grullón Chávez

‘Rogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza

Recurrido: Carmen Tavárez Vda. D'Alessandro

Abogado: Licdos. Carlos Sánchez y Sánchez y Héctor •Sánchez Mor-

cejo

111111111 En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto en funciones
ae Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo

1	 Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 24 del mes de octubre
de 1969. años 126o. de la Independenca y 107o. de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio
José Grullón Chávez, dominicano, mayor de edad, casado,
abogado, domiciliado en la ciudad de Monte Cristy, porta-
dor de la Cédula de Identificación Personal No. 2719, serie
41, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en funciones de Tribunal de Confiscaciones,

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana



(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan
E. Ravelo de la Fuente .— Carlos Manuel Lamarche He
ríquez.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.p
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar .— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado). Ernesto Curiel hijo.

sENTENCIA DE FECHA 24 DE OCTUBRE DEL 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 13 de septiembre de 1969

materia: Confiscaciones

Recurrente: Antonio José Grullón Chávez

Abogado: Dr. Juan E. Ariza Mendoza

Recurrido: Carmen Tavárez Vda. D'Alessandro

Abogado : Licdos. Carlos Sánchez y Sánchez y Héctor'Sánchez Mor-

celo

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto en funciones
(je Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amia-
ma, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló,
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 24 del mes de octubre
de 1969, años 1260. de la Independenca y 107o. de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Antonio •
José Grullón Chávez, dominicano, mayor de edad, casado,
abogado,  domiciliado en la ciudad de Monte Cristy, porta-
dor de la Cédula de Identificación Personal No. 2719, serie
41, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en funciones de Tribunal de Confiscaciones,
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en fecha 13 de septiembre de 1968, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula 47326, se-

rie 1, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
(le la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Corte a-
gua, en fecha 12 de octubre de 1968, y en el cual se invo-
can los medios de casación que más adelante se indican; y
el memorial de ampliación del mismo, notificado a los abo-
gados de la recurrida Carmen Tavárez Vda. D'Alessandro,
en fecha 18 de junio de 1969;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por sus abogados, licenciados Carlos Sánchez y Sánchez y
Héctor Sánchez Morcelo, notificado al abogado del recu-
rrente, en fecha 30 de octubre de 1968. así como la amplia-
ción del mismo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 23 de la Ley No. 5924 de 1962
y 1, 20 y siguientes de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

.,sacion;
Considerando aue en la decisión impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que sobre demanda de la actual recurrente en nulidad de
una venta consentida el 4 de julio de 1960 por su madre
Isabel Máyer sobre 1,500 tareas de terreno en el ámbito de
la Parcela 42-A-Ref. del D. C. No. 6 del Municipio de Lucas
Evangelista de Peña, hoy Villa Vásquez, (Monte Cristi), en
favor del actual recurrido Grullón Chávez, y subsecuente
instancia a fines de secuestro del inmueble objeto de la
demanda ,el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original die-

tó en fecha 5 de octubre de 1964 una sentencia en contra
de la recurrente, cuyo dispositivo se reproduce más ade-
lante en el de la ahora impu gnada; b) que sobre apelación
de la recurrente, el Tribunal Superior de Tierras dictó en
fecha 24 de junio de 1966 la sentencia cuyo dispositivo di-
ce así: "Falla.: Primero:— Se Rechaza en todas sus partes
por improcedente e infundado, el recurso de apelación in-
terpuesto en fecha' 14 de octubre del 1964, por el Lic. Héc-
ter Sánchez Morcelo, a nombre y representación de la se-
ñora Carmen Tavárez Vda. D'Alessandro ,contra la Deci-
sión No. 1 de fecha 5 de octubre del 1964, dictada por el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en relación
con la Parcela No. 42-Ref. del Distrito Catastral No. 6 del
Municipio de Lucas Evangelista de Peña; Segundo: Se con-
firma en todas sus partes, la Decisión recurrida, cuyo Dis-
positivo dice as: "Primero: Se Rechaza por improcedente
e infundado la solicitud de secuestro demandada por la se-
ñora Carmen Tavárez Viuda D'Alessandro. dominicana, ma-
yor de edad, Quehaceres domésticos, cédula de Identidad
Persona] No. 41111, serie 1ra., domiciliada y residente en
la calle "Dr. Delgado" No. 94 de Santo Domingo, sobre una
porción de terreno Noventicinco (95) Hectáreas, ascenden-
te a más o menos Un Mil Quinientos (1,500) tareas dentro
de la Parcela No. 42-A-Ref. del D. C. No. 6 del Municipio de
Lucas Evangelista de Peña, Provincia de Monte Cristi; Se-
gundo:— Se Rechaza por improcedente y mal fundadas las
pretensiones de la señora Carmen Tavárez Viuda D'Alessan-
dro, de generales anotadas, en el sentido de que se declare
la nulidad del acto bajo firma privada de fecha 4 de julio
de 1960, otorgado por la finada Isabel Máyer en favor del
Dr . Antonio José Grullón Chávez, relativa a la venta de
una porción de terreno de Noventicinco (95) Hectáreas,
dentro de la Parcela No, 42-A-Ref. del D. C. No. 6 del Mu-
nicirio de Lucas Evangelista de Peña, Provincia de Monte
Cristi, debidamente anotada en el Certificado de Título No.

4
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en fecha 13 de septiembre de 1968, cuyo dispositivo se copia
más adelante;"

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Juan E. Ariza Mendoza, cédula 47326, se-

rie 1, abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
(le la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogado
del recurrente, depositado en la Secretaría de la Corte a-
qua, en fecha 12 de octubre de 1968, y en el cual se invo-
can los medios de casación que más adelante se indican; y
el memorial de ampliación del mismo, notificado a los abo-
gados de la recurrida Carmen Tavárez Vda. D'Alessandro,
en fecha 18 de junio de 1969;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por sus abogados, licenciados Carlos Sánchez y Sánchez y
Héctor Sánchez Morcelo, notificado al abogado del recu-
rrente, en fecha 30 de octubre de 1968. así como la amplia-
ción del mismo;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 23 de la Ley No. 5924 de 1962
y 1, 20 y siguientes de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación•,

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que sobre demanda de la actual recurrente en nulidad de
una venta consentida el 4 de julio de 1960 por su madre
Isabel Máyer sobre 1.500 tareas de terreno en el ámbito de
la Parcela 42-A-Ref. del D. C. No. 6 del Municipio de Lucas
Evangelista de Peña, hoy Villa Vásquez, (Monte Cristi), en
favor del actual recurrido Grullón Chávez, y subsecuente
instancia a fines de secuestro del inmueble objeto de la
demanda ,el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original cli c-

tó en fecha 5 de octubre de 1964 una sentencia en contra
át- de la recurrente, cuyo dispositivo se reproduce más ade-

lante en el de la ahora impu gnada; b) que sobre apelación
de la recurrente, el Tribunal Superior de Tierras dictó en
fecha 24 de junio de 1966 la sentencia cuyo dispositivo di-
ce así: "Pallai: Primero:— Se Rechaza en todas sus partes
por improcedente e infundado, el recurso de apelación in-
terpues to en fecha 14 de octubre del 1964, por el Lic. Héc-
tor Sánchez Morcelo, a nombre y representación de la se-
ñora Carmen Tavárez Vda. D'Alessandro ,contra la Deci-
sión No. 1 de fecha 5 de octubre del 1964, dictada por el
Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, en relación
con la Parcela No. 42-Ref. del Distrito Catastral No. 6 del
Municipio de Lucas Evangelista de Peña; Segundo: Se con-
firma en todas sus partes, la Decisión recurrida, cuyo Dis-
positivo dice as: "Primero: Se Rechaza por improcedente
e infundado la solicitud de secuestro demandada por la se-
ñora Carmen Tavárez Viuda D'Alessandro, dominicana, ma-
yor de edad, quehaceres domésticos, cédula de Identidad
Personal No. 41111, serie 1ra., domiciliada y residente en
la calle "Dr. Delgado" No. 94 de Santo Domingo, sobre una
porción de terreno Noventicinco (95) Hectáreas, ascenden-
te a más o menos Un Mil Quinientos (1,500) tareas dentro
de la Parcela No. 42-A-Ref. del D. C. No. 6 del Municipio de
Lucas Evangelista de Peña, Provincia de Monte Cristi; Se-
gundo:— Se Rechaza por improcedente y mal fundadas las
pretensiones de la señora Carmen Tavárez Viuda D'Alessan-
dro, de generales anotadas. en el sentido de que se declare
la nulidad del acto bajo firma privada de fecha 4 de julio
de 1960, otorgado por la finada Isabel Máyer en favor del
Dr. Antonio José Grullón Chávez, relativa a la venta de
una porción de terreno de Noventicinco (95) Hectáreas,
dentro de la Parcela No. 42-A-Ref. del D. C. No. 6 del Mu-
nicipio de Lucas Evangelista de Peña, Provincia de Monte
Cristi, debidamente anotada en el Certificado de Título No.

.1:
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15, correspondiente a dicha parcela, por causa de simula.
ción y otros supuestos vicios que alegan que vulneraron o
consentimiento de la vendedora"; c) que sobre recurso de
casación interpuesto por Carmen Tavárez Vda. D'Alessan.
dro, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 16 de ju.
nio de 1967, una sentencia con el siguiente dispositivo: "Por
tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada en fecha
24 de juno de 1966 por el Tribunal Superior de Tierras cu-
yo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
fallo, y consecuentemente la sentencia del 5 de octubre de
1964, confirmada por aquella; Segundo: Declara que la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, conforme a la Ley No.
285, de 1964, es la Jurisdicción competente para conocer de
la demanda en nulidad a que se refiere este caso; Tercero:
Compensa las costas entre las partes"; d) que la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en funciones de Tribunal de
Confiscaciones, dictó en fecha 13 de septiembre de 1968,
la decisión ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Acoge en todas sus partes las conclusio-
nes principales formuladas por la parte demandante, y en
consecuencia: a) Declara nulo y sin ningún efecto, el acto
de fecha cuatro (4) de julio del año mil novecientos sesen-
ta (1960), por virtud del cual la señora Isabel Máyer apa-
rece vendiendo al Dr. Antonio José Grullón Chávez. la can-
tidad de noventicinco (95) hectáreas (1,500) tareas y sus
meioras dentro del ámbito de la Parcela No. 42-A-Reforma-
da del Distrito Catastral No. seis (6) Provincia de Monte
Cristi, ya que dicho acto se obtuvo violentando el consen ti

-miento de la pseudo-vendedora mediante maniobras y actos
de coacción, ejercidos por el demandado ,Dr. Antonio José
Grullón Chávez, mientras desempeñaba las funciones de Go-
bernador de Monte Cristi; y b) Ordena al Registrador de
Títulos de la Provincia de Santiago, anular la transferencia
hecha en favor del Dr. Antonio José Grullón Chávez, res-
pecto de los terrenos reclamados por la parte demandante.
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así como a expedir nuevo Certificado de Título a quien fue-
re de derecho; y, Segundo: Condena al Dr. Antonio José
Grullón Chávez, parte que sucumbe, al pago de las costas
de la presente demanda, ordenando su distracción en favor
de los Licenciados Carlos Sánchez y Sánchez y 1-lector Sán-
chez Morcelo, abogados de la parte demandante, quienes
afirman haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que en apoyo de su recurso, el recurren-
te invoca los siguientes medios: Primer Medio: Falta de ba-
e legal. Segundo Medio: Desnaturalización de los documen-

tos de la causa.— Desnaturalización de los testimonios.—
Tercer Medio: Violación de las Reglas de la Prueba. Testi-
gos no oídos por la Corte. Violación del Derecho de . Defen-
sa.— Cuarto Medio: Insuficiencia de motivos.— Falta de
motivos. Motivos inexistentes.— Quinto Medio: Violación
de los principios generales de derecho. Enriouecimiento ilí-
cito. Obligación de restituir.— Sexto Medio: Violación de la
regla de la igualdad de los debates. Escrito de ampliación
no notificado al demandado. Documentos no notificados y
depositados fuera del término local. Violación del derecho
de defensa del demandado;

Considerando que la recurrida ha propuesto que no se
tome en consideración el memorial de ampliación del recu-
rrente, pues fue notificado fuera del plazo que acuerda el
artículo 15 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que, efectivamente, y tal como se alega,
el memorial de ampliación notificado por el recurrente, lo
fue en fecha 18 de junio de 1969; que como la audiencia
se efectuó el 25 del mismo mes, obviamente lo fue ven-
cido el plazo en que útilmente podía ser hecha dicha noti-
ficación por lo que el referido escrito de ampliación no pu-
de ser tomado en cuenta;

Considerando que en el desenvolvimiento del sexto me-
dio del memorial, que se examina en primer término por su
carácter procesal, el recurrente alega, en sintes's, que la
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15, correspondiente a dicha parcela, por causa de simula..
ción y otros supuestos vicios que alegan que vulneraron el
consentimiento de la vendedora"; c) que sobre recurso de
casación interpuesto por Carmen Tavárez Vda. D'Alessal.
dro, la Suprema Corte de Justicia dictó en fecha 16 de ju-
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tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada en fecha
24 de juno de 1966 por el Tribunal Superior de Tierras en.
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fallo, y consecuentemente la sentencia del 5 de octubre de
1964, confirmada por aquella; Segundo: Declara que la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, conforme a la Ley No.
285 de 1964, es la Jurisdicción competente para conocer de
la demanda en nulidad a que se refiere este caso; Tercero:
Compensa las costas entre las partes"; d) que la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en funciones de Tribunal de
Confiscaciones, dictó en fecha 13 de septiembre de 1968,
la decisión ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así:
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nes principales formuladas por la parte demandante, y en
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rrente, pues fue notificado fuera del plazo que acuerda el
artículo 15 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que, efectivamente, y tal como se alega,
el memorial de ampliación notificado por el recurrente, lo
fue en fecha 18 de junio de 1969; que como la audiencia
se efectuó el 25 del mismo mes, obviamente lo fue ven-
cido el plazo en que útilmente podía ser hecha dicha noti-
ficación por lo que el referido escrito de ampliación no pu-
de ser tomado en cuenta;

Considerando que en el desenvolvimiento del sexto me-
dio del memorial, que se examina en primer término por su
carácter procesal, el recurrente alega, en síntes's, que la



Corte a-qua, en ocasión de conocer del presente caso en ,us
funciones de Tribunal de Confiscaciones, concedió a la parte
demandante, ahora recurrida, un plazo de 15 días para depo.
sitar un escrito de réplica, y que dicha parte depositó , Ya
fuera de plazo, dicho escrito y documentos adicionales, des.
conocidos por el actual recurrente, sin que previamente les
hubieran sido notificados ni uno ni otros, con lo que al
fallar la Corte a-qua como lo hizo, en esas circunstancias,
violó su derecho de defensa;

Considerando que es constante que en fecha 14 de di-
ciembre de 1967, la Corte de Apelación de Santo Domingo,
efectuó una audiencia para conocer del caso, concluyendo
ambas partes al fondo, por órgano de sus abogados cons-
tituidos; que dicha Corte, concedió, a petición de los mis-
mos abogados, un plazo de 15 días para presentar réplicas
y documentos;

Considerando, que en su escrito de defensa, al replicar
el medio que se examina, la recurrida se ha limitado a ale-
gar, esencialmente, que el ahora recurrente no notificó el
escrito a que se refiere el artículo 20 de la Ley número
5924, de 1962 que reglamenta la materia de las Confisca-
ciones, y que dicho demandado concurrió sorpresivamente
a la audiencia y leyó sus conclusiones, sin objeción de la
contra parte; que tampoco notificó el actual recurrente di-

chas conclusiones ni su escrito de am pliación, ni los docu-
mentos Que denositó con el mismo, a lo que fue autorizado
por la Corte a-oua en la audiencia en que se discutió el
caso: nue. además, según la recurrida, el abogado del enton-
ces demandado: actual recurrente "estudió totalmente"
legajó depositado por ella en Secretaría, informándose así
de su contenido;

Considerando que lo respondido por la recurrida, en su
memorial de defensa, en relación con el medio que se e xa-
mina, envuelve la admisión implícita de que ni el escrito de
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ampliación ni los documentos depositados por ella en Secre-
taría, con posterioridad a la audiencia del 4 de diciembre
de 1968, fueron notificados al actual recurrente tal como
éste lo alega; criterio que se reafirma con el hecho de que
el examen del escrito a su vez depositado el 6 de febrero
de igual año, por el ahora recurrente, o sea con posterio-
ridad al depósito hecho por el intimante, no revela que ne-
cesariamente dicho recurrente hubiese tomado conocimiento
de los mismos por Secretaría o por otra vía; que, por lo tanto
es preciso admitir, que al no haber sido colocado el recu-
rrente en condiciones de refutar las ampliaciones que la ac-
tual recurrida hizo a sus alegatos originales por ante la ju-
risdicción de fondo, ni de tomar conocimiento de los nuevos
documentos que aquella depositó, ha violado con ello en la
sentencia impugnada el derecho de defensa;

Considerando que las costas podrán ser compensadas
en todos los casos de carácter civil regidos por la Ley No.
5924, sobre Confiscaciones;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte the Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
buciones de Tribunal de Confiscaciones, de fecha 13 de sep-
tiembre de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante la
Corte de Apelación de Santiago en las mismas atribucio-
nes; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados:) Carlos Manuel Lamarche Henríquez.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia_ Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en s uencabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado) : Ernesto Curiel hjo.
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rrente en condiciones de refutar las ampliaciones que la ac-
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte elle Apelación de Santo Domingo, en sus atri-
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia iinnug-nacia: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 9 de enero de 1969

Materia: Comercial
	 a.

Recumnte: Compañía Popular Comercial C. por A.
Abogado: Dr. José A. Arneman Meriño

Recurrido: Ramón Silverio Arias Railly
Abogado: Dr. Roosevelt L. Rogers R. y Dr. Amado A. Félix de'

León

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República ,la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche FI., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama; Francisco Elpidio Beras; Joaquín M. Alvarez Pe-
! elló; Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 de octubre
de 1969, años 126o. de la Independencia y 107o. de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Popular Comercial, C. por A., domiciliada en la calle
Arzobispo Meriño No. 100, de esta capital, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones comerciales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo en fecha 9 de enero de 1969.
cuyo dispositivo se transcribe más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José A. Arneman Meriño; cédula N9 48581,

serie lra., abogado de la recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
e la República;

Visto el memorial de casación de fecha 4 de marzo de
1969, suscrito por el abogado de la recurrente, en el cual se
invocan contra la sentencia impugnada los medios que se
indican más adelante; y su ampliación de fecha 19 de agosto
de 1969;

Visto el memorial de defensa del recurrido, de fecha 6
de mayo de 1969, suscrito por su abogado el Dr. Roosevelt
L. Rogers R., por sí y por el Dr. Amado A. Félix de León,
cédulas Nos. 6367, serie 8 y 53223, serie 1ra., respectiva-
mente; recurrido que es Ramón Silverio Arias Railly, do-
minicano, Mayor de edad, casado, domiciliado en la calle
Francisco Villaespesa No. 23 de esta capital, cédula No.
28358, serie 2da.;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los Artículos 1134, 1184, 1382 y 1383 del
Código Civil y 1ro., 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

4111 Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que, con motivo de una demanda en pago de reparación de
daños y perjuicios incoada por el actual recurrido contra
la actual recurrente, la Cámara de lo Civil y Comercial de
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, dictó en fecha 10 de octubre una
sentencia con el dispositivo siguiente: "FALLA: Primero:
Ratif . ca el defecto pronunciado en audiencia contra la razón
social Compañía Popular Comercial, C. por A., parte de-
mandada por no haber comparecido no obstante haber sido
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo de
fecha 9 de enero de 1969

Diateria: Comercial

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana
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ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la I,
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La- -:¡1
marche FI., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama; Francisco Elpiclio Beras; Joaquín M. Alvarez Pe-
elló; Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo

Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 de octubre
de 1969, años 126o. de la Independencia y 107o. de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Popular Comercial, C. por A., domiciliada en la calle
Arzobispo Meriño No. 100, de esta capital, contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones comerciales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo en fecha 9 de enero de 1969,
cuyo dispositivo se transcribe más adelante;
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legalmente emplazada; Segundo: Acoge las conclusiones
lormuladas en audiencia por Ramón Silverio Arias Rainz
parte demandante, por ser justas y reposar sobre prueba 1e
gal, y, en consecuencia: a) Condena a la razón social Com-
pañía Popular Comercial, C. por A., parte demandada, a pa.
garle al mencionado Ramón Silverio Arias Railly, la suma
de RD$2,000.00, a título de indemnización por los daños y
perjuicios sufridos por el dicho demandante con ocasión de
la falta cometida por la dicha razón social según los moti-
vos de este fallo; b) Condena a la mencionada demandada
al pago de los intereses legales de la suma antes indicada
calculados a partir de la fecha de la demanda; y c) Conde-
na a la razón social Compañía Popular Comercial, C. por A.,
parte demandada que sucumbe al pago de las costas de la
presente instancia con distracción de las mismas en prove-
cho del abogado Dr. Amado Antonio Félix de León quie-
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Tercero: Corre-
siona al ministerial Horacio Ernesto Castro Ramírez, al-

guacil de Estrados de dicha Cámara Civil, para la notifica-
ción de la presente sentencia"; b) que, sobre apelación de

la actual recurrente, intervino la sentencia ahora impugnada
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular
y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de ape-
lación; Segundo: Modifica la sentencia dictada por la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de
fecha 9 de mayo del año 1967, cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Declara bueno y válido por regular en la
forma el recurso de oposición interpuesto por la razón so-
cial Compañía Popular Comercial, C. por A., contra la sen-
tencia de este Tribunal en atribuciones comerciales de fecha
10 de octubre de 1967, dictada en provecho de Ramón Sil-
vello Arias Railly, cuyo dispositivo ha sido precedentemente
transcrito; Segundo: Acoge las conclusiones presentadas en

audiencia Dor Ramón Silverio Arias Railly, parte oponids
por ser justas y reposar en prueba legal, y en consecuen-

<n.;-
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cia, a) Confirma, en todas sus partes, la mencionada sen-
tencia impugnada; y b) Condena a la razón social Compa-
ñia Popular Comercial, C. por A., parte oponente que su-
cumbe, al pago de las costas del presente recurso, cuya dis-
tracción se ordena en provecho del abogado Dr. Amado An-
tonio Félix de León, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad"; Tercero: Condena a la Compañía Popular Co-
mercial, C. por A., al pago de una indemnización de Tres-
cientos Pesos (RDS300.00), moneda de curso legal en pro-
vecho del señor Ramón Silverio Arias Railly como justa
reparación por los daños morales y materiales sufridos con
motivo del hecho delictuoso de que es responsable la antes
expresada Compañía Comercial; CUARTO:— Confirma en
sus demás aspectos la antes mencionada sentencia; y QUIN-
TO: Condena a la supradicha Compañía Comercial Popu-
lar, C. por A., parte que sucumbe al pago de las costas del
procedimiento, con distracción en provecho de los Docto-
res Amado A. Félix de León y Roosevelt L. Rodgers R.,
abogados del señor Ramón Silverio Arias Railly, quienes
afirman haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando, que, contra la sentencia impugnada, la
recurrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos de la causa:— Al confundir el
derecho natural e inherente a toda obligación contractual.—
De retención con el procedimiento de incautación específica
a obligaciones determinadas, y nue no ha sido materia de
debate. Consiguientemente, violación del Artículo 1134 del
Código Civil: Segundo Medio: Falta de base legal por con-
tradicción de motivos y Desnaturalización de los hechos de
la causa;

Considerando, que, en el conjunto de sus dos medios de
casación, la recurrente expone y alega lo que sigue: que
el actual recurrido le llevó a reparar en sus talleres el apa-
rato de televisión a que se refiere la sentencia y que des-
pués de hecha la reparación. el recurrente retuvo la entrega
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legalmente emplazada; Segundo: Acoge las conclusiones
formuladas en audiencia por Ramón Silverio Arias Rainy,
parte demandante, por ser justas y reposar sobre prueba ie.
gal, y, en consecuencia: a) Condena a la razón social Com.
reñía Popular Comercial, C. por A., parte demandada, a pa-
garle al mencionado Ramón Silverio Arias Railly, la suma
de RD$2,000.00, a título de indemnización por los daños y

perjuicios sufridos por el dicho demandante con ocasión de
la falta cometida por la dicha razón social según los moti-
vos de este fallo; b) Condena a la mencionada demandada
al pago de los intereses legales de la suma antes indicada
calculados a partir de la fecha de la demanda; y c) Conde-
na a la razón social Compañía Popular Comercial, C. por A.,
parte demandada que sucumbe al pago de las costas de la
presente instancia con distracción de las mismas en prove-
cho del abogado Dr. Amado Antonio Félix de León quia-
afirma haberlas avanzado en su totalidad; Tercero: Comi-
siona al ministerial Horacio Ernesto Castro Ramírez, al-
guacil de Estrados de dicha Cámara Civil, para la notifica-
ción de la presente sentencia"; b) que, sobre apelación de
la actual recurrente, intervino la sentencia ahora impugnada
cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero: Declara regular
y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de ape-
lación; Segundo: Modifica la sentencia dictada por la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de
fecha 9 de mayo del año 1967, cuyo dispositivo dice así:
"Falla: Primero: Declara bueno y válido por regular en la
forma el recurso de oposición interpuesto por la razón so-
cial Compañía Popular Comercial, C. por A., contra la sen-
tencia de este Tribunal en atribuciones comerciales de fecha
10 de octubre de 1967, dictada en provecho de Ramón Sa-

s, erio Arias Railly, cuyo dispositivo ha sido precedentemente
transcrito; Segundo: Acoge las conclusiones presentadas en
audiencia por Ramón Silverio Arias Railly, parte oponida
por ser justas y reposar en prueba legal, y en consecuen-

cia, a) Confirma, en todas sus partes, la mencionada sen-
tencia impugnada; y b) Condena a la razón social Compa-
("lía Popular Comercial, C. por A., parte oponente que su-
cumbe, al pago de las costas del presente recurso, cuya dis-
tracción se ordena en provecho del abogado Dr. Amado An-
tonio Félix de León, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad"; Tercero: Condena a la Compañía Popular Co-
mercial, C. por A., al pago de una indemnización de Tres-
cientos Pesos (RDS300.00), moneda de curso legal en pro-
vecho del señor Ramón Silverio Arias Railly como justa
reparación por los daños morales y materiales sufridos con
motivo del hecho delictuoso de que es responsable la antes
expresada Compañía Comercial; CUARTO:— Confirma en
sus demás aspectos la antes mencionada sentencia; y QUIN-
TO: Condena a la supradicha Compañía Comercial Popu-
lar, C. por A., parte que sucumbe al pago de las costas del
procedimiento, con distracción en provecho de los Docto-
res Amado A. Félix de León y Roosevelt L. Rodgers R.,
abogados del señor Ramón Silverio Arias Railly, quienes
afirman haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando, que, contra la sentencia impugnada, la
recurrente invoca los siguientes medios: Primer Medio: Des-
naturalización de los hechos de la causa:— Al confundir el
derecho natural e inherente a toda obligación contractual. —
De retención con el procedimiento de incautación específica
a obligaciones determinadas, y nue no ha sido materia de
debate. Consiguientemente, violación del Artículo 1134 del
Código Civil; Segundo Medio: Falta de base legal por con-
tradicción de motivos y Desnaturalización de los hechos de
la causa;

Considerando, que, en el conjunto de sus dos medios de
Casación, la recurrente expone y alega lo que sigue: que
el actual recurrido le llevó a reparar en sus talleres el apa-
rato de televisión a que se refiere la sentencia y que des-
pués de hecha la reparación. el recurrente retuvo la entrega
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del aparato mientras el cliente recurrido no abonara el
precio de la reparación; que, tan pronto como el recurrido
pagó dicho precio (RDS12.00), la recurrente le entregó el
aparato, independientemente de la circunstancia de que, en
relación con el mismo, existían otras relaciones entre el re-
currente y el recurrido por razón de un contrato de venta
condicional; que, al proceder así, el recurrente ejerció un
legítimo derecho de retención y que, al no reconocerlo asi,
la Corte a-qua ha desconocido una regla de derecho, rela-
tiva a la retención expresada en la máxima Non Adimpleti

Contractus; que la obligación a cargo del recurrente de re-
parar gratuitamente ese aparato durante un año, es una
simple pretensión del recurrido, pues no se aportó ninguna
prueba de existir esa obligación de reparación gratuita, y
ésta no figuraba en el contrato de venta condicional que
aportó la recurrente; que por la primera violación y por ha-
berse decidido el caso bajo la afirmación de existir esa prue-
ba de la obligación de reparación gratuita durante un año,
no existiendo esa prueba, la sentencia que se impugna debe
ser casada;

Considerando, que el derecho de retención en los con-
tratos sinalagmáticos resulta en nuestro derecho del artícu-
lo 1184 del Código Civil como aspecto necesario del derecho
de resolución para el caso de que una de las partes no cum-
pla su obligación;

Considerando, que en la especie, tal como lo sostiene
la recurrente, es un derecho legítimo de las personas o em-
presas que realizan reparaciones de aparatos que se le en-
treguen para ese fin retener materialmente esos aparatos
en sus talleres o sitios de trabajo mientras el que haya en-
cargado la reparación no satisfaga el precio convenid o 13
establecido para la misma; que el ejercicio del derecho de
retención, en esos casos, por ser legítimo, no puede dar lu-
gar a,l pago de daños y perjuicios por el retenente, si la
retención ha sido regular; que, todo ello, sin embargo, d e-

ja de ser así si en un caso determinado ,la reparación no
está sujeta a ningún pago por cierto tiempo, en virtud de
un convenio especial que así lo establezca; que ,por tanto,
para decidir si en el caso ocurrente la retención ejercida
por el recurrente fue legítima como él lo afirma, o injusti-
ficada como lo afirma en esencia la sentencia impugnada,
es preciso establecer como cuestión de hecho previa, si exis-
tía o no realmente un contrato de reparación gratuita por
en año a contar de la venta condicional; que, acerca de este
punto clave para la justa solución del caso, el cuarto consi-
derando de la sentencia impugnada se limita a hacer una
breve e imprecisa mención designándolo como "un volante
con vencimiento al 4 de octubre de 1967" pero sin ninguna
afirmación sobre la existencia de ese documento sin motiva-
ción alguna acerca de su origen, fuerza probatoria y alcan-
ces; que, en tales condiciones, la sentencia impugnada ca-
rece de base legal y de motivos sobre una cuestión de he-
cho que es necesario establecer diáfanamente para poder
decidir si, en la especie, se ha ejercido correctamente o no
el derecho de retención sostenido por la recurrente;

Considerando, que, conforme al artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando se casa una sen-
tencia por falta de base legal y de motivos, las costas pue-
den ser compensadas;

Por tales motivos. Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones comerciales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo en fecha 9 de enero de 1969, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y
envía el caso a la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís en las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las
costas entre las partes.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel A. Amiama.-- Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
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del aparato mientras el cliente recurrido no abonara el
precio de la reparación; que, tan pronto como el recurrido
pagó dicho precio (RD$12.00), la recurrente le entregó el
aparato, independientemente de la circunstancia de que, en
relación con el mismo, existían otras relaciones entre el re-
currente y el recurrido por razón de un contrato de venta
condicional; que, al proceder así, el recurrente ejerció un
legítimo derecho de retención y que, al no reconocerlo así,
la Corte a-qua ha desconocido una regla de derecho, rela-
tiva a la retención expresada en la máxima Non Adimpleti
Contractos; que la obligación a cargo del recurrente de re-
parar gratuitamente ese aparato durante un año, es una
simple pretensión del recurrido, pues no se aportó ninguna
prueba de existir esa obligación de reparación gratuita, y
ésta no figuraba en el contrato de venta condicional que
aportó la recurrente; que por la primera violación y por ha-
berse decidido el caso bajo la afirmación de existir esa prue-
ba de la obligación de reparación gratuita durante un año,
no existiendo esa prueba, la sentencia que se impugna debe
ser casada;

Considerando, que el derecho de retención en los con-
tratos sinaagmáticos resulta en nuestro derecho del artícu-
lo 1184 del Código Civil como aspecto necesario del derecho
de resolución para el caso de que una de las partes no cum-
pla su obligación;

Considerando, que en la especie, tal como lo sostiene
la recurrente, es un derecho legítimo de las personas o em-
presas que realizan reparaciones de aparatos que se le en-
treguen para ese fin retener materialmente esos aparatos
en sus talleres o sitios de trabajo mientras el que haya en-
cargado la reparación no satisfaga el precio convenido o
establecido para la misma; que el ejercicio del derecho de
retención, en esos casos, por ser legítimo, no puede dar lu-
gar a,l pago de daños y perjuicios por el retenente, si la
retención ha sido regular; que, todo ello, sin embargo, d e-

ja de ser así si en un caso determinado ,la reparación no
está sujeta a ningún pago por cierto tiempo, en virtud de
un convenio especial que así lo establezca; que ,por tanto,
para decidir si en el caso ocurrente la retención ejercida
por el recurrente fue legítima como él lo afirma, o injusti-
ficada como lo afirma en esencia la sentencia impugnada,
es preciso establecer como cuestión de hecho previa, si exis-
tía o no realmente un contrato de reparación gratuita por
en año a contar de la venta condicional; que, acerca de este
punto clave para la justa solución del caso, el cuarto consi-
derando de la sentencia impugnada se limita a hacer una
breve e imprecisa mención designándolo como "un volante
con vencimiento al 4 de octubre de 1967" pero sin ninguna
afirmación sobre la existencia de ese documento sin motiva-
ción alguna acerca de su origen, fuerza probatoria y alcan-
ces; que, en tales condiciones, la sentencia impugnada ca-
rece de base legal y de motivos sobre una cuestión de he-
cho que es necesario establecer diáfanamente para poder
decidir si, en la especie, se ha ejercido correctamente o no
el derecho de retención sostenido por la recurrente:

Considerando, que, conforme al artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando se casa una sen-
tencia por falta de base legal y de motivos, las costas pue-
den ser compensadas;

Por tales motivos. Primero: Casa la sentencia dictada
en sus atribuciones comerciales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo en fecha 9 de enero de 1969, cuyo dispo-
sitivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo, y
envía el caso a la Corte de Apelación de San Pedro de Ma-
corís en las mismas atribuciones; Segundo: Compensa las
costas entre las partes.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel A. Amiama.-- Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
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M. Alvarez Perelló•— Juan Bautista Rojas A lmánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo,

Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada,
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico
(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

Q,ENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,

de fecha 22 de noviembre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Víctor Leonardo

Abogado: Dr. Hipólito Sinchez Báez
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Recurrido: Mirian Teresa García

Abogado: Dr. Rafael A. Sierra

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 29 de octubre del año 1969, años 126o.
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, corno corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Leonardo, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado
en la casa No. 24 de la calle Proyecto del Ensanche Lupe-
rón de esta ciudad, cédula No. 18062, serie 23, contra la sen-
tencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacio-
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M. Alvarez Perelló . — Juan Bautista Rojas Almánzar \ 	 sENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1969
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel háo
Secretario General.	

.	 i
,

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada,
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.
(Fdo.) Ernesto Curiel hijo.	 Recurrente: Víctor Leonardo

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional,

de fecha 22 de noviembre de 1968

materia: Trabajo

bogado: Dr. Hipólito Sinchez Báez

Recurrido: Midan Teresa García

Abogado: Dr. Rafael A. Sierra

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Car!os Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló. Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 29 de octubre del año 1969, años 126o.
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Leonardo, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado

; en la casa No. 24 de la calle Proyecto del Ensanche Lupe-
rón de esta ciudad, cédula No. 18062, serie 23, contra la sen-
tencia dictada por la Cámara de Trabado del Distrito Nacio-
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bajo; 1315, 1387 y siguientes, del Código Civil; Leyes 390
de 1940 y 2125 de 1949; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-

de una reclamación laboral intentada por Midan Tere-
si García contra Víctor Leonardo, que no pudo ser conci-
liada ante el Departamento de Trabajo, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 22 de febre-
ro de 1968, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Rechaza en todas sus partes las con-
clusiones de la demandante por improcedente y mal funda-
da, y acoge las del demandado, por ser justas y reposar en
prueba legal; SEGUNDO: Rechaza la demanda intentada
por la señora Midan Teresa García, mediante acto de fecha
29 de tulio del 1967, instrumentado por el Ministerial Eva-
ristó Payan°, alguacil de Estrados del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, en contra del señor Víctor
Leonardo. por improcedente y mal fundadas; TERCERO:
Condena a la demandante al pago de las costas del procedi-
miento"; b) que sobre apelación interpuesta por Mirian Te-
resa García contra la indicada sentencia intervino el fallo
ahora im pugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la forma como
en el fondo el recurso de apelación interpuesto por Midan
Teresa García contra la sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional de fecha 2 de febrero de 1968,
en favor del señor Víctor Leonardo, cuyo dispositivo figu-
ra copiado en parte anterior de esta misma sentencia, y en
consecuencia revoca dicha sentencia impugnada; SEGUN-
DO: Acoge la demanda original, incoada por Mirian Tere-
sa García contra Víctor Leonardo con las excepciones con-
signadas en el cuerpo de esta sentencia ,por ser éstas inad-
misibles; Declara injustificado el despido y resuelto el con-
trato por la voluntad unilateral del patrono y con respon-
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nal, de fecha 22 de noviembre de 1968, cuyo dispositivo se.
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. IIipólito Sánchez Báez, cédula No. 32218,

serie 1.ra., abogado del recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. José Chía Troncoso, cédula No. 50744, se_
rie 31, en representación del Dr. Rafael A. Sierra, cédula
No. 19047, serie 2, abogado de la recurrida, en la lectura de
sus conclusiones, recurrida que es Mirian Teresa García,
dominicana, mayor de edad, casada, obrera, cédula No.
91876, serie ira., domiciliada en la casa No. 81 de la calle
"Las Américas" del Ensanche Simón Bolívar, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito
por su abogado y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha 10 de febrero de 1969, en
el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida suscrito
por su abogado;

Visto el escrito de ampliación del recurrente notificado
al abogado de la recurrida el día 20 de agosto de 1969;

Visto el auto dictado en fecha 27 de octubre del corrien-
te año 1969, por el Magistrado Presidente de la Suprema
Corte de Justicia. por medio del cual llama a los Magistra-
dos Manuel D. Bergés Chupani y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia. Jueces de este Tribunal, para integrar la Supre-
ma Corte de Justicia. en la deliberación y fallo del recurso
de casación de que se trata. de conformidad con las Leyes
Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del i
-berado y vistos los artículos 47 de la Ley 637 de 1944. so-

bre Contratos de Trabajo; 1 y siguientes del Código de Tra"
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nal, de fecha 22 de noviembre de 1968, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído á1 alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Hipólito Sánchez Báez, cédula No. 32218,

serie 1ra., abogado del recurrente, en la lectura de sus con.t.,
clusiones;

Oído al Dr. José Chía Troncoso, cédula No. 50744, se_
rie 31, en representación del Dr. Rafael A. Sierra, cédula
No. 19047, serie 2, abogado de la recurrida, en la lectura de
sus conclusiones, recurrida que es Midan Teresa García,
dominicana, mayor de edad, casada, obrera, cédula No. ,
91876, serie 1ra., domiciliada en la casa No. 81 de la calle
"Las Américas" del Ensanche Simón Bolívar, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito
por su abogado y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha 10 de febrero de 1969, en
el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida suscrito
por su abogado;

Visto el escrito de ampliación del recurrente notificado
al abogado de la recurrida el día 20 de agosto de 1969;

Visto el auto dictado en fecha 27 de octubre del corrien-
te año 1969, por el Magistrado Presidente de la Suprema
Corte de Justicia. por medio del cual llama a los Magistra-
dos Manuel D. Bergés Chupani y Santiago Osvaldo Rojo
Carhuccia. Jueces de este Tribunal, para integrar la Supre-
ma Corte de Justicia. en la deliberación y fallo del recurso
de casación de que se trata, de conformidad con las Leyes
Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935:

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 47 de la Ley 637 de 1944, so

-bre Contratos de Trabajo; 1 y siguientes del Código de Tra-

bajo; 1315, 1387 y siguientes, del Código Civil; Leyes 390
de 1940 y 2125 de 1949; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral intentada por Midan Tere-
,.a. García contra Víctor Leonardo, que no pudo ser conci-
liada ante el Departamento de Trabajo, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 22 de febre-
ro de 1968, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Rechaza en todas sus partes las con-
clusiones de la demandante por improcedente y mal funda-
da, y acoge las del demandado, por ser justas y reposar en
prueba legal; SEGUNDO: Rechaza la demanda intentada
por la señora Midan Teresa García, mediante acto de fecha
29 de julio del 1967, instrumentado por el Ministerial Eva-
ristó Payano. alguacil de Estrados del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, en contra del señor Víctor
Leonardo. oor improcedente y mal fundadas; TERCERO:
Condena a la demandante al pago de las costas del procedi-
miento"; b) que sobre apelación interpuesta por Midan Te-
resa García contra la indicada sentencia intervino el fallo
ahora impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido tanto en la forma como
en el fondo el recurso de apelación interpuesto por Mirian
Teresa García contra la sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional de fecha 2 de febrero de 1968,
En favor del señor Víctor Leonardo, cuyo dispositivo figu-
ra copiado en parte anterior de esta misma sentencia, y en
consecuencia revoca dicha sentencia impugnada; SEGUN-
DO: Acoge la demanda original, incoada por Mirian Tere-
sa. García contra Víctor Leonardo con las excepciones con-
signadas en el cuerpo de esta sentencia ,por ser éstas inad-
misibles; Declara injustificado el despido y resuelto el con-
trato por la voluntad unilateral del patrono y con respon-
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sabilidad para el mismo; TERCERO: Condena a Víctor Leo.
nardo a pagarle a la trabajadora reclamante los valores
siguientes: Doce (12) días de salarios por concepto de pre..
aviso; diez (10) días por concepto de auxilio de Cesantía.
cuatro (4) días de salarios dejados de pagar; Diez (10) días
por concepto de proporción de vacaciones; Veintidós (22)
días por concepto de proporción de regalía pascual, así co-
mo a una suma igual a los salarios que había recibido la
trabajadora desde el día de la demanda hasta la fecha de la
sentencia definitiva dictada en última instancia sin que la
misma exceda de los salarios correspondientes a tres me-
ses, todas éstas indemnizaciones e indemnizaciones a base
de un salario de RD$7.00 semanales a RD81.27 diario;
CUARTO: Condena a la parte que sucumbe Víctor Leonar-
do al pag ode las costas, de conformidad con los artículos 5,
y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del
Código de Trabajo, ordenando su distracción en favor del
Dr. Rafael A. Sierra C., quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio:- a)
Violación por desconocimiento y falsa aplicación del Prin-
cipio VIII y Art. 455 del Código de Trabajo.- b) Viola-
ción por desconocimiento y falsa aplicación del art. 47 de
la Ley 637 del 16 de junio de 1944, sobre Contratos de Tra-
bajo.- c) Falta de Base Legal; Segundo Medio: Violación
Por falta de aplicación de la Ley No. 390 del 14 de diciem-
bre de 1940.- b) Violación por falta de aplicación del ar-
tículo 1315 del Código Civil.- c) Violación por falta de

aplicación de los Arts. 1387, 1391, 1393, 1394, 1399, 1401,
1404, 1409, 1410, 1426, 1483, 1484, 1497, 1498, 1500, 1505;
1510; 1513, 1526, 1530, del Código Civil; y Ley N 9 2125 del

27 de septiembre de 1949. G.O. N 9 7001, que sustituye los
Arts 1536 al 1339 del Cód. Civil; y Art. 1540 del Cód. C i

-vil.- d) Desnaturalización de los hechos y de los documell-

tos sometidos a la consideración del Juez a-quo.- e) Vio-
lación por falta de examen de la documentación sometida
al debate contradictorio.- f) Violación por desconocimien-
to y falta de aplicación del Art. 1341 del Código Civil;
Tercer Medio: a) Violación por desconocimiento y falta de
aplicación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil.- b) Falta de motivación suficiente, seria, precisa, es-
pecial y pertinente.- c) Falta de exposición de los puntos
de hechos y de derecho en que se fundamenta. la sentencia
impugnada; Cuarto Medio: a) Violación por desconocimien-
to y falta de aplicación de los arts. 1, 2, 6, 7, 8, 9, 10, 12,
13, 14, 15, 16, 24, 27, 29, 31, 32, 33; 34; 33 y 36 del Código
de Trabajo; y b) Violación por desconocimiento y falta de
aplicación del art. 1315 del Código Civil combinado con los
Arts. 83 y 84 del Código de Trabajo; Quinto Medio: Viola-
ción por falsa aplicación de la Ley No. 427 del 1941, sobre
Vacaciones Anuales;

Considerando que la recurrida propone que el escrito
de ampliación del recurrente sea, desestimado en razón de
que se notificó el día 20 de agosto de 1969 y como la audien-
cia se celebró el día 27 de ese mismo mes, es claro que tal
notificación se hizo con sólo un día franco de anticipación,
cuando el artículo 15 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación exige que la ampliación del recurrente se haga 8
días francos por lo menos, antes del día de la audiencia;

Considerando que tal como lo alega la recurrida, la
ampliación del recurrente se le notificó al abogado de ella.
el día 20 de agosto de 1968; que como la audiencia estaba
fijada para. el día 27 de ese mismo mes, y la recurrida ha
Propuesto formalmente el asunto, procede declarar que di-
cha ampliación no puede ser tomada en cuenta, por haber-se notificado en violación del artículo 15 de la Ley sobre
Procedimiento
tifigUe

e I 	 de Casación que exige que tal escrito se no-
al abogado 	 8 días por lo menos antes

del día 
de la
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sabilidad para el mismo; TERCERO: Condena a Víctor Leo-
nardo a pagarle a la trabajadora reclamante los valores
siguientes: Doce (12) días de salarios por concepto de pre,
aviso; diez (10) días por concepto de auxilio de Cesantía.
cuatro (4) días de salarios dejados de pagar; Diez (10) días
por concepto de proporción de vacaciones; Veintidós (22)
días por Concepto de proporción de regalía pascual, así co-
mo a una suma igual a los salarios que había recibido la
trabajadora desde el día de la demanda hasta la fecha de la
sentencia definitiva dictada en última instancia sin que la
misma exceda de los salarios correspondientes a tres me-
ses, todas éstas indemnizaciones e indemnizaciones a base
de un salario de RD$7.00 semanales a RDS1.27 diario;
CUARTO: Condena a la parte que sucumbe Víctor Leonar-
do al pag ocie las costas, de conformidad con los artículos 5,
y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del
Código de Trabajo, ordenando su distracción en favor del
Dr. Rafael A. Sierra C., quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio:- a)
Violación por desconocimiento y falsa aplicación del Prin-
cipio VIII y Art. 455 del Código de Trabajo.- b) Viola-
ción por desconocimiento y falsa aplicación del art. 47 de
la Ley 637 del 16 de junio de 1944, sobre Contratos de Tra-
bajo.- c) Falta de Base Legal; Segundo Medio: Violación
Por falta de aplicación de la Ley No. 390 del 14 de diciem-
bre de 1940.- b) Violación por falta de aplicación del ar-
1 íc.ulo 1315 del Código Civil.- c) Violación por falta de
aplicación de los Arts. 1387, 1391, 1393, 1394, 1399, 1401,
1404, 1409, 1410, 1426, 1483, 1484, 1497, 1498, 1500, 1505;
1510: 1513. 1526, 1530, del Código Civil; y Ley N° 2125 del
27 de sentiembre de 1949. G.O. I\1 9 7001, que sustituye los
Arts 1536 al 1539 del Cód. Civil; y Art. 1540 del Cód. Ci-
vil.- d) Desnaturalización de los hechos y de los docuril len-

‘

tos sometidos a la consideración del Juez a-quo.- e) Vio-
',ación por falta de examen de la documentación sometida
al debate contradictorio.- f) Violación por desconocimien-
to y falta de aplicación del Art. 1341 del Código Civil;
Tercer Medio: a) Violación por desconocimiento y falta de
aplicación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil ._ b) Falta de motivación suficiente, seria, precisa, es-
pecial y pertinente.- e) Falta de exposición de los puntos
de hechos y de derecho en que se fundamenta, la sentencia
impugnada; Cuarto Medio: a) Violación por desconocimien-
to y falta de aplicación de los arts. 1, 2, 6, 7, 8, 9, 10, 12,
13, 14, 15, 16, 24, 27, 29, 31, 32, 33; 34; 35 y 36 del Código
de Trabajo; y b) Violación por desconocimiento y falta de
aplicación del art. 1315 del Código Civil combinado con los
Arts. 83 y 84 del Código de Trabajo; Quinto Medio: Viola-
ción por falsa aplicación de la Ley No. 427 del 1941, sobre
Vacaciones Anuales;

Considerando que la recurrida propone que el escrito
de ampliación del recurrente sea desestimado en razón de
que se notificó el día 20 de agosto de 1969 y como la audien-
cia se celebró el día 27 de ese mismo mes, es claro que tal
notificación se hizo con sólo un día franco de anticipación,
cuando el artículo 15 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación exige que la ampliación del recurrente se haga 8
días francos por lo menos, antes del día de la audiencia;

Considerando que tal como lo alega la recurrida, la
ampliación del recurrente se le notificó al abogado de ella.
el día 20 de agosto de 1968; que como la audiencia estaba
fijada para el día 27 de ese mismo mes, y la recurrida ha
Propuesto formalmente el asunto, procede declarar que di-

Procedimiento

chaamnliación no puede ser tomada en cuenta, por haber-

	

stdieeflielnduoíe al

de

 notificado

abogado
la	

dl recurrido 8 días por lo menos antes

oen violación del artículo 15 de la Ley sobre

deCas
e

ación que exi ge que tal escrito se no-

	

a 

	

i



6030	 BOLETTN JUDICIAL
	

BOLETIN JUDICIAL	 6031

1

Considerando que en los medios 1ro., 2do., 3ro. y tu
reunidos, el recurrente alega en síntesis, lo siguiente: a) que
él no tiene, ni ha tenido nunca ningún taller de costura
donde la hoy recurrida haya trabajado bajo su dirección.
b) que en la época de los hechos, él era un Capitán del Ejér-
cito en servicio activo a quien no se le permitía realizar ac-
tos de comercio de ninguna índole; c) que su esposa Ramo.
na Burgos de Leonardo, es la que tiene una tienda de fan-
tasía amparada por la correspondiente patente, y a donde
iba la recurrida como aprendiz, a trabajar en la confección
de ropa de niños; cl) que él no está registrado como patro-
no en la Secretaría de Trabajo, según se comprueba por la
Certificación expedida por dicho Departamento; e) que la
dueña exclusiva de ese negocio es su esposa; f) que en la
especie no se cumplió con el preliminar de orden público
de la conciliación, pues no se citó a su esposa que es la due-
ña del taller y la que podría tener la calidad de patrona,
en el caso de que se pruebe que existía entre elles un con-
trato de trabajo; g) que en el informativo celebrado no se
estableció que el recurrente celebrase contrato alguno de
trabajo con la recurrida, por lo cual él no puede ser patro-
no de dicha obrera; h) que la Cámara a-qua al declarar
que "en nuestro medio el negocio de la esposa es siempre,
cuando menos, también del esposo" ha desconocido el al-
cance de la ley 390 citada, que autoriza a la mujer casada
a tener negocios propios, independientes del marido; 	 que
en la especie no se ha establecido la prueba de la existen-
cia del contrato, su modalidad, salario, duración, despido.
etc., pues la Cámara a-qua para dar por admitidos esos he-
chos se acogió "a un testimonio complaciente", el de Her-
minia Peña quien declaró que "fue la propia demandante,
ouien la enteró de cuanto sabía, por lo cual no vió ni oyó
directamente lo relacionado con el supuesto despido, y rne:
nos aún con la supuesta existencia del contrato de trabajo",
testimonio que no puede destruir lo contenido en los docu-

//lentos antes indicados, según lo dispone el artículo 1341 del
código Civil;

Considerando que el juez a-quo para admitir que la
obrera laboraba para Leonardo, y que en el caso se cum-
plió con el preliminar de conciliación, expuso en la senten-
cia impugnada, lo siguiente: "que asimismo, aún cuando e!
señor Víctor Leonardo en su comparecencia alega que el
negocio es de su esposa expresa que la intimante reclame
aumento de salario y que fue ella la que se retiró" "pues
tampoco podíamos hacer un pago mayor ya que es un ne-
gocio demasiado pequeño y no nos permite hacer pagos
superiores.. .", según consta en el Acta de No Acuerdo
No.  42o9n"s

;Considerando que en el expediente existe una copia
certificada del Acta de No Acuerdo No. 429 levantada en fe-
cha 27 de junio de 1967, en el Departamento de Trabajo,
acta en que consta que el hoy recurrente declaró ante el
Departamento de Trabajo, lo siguiente: "Que es cierto que
la nombrada Mirian Teresa García estuvo en una fantasía
que tiene mi esposa en la calle Juan Erazo, No. 274, y que
la misma fue como aprendiz de confección de ropas de ni-
ños, etc., habiendo permanecido allí dos meses y 13 días,
retirándose por su propia voluntad en razón de que ella
manifestó que devengaba muy poco sueldo o salario y que
no podía seguir, pero en ningún momento ni mi esposa ni yo
la hemos retirado, pues tampoco podíamos hacer un pago
mayor ya que es un negocio demasiado pequeño y no nos
Permite hacer pagos superiores, y que durante los dos meses

15 días que ella estuvo allá fue como aprendiz";

Considerando que por lo que se acaba de transcribir
se advierte que Leonardo admitió en la especie, su condi-
ción de patrono de hecho, ya que expuso que "en ningún
momento ni mi esposa ni yo la hemos retirado, pues tam-
Plgeo Podíamos hacer un pago mayor ya que es un negocio
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Considerando que en los medios 1ro., 2do., 3ro. y 4t0.
reunidos, el recurrente alega en síntesis, lo siguiente: a) que'
él no tiene, ni ha tenido nunca ningún taller de costura
donde la hoy recurrida haya trabajado bajo su dirección.
b) que en la época de los hechos, él era un Capitán del Ejér-
cito en servicio activo a quien no se le permitía realizar ac-
tos de comercio de ninguna índole; c) que su esposa Ramo-
na Burgos de Leonardo, es la que tiene una tienda de fan-
tasía amparada por la correspondiente patente, y a donde
iba la recurrida como aprendiz, a trabajar en la confección
de ropa de niños; dl que él no está registrado como patro-
no en la Secretaría de Trabajo, según se comprueba por la
Certificación expedida por dicho Departamento; e) que la
dueña exclusiva de ese negocio es su esposa; f) que en la
especie no se cumplió con el preliminar de orden público
de la conciliación, pues no se citó a su esposa que es la due-
ña del taller y la que podría tener la calidad de patrona,
en el caso de que se pruebe que existía entre elles un con-
trato de trabajo; g) que en el informativo celebrado no se
estableció que el recurrente celebrase contrato alguno de
trabajo con la recurrida, por lo cual él no puede ser patro-
no de dicha obrera; h) que la Cámara a-qua al declarar
que "en nuestro medio el negocio de la esposa es siempre,
cuando menos, también del esposo" ha desconocido el al-
cance de la ley 390 citada, que autoriza a la mujer casada
a tener negocios propios, independientes del marido; i) que
en la especie no se ha establecido la prueba de la existen-
cia del contrato, su modalidad, salario, duración, despido,
etc., pues la Cámara a-qua para dar por admitidos esos he-
chos se acogió "a un testimonio complaciente", el de Her-
minia Peña quien declaró que "fue la propia demandante
ouien la enteró de cuanto sabía, por lo cual no vió ni oyó

directamente lo relacionado con el supuesto despido, y 
me-

nos aún con la supuesta existencia del contrato de trabajo'
testimonio que no puede destruir lo contenido en los docu-

mentos antes indicados, según lo dispone el artículo 1341 del
Código Civil;

Considerando que el juez a-quo para admitir que la
obrera laboraba para Leonardo, y que en el caso se cum-
plió con el preliminar de conciliación, expuso en la senten-
cia impugnada, lo siguiente: "que asimismo, aún cuando el
señor Víctor Leonardo en su comparecencia alega que el
negocio es de su esposa expresa que la intimante reclamó
aumento de salario y que fue ella la que se retiró" "pues
tampoco podíamos hacer un pago mayor ya que es un ne-
gocio demasiado pequeño y no nos permite hacer pagos
superiores.. .", según consta en el Acta de No Acuerdo
No. 429";

Considerando que en el expediente existe una copia
certificada del Acta de No Acuerdo No. 429 levantada en fe-
cha 27 de junio de 1967, en el Departamento de Trabajo,
acta en que consta que el hoy recurrente declaró ante el
Departamento de Trabajo, lo siguiente: "Que es cierto que
la nombrada Mirian Teresa García estuvo en una fantasía
que tiene mi esposa en la calle Juan Erazo, No. 274, y que
la misma fue como aprendiz de confección de ropas de ni-
hos, etc., habiendo permanecido allí dos meses y 15 días,
r etirándose por su propia voluntad en razón de que ella
manifestó que devengaba muy poco sueldo o salario y que
no podía seguir, pero en ningún momento ni mi esposa ni yo
la hemos retirado, pues tampoco podíamos hacer un pago
mayor ya que es un negocio demasiado pequeño y no nos
Permite hacer pagos superiores, y que durante los dos meses
Y 15 días que ella estuvo allá fue como aprendiz";

Considerando que por lo que se acaba de transcribir
se advierte que Leonardo admitió en la especie, su condi-
ción de patrono de hecho, ya que expuso que "en ningún
momento ni mi esposa ni yo la hemos retirado, pues tam-
poco podíamos hacer un pago mayor ya que es un negocio

1
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demasiado pequeño y nos nos permite hacer pagos su
riores . ..";

ConsIderando que esas afirmaciones del demandad
Leonardo implican el reconocimiento de la calidad de pa,.

trono que ha negado; que, además, la circunstancia de que
él estuviera impedido por los Reglamentos internos del Ejér-
cito a que pertenecía, de realizar esa clase de actividades o

que él no estuviese registrado como patrono en la Secreta-
ría de Trabajo, ni que tuviese patente a su nombre para ex-
plotar ese negocio, no lo excluía de la calidad de patrono
que había asumido en la referida conciliación; que, por
tanto, los alegatos relativos a que no se cump:ió con el pre-
liminar de conciliación y que él no era en la especie, el pa-
trono, carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, sin embargo, que el Juez a-quo para es-
tablecer que se operó en la especie, el despido de la traba-
jadora, negado siempre por el hoy recurrente, se basó en
las dclaraciones de una testigo de simple referencia Her-
minia Peña extraña al trabajo;

Considerando que de la lectura de ese testimonio con-
tenido en el acta aportada a esta Suprema Corte de Justicia
se advierte que las afirmaciones hechas por dicha persona
provienen directamente de la información que de ese hecho
le ha dado la obrera demandante, pue; en ninguna parte
de su declaración consta que ella presenciara o adquiriera
el conocimiento de ese alegado despido, por alguna otra
vía que no fuese la dela misma obrera, parte interesada;

Considerando que en esas condiciones, procede casar
la sentencia impugnada por violación de las reglas de la

prueba, ya que la existencia de ese despido no puede ser
establecida por la sola afirmación de la obrera demandante;

Considerando que como consecuencia de todo lo ante-
riormente expuesto, no ha lugar a ponderar los demá s me-

dios y alegatos del recurrente;
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Considerando que cuando las partes sucumben respec-
tivamente en algunos puntos de sus pretensiones, las costas
pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa en lo relativo a la
1P1"-prueba del despido y sus consecuencias, la sentencia dictada

por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 22
de noviembre de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto así deli-
mitado, ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Pedro de Macorís en funciones de Tribunal
de Trabajo de segundo grado; Segundo: Rechaza en sus de-
más aspectos, el recurso de casación interpuesto contra la
misma sentencia; Tercero: Compensa las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani .— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bauti.sta Rojas Almánzar .— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmadas leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

1
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demasiado pequeño y nos nos permite hacer pagos supe.
riores...";

1111'

Considerando que esas afirmaciones del demandado
Leonardo implican el reconocimiento de la calidad de pa..
trono que ha negado; que, además, la circunstancia de que

él estuviera impedido por los Reglamentos internos del Ejér-
cito a que pertenecía, de realizar esa clase de actividades o

que él no estuviese registrado como patrono en la Secreta-
ría de Trabajo, ni que tuviese patente a su nombre para ex-
plotar ese negocio, no lo excluía de la calidad de patrono
que había asumido en la referida conciliación; que, por
tanto, los alegatos relativos a que no se cumplió con el pre-
liminar de conciliación y que él no era en la especie, el pa-
trono, carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, sin embargo, que el Juez a-quo para es-
tablecer que se operó en la especie, el despido de la traba-
jadora, negado siempre por el hoy recurrente, se basó en
las dclaraciones de una testigo de simple referencia Her-
minia Peña extraña al trabajo;

Considerando que de la lectura de ese testimonio con-
tenido en el acta aportada a esta Suprema Corte de Justicia
se advierte que las afirmaciones hechas por dicha persona
provienen directamente de la información que de ese hecho
le ha dado la obrera demandante, pue; en ninguna party

de su declaración consta que ella presenciara o adquiriera
el conocimiento de ese alegado despido, por alguna otra
vía que no fuese la dela misma obrera, parte interesada;

Considerando que en esas condiciones, procede casar
la sentencia impugnada por violación de las reglas de la
Prueba, ya que la existencia de ese despido no puede ser

establecida por la sola afirmación de la obrera demandante:
Considerando que como consecuencia de todo lo ante-

riormente expuesto, no ha lugar a ponderar los demás me-
dios y alegatos del recurrente;

Considerando que cuando las partes sucumben respec-
tivamente en algunos puntos de sus pretensiones, las costas
pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa en lo relativo a la
prueba del despido y sus consecuencias, la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de fecha 22
de noviembre de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto así deli-
mitado, ante el Juzgado de Primera, Instancia del Distrito
Judicial de San Pedro de Macorís en funciones de Tribunal
de Trabajo de segundo grado; Segundo: Rechaza en sus de-
más aspectos, el recurso de casación interpuesto contra la
misma sentencia; Tercero: Compensa las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani .— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bauti.sta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia — Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada,, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.



SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, (le

fecha 31 de octubre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Víctor Leonardo

Abogado: Dr. Hipólito Sánchez Báez

Remrrido: María Angelita García

Abogado: Dr. Rafael A. Sierra

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Meras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional. hoy día 29 de octubre de 1969, años 126o:
de la Independencia y 1070. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-

tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor

Leonardo, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado
en 1 acasa No. 24 de la calle Proyecto de lEnsanch e LuPe"

rón de esta ciudad, cédula No. 18062, serie 23, contr a la

sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del D istrito

n acional, de fecha 31 de octubre de 1968, cuyo dispositivo
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Hipólito Sánchez Báez, cédula 32218, serie

Ira., abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído al Dr. José Chía Troncoso, cédula 50744, serie 31,
en representación del Dr. Rafael A. Sierra, cédula 19047,
serie 2, abogado de la recurrida, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrida que es María Angelita García, domini-
cana, mayor de edad, soltera, obrera, cédula 128110, serie
ira., domiciliada en la casa No. 81 de la calle "Las Améri-
cas" del Ensanche Simón Bolívar, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito
por s uabogado y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 10 de febrero de 1969, en
el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida suscrito
por su abogado;

Visto el escrito de ampliación del recurrente, notifica-
do al abogado de la recurrida el día 18 de agosto de 1969;

Visto el auto dictado en fecha 27 de octubre de 1969,
por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Jus-
t icia, por medio del cual llama al Magistrado Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, Juez de este Tribunal, para integrar
la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del
presente recurso de casación, de conformidad con las leyes
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes y 455 del Código
de %bajo; 47 de la Ley No. 637, de 1944; 1315, 1387 y si-
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de

fecha 31 de octubre de 1968

Materia: Trabajo

Recurrente: Victor Leonardo

Abogado: Dr. Hipólito Sánchez Báez

11urrido: Maria Angelita García

Abogado: Dr. Rafael A. Sierra

Dies, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Ilenríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco
Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional. hoy día 29 de octubre de 1969, años 1260
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Leonardo, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado
en I acasa No. 24 de la calle Proyecto de lEnsanche Lulge"
rón de esta ciudad, cédula No. 18062, serie 23, contra la

sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito

racional, de fecha 31 de octubre de 1968, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Hipólito Sánchez Báez, cédula 32218, serie

ira., abogado del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído al Dr. José Chía Troncoso, cédula 50744, serie 31,
en representación del Dr. Rafael A. Sierra, cédula 19047,
serie 2, abogado de la recurrida, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrida que es María Angelita García, domini-
cana, mayor de edad, soltera, obrera, cédula 128110, serie
ira., domiciliada en la casa No. 81 de la calle "Las Améri-
cas" del Ensanche Simón Bolívar, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito
por s uabogado y depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en fecha 10 de febrero de 1969, en
el cual se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida suscrito
por su abogado;

Visto el escrito de ampliación del recurrente, notifica-
do al abogado de la recurrida el día 18 de agosto de 1969;

Visto el auto dictado en fecha 27 de octubre de 1969,
Por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Jus-
ticia, por medio del cual llama al Magistrado Santiago Os-
valdo Rojo Carbuccia, Juez de este Tribunal, para integrar
la Suprema Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del
Presente recurso de casación, de conformidad con las leyes
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y siguientes y 455 del Código
de Tt'abajo; 47 de la Ley No. 637, de 1944; 1315, 1387 y si-
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guientes del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento
Civil; 1 y siguientes de la Ley 390 de 1940; y 2125 de 1949.
y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti_
vo de una reclamación laboral intentada por María Ange.
lita García contra Víctor Leonardo, que no pudo ser conci-
liada ante el Departamento de Trabajo, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 7 de mayo
de 1968, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Rechaza en todas sus partes las conclusiones
de la demandante por improcedentes y mal fundadas, y aco-
ge las del demandado, por ser justas y reposar en prueba le-
gal; Segundo: Rechaza la demanda intentada por la señorita
María Angelita García, mediante acto de fecha 29 de julio
de 1967, instrumentado por el ministerial Evaristo Payano,
alguacil de Estraclo's del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, en contra del señor Leonardo, por improce-
dente y mal fundada; Tercero: Condena a la demandante al
pago de las costas del procedimiento"; b) que sobre apela-
ción interpuesta por María Angelita García contra la indica-
da sentencia intervino el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara
regular y válido tanto en la forma como en el fondo el re-
curso de Apelación interpuesto por María Angelita García
contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional, de fecha 7 de mayo del 1968, dictada en favor de
Víctor Leonardo, cuyo dispositivo figura, copiado en parte
anterior de esta misma sentencia, y en consecuencia Revo-
ca dicha sentencia impugnada; SEGUNDO: Acoge la deman-
da original, incoada por María Angelita García contra Víc-
tor Leonardo con las excepciones consignadas en el cuerP°
de esta sentencia por ser estas inadmisibles; Declara in jus

-tificado el despido y resuelto el contrato por la voluntad
unilateral del patrono y con responsabilidad para el mismo;

TERCERO: Condena al patrono Víctor Leonardo a pagarle
a la trabajadora reclamante los valores siguientes: Doce
(12) días de salarios por concepto de preaviso; diez (10)
días por concepto de auxilio de cesantía; cuatro (4) de sa-
larios dejados de pagar; nueve (9) días por concepto de pro-
porción de Vacaciones; Veinte (20) días por concepto de
proporción de Regalía Pascual, así como a una suma igual
a los salarios que habría recibido la trabajadora desde el día
de la demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva dic-
tada en última instancia sin que la misma exceda de los
salarios correspondientes a tres meses, todas estas presta-
ciones e indemnizaciones a base de un salario de RD$7.00
semanales o RD$1.27 diario; CUARTO: Condena a la parte
cate sucumbe Víctor Leonardo, al pago de las costas del
procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de
la Ley No. 302, del 18 de junio de 1964 y 691 del Código
de Trabajo, ordenando su distracción en favor del Dr. Ra-
fael A. Sierra Cabrera, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando que en su memorial de, casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio:— a)
Violación por desconocimiento y falta de aplicación del
principio VIII y Art. 455 del Código de Trabajo.— b) Vio-
lación por desconocimiento y falsa aplicación del art. 47 de
la Ley No. 637 del 16 de junio de 1944, sobre Contratos de
Trabajo — el Falta de Base Legal; Segundo Medio: Viola-
ción por falta de aplicación de la Ley No. 390 del 14 de
diciembre de 1940— b) Violación por falta de aplicación
del artículo 1341 del Código Civil.— c) Violación por falta
de aplicación de los artículos 1387, 1391, 1393, 1394, 1399,
1401, 1404, 1409, 1410, 1426, 1483, 1484, 1497, 1498, 1500;
1505, 1510, 1513, 1526, 1530 del Código Civil; y ley No.
2125 del 27 de septiembre de 1949, G. O. No. 7001, que
sustituye los Arts. 1536 al 1539 del Código Civil; y Art. 1540
del Código Civil.— d) Desnaturalización de los hechos y de
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guientes del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento
Civil; 1 y siguientes de la Ley 390 de 1940; y 2125 de 1949.
y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con moti-
vo de una reclamación laboral intentada por María Ange.
lita García contra Víctor Leonardo, que no pudo ser concl.
liada ante el Departamento de Trabajo, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 7 de mayo
de 1968, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Fa-
lla: Primero: Rechaza en todas sus partes las conclusiones
de la demandante por improcedentes y mal fundadas, y aco-
ge las del demandado, por ser justas y reposar en prueba le-
gal; Segundo: Rechaza la demanda intentada por la señorita
María Angelita García, mediante acto de fecha 29 de julio
de 1967, instrumentado por el ministerial Evaristo Payano,
alguacil de Estradós del Juzgado de Paz de Trabajo del Dis-
trito Nacional, en contra del señor Leonardo, por improce-
dente y mal fundada; Tercero: Condena a la demandante al
pago de las costas del procedimiento"; b) que sobre apela-
ción interpuesta por María Angelita García contra la indica-
da sentencia intervino el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara
regular y válido tanto en la forma como en el fondo el re-
curso de Apelación interpuesto por María Angelita García
contra sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito
Nacional, de fecha 7 de mayo del 1968, dictada en favor de
Víctor Leonardo, cuyo dispositivo figura copiado en parte
anterior de esta misma sentencia, y en consecuencia Revo-
ca dicha sentencia impugnada; SEGUNDO: Acoge la deman-
da original, incoada por María Angelita García contra Víc-
tor Leonardo con las excepciones consignadas en el cuerpo
de esta sentencia por ser estas inadmisibles; Declara injus

-tificado el despido y resuelto el contrato por la voluntad
unilateral del patrono y con responsabilidad para el misnle;

TERCERO: Condena al patrono Víctor Leonardo a pagarle
la trabajadora reclamante los valores siguientes: Doce

02) días de salarios por concepto de preaviso; diez (10)
días por concepto de auxilio de cesantía; cuatro (4) de sa-
larios dejados de pagar; nueve (9) días por concepto de pro-
porción de Vacaciones; Veinte (20) días por concepto de
proporción de Regalía Pascual, así como a una suma igual
a los salarios que habría recibido la trabajadora desde el día
de la demanda hasta la fecha de la sentencia definitiva dic-
tada en última instancia sin que la misma exceda de los
.salarios correspondientes a tres meses, todas estas presta-
ciones e indemnizaciones a base de un salario de RD$7.00
semanales o RD$1.27 diario; CUARTO: Condena a la parte
aue sucumbe Víctor Leonardo, al pago de las costas del
procedimiento de conformidad con los artículos 5 y 16 de
la Ley No. 302, del 18 de junio de 1964 y 691 del Código
de Trabajo, ordenando su distracción en favor del Dr. Ra-
fael A. Sierra Cabrera, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad";

Considerando que en su memorial de,casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio:— a)
Violación por desconocimiento y falta de aplicación del
principio VIII y Art. 455 del Código de Trabajo.— b) Vio-
lación por desconocimiento y falsa aplicación del art. 47 de
la Ley No. 637 del 16 de junio de 1944, sobre Contratos de
Trabajo.— e) Falta de Base Legal; Segundo Medio: Viola-
ción por falta de aplicación de la Ley No. 390 del 14 de
diciembre de 1940,— b) Violación por falta de aplicación
del artículo 1341 del Código Civil.— c) Violación por falta
de aplicación de los artículos 1387, 1391, 1393, 1394, 1399,
1401, 1404, 1409, 1410, 1426, 1483, 1484, 1497, 1498, 1500;
1505, 1510, 1513, 1526, 1530 del Código Civil; y ley No.
2125 del 27 de septiembre de 1949, G. O. No. 7001, que
sustituye los Arts. 1536 al 1539 del Código Civil; y Art. 1540
del Código Civil.— d) Desnaturalización de los hechos y de
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los documentos sometidos a la consideración del Juez a,quo,

e) Violación por falta de examen de la documentación so-
metida al debate contradictorio.— f) Exceso de Poder; Ter-

cer Medio: Violación por desconocimiento y falta de aplica-
ción del art. 141 del Código de Procedimiento Civl	 b)
Falta de motivación suficiente, seria, precisa, especial y per-
tinente.— c) Falta de Exposición de los Puntos de hechos y

de derecho en que se fundamenta la sentencia impugnada.
Cuarto Medio: a) Violación por desconocimiento y falta de
aplicación de los arts. 1, 2, 6, 7, 8, 9, 10, 12, 13, 14; 15; 16.
24, 27, 29, 31, 32, 33, 34, 35 y 36 del Código de Trabajo;
b) Violación por desconocimiento y falta de aplicación del
art. 1315 del Código Civil, combinado con los arts. 83 y 84
del Código de Trabajo; Quinto Medio: Violación por desco-
nocimiento y falsa aplicación de la Ley No. 427 del 1941
sobre vacaciones anuales;

Considerando que la recurrida propone que el escrito
de ampliación del recurrente sea desestimado en razón de

que se notificó el día 18 de agosto de 1969 y como la au-
diencia se celebró el día 20 de ese mismo mes, es claro que
tal notificación se hizo con sólo un día franco de anticipa-
ción, cuando el artículo 15 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación exige que la ampliación del recurrente se ha-
ga 8 días francos por lo menos, antes del día de la au-
diencia;

Considerando que tal como lo alega la recurrida la am-
pliación del recurrente se le notificó al abogado de ella, el
día 18 de agosto de 1968; que como la addiencia estaba fija-
da para el (Va 20 de ese mismo mes, y la recurrida ha pro-

puesto formalmente el asunto. procede declarar que dicha
ampliación no puede ser tomada en cuenta, por haberse no'
tif:cado en violación del artículo 15 de la Ley sobre Proce'
dimiento de Casación que exige que tal escrito se notifique
al abogado del recurrido 8 días por lo menos antes del día
de la audiencia;

:;iderando que en los medios 19, 29 39 y 49 , reunidos, el
recurren te alega en síntesis, lo siguiente: al que él no tiene,
ni ha tenido nunca ningún taller de costura donde la hoy re-
currida haya trabajado bajo su dirección; b) que en la época
de los hechos, él era un Capitán del Ejército en servicio
activo a quien no se le permitía realizar actos de comercio
de ninguna índole; c) que su esposa Ramona Burgos de
Leonardo, es la que tiene una tienda de fantasía amparada
por la correspondiente patente, y a donde iba la recurrida
como aprendiz, a trabajar en la Confección de ropa de ni-
ños; ci que él no está registrado como patrono en la Se-
cretaría de Trabajo, según se comprueba por la Certifica-
ción expedida por dicho Departamento; e) que la dueña ex-
clusiva de ese negocio es su esposa; f) que en la especie no
se cumplió con el preliminar de orden público de la conci-
liación, pues no se citó a su esposa que es la dueña del ta-
ller y la que podría tener la calidad de patrona, en el caso
de que se pruebe que existía entre ellos un contrato de tra-
bajo; g) que en el informativo celebrado no se estableció
que el recurrente celebrase contrato alguno de trabajo con la
recurrida, por lo cual él no puede ser patrono de dicha obre-
ra; h) que la Cámara a-qua al declarar que "en nuestro me-
dio el negocio de la esposa es siempre, cuando menos, tam-
bién del esposo" ha desconocido el alcance de la ley 390 ci-
tada, que autoriza a la mujer casada a tener negocios pro-
pios, independientes del marido; i) que en la especie no se
ha establecido la prueba de la existencia del contrato, su
modalidad, salario, duración, despido, etc., pues la Cámara
a-qua para dar por admitidos esos hechos se acogió "a un
testimonio complaciente", el de Herminia Peña y Altagra-
cia Guzmán, quienes declararon que "fue la propia deman-
dante quien las enteró de cuanto sabían, por lo cual no
vieron ni oyeron directamente lo relacionado con el su-
Puesto despido, y menos r'ún con la supuesta existencia del
contrato de trabajo", testimonio que no puede destruir lo
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los documentos sometidos a la consideración del Juez a-quo,

e) Violación por falta de examen de la documentación so-
metida al debate contradictorio.— f) Exceso de Poder; Ter..

cer Medio: Violación por desconocimiento y falta de aplica
ción del art. 141 del Código de Procedimiento Civl.— b)
Falta de motivación suficiente, seria, precisa, especial y per-
tinente.— c) Falta de Exposición de los Puntos de hechos y
de derecho en que se fundamenta la sentencia impugnada.
Cuarto Medio: a) Violación por desconocimiento y falta de
aplicación de los arts. 1, 2, 6, 7, 8, 9, 10, 12, 13, 14; 15; 16.
24, 27, 29, 31, 32, 33, 34, 35 y 36 del Código de Trabajo; 5;
b) Violación por desconocimiento y falta de aplicación del
art. 1315 del Código Civil, combinado con los arts. 83 y 84
del Código de Trabajo; Quinto Medio: Violación por desco-
nocimiento y falsa aplicación de la Ley No. 427 del 1941
sobre vacaciones anuales;

Considerando que la recurrida propone que el escrito
de ampliación del recurrente sea desestimado en razón de
que se notificó el día 18 de agosto de 1969 y como la au-
diencia se celebró el día 20 de ese mismo mes, es claro que
tal notificación se hizo con sólo un día franco de anticipa-
ción, cuando el artículo 13 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación exige que la ampliación del recurrente se ha-
ga 8 días francos por lo menos, antes del día de la au-
diencia;

ConsIderando que tal como lo alega la recurrida la am-
pliación del recurrente se le notificó al abogado de ella, el
día 18 de agosto de 1968; que como la audiencia estaba fija-
da para el día 20 de ese mismo mes, y la recurrida ha pro

-puesto formalmente el asunto, procede declarar que dicha
ampliación no puede ser tomada en cuenta, por haberse no-
tificado en violación del artículo 15 de la Ley sobre Proce'
dimiento de Casación que exige que tal escrito se notifique
al abogado del recurrido 8 días por lo menos antes del día
de la audiencia;

Considerando que en los medios 1 9, 29 39 y 49, reunidos, el
recurren te alega en síntesis, lo siguiente: a) que él no tiene,
pi ha tenido nunca ningún taller de costura donde la hoy re-
currida haya trabajado bajo su dirección; b) que en la época
do los hechos, él era un Capitán del Ejército en servicio
.activo a quien no se le permitía realizar actos de comercio
de ninguna índole; c) que su esposa Ramona Burgos de
Leonardo, es la que tiene una tienda de fantasía amparada
por la correspondiente patente, y a donde iba la recurrida
COMO aprendiz, a trabajar en la Confección de ropa de ni-
ños; d) que él no está registrado como patrono en la Se-
cretaría de Trabajo, según se comprueba por la Certifica-
ción expedida por dicho Departamento; e) que la dueña ex-
clusiva de ese negocio es su esposa; f) que en la especie no
se cumplió con el preliminar de orden público de la conci-
liación, pues no se citó a su esposa que es la dueña del ta-
ller y la que podría tener la calidad de patrona, en el caso
de que se pruebe que existía entre ellos un contrato de tra-
bajo; g) que en el informativo celebrado no se estableció
que el recurrente celebrase contrato alguno de trabajo con la
recurrida, por lo cual él no puede ser patrono de dicha obre-
ra; h) que la Cámara a-qua al declarar que "en nuestro me-
dio el negocio de la esposa es siempre, cuando menos, tam-
bién del esposo" ha desconocido el alcance de la ley 390 ci-
tada, que autoriza a la mujer casada a tener negocios pro-
pios, independientes del marido; i) que en la especie no se
ha establecido la prueba de la existencia del contrato, su
modalidad, salario, duración, despido, etc., pues la Cámara
a-qua para dar por admitidos esos hechos se acogió "a un
testimonio complaciente", el de Herminia Peña y Altagra-
cia Guzmán, quienes declararon que "fue la propia deman-
dante quien las enteró de cuanto sabían, por lo cual no
Vieron ni oyeron directamente lo relacionado con el su-
puesto despido, y menos aún con la supuesta existencia del
contrato de trabajo", testimonio que no puede destruir lo
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contenido en los documentos antes indicados según lo dls.
pone el artículo 1341 del Código Civil;

Considerando que en la especie, el examen del expe.
diente muestra que el hoy recurrente cuando compareció
ante el Departamento de Trabajo para f:nes de conciliación
expuso lo siguiente: "Que es cierto que la nombrada María
Angelita García estuvo en una fantasía que tiene mi esposa
en la calle Juan Erazo, No. 274, aprendiendo a la confección
de ropas de niños y permaneció allí durante 2 meses y 15
días, retirándose por su propia voluntad, alegando que no
podía continuar porque ganaba muy poco. En ningún mo-
mento ni mi esposa ni yo hemos retirado a la mencionada
María Angelita García de la labor que venía realizando co-
mo aprendiz en dicho establecimiento";

Considerando que por lo antes transcrito se advierte
que la obrera realizaba una labor en el taller de costura
que tenía la esposa de Leonardo; que la afirmación del es-
poso demandado de que "en ningún momento ni mi esposa
ni yo hemos retirado a la mencionada María Angelita Gar-
cía", implica que él podía retirarla, lo que equivale a que
él tenía de hecho, la calidad de patrono que ha negado; que
la circunstancia de que él estuviera impedido por los regla-
mentos internos del Ejército a que pertenecía, de realizar
esa clase de actividades o que él no estuviese registra-
do como patrono en la Secretaría de Trabajo, ni que tuviese
patente a su nombre para explotar ese negocio, no lo ex-
cluía de la calidad de patrono que había asumido en la re-
ferida conciliación; que, por tanto, los alegatos relativos a
oue no se cumplió con el preliminar de conciliación y que
él no era en la especie, el patrono, carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Considerando, sin embargo, que el juez a-quo para esta-
blecer que se operó en la especie, el despido de la traba ja-

dora, negado siempre por el hoy recurrente, se basó en

las declaracion es de los testigos de simple referencia Her-
ndnia Peña y Altagracia Guzmán, extrañas al trabajo;

Considerando que de la lectura de esos testimonios con-
tenidos en el acta aportada, a esta Suprema Corte de Jus-
ticia se advierte que las afirmaciones hechas por dichas
personasprovienen directamente de la información que de
ese hecho le ha dado la obrera demandante, pues en nin-
g.una parte de sus declaraciones consta que ellas presencia-
ron o adquirieron el conocimiento de ese alegado despido,
por alguna otra vía que no fuese la de la misma obrera,
parteinntseidreesraadnadinteresada;

Considerandoo que en esas condiciones, procede casar
la sentencia impugnada por violación de las reglas de la
prueba, ya que la existencia de ese despido no puede ser
establecida por la sola afirmación de la obrera demandante;

Considerando que como consecuencia de todo lo ante-
riormente expuesto, no ha lugar a ponderar los demás me-
dios y alegatos del recurrente;

Considerando que cuando las partes sucumben respec-
tivamente en algunos puntos de sus pretensiones, las costas
pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa en lo relativo a la
prueba del despido y sus consecuencias ,la sentencia dicta-
da por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de fecha
31 de octubre de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en
Darte anterior del presente fallo, y envía el asunto, así de-

Judicial 
dlimitado, ante

San
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito

an Pedro de Macorís en funciones de Tribunal
de Trabajo de segundo grado; Segundo: Rechaza en sus de-
más aspectos, el recurso de casación interpuesto contra la
misma sentencia; Tercero: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ricillez •— Manuel D. Bergés Chupani .— Manuel A. Amia-
rna.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
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contenido en los documentos antes indicados según lo ciis
pone el artículo 1341 del Código Civil;

Considerando que en la especie, el examen del ei{ilt

diente muestra que el hoy recurrente cuando compareció
ante el Departamento de Trabajo para fines de conciliación
expuso lo siguiente: "Que es cierto que la nombrada María
Angelita García estuvo en una fantasía que tiene mi esposa
en la calle Juan Erazo, No. 274, aprendiendo a la confección
de ropas de niños y permaneció allí durante 2 meses y 15
días, retirándose por su propia voluntad, alegando que no
podía continuar porque ganaba muy poco. En ningún mo-
mento ni mi esposa ni yo hemos retirado a la mencionada
María Angelita García de la labor que venía realizando co-
mo aprendiz en dicho establecimiento";

Considerando que por lo antes transcrito se advierte
que la obrera realizaba una labor en e', taller de costura
que tenía la esposa de Leonardo; que la afirmación del es-
poso demandado de que "en ningún momento ni mi esposa
ni yo hemos retirado a la mencionada María Angelita Gar-
cía", implica que él podía retirarla, lo que equivale a que
él tenía de hecho, la calidad de patrono que ha negado; que
la circunstancia de que él estuviera impedido por los regla-
mentos internos del Ejército a que pertenecía, de realizar
esa clase de actividades o que él no estuviese registra-
do como patrono en la Secretaría de Trabajo, ni que tuviese
patente a su nombre para explotar ese negocio, no lo ex-
cluía de la calidad de patrono que había asumido en la re-
ferida conciliación; que, por tanto, los alegatos relativos a
que no se cumplió con el preliminar de conciliación y que
él no era en la especie, el patrono, carecen de fundamento
y deben ser desestimados;

Considerando, sin embargo, que el jueza-quo para esta-
blecer que se operó en la especie, el despido de la traba ja-

dora, negado siempre por el hoy recurrente, se basó en

las declaraciones de los testigos de simple referencia Her-

rnia

	 Altagracia Guzmán, extrañas al trabajo;
Considerandoyerando que de la lectura de esos testimonios con-

tenidos
p
 en el acta aportada a esta Suprema Corte de Jus-

ticia se advierte que las afirmaciones hechas por dichas
personasprovienen directamente de la información que de
ese hecho le ha dado la obrera demandante, pues en nin-
guna parte de sus declaraciones consta que ellas presencia-
ron o adquirieron el conocimiento de ese alegado despido,
por alguna otra vía que no fuese la de la misma obrera,
parte interesada;

Considerando que en esas condiciones, procede casar
la sentencia impugnada por violación de las reglas de la
prueba, ya que la existencia de ese despido no puede ser
establecida por la sola afirmación de la obrera demandante;

Considerando que como consecuencia de todo lo ante-
riormente expuesto, no ha lugar a ponderar los demás me-
dios y alegatos del recurrente;

Considerando que cuando las partes sucumben respec-
tivamente en algunos puntos de sus pretensiones, las costas
pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa en lo relativo a la
prueba del despido y sus consecuencias ,la sentencia dicta-
da por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional de fecha
31 de octubre de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en
oarte anterior del presente fallo, y envía el asunto, así de-
limitado, ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Pedro de Macorís en funciones de Tribunal
de Trabajo de segundo grado; Segundo: Rechaza en sus de-
más aspectos, el recurso de casación interpuesto contra la
misma sentencia: Tercero: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Teiada.— Fernando
E . Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
11:111ez •— Manuel D. Bergés Chupani .— Manuel A. Amia-Ma.-__ Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe-
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relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval.
do Rojo Carbuccia .— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge.

neral.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento , en la au-
diencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 4 de
noviembre de 1968

^Ia1:: Tierras

Recurrente : Altagracia Rincón Báez y compartes
Abogado: Lic. Ercilio de Castro García

Recurrido: Hipólito Pilier y compartes
Abogado: Dr. Pedro María Solimán Bello

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 29 de octubre de 1969, años 126o. de la Independen-
cia y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagra-
cia , Agustina, Josefa, Juan Bautista, Fidelio Rincón Báez,
Y Salvador y Altagracia Rincón Cedeño, hijos del finado
Juan María Rincón Carela, mayores de edad, dominicanos,
solteros, agricultores los varones y de oficios domésticos las
hembras cédulas Nos. 8035, 4589, 9658, 12340, 1266, 896,
9964 , serie 28, domiciliada la primera en Santo Domingo,

4



Recurrido: Hipólito Pilier y compartes

Abogado: Dr. Pedro María Solimán Bello

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

6042
	

BOLETIN JUDICIAL

relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval,
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge.

neral.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au.
diencia pública, del día, mes y año en él expresados, y fue

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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sf,,,NIENC1A DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1969

sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de fecha 4 de

noviembre de 1968

Itateria: Tierras

Recurrente: Altagracia Rincón Báez y compartes

Abogado : Lic. Ercilio de Castro García

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Primer Sustituto en funciones de Pre-
sidente; Carlos Manuel Lamarche Henríquez, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 29 de octubre de 1969, años 126o. de la Independen-
cia y 107o. de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como corte de casación, la siguiente sentencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagra-
cia , Agustina, Josefa, JUan Bautista, Fidelio Rincón Báez,
Y Salvador y Altagracia Rincón Cedeño, hijos del finado
Juan María Rincón Carela, mayores de edad, dominicanos,
solteros, agricultores los varones y de oficios domésticos las
hembras, cédulas Nos. 8035, 4589, 9658, 12340, 1266, 896,
9964 , serie 28, domiciliada la primera en Santo Domingo,
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la segunda y la tercera en La Romana, el cuarto, el quintó
el sexto y el séptimo en la sección de Jobo Dulce, Munici-
pio de Higüey, contra la sentencia dictada por el Tribunal
de Tierras, en fecha 4 de noviembre de 1968, en relación
con las Parcelas Nos. 310-A, 310-B, 310-C, 310- D, 310-E
310-F, 310-G, 310-H, 310-1, 310-J y 310-K, del Distrito ea:
tastral No. 10, sexta parte, del Municipio de Higüey, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Víctor

Livio Cedeño, cédula No. 16436, serie 28, en representación
del Dr. Pedro María Solimán Bello, cédula 2612, serie 28,
abogado de los recurridos, que lo son Hipólito Pilier, do-
minicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 2483,
serie 28. domiciliado en la casa No. 16 de la calle Higua-
numá de la ciudad de Higüey; Angel Pilier, dominicano,
mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 11354, serie 28,
domiciliado en Jobo Dulce, Municipio de Higüey, y José
del Carmen Ceballos, dominicano, mayor de edad, soltero,
agricultor, domiciliado en Jobo Dulce, Municipio de Higüey;

O'do el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 21 de
diciembre de 1968, por el abogado de los recurrentes, Lic.
Ercilio de Castro García, cédula 4201, serie 25, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 10 de
febrero de 1969 por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia. después de haber
becado, y vistos los artículos 84, 86, 174, 175, 193 y
de la Ley de Registro de Tierras; 711, 750, 751, 752 y 1351
del Código Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una litis sobre terrenos registrados in-
,entada por Altagracia. Agustina. Josefa, Juan Bautista, Fi-
dello Rincón Báez y Altagracia Rincón Cedeño, hijos de
Juan María Rincón Carela, el Tribunal de Tierras de Ju-
risdi•ción Original dictó en fecha 22 de marzo de 1968 una
sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la ahora
impugnada; b) que sobre el recurso de apelación de los
mencionados hijos de Juan María Rincón Carela intervino
la sentencia impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla:
primero: Se admite en la forma y se rechaza en cuanto
al fondo, el recurso de apelación interpuesto en fecha 16 de
abril de 1968, por el Lic. Ercilio de Castro García, a nom-
bre y en representación de los Sucesores de Juan María
Rincón Carela, contra la Decisión No. 3 de fecha 22 de mar-
zo de 1968, dictada por el Juez de Jurisdicción Original
con asiento en la ciudad de Higüey, relativa a la Parcela
Yo. 310 subdividida, del D. C. No. 10 6ta. parte del Muni-
cipio de Higiley; Segundo: Se confirma, la Decisión recu-
rrida, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Rechazar, como
al efecto rechaza, en todas sus partes, la instancia dirigida
al Tribunal Superior de Tierras, en fecha 8 de octubre de
1966, por el Lic. Ercilio de Castro García, a nombre de los
Sucesores del finado Juan María Rincón Carela y sus con-
clusiones, con excepción a la determinación de los here-
deros del mencionado finado Juan María Rincón Carela;
Segundo: Mantener, como al efecto mantiene, con toda su
fuerza y vigor, la Decisión No. 2 dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original, en fecha 19 de febrero
de 1965, revisada y aprobada por el Tribunal Superior de
Tierras, en fecha 2 de noviembre del 1965, que aprueba la
subdivisión de la Parcela No. 310 del D. C. 16/6ta. parte
del Municipio de Higüey, en 310-A a 310-1( del D. C. 10/
Cta . parte del Municipio de Higüey; Tercero: Determinar,
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la segunda y la tercera en La Romana, el cuarto, el quinto,
el sexto y el séptimo en la sección de Jobo Dulce, Munici-
pio de Higüey, contra la sentencia dictada por el Tribunal
de Tierras, en fecha 4 de noviembre de 1968, en relación
con las Parcelas Nos. 310-A, 310-B, 310-C, 310-D, 310-E
310-F, 310-G, 310-H, 310-1, 310-J y 310-1<, del Distrito Ca-
tastral No. 10, sexta parte, del Municipio de Higüey, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Víctor

Livio Cedeño, cédula No. 16436, serie 28, en representación
del Dr. Pedro María Solimán Bello, cédula 2612, serie 28,
abogado de los recurridos, que lo son Hipólito Pilier, do-
minicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 2483,
serie 28, domiciliado en la casa No. 16 de la calle Higua-
numá de la ciudad de Higüey; Angel Pilier, dominicano,
mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 11354, serie 28,
domiciliado en Jobo Dulce, Municipio de Higüey, y José
del Carmen Ceballos, dominicano, mayor de edad, soltero,
agricultor, domiciliado en Jobo Dulce, Municipio de Higüey;

O'do el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito en fecha 21 de
diciembre de 1968, por el abogado de los recurrentes, Lic.
Ercilio de Castro García, cédula 4201, serie 25, en el cual
se invocan los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, suscrito en fecha 10 de
febrero de 1969 por el abogado de los recurridos;

La Suprema Corte de Justicia. después de haber dell-

o Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento

berado, y vistos los artículos 84, 86, 174, 175, 193 	 205

de la Ley de Registro de Tierras; 711, 750, 751, 752 y 13a1

del Códig	 de

Casación;

)nsiderando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
gue con motivo de una litis sobre terrenos registrados in-
,entada por Altagracia. Agustina. Josefa, Juan Bautista, Fi-
delio Rincón Báez y Altagracia Rincón Cedeño, hijos de
Juan María Rincón Carela, el Tribunal de Tierras de Ju-
risdicción Original dictó en fecha 22 de marzo de 1968 una
sentencia cuyo dispositivo figura inserto en el de la ahora
opugnada; b) que sobre el recurso de apelación de los
mencionados hijos de Juan María Rincón Carela intervino
la sentencia impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Paila:
primero: Se admite en la forma y se rechaza en cuanto
al fondo, el recurso de apelación interpuesto en fecha 16 de
abril de 1968, por el Lic. Ercilio de Castro García, a nom-
bre y en representación de los Sucesores de Juan María
Rincón Carela. contra la Decisión No. 3 de fecha 22 de mar-
zo de 1968, dictada por el Juez de Jurisdicción Original
con asiento en la ciudad de Higüey, relativa a la Parcela
No. 310 subdividida, del D. C. No. 10 6ta. parte del Muni-
cipio de Higüey; Segundo: Se confirma, la Decisión recu-
rrida, cuyo dispositivo dice así: "Primero: Rechazar, como
al efecto rechaza, en todas sus partes, la instancia dirigida
al Tribunal Superior de Tierras, en fecha 8 de octubre de
1966, por el Lic. Ercilio de Castro García, a nombre de los
Sucesores del finado Juan María Rincón Carela y sus con-
clusiones, con excepción a la determinación de los here-
deros del mencionado finado Juan María Rincón Carela;
Segundo: Mantener, como al efecto mantiene, con toda su
fuerza y vigor, la Decisión No. 2 dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original, en fecha 19 de febrero
de 1965, revisada y aprobada por el Tribunal Superior de
Tierras, en fecha 2 de noviembre del 1965, que aprueba la
subdivisión de la Parcela No. 310 del D. C. 16/6ta. parte
del Municipio de Higüey, en 310-A a 310-K del D. C. 10/
Eta. parte del Municipio de Higüey; Tercero: Determinar,

.
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como al efecto determina, que las únicas personas con
lidad para recoger los bienes relictos del finado Juan Ma-
ría Rincón Carela, son sus hijos legítimos, procreados du,
rante su matrimonio con la señora Altagracia Báez, que
responden a los nombres de: Sinforina, Altagracia, Agusti-
na, Josefa, Juan Bautista y Fidelio Rincón Báez, y sus hi-
jos naturales reconocidos; Salvador, Altagracia y Alejan-
dro Rincón Cedeño";

Considerando que los recurrentes invocan en su me_
marial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Violación de los artículos 711, 750, 751 y 752 del Código
Civil en su realidad jurídica, en combinación con los artícu-
los 193 y 84 de	 Ley de Registro de Tierras, por omisión
en el dispositivo de la Resolución del 12 de febrero de 1947
y falta de motivos.— Violación de los artículos 205 y 84 de
dicha ley por falta de apreciación de los hechos y de mo-
tivos.— Desnaturalización de documentó y falsa apreciación
de los hechos del proceso: Segundo Medio: Violación del
artículo 1351 del Código Civil por falsa aplicación de la
excepción de la autoridad de la cosa juzgada; y a la inver-
sa violación del artículo 86 de la Ley de Registro de Tie-
rras que consagra la autoridad de la cosa juzgada en mate-
ria de saneamiento de un terreno.— Violación del princi-
pio de la revocabilidad de las Resoluciones del Tribunal y
de su incompatibilidad, por su carácter de actos administra-
tivos, con las decisiones que adquieren la autoridad de la
cosa juzgada;

Considerando. nue en el primer medio de su memorial
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que a Pesar
de nue los derechos de Juan María Rincón Carela en la su

-cesión de su madre, María Carela, habían sido reconocidos
por el Tribunal Superior de Tierras, en el saneamiento, sin
embargo, por la Resolución del mismo Tribunal del 12 de
febrero de 1947, a este heredero no le fue adjudica da la

porción de la Parcela 310 que le correspondía en dicha su-
cesión; que en la sentencia impugnada se expresa que el
acto del Notario Maríñez, No. 54,es un acto de partición
amigable, cuando en realidad ese acto es un "contrato de

veerir aherederos fue rea'izada porl a mencionada Resolución en

de ratificación de ventas", por lo cual dicho docu-

hinenettos 
yha sido desnaturalizado; que la determinación de

iurisclicción graciosa, y por tanto, no puede afirmarse que
ese procedimiento fue contradictorio, y, en consecuencia,
tampoco puede decirse que las sentencias dictadas habían
adquirld o la autoridad de la cosa juzgada frente a todos los
herederos; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos del expediente consta lo siguiente: que la Par-
cela No. 310 del Distrito Catastral No. 10, sexta parte, del
Municipio de Higüey, fue adjudicada y luego registrada en
favor de Manuel de JesúsRincón y de los Sucesores de Ma-
ría Carela, innominadamente, según consta en el Certificado
de Título No. 2828 del 13 de octubre del 1944; que con mo-
tivo de un pedimento del Notario Manuel Emilio Maríñez, el
Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 12 de febrero
de 1947, una Resolución por la cual se determinaron los
herederos de María Carela de Rincón y Félix Rincón Ca-
rela; que por la misma Resolución se ordenó la cancela-
ción del mencionado Certificado de Título y se ordenó la
expedición de los nuevos en favor de los adquirientes de
algunos de los herederos y de los sucesores que no habían
vendido sus derechos; que luego se ordenó y más tarde se
aprobó la subdivisión efectuada sobre esa Parcela y se or-
denó la expedición de los nuevos certificados de títulos en
favor de cada uno de sus dueños; que junto con la instan-
cia del Notario Maríñez se sometió uri acto instrumentado
por el mismo Notario, de fecha 27 de abril de 1194o, en el
cual consta que ante él comparecieren los herederos de Ma-
ría Carela de Rincón, entre los cuales figuraba Juan Ma-
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porción de la Parcela 310 que le correspondía en dicha su-
cesión; que en la sentencia impugnada se expresa que el
acto del Notario Maríñez, No. 54,es un acto de partición
amigable, cuando en realidad ese acto es un "contrato de
ventas y de ratificación de ventas", por lo cual dicho docu-
mento ha sido desnaturalizado; que la determinación de
herederos fue realizada porl a mencionada Resolución en
jurisdicción graciosa, y por tanto, no puede afirmarse que
ese procedimiento fue contradictorio, y, en consecuencia,
tampoco puede decirse que las sentencias dictadas habían
adquir:do la autoridad de la cosa juzgada frente a todos los
herederos; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos del expediente consta lo siguiente: que la Par-
cela No. 310 del Distrito Catastral No. 10, sexta parte, del
Municipio de Higüey, fue adjudicada y luego registrada en
favor de Manuel de JesúsRincón y de los Sucesores de Ma-
ría Carela, innominadamente, según consta en el Certificado
de Título No. 2828 del 13 de octubre del 1944; que con mo-
tivo de un pedimento del Notario Manuel Emilio Maríñez, el
Tribunal Superior de Tierras dictó en fecha 12 de febrero
de 1947, una Resolución por la cual se determinaron los
herederos de María Carela de Rincón y Félix Rincón Ca-
rela; que por la misma Resolución se ordenó la cancela-
ción del mencionado Certificado de Título y se ordenó la
expedición de los nuevos en favor de los adquirientes de
algunos de los herederos y de los sucesores que no habían
vendido sus derechos; que luego se ordenó y más tarde se
aprobó la subdivisión efectuada sobre esa Parcela y se or-
denó la expedición de los nuevos certificados de títulos en
favor de cada uno de sus dueños; que junto con la instan-
cia del Notario Maríñez se sometió uri acto instrumentado
Por el mismo Notario, de fecha 27 de abril de i y4n, ef, ei
cual consta que ante él comparecieren los herederos de Ma-
ría Carela de Rincón, entre los cuales figuraba Juan Ma-
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como al efecto determina, que las únicas personas con ea,
lidad para recoger los bienes relictos del finado Juan Ma.
ría Rincón Carela, son sus hijos legítimos, procreados du-
rante su matrimonio con la señora Altagracia Báez, que
responden a los nombres de: Sinforina, Altagracia, Agusti-
na, Josefa, Juan Bautista y Fídelio Rincón Báez, y sus hi-
jos naturales reconocidos; Salvador, Altagracia y Alejan-
dro Rincón Cedeño";

Considerando que los recurrentes invocan en su
marjal los siguientes medios de casación: Primer Mea):
Violación de los artículos 711, 750, 751 y 752 del Código
Civil en su realidad jurídica, en combinación con los artícu-
los 193 y 84 de 14 Ley de Registro de Tierras, por omisión
en el dispositivo de la Resolución del 12 de febrero de 1947
y falta de motivos.— Violación de los artículos 205 y 84 de
dicha ley 'por falta de apreciación de los hechos y de mo-

tivos.— Desnaturalización de documento y falsa apreciación
de los hechos del proceso: Segundo Medio: Violación del
artículo 1351 del Código Civil por falsa aplicación de la
excepción de la autoridad de la cosa juzgada; y a la inver-
sa violación del artículo 86 de la Ley de Registro de Tie-
rras que consagra la autoridad de la cosa juzgada en mate-
ria de saneamiento de un terreno.— Violación del princi-
pio de la revocabilidad de las Resoluciones del Tribunal y
de su incompatibilidad, por su carácter de actos administra-
tivos, con las decisiones que adquieren la autoridad de la
cosa juzgada;

Considerando, nue en el primer medio de su memorial
los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que a 'Pesar
de nue los derechos de Juan María Rincón Carela en la su-

cesión de su madre, María Carela, habían sido reconocidos
por el Tribunal Superior de Tierras, en el saneamiento, sin
embargo, por la Resolución del mismo Tribunal del 12 de
febrero de 1947, a este heredero no le fue adjudica da la
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ría Rincón, acto que sirvió de base al Tribunal Superior de
Tierras para dictar la Resolución del 12 de febrero de 1947;
que en el acto del Notario Maríñez, antes mencionado, cons-
ta expresamente que todos los comparecientes estuvieron
de acuerdo con la distribución que se había hecho del te-
rreno;

Considerando, que en el referido documento del Nota-
rio Maríñez no se le asignó a Juan María Rincón, padre de
los recurrentes, ninguna porción de terreno dentro de la
Parcela No. 310; que esto implica que dicho heredero no
tenía ya derechos en esa parcela por alguna circunstancia;
que, por tanto, como éste no hizo ninguna objeción a la
distribución del terreno que se hizo por ese documento es
claro que los jueces del fondo no incurrieron en su senten-
cia en los vicios denunciados al no incluir en su Resolución
a Juan María Rincón, y, en consecuencia, el medio del re-
curso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que por el segundo medio, el recurrente
alega, en síntesis, que las sentencias que intervinieron en
el proceso en determinación de herederos y de subdivisión
de la Parcela No 310, no adquirieron la autoridad de la co-
sa juzgada frente a los herederos de Juan María Rincón,
soluciones dictadas por el Tribunal Superior de Tierras son

siempre revocables por tener un carácter administrativo;
que la decisión definitiva, el Decreto de Registro y el Cer-
tificado de Título obtenidos en virtud de esa sentencia son
los únicos documentos que adquieren la autoridad de la co-
sa juzgada frente a todo el mundo, en virtud del artículo
86 de la Ley de Registro de Tierras; pero,

Considerando, que como por lo antes expuesto en rela-
ción con el primer medio del recurso, se ha comprobado que

Juan María Rincón Carela estuvo conforme con la distri-
bución de los derechos de la Sucesión de su madre, María
Carela, estos alegatos del recurrente carecen en la especie

l
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ie relevancia y, en consecuencia, el medio que se examina
debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Altagracia, Agustina, Josefa, Juan

•

Bautista, Fidelio Rincón Báez y Salvador y Altagracia Rin-
cón Cedeño, contra la sentencia dictada por el Tribunal
Superior de Tierras, en fecha 4 de noviembre de 1968, en
relación con la Parcela No. 310 (subdividida) del Distrito
Catastral No. 10, sexta parte, del Municipio de Higüey,
cuyo disposiitivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pago
de las costas con distracción en favor del Dr. Pedro María
Solimán Bello, abogado de los recurridos, quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar . — Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en suencabezami ento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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ría Rincón, acto que sirvió de base al Tribunal Superior dc,
Tierras para dictar la Resolución del 12 de febrero de 1947•
que en el acto del Notario Maríñez, antes mencionado, com..
ta expresamente que todos los comparecientes estuvieron
de acuerdo con la distribución que se había hecho del te-
rreno;

Considerando, que en el referido documento del Nota-
rio Maríñez no se le asignó a Juan María Rincón, padre de
los recurrentes, ninguna porción de terreno dentro de la
Parcela No. 310; que esto implica que dicho heredero no
tenía ya derechos en esa parcela por alguna circunstancia;
que, por tanto, como éste no hizo ninguna objeción a la
distribución del terreno que se hizo por ese documento es
claro que los jueces del fondo no incurrieron en su senten-
cia en los vicios denunciados al no incluir en su Resolución
a Juan María Rincón, y, en consecuencia, el medio del re-
curso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que por el segundo medio, el recurrente
alega, en síntesis, que las sentencias que intervinieron en
el proceso en determinación de herederos y de subdivisión
de la Parcela No 310, no adquirieron la autoridad de la co-
sa juzgada frente a los herederos de Juan María Rincón,
soluciones dictadas por el Tribunal Superior de Tierras son
siempre revocables por tener un carácter administrativo;
que la decisión definitiva, el Decreto de Registro y el Cer-
tificado de Título obtenidos en virtud de esa sentencia son
los únicos documentos que adquieren la autoridad de la co-
sa juzgada frente a todo el mundo, en virtud del artículo
86 de la Ley de Registro de Tierras; pero,

Considerando, que como por lo antes expuesto en rela-
ción con el primer medio del recurso, se ha comprobado que
Juan María Rincón Carela estuvo conforme con la distri-
bución de los derechos de la Sucesión de su madre, María
Carela, estos alegatos del recurrente carecen en la especie
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lautista, Fidelio Rincón Báez y Salvador y Altagracia Rin-B

de relevancia y, en consecuencia, el medio que se examina
debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
ión interpuesto por Altagracia, Agustina, Josefa, Juan

eón Cedeño, contra la sentencia dictada por el Tribunal
Superior de Tierras, en fecha 4 de noviembre de 1968, en
relación con la Parcela No. 310 (subdividida) del Distrito
Catastral No. 10, sexta parte, del Municipio de Higüey,
cuyo disposiitivo se ha copiado en parte anterior del pre-
sente fallo; Segundo: Condena a los recurrentes al pago
de las costas con distracción en favor del Dr. Pedro María
Solimán Bello, abogado de los recurridos, quien afirma ha-
berlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados): Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Car-
los Manuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chu-
pani.— Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.-
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Al-
mánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en suencabezami ento, en la au-
diencia púb lica del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo , L.,

fecha 10 de diciembre de 1968

Materia: Civil

Recurrente: Fabio Arturo Mota Salvador

Abogado: Dres. Ramón Pina Acevedo y Martínez, Froilán J. R.

Tavárez y Lic. Luis R. Mercado.

Recurrido: Arsenio Rafael Freites Barrera

Abogado: Dr. José Cassá Logroño

Dios. Patria y Libertan
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rolo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 de octubre del
año 1969, años 126o. de la Independencia y 107o. de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:'

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fabio
Arturo Mota Salvador, dominicano, mayor de edad, casado,
Juez Presidente de la Cámara Civil y Comercial de la P ri-
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, domiciliado y residente en la calle Pedro
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 190
A. Lluberes No. 1 de esta ciudad, cédula No. 28600, serie
ira., contra la sentencia dictada en fecha 10 de diciembre
de 1968, en sus atribuciones civiles, por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más
adelloaoniídtdeoo;

Oído

Dres.

 
al alguacil de turno en la lectura del rol;
al Dr. Porfirio Chahín Turna, en representación

de Ramón Pina Acevedo y Martínez, Froilán J.
R. Tavárez y del Lic. Luis R. Mercado, cédulas Nos. 43139,
serie ira., 45801, serie ira., y 2119, serie 31, respectivamen-
te, abogados del recurrente, en la lectura de sus conclu-
siones;

Oído al Dr. José Cassá Logroño, cédula No. 26199,
st , rie ira., abogado del recurrido,en la lectura de sus con-
L lusiones; recurrido que es Arsenio Rafael Freites Barrera,
oominicano, mayor de edad, casado, abogado,domicilia do en
la avenida Independencia No. 123 de esta ciudad, cédula
No. 41200, serie lra.;

Oído el dictamen del Mag:strado Procurador General
(lo la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia en fecha 22 de enero de 1969;

Visto el memorial de defensa firmado por el abogado
del recurrido y depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia en fecha 23 de junio de 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1382 y 1383 del Código Civil;
141 y 390 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda en reclamo de reparación
Por daños y perjuicios, la Cámara de lo Civil y Comercial
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1969

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo , d,

fecha 10 de diciembre de 1968

Materia: Civil

Recurrente: Fabio Arturo Mota Salvador

Abogado: Dres. Ramón Pina Acevedo y Martínez, Froilán

Tavárez y Lic. Luis R. Mercado.

Recurrido: Arsenio Rafael Freites Barrera

Abogado: Dr. José Cassá Logroño

Dios, Patri, y Libertall
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 29 de octubre del
año 1969, años 126o. de la Independencia y 107o. de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Fa
Arturo Mota Salvador, dominicano, mayor de edad, casado,
Juez Presidente de la Cámara Civil y Comercial de la Pri'
mera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, domiciliado y residente en la calle Pedro

Lluberes No. 1. de esta ciudad, cédula No. 28600, serie
contra la sentencia dictada en fecha 10 de diciembre

de 1968, en sus atribuciones civiles, por la Corte de Ape-
lación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más
adel aooníítddeoo;

al Dr. Porfirio Chahín 'T'urna, en representación
al alguacil de turno en la lectura del rol;

de los Dres. Ramón Pina Acevedo y Martínez, Froilán J.
R. Tavárez y del Lic. Luis R. Mercado, cédulas Nos. 43139,
serie 1ra., 45801, serie lra., y 2119, serie 31, respectivamen-
te, abogados del recurrente, en la lectura de sus conclu-

l Oído al Dr. José Cassá Logroño, cédula No. 26199,
-erie lra., abogado del recurrido,en la lectura de sus con-
L1usiones; recurrido que es Arsenio Rafael Freites Barrera,
cluminicano, mayor de edad, casado, abogado,domicilia do en
la avenida Independencia No. 123 de esta ciudad, cédula
No. 41200, serie lra.;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los abogados
del recurrente y depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia en fecha 22 de enero de 1969;

Visto el memorial de defensa firmado por el abogado
áel recurrido y depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia en fecha 23 de junio de 1969;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1382 y 1383 del Código Civil;
141 y 390 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda en reclamo de reparación
Por daños y perjuicios, la Cámara de lo Civil y Comercial
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de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera iris
rancia del Distrito Nacional, presidida por el Juez de pa;
de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional Dr. Na,
poleón Estévez Rivas como juez ad hoc, dictó en fecha 8
de agosto de 1967 una sentencia con el siguiente dispositi-
vo: "FALLA: PRIMERO: Acoge en su mayor parte las con.
clusiones formuladas en su demanda por el Doctor Fabio
Arturo Mota Salvador, parte demandante, y en consecuen.
cia: a)— Condena a Arsenio Rafael Freites Barrera, parte
demandada, a pagarle a dicho Doctor Fabio Arturo Mota
Salvador la suma de Treinta Mil Pesos Oro (RD$30,000.00)
moneda de curso legal, como justa reparación de los daños
y perjuicios morales y materiales que le han sido causados
con la recusación precedentemente examinada; b) Conde-
na a Arsenio Rafael Freites Barrera, al pago de los intere-
ses legales de dicha suma, calculados a partir de la fecha
de la demanda; y SEGUNDO: Condena a Arsenio Rafael
Freites Barrera, parte demandada que sucumbe, al pago
de las costas de la presente instancia; b) que sobre apela-
ción del actual recurrido Freites Barrera y apelación enci-
dental del actual recurrente Mota Salvador, intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo di-
ce así: "FALLA: PRIMERO: Declara regularse y válidos
en cuanto a la forma los recursos de apelación intentados
por los señores Arsenio Rafael Freites Barrera y Doctor
Fabio Arturo Mota Salvador, contra sentencia dictada en
fecha 8 de agosto de 1967, por la Cámara de lo Civil y Co-
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo disposiitvo se
haya copiado en el primer considerando de esta sentencia:
SEGUNDO: Revoca la antes expresada sentencia, y obrando
por propia autoridad y contrario imperio, rechaza la d e

-manda en reclamación de daños y perjuicios intentada por
el Doctor Fabio Arturo Mota Salvador contra el señor Ar-

senio Rafael Freites Barrera, por improcedente y mal f ull-

dada; TERCERO: Condena al Doctor Fabio Arturo Mota
Salvador, parte que sucumbe, al pago de las costas y orde-
na SU distracción a favor del Doctor José Cassá Logroño,
abogado de la parte intimante, por haber afirmado haber-
las avanzado en su mayor parte";

Considerando que, contra la sentencia que impugna, el
recurrente invoca los siguientes medios: Primer Medio:
Violación de los artículos 390 del Código de Procedimiento
Civil y 1382 y 1383 del Código Civil.— Desnaturalización
de los hechos y falta de base legal; Segundo Medio: Desna-
turalización de los hechos y falta de base legal:— (Otro
aspecto); Tercer Medio: Violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil, por falta de motivos en el fa-
llo recurrido;

Considerando que en apoyo de los medios de casación
que propone, el recurrentee xpone y alega, en síntesis, lo que
sigue: 1ro.) que, como consecuencia de una recusación de
que fue objeto el recurrente Mota Salvador, como Juez, de
parte del actual recurrido Freites Barrera, recusación que
fue cchazada en primera instancia y en apelación por sen-
tencias que quedaron firmes en virtud de que fue rechaza-
do el recurso que contra ellas fue interpuesto ante la Su-
prema Corte de Justicia, el Juez recusado y descargado en
la recusación, Mota Salvador, tenía derecho a una repara-
ción en virtud de lo dispuesto en el artículo 390 del Código
de Procedimiento Civil, y que, al rechazar su demanda en
tal sentido, la sentencia de la Corte a-qua ha violado ese
texto legal, así como los artícu!os 1382 y 1383 del Código
Civil; que, conforme al artículo 390 del Código de Proce-
dimiento Civil, "el solo hecho de recusar y de que ésta sea
impertinente, da lugar a daños y perjuicios en favor del
juez"; que "este es el sentir y la interpretación de la doc-
trina yy la jurissprudencia"; que, para que proceda la repa-
ración , no es necesario que la recusación sea injuriosa, bas-
tando con que ella constituya una "ligereza censurable",
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de la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Ins,

rancia del Distrito Nacional, presidida por el Juez de pde az
de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional Dr. Na.
poleón Estévez Rivas como juez ad hoc, dictó en fecha 8
de agosto de 1967 una sentencia con el siguiente dispositi.
vo: "FALLA: PRIMERO: Acoge en su mayor parte las con.
clusiones formuladas en su demanda por el Doctor Fabio
Arturo Mota Salvador, parte demandante, y en conseeuen.
cia: a)— Condena a Arsenio Rafael Freites Barrera, parte
demandada, a pagarle a dicho Doctor Fabio Arturo Mota
Salvador la suma de Treinta Mil Pesos Oro (RD$30,000.00)
moneda de curso legal, como justa reparación de los daños
y perjuicios morales y materiales que le han sido causados
con la recusación precedentemente examinada; b) Conde-
na a Arsenio Rafael Freites Barrera, al pago de los intere-
ses legales de dicha suma, calculados a partir de la fecha
de la demanda; y SEGUNDO: Condena a Arsenio Rafael
Freites Barrera, parte demandada que sucumbe, al pago
de las costas de la presente instancia; b) que sobre apela-
ción del actual recurrido Freites Barrera y apelación enci-
dental del actual recurrente Mota Salvador, intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo di-
ce así: "FALLA: PRIMERO: Declara regularse y válidos
en cuanto a la forma los recursos de apelación intentados
por los señores Arsenio Rafael Freites Barrera y Doctor
Fabio Arturo Mota Salvador, contra sentencia dictada en
fecha 8 de agosto de 1967, por la Cámara de lo Civil y Co-
mercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Nacional, cuyo disposiitvo se
haya copiado en el primer considerando de esta sentencia;
SEGUNDO: Revoca la antes expresada sentencia, y obrando
por propia autoridad y contrario imperio, rechaza la de-
manda en reclamación de daños y perjuicios intentada por

é! Doctor Fabio Arturo Mota Salvador contra el señor Ar-
senio Rafael Freites Barrera, por improcedente y mal fu n-

dada; TERCERO: Condena al Doctor Fabio Arturo Mota
Salvador, parte que sucumbe, al pago de las costas y orde-
na su distracción a favor del Doctor José Cassá Logroño,
abogado de la parte intimante, por haber afirmado haber-
las avanzado en su mayor parte";

Considerando que, contra la sentencia que impugna, el
recurrente invoca los siguientes medios: Primer Medio:
Violación de los artículos 390 del Código de Procedimiento
Civil y 1382 y 1383 del Código Civil.— Desnaturalización
de los hechos y falta de base legal; Segundo Medio: Desna-
turalización de los hechos y falta de base legal:— (Otro
aspecto); Tercer Medio: Violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil, por falta de motivos en el fa-
llo recurrido;

Considerando que en apoyo de los medios de casación
que propone, el recurrentee xpone y alega, en síntesis, lo que
sigue: 1ro.) que, corno consecuencia de una recusación de
que fue objeto el recurrente Mota Salvador, como Juez, de
parte del actual recurrido Freites Barrera, recusación que
fue cchazada en primera instancia y en apelación por sen-
tencias que quedaron firmes en virtud de que fue rechaza-
do el recurso que contra ellas fue interpuesto ante la Su-
prema Corte de Justicia, el Juez recusado y descargado en
la recusación, Mota Salvador, tenía derecho a una repara-
ción en virtud de lo dispuesto en el artículo 390 del Código
de Procedimiento Civil, y que, al rechazar su demanda en
tal sentido, la sentencia de la Corte a-qua ha violado ese
texto legal, así como los artículos 1382 y 1383 del Código
Civil; que, conforme al artículo 390 del Código de Proce-
dimiento Civil, "el solo hecho de recusar y de que ésta sea
impertinente, da lugar a daños y perjuicios en favor del
juez"; que "este es el sentir y la interpretación de la doc-
trina y la jurissprudencia"; que, para que proceda la repa-
ración, no es necesario que la recusación sea injuriosa, bas-
tando con que ella constituya una "ligereza censurable",
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oue Freites Barrera no justificó; que los propios motivos
de las sentencias que desestimaron la recusación, definen
actitud del recusante y justificaban la demanda en repa
ración del actual recurrente; que en lo relativo a ese punto
la sentencia impugnada desnaturaliza los hechos e incurre
en el vicio de falta de base legal; 2do.) que la sentencia
desnaturaliza los hechos e incurre en el vicio de falta de
base legal al dar por sentado, en contrariedad con la ver-
dad de los hechos, que el juez Mota Salvador había conoci-
do, con anterioridad al caso que determinó la recusación,
de otro caso en cuya solución Freites Barreras resultó per-
didoso; 3ro.) que la sentencia impugnada viola el artículo
141 del Código de Procedimiento Civil, que prescribe el con-
tenido que deben tener las sentencias, porque si se hace "un
balance final", ella no contiene una exposición sumaria de
los hechos reales del proceso, a causa de la desnaturaliza-
ción y la distorsión de los que ya han sido señalados como
afectados de esos vicios; pero,

Considerando 1) y 2), que el artículo 390 del Código
úe Procedimiento Civil reza así: "Una vez desechada la re-
cusación como no admisible, su autor será condenado a una
multa que no baje de veinte pesos, quedando a salvo la
acción del juez en reclamación de daños y perjuicios, en
cuyo caso no continuará actuando como juez de la causa";
que, tanto por las expresiones inequívocas de ese texto, co-
mo por el espíritu racional con que deben ser interpretadas
todas las reglas de derecho, resulta indudable que el texto
citado no dice ,ni puede querer decir, como parece sostene r

-lo el recurrente, que tan pronto como se desestime una re
-cusación basada en cualquier motivo y esta recusación sea

inadmitida por los jueces que conozcan de ella en forma fi-
nal, el recusado adquiere derecho a reparación pecuniaria;
que ese texto legal lo único que consagra, de un modo fir-
me, es el derecho del recusado a intentar la acción en re-
paración, pero no el derecho automático a obtener la r epa-

ración, cuestiones que son completamente distintas; que el
derecho a la reparación, en la cuantía que sea de lugar se-
gún las circunstancias de cada caso, debe depender, prime-
ro, de los motivos y expresiones en que se haya basado la
recusación deseseimada, y, en segundo lugar, de que la re-
cusación desestimada haya causado, y ello se establezca
adecuadamente, un verdadero daño moral al juez recusado;
que el hecho de que, como en el caso ocurrente, un recu-
sante entienda que, al fallar un determinado aspecto de
un mismo proceso, un juez ha adoptado su decisión por de-
voción a una tesis jurídica cuya aplicación en un aspecto
subsiguiente del mismo proceso resulte inconveniente para
su causa y procure, por vía de una recusación por ese solo
temor, que sea otra juez quien conozca de esa segunda fase,
no puede considerarse como una ligereza censurable, sino
como un medio de defensa legítimo en lo procesal, aún
cuando la recusación sea desestimada; que, a lo sumo, tal
proceder puede constituir, como ocurre en el caso que se
examina, un error jurídico del recusante, que en nada per-
judicó el ánimo del juez recusado, según éste mismo lo re-
conoce en el memorial de casación presentado por sus abo-
gados; que, por los motivos expuestos, que son en esencia
los mismos en que se ha fundado la sentencia impugnada
para la decisión del caso, el primer medio del recurso debe
ser desestimado por carecer de fundamento; que al ale-
garse desnaturalización de los hechos en el segundo medio,
se hace necesario examinar todo el expediente del caso;
que, en el caso ocurrente, es constante que el Juez recurren-
te falló en referimiento el 30 de agosto de 1966 una derrian-
(la en disposición de secuestro en una litis en la cual era
parte interesada el actual recurrido Freites Barrera, y de-
signó secuestrario a Ignacio María González, secuestro pe-
dido por la parte contraria a Freites Barrera; que el Secues-
trarlo designado apoderó posteriormente al mismo Juez Mo-
ta Salvado para conocer de una demanda accesoria rela-



6054	 BOLETIN JUDICIAL E3OLETIN JUDICIAL	 6055

que Freites Barrera no justificó; que los propios motiv,
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actitud del recusante y justificaban la demanda en repa
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ción y la distorsión de los que ya han sido señalados como
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acción del juez en reclamación de daños y perjuicios, en
cuyo caso no continuará actuando como juez de la causa";
que, tanto por las expresiones inequívocas de ese texto, co-
mo por el espíritu racional con que deben ser interpretadas
todas las reglas de derecho, resulta indudable que el texto
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-lo el recurrente, que tan pronto como se desestime una re-
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inadmitida por los jueces que conozcan de ella en forma fi-
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derecho a la reparación, en la cuantía que sea de lugar se-
gún las circunstancias de cada caso, debe depender, prime-

•o, de los motivos y expresiones en que se haya basado la
recusac ión deseseimada, y, en segundo lugar, de que la re-
cusación desestimada haya causado, y ello se establezca
adecuadamente, un verdadero daño moral al juez recusado;
oue el hecho de que, como en el caso ocurrente, un recu-
sante entienda que, al fallar un determinado aspecto de
un mismo proceso, un juez ha adoptado su decisión por de-
voción a una tesis jurídica cuya aplicación en un aspecto
subsiguiente del mismo proceso resulte inconveniente para
su causa y procure, por vía de una recusación por ese solo
temor, que sea otra juez quien conozca de esa segunda fase,
no puede considerarse como una ligereza censurable, sino
como un medio de defensa legítimo en lo procesal, aún
cuando la recusación sea desestimada; que, a lo sumo, tal
proceder puede constituir, como ocurre en el caso que se
examina, un error jurídico del recusante, que en nada per-
2udicó el ánimo del juez recusado, según éste mismo lo re-
conoce en el memorial de casación presentado por sus abo-
gados; que, por los motivos expuestos, que son en esencia
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dido por la parte contraria a Freites Barrera; que el Secues-
trado designado apoderó posteriormente al mismo Juez Mo-
ta Salvado para conocer de una demanda accesoria rela-
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IntervIniente: Roberto Montesino Vidal y la Compañía La Universal

Abogado: Dr. Marcelino Frías Pérez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

cionada con el mismo caso; que, fue como consecuencia del
último apoderami ento que Freites Barrera produjo la recu-
sación del Juez Mota Salvador que luego fue desestimada.
que, por tanto, como, en cuanto a este punto, la referencia
de la sentencia impugnada es correcta, no existe la desna-
turalización invocada por el recurrente en su segundo medio
ni carece de base legal al respecto, por lo cual dicho medio
carece también de fundamento y debe ser desestimado; 3)
que, el examen de la sentencia impugnada, así como todo lo
expuesto precedentemente a propósito de los medios prime-
ro y segundo del recurso, pone de manifiesto que ella con-
tiene en forma concisa, motivos suficientes y pertinentes pa-
ra justificar la solución que ha dado al caso, tanto en rela-
ción con los hechos de la causa, como con respecto al ver-
dadero sentido del artículo 390 del Código de Procedimien-
to Civil y de los artículos 1382 y 1383 del Código Civil;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fabio Arturo Mota Salvador contra
la sentencia dictada en fecha 10 de agosto de 1968 en sus
atribuciones civiles por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente Mota
Salvador al pago de las costas, y ordena su distracción en
provecho del Dr. José Cassá Logroño, abogado del recurri-
do, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma

-M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo.
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera].
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1969

impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, deSentencia hf(:fecha 10 de enero de 1968

Materia: Correccional

Recurrente: Mélida Salcedo

bogado: Dr. José María Acosta Torres y Dr. Rafael L. Márquez

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez. Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Arrliama, Francisco Elpidio Beras. Joaquín M. Al-
varez Perelló y Santiago Osvaldo Roio Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 29 de octubre de .1969, años 126o.
tdeenclaia ;Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mélida
Salcedo, dominicana, mayor de edad, de quehaceres domés-
ticos, domiciliada y residente en la calle 1, casa No. 9 del
Insanche Padre Las Casas, de esta ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, cédula No. 1460, serie 23, parte civil
Consti tuida, contra la sentencia de fecha 10 de enero de
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cionada con el mismo caso; que, fue como consecuencia del
último apoderamiento que Freites Barrera produjo la recu-
sación del Juez Mota Salvador que luego fue desestimada,
que, por tanto, como, en cuanto a este punto, la referenci a
de la sentencia impugnada es correcta, no existe la desea_
turalización invocada por el recurrente en su segundo medio
ni carece de base legal al respecto, por lo cual dicho medio
carece también de fundamento y debe ser desestimado; 3)
que, el examen de la sentencia impugnada, así como todo lo
expuesto precedentemente a propósito de los medios prime-
ro y segundo del recurso, pone de manifiesto que ella con-
tiene en forma concisa, motivos suficientes y pertinentes pa-
ra justificar la solución que ha dado al caso, tanto en rela-
ción con los hechos de la causa, como con respecto al ver-
dadero sentido del artícúlo 390 del Código de Procedimien-
to Civil y de los artículos 1382 y 1383 del Código Civil;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Fabio Arturo Mota Salvador contra
la sentencia dictada en fecha 10 de agosto de 1968 en sus
atribuciones civiles por la Corte de Apelación de Santo Do-
mingo, cuyo dispositivo se ha transcrito en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente Mota
Salvador al pago de las costas, y ordena su distracción en
provecho del Dr. José Cassá Logroño, abogado del recurri-
do, quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
nuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma

-M. Alvarez Perelló .— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo.
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado s, Y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE OCTUBRE DEL 1969

1 , ;ri Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia. regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma-
nuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Al-
varez Perelló y Santiago Osvaldo Roio Carbuccia, asistidos

Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán. Dis-
trito Nacional, hoy día 29 de octubre de 1969, años 126o.
de la Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia;

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mélida
Salcedo, dominicana, mayor de edad, de quehaceres domés-
ticos, domiciliada y residente en la cale 1, casa No. 9 del
'Ensanche Padre Las Casas, de esta ciudad de Santo Do-
Mingo de Guzmán, cédula No. 1460, serie 23, parte civil
constituída, contra la sentencia de fecha 10 de enero de
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1968, dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José María Acosta Torres, cédula No. 32511,

serie 31, por sí y por el Dr. Rafael L. Márquez, abogados de
la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;	 titdí

Oído al Dr. Marcelino Frías Pérez, cédula No. 14018,
serie 54, abogado de los recurridos Roberto Montesino Vi-
dal, parte civilmente responsable, y la Compañía La Uni-
versal. compañía general de seguros, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;	 rija

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-utta y fechada el día doce de eneN,
ro del año mil novecientos sesenta y ocho, a requerimiento
del referido abogado Dr. Rafael L. Márquez, actuando éste
a nombre y en representación de la recurrente; acta en la
cual no se invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 12 de septiem-
bre de 1969, suscrito por los abogados de la recurrente, en
el que se invocan los medios que se indican más adelante;
memorial que fue depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en esa misma fecha;

Visto el memorial de defensa de fecha 12 de septiem-
bre de 1969, suscrito por el abogado de los recurridos; me-
morial éste que fue depositado en la citada Secretaría de
la Suprema Corte de Justicia en la misma fecha contenida
en el memorial;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que el día 1ro.
de enero de 1967, mientras el prevenido Germán Antonio
Soto Linares transitaba de Oeste a Este por la calle Bohe-
chío, conduciendo la motocicleta placa 2677, al llegar a la
esquina formada con la calle 1ra., le produjo golpes graves
a Mélida Salcedo que le dejaron lesión permanente, según
consta en la correspondiente certificación médica que fi-
gura en el expediente relativo al asunto; b) que mediante
oficio del 2 de enero de 1967, dirigido por la Policía Na-
cibnal al Procurador Fiscal, dicho prevenido fue sometido
a la acción de la Justicia, imputándosele la violación a las

..s 5771 y 4809, en perjuicio de la citada Mélida Salcedo,
a la que produjo los indicados golpes de manera volunta-
ria; c) que de este caso fue regularmente apoderada la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, la que en fecha 7 de junio de 1967
dictó una sentencia cuyo dispositivo está inserto en el del
fallo ahora impugnado; cl) que sobre los recursos de ape-
lación interpuestos por el prevenido Germán Antonio Soto
Linares, por la parte civilmente responsable Roberto Mon-
tesino Vidal y por la Compañía aseguradora, intervino la
sentencia que es objeto del presente recurso de casación cu-
yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara re-
'ulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos de ape-
lación interpuestos en fecha nueve (9) de junio de 1967,
por el señor Roberto Montesino Vidal y la Compañía Uni-
versal, C. por A., contra sentencia dictada en fecha siete
del mismo mes y año indicados, por la Tercera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Prime-
ro: Se declara buena y válida en la forma y justa en el
fondo la constitución en parte civil hecha por la señora
Mélida. Salcedo, contra el señor Roberto Montesino y Vi-
dal , y contra la Cía. de Seguros La Universal, C. por A.,I:.i

m

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del/
berado y vistos los artículos 3, 194, 202 y 203 del Código de

Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proc
edi-

miento de Casación;
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1968, dictada en atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José María Acosta Torres, cédula No. 32511,

serie 31, por sí y por el Dr. Rafael L. Márquez, abogados de
la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Dr. Marcelino Frías Pérez, cédula No. 14018,
Ferie 54, abogado de los recurridos Roberto Montesino Vi-

dal, parte civilmente responsable, y la Compañía La Uni-
versal, compañía general de seguros, en la lectura de sus

conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-gua y fechada el día doce de ene-
ro del año mil novecientos sesenta y ocho, a requerimiento
del referido abogado Dr. Rafael L. Márquez, actuando éste
a nombre y en representación de la recurrente; acta en la
cual no se invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial de casación de fecha 12 de septiem-
bre de 1969, suscrito por los abo gados de la recurrente, en
el que se invocan los medios que se indican más adelante;
memorial que fue depositado en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia en esa misma fecha;

Visto el memorial de defensa de fecha 12 de septiem-
bre de 1969, suscrito por el abogado de los recurridos; me-
morial éste que fue depositado en la citada Secreta ría de

la Suprema Corte de Justicia en la misma fecha contenida
en el memorial;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delt

berado y vistos los artículos 3, 194, 202 y 203 del Código de

Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedi-

miento de Casación;
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Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que el día 1ro.
de enero de 1967, mientras el prevenido Germán Antonio
Soto Linares transitaba de Oeste a Este por la calle Bohe-
chío, conduciendo la motocicleta placa 2677, al llegar a la
esquina formada con la calle ira., le produjo golpes graves
a Mélida Salcedo que le dejaron lesión permanente, según
consta en la correspondiente certificación médica que fi-
gura en el expediente relativo al asunto; b) que mediante
oficio del 2 de enero de 1967, dirigido por la Policía Na-
cibnal al Procurador Fiscal, dicho prevenido fue sometido
a la acción de la Justicia, imputándosele la violación a las
leyes 5771 y 4809, en perjuicio de la citada Mélida Salcedo,
a la que produjo los indicados golpes de manera volunta-
ria; c) que de este caso fue regularmente apoderada la
Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, la que en fecha 7 de junio de 1967
dictó una sentencia cuyo dispositivo está inserto en el del
fallo ahora impugnado; d) que sobre los recursos de ape-
lación interpuestos por el prevenido Germán Antonio Soto

L. Linares, por la parte civilmente responsable Roberto Mon-
tesino Vidal y por la Compañía aseguradora, intervino la
,entencia que es objeto del presente recurso de casación cu-
Yo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara re-
-ulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos de ape-
lación interpuestos en fecha nueve (9) de junio de 1967,
por el señor Roberto Montesino Vidal y la Compañía Uni-
versal, C. por A., contra sentencia dictada en fecha siete
del mismo mes y año indicados, por la Tercera Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, la cual contiene el siguiente dispositivo: "Falla: Prime-ro: Se declara buena y válida en la forma y justa en elfondo la constitución en parte civil hecha por la señora
Melilla Salcedo, contra el señor Roberto Montesino y Vi-
dal , y contra la Cía. de Seguros La Universal, C. por A.,
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por haberlo hecho conforme a la ley; Segundo: Se declara
a Germán Antonio Soto Linares, de generales que constan,
culpable de violación a la letra b) segunda parte del artícu-
lo 92 de la Ley 4809, y del artículo 1ro. de la Ley 5771
(golpes involuntarios con la conducción de un vehículo de
motor que dejaron lesión permanente en perjuicio de la
señora Mélida Salcedo) y en consecuencia, en virtud de la
letra d) del artículo 1ro. de la Ley 5771, se condena al pa-
go de una multa de RDS100.00 y al pago de las costas pe-
nales, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Ter-
cero: Se condena al señor Roberto Montesino y Vidal, en su
calidad de persona civilmente responsable, al pago de la su-
ma de RD$2,000.00 a título de indemnización por los daños
morales y materiales sufridos por la víctima; Cuarto: Se
declara la presente sentencia común y oponible a la Cía.
de Seguros, la Universal, C. por A., aseguradora de la per-
sona civilmente responsable, esta última hasta el límite de
la póliza; Quinto: Se condena a Roberto Montesino y Vidal
y a la Cía. de Seguros La Universal, C. por A., al pago de
las costas civiles con distracción de éstas en provecho del
Dr. Rafael L. Márquez, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad; Sexto: Se ordena la cancelación de la licencia
que para manejar vehículo de motor (motocicleta) posee
el prevenido, por un período de dos (2) meses a partir de
la extinción de la pena impuéstale por esta sentencia"; por
haber sido intentados de acuerdo con las prescripciones de
la ley que regulan la materia; Segundo: Pronuncia el de-
fecto contra el prevenido Germán Antonio Soto Linares, por
no haber comparecido a la audiencia, no obstante haber si

-do legalmente citado; Tercero: Da acta a dicho prevenido
Germán Antonio Soto Linares de su desistimiento al recur-
so de apelación que interpuso en fecha 9 de junio del año
1967, y declara extinguido dicho recurso con todas sus con-
secuencias legales, y lo condena al pago de las costas oc a

-sionadas hasta su desistimiento; Cuarto: Revoca los ordin a-
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les tercero, cuarto y quinto de la sentencia recurrida, por
no haber probado la parte civil constituida ,señora Mélida
Salcedo, la relación de comitente a empleado existente en-
tre el prevenido Germán Antonio Soto Linares y la perso-
na puesta en causa, como civilmente responsable, Roberto
Montesino y Vidal, y en consecuencia descarga a la perso-
na puesta en causa como civilmente responsable de las con-
denaciones que le fueron impuestas, así como declara la
sentencia recurrida no oponible a la compañía de seguros
Universal, C. por A.; Quinto: Condena a la señora Mélida
Salcedo, parte civil constituida que sucumbe, al pago de las
costas civiles de ambas instancias, ordenando su distrac-
ción en provecho del Dr. Marcelino Frías Pérez, por afir-
mar haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación los medios formulados así: Primer Medio: Falsa
aplicación del artículo 1384 del Código Civil, desnaturaliza-
ción y confusión del citado artículo; Segundo Medio: Falta
de base legal, falta de motivos, insuficiencia de motivación;

Considerando que en el desenvolvimiento de su primer
medio de casación la recurrente alega, en síntesis, y en de-
finitiva, que se ha violado las reglas de la prueba; nue es
anticuado el criterio de la Corte a-qua al rechazar la deman-
da sustentada por ella contra Roberto Montesino porque no
pudo probar que Germán Antonio Soto Linares era em-
pleado o asalariado del primero, pues la Suprema Corte
de Justicia ha declarado "que hay comitencia siempre que
rn vehículo le es confiado a otra persona y que correspon-
de probar al prorietario del vehículo, en ese caso al señor
Roberto Montesino, que no era el comitente de su preposé,

sea que pesa sobre el propietario una presunción hasta
Prueba en contrario de que es comitente";

Considerando que la Corte a-utra expresa en uno de losmotivos de su fallo impugnado "que al no haber probado la
Parte civil constituida en el presente caso, la relación de



BOLETIN JUDICIAL 6061

por haberlo hecho conforme a la ley; Segundo: Se declara
a Germán Antonio Soto Linares, de generales que constan
culpable de violación a la letra b) segunda parte del artícu.
lo 92 de la Ley 4809, y del artículo 1ro. de la Ley 5771
(golpes involuntarios con la conducción de un vehículo de
motor que dejaron lesión permanente en perjuicio de la
señora Mélida Salcedo) y en consecuencia, en virtud de la
letra d) del artículo 1ro. de la Ley 5771, se condena al pa-
go de una multa de RD$100.00 y al pago de las costas pe-
nales, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Ter-
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la póliza; Quinto: Se condena a Roberto Montesino y Vidal
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ción y confusión del citado artículo; Segundo Medio: Falta
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finitiva, que se ha violado las reglas de la prueba; nue es
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de probar al propietario del vehículo, en ese caso al señor
Roberto Montesino, que no era el comitente de su preposé,
o sea que pesa sobre el propietario una presunción hasta
Prueba en contrario de que es comitente";

Considerando que la Corte a-aria expresa en uno de los
motivos de su fallo impugnado "que al no haber probado la
Parte civil constituida en el presente caso, la relación de
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comitente a empleado existente entre el prevenido y la par-

te puesta en causa como civilmente responsable, procede re
vocar la sentencia en cuanto condenó a esta última a paga;
una indemnización de dos mil pesos a favor de la primera
a título de indemnización para reparar el daño ocasionado'
por el prevenido Germán Antonio Linares y descargado
de dicha indemnización por improcedente"; pero,

Considerando que el artículo 1 de la Ley No. 4117 de
1955 dispone: "Todo propietario o poseedor de un vehículo
de motor que circule por las vías terrestres del país, está
obligado a proveerse de una póliza de seguro que cubra la
responsabilidad civil en los casos de accidentes causados
por el vehículo a tercera personas o a la propiedad.— Pá-
rrafo: En lo que respecta a. los vehículos de motor ampa-
rados por contratos de ventas condicionales en curso de eje-
cución, la obligación que establece este artículo, le corres-
ponde al comprador del vehículo";

Considerando que de conformidad con el artículo 1384
del Código Civil, inciso 3, los amos y comitentes son res-
ponsables de los daños causados por sus criados y apodera-
dos en las funciones en que está empleados; que, además,
como conecuencia de los propósitos de las disposiciones le-
gales antes transcritas, cuando el propietario o el poseedor
de un vehículo de motor cuya circulación es fuente recono-
cida de peligros, lo confía a otra persona para su manejo o
conducción, es preciso admitir que para los fines de la res-
ponsabilidad civil y del seguro obligatorio de vehículos de
motor, el propietario o el poseedor debe presumirse como
comitente de esa persona, salvo prueba en contrario, a su
cargo y siempre que se establezca que el conductor del ve-
hículo ha cometido una falta; que, además, las condena cio

-nes civiles que se impongan al propietario o al poseedor,
si están asegurados, son oponibles a la compañía asegura

-dora que en virtud del artículo 10 de la Ley No. 4117 de
1955, haya sido puesta en causa, salvo que se pruebe la
existencia de alguna exención veladera;
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Considerando que el examen del fallo impugnado y de
ios documentos a que él se refiere, ponen de manifiesto,
que la Corte a-qua después de establecer que Roberto Mon-
tesino Vidal era el dueño de la motocicleta con que se pro-
dujo el daño, que estaba asegurada a la Universal, Com-
pañía de Seguros, C. por A., en virtud de la Ley No. 4117

Plik de 1955 y que se le había confiado su manejo al prevenido,
desestimó la demanda civil de la recurrente basándose, esen-
cia'mente, según se ha dicho antes, en que no se demostró
"la relación de comitente a empleado entre el prevenido y
la parte puesta en causa como civilmente responsable"; que,
al decidir de ese modo la Corte a-qua hizo una errónea
aplicació nde las reglas de la prueba, que es en definitiva la
que ha alegado el recurrente, pues en el caso existía la
presunción antes dicha, la cual correspondía combatir, y
no lo hizo, a la persona puesta en causa como civilmente
responsable; que, por tanto, la sentencia impugnada debe
ser casada, sin que sea necesario ponderar los demás medios
y alegatos denunciados por la recurrente;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Robert Montesino Vidal y la compañía La Universal de Se-
guros, C. por A.; Segundo: Casa la sentencia dictada en atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de San-
to Domingo ,en fecha 10 de enero de 1968, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo, y envía
el caso en lo que concierne a los intereses civiles, a la Corte
de Apelación de San Cristóbal; Tercero: Condena a los in-
tervinientes al pago de las costas, con distracción en pro-
vecho de los Dres. Rafael L. Márquez y José María Acosta
Torres, abogados de la recurrente, quienes afirman haber-
las avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada .— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ricluez.— Manuel A. Amiama . — Francisco Elpidio Beras
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DEL 1969

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de

fecha 6 de diciembre de 1968

Materia: Trabajo

Recurren te: Víctor Leonardo

Abogado: Dr. Hipólito Sánchez Báez

wcurrido: María Lourdes Paniagua

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

`P En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces "Alarme' Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 31 de octubre del año 1969, años 126o. de la
Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-

Sobre el recurso de casación interpuesto por Víctor
Leonardo, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado
en la casa No. 24 de la calle Proyecto del Ensanche Lupe--
rón de esta ciudad, cédula No. 18062, serie 23, contra la
sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, de fecha 6 de diciembre de 1968, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Joaquín M. Alvarez Perelló .— Santiago Osvaldo Rojo car_
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmaad por los
señores Jueces que figuran en su encabezamient o, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Hipólito Sánchez Báez, cédula No. 32218

serie lra., abogado del recurrente, en la lectura de sus con:

clusiones;
Oído al Dr. José Chía Troncoso, cédula No. 50744, se-

rie 31, en representación del Dr. Rafael A. Sierra, cédula
No. 19047, serie 2, abogado de la recurrida ,en la lectura
de sus conclusiones, recurrida que es María Lourdes Pania-
gua, dominicana, mayor de edad, soltera, obrera, domicilia-
da en la casa No. 18 de la calle Magnolia del Barrio de
Gualey, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito
por su abogado y depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia en fecha 10 de febrero de 1969, en el cual
se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida suscrita
por su abogado;

Visto el escrito de ampliación del recurrente notificado
al abogado de la recurrida el día 20 de agosto de 1969;

Visto el auto dictado en fecha 27 de octubre del co-
rriente año 1969, por el Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia ,por medio del cual llama a los Magis-
trado Manuel D. Borges Chupani, y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia, Jueces de este Tribunal, para integrar la Supre-
ma Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso
de casación de que se trata, de conformidad con las leyes
Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado vistos los artículos 47 de la Ley 637 de 1944, sobre
Contratos de Trabajo; y 1 y siguientes del Código de T ra-

bajo; 1315, 1387 y siguientes, del Código Civil; Leyes 390 de

1940 y 2125 de 1949; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral intentada por María Lourdes
Paniagua. contra Víctor Leonardo, que no pudo ser conci-
liada ante el Departamento de Trabajo, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 20 de marzo
de 1968, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-
LLA: PRIMERO: Rechaza en todas sus partes las conclusio-
nes de la demandante por improcedente y mal fundada, y
acoge las del demandado, por ser justas y reposar en prue-
ba legal; SEGUNDO: Rechaza la demanda intentada por
la señorita María Lourdes Paniagua, mediante acto de fe-
cha 4 de septiembre del 1967, instrumentado por el Minis-
terial Evaristo Payano, alguacil de Estrados del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en contra del se-
ñor Víctor Leonardo, por improcedente y mal fundada;
TERCERO: Condena a la demandante al pago de las costas
del procedimiento"; b) que sobre apelación interpuesta por
María Lourdes Paniagua contra la indicada sentencia, in-
tervino el fallo ahora impugnado en casación cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
y válido tanto en la forma como en el fondo, el recurso de
apelación interpuesto por María Lourdes Paniagua contra
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, de fecha 20 de marzo de 1968, en favor de Víctor
Leonardo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
de esta misma sentencia, y en consecuencia revoca dicha
decisión impugnada; SEGUNDO: Acoge la demanda original
Incoada por María Lourdes Paniagua contra Víctor Leonar-
do con las excepciones consignadas en el cuerpo de esta
sentencia, por ser éstas inadmisibles; declara injustificado
el despido y resuelto el contrato por voluntad unilateral

patrono y con responsabilidad para el mismo; TERCE-



6066
	 BOLETIN JUDICIAL

Oído al alguaci l de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Hipólito Sánchez Báez, cédula No. 32218

serie Ira., abogado del recurrente, en la lectura de sus con:

clusiones;
Oído al Dr. José Chía Troncoso, cédula No. 50744, se-

rie 31, en representación del Dr. Rafael A. Sierra, cédula
No. 19047, serie 2, abogado de la recurrida ,en la lectura
de sus conclusiones, recurrida que es María Lourdes Pania-
gua, dominicana, mayor de edad, soltera, obrera, domicilia-
da en la casa No. 18 de la calle Magnolia del Barrio de
Gualey, de esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito
por su abogado y depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia en fecha 10 de febrero de 1969, en el cual
se invocan los medios que luego se indican;

Visto el memorial de defensa de la recurrida suscrita
por su abogado;

Visto el escrito de ampliación del recurrente notificado
al abogado de la recurrida el día 20 de agosto de 1969;

Visto el auto dictado en fecha 27 de octubre del co-
rriente año 1969. por el Magistrado Presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia ,por medio del cual llama a los Magis-
trado Manuel D. Bergés Chupani, y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia. Jueces de este Tribunal, para integrar la Supre-
ma Corte de Justicia, en la deliberación y fallo del recurso
de casación de que se trata, de conformidad con las leyes
Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 47 de la Ley 637 de 1944, sobre
Contratos de Trabajo; y 1 y siguientes del Código de Tra-
bajo; 1315, 1387 y siguientes, del Código Civil; Leyes 390 de
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1940 y 2125 de 1949; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una reclamación laboral intentada por María Lourdes
Paniagua, contra Víctor Leonardo, que no pudo ser conci-
liada ante el Departamento de Trabajo, el Juzgado de Paz
de Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha 20 de marzo
de 1968, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "FA-

" LLA: PRIMERO: Rechaza en todas sus partes las conclusio-
nes de la demandante por improcedente y mal fundada, y
acoge las del demandado, por ser justas y reposar en prue-
ba legal; SEGUNDO: Rechaza la demanda intentada por
la señorita María Lourdes Paniagua, mediante acto de fe-
cha 4 de septiembre del 1967, instrumentado por el Minis-
terial Evaristo Payano, alguacil de Estrados del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en contra del se-
ñor Víctor Leonardo, por improcedente y mal fundada;
TERCERO: Condena a la demandante al pago de las costas
del procedimiento"; b) que sobre apelación interpuesta por
María Lourdes Paniagua contra la indicada sentencia, in-
tervino el fallo ahora impugnado en casación cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara regular
y válido tanto en la forma como en el fondo, el recurso de

?'apelación interpuesto por María Lourdes Paniagua contra
sentencia del Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Na-
cional, de fecha 20 de marzo de 1968, en favor de Víctor
Leonardo, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
de esta misma sentencia, y en consecuencia revoca dicha
decisión impugnada; SEGUNDO: Acoge la demanda original

i

Incoada por María Lourdes Paniagua contra Víctor Leonar-
do con las excepciones consignadas en el cuerpo de esta
sentencia, por ser éstas inadmisibles; declara injustificado
el despido y resuelto el contrato por voluntad unilateral
del patrono y con responsabilidad para el mismo; TERCE-
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RO: Condena a Víctor Leonardo a pagarle a la trabajadora
reclamante los valores siguientes; Doce (12) días de salario
por concepto de preaviso; diez (10) días de auxilio de ce.
santía; cuatro (4) días de salarios dejados de pagar; ocho
(8 días por concepto de proporción de vacaciones; diez y
siete (17) días de proporción de Regalía Pascual as ícono
a una suma igual a los salarios que habría recibido la tra.
bajadora desde el día de la demanda hasta la fecha de de
la sentencia definitiva dictada el última instancia sin que
la misma exceda de los salarios correspondientes a tres
meses, todas estas prestacione e indemnizaciones calcula-
da a base de un salario de cuatro (RD$4.00) pesos sema-
nales; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe Víctor
Leonardo, al pago de las costas del procedjmlento, de con-
formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley 302 del 18 de
junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en favor del Dr. Rafael A. Sierra Cabrera, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Media:-a) Vio-
lación por desconocimiento y falsa aplicación del principio
VIII y Art. 455 del Códgo de Trabajo.- b) Violación por
desconocimiento y falsa aplicación del Art. 47 de la LeY
No. 637 del 16 de junio de 1944, sobre contratos de Traba-
jo .- c) Falta de Base Legal; Segundo Medio: Violación por
falta de aplicación de la Ley No 390 del 14 de diciembre de
1940.- b) Violación por falta de aplicación del Art. 1315
del Código Civil.- e) Violación por falta de aplicació n de
los Arts. 1387, 1391, 1393, 1394, 1399, 1401, 1404, 1409,
1410, 1426, 1483, 1484, 1497, 1498, 1500, 1505, 1510, 1513;
1526, 1530, del Código Civil; y Ley No. 2125 del 27 de sep-

tiembre de 1949, G. O. No. 7001, que sustituye los Arts:
1536 al 1539 del Código Civil; y Art. 1540 del Cód. Civil•-
d) Desnaturalización de los hechos y "documentos someti-
dos a la consideración del Juez a- quo".- e) Violación 1:0
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falta de examen de la documentación sometida al debate
coitradictorio; Temer Medio: Violación por desconocimien-
to y falta de aplicación del artículo 141 del Código de Pro-
cedirniento Civil.- b) Falta de motivación suficiente, seria,
precisa, especial y pertinente.- e) Falta de exposición de
los puntos de hechos y de derecho en que se fundamenta la
sentencia impugnada; Cuarto Medio: Violación por descono-
cimiento y falta de aplicación de los Arts. 1, 2, 6, 7, 8, 9, 10,
12, 13, 14, 15, 16, 24, 27, 29, 31, 32; 33; 34; 35 y 36 del
Código de Trabajo. b) Violación por falta de aplicación del
Art. 1315 del Código Civil combinado con los Arts. 83 y 84
del Código de Trabajo; Quinto Medio: Violación por falsa
aplicación de la Ley No. 427 del 1941, sobre Vacaciones
anuales;

Considerando que la recurrida propone que el escrito
de ampliación del recurrente sea desestimado en razón de
que se notificó el día 20 de agosto de 1969 y como la audien-
cia se celebró el día 27 de ese mismo mes, es claro que tal
notificación se hizo con sólo un día franco de anticipa-
ción, cuando el artículo 15 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación exige que la ampliación del recurrente se haga
8 (Vas francos por lo menos, antes del día de la audiencia;

Considerando que tal como lo alega la recurrida, la am-
pliación del recurrente se le notificó al abogado de ella, el
día 20 de agosto de 1968; que como la audiencia estaba fi-
jada para el día 27 de ese mismo mes, y la recurrida ha
propuesto formalmente el asunto ,procede declarar que di-
cha ampliación no puede ser tomada en cuenta, por haberse
notificado en violación del artículo 15 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación que exige que tal escrito se notifi-

día 
de al lal aboaguaddioendeeila recurrido 8 días por lo menos antes del

Considerando que en los medios lro., 2do., 3ro. y 4to.,
reunidos el recurrente alega en síntesis, lo siguiente :a)
que él no tiene, ni ha tenido nunca ningún taller de costu-
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RO: Condena a Víctor Leonardo a pagarle a la trabajadora
reclamante los valores siguientes; Doce (12) días de salario
por concepto de preaviso; diez (10) días de auxilio de ce-
santía; cuatro (4) días de salarios dejados de pagar; ocho
(8 días por concepto de proporción de vacaciones; diez y

siete (17) días de proporción de Regalía Pascual as ícomo
a una suma igual a los salarios que habría recibido la tra-
bajadora desde el día de la demanda hasta la fecha de de
la sentencia definitiva dictada el última instancia sin que
la misma exceda de los salarios correspondientes a tres
meses, todas estas prestacione e indemnizaciones calcula-
da a base de un salario de cuatro (RDS4.00) pesos sema-
nales; CUARTO: Condena a la parte que sucumbe Víctor
Leonardo, al pago de las costas del procedjm:ento, de con-
formidad con los artículos 5 y 16 de la Ley 302 del 18 de
junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en favor del Dr. Rafael A. Sierra Cabrera, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: Primer Medio:-a) Vio-

lación por desconocimiento y falsa aplicación del principio
VIII y Art. 455 del Códgo de Trabajo.- b) Violación por
desconocimiento y falsa aplicación del Art. 47 de la Ley
No. 637 del 16 de junio de 1944, sobre contratos de Traba-
jo.- c) Falta de Base Legal; Segundo Medio: Violación por
falta de aplicación de la Ley No 390 del 14 de diciembre de
1940.- b) Violación por falta de aplicación del Art. 1315
del Código Civil.- e) Violación por falta de aplicació n de
los Arts. 1387, 1391, 1393, 1394, 1399, 1401, 1404, 1409.
1410, 1426, 1483, 1484, 1497, 1498, 1500, 1505, 1510, 1513;
1526, 1530, del Código Civil; y Ley No. 2125 del 27 de sep-
tiembre de 1949, G. O. No. 7001, que sustituye los Art

1536 al 1539 del Código Civil; y Art. 1540 del Cód. Civil.-
d) Desnaturalización de los hechos y "documentos some ti

-dos a la consideración del Juez a-quo".- e) Violación 1)1°I.

falta de examen de la documentación sometida al debate
coitradictorio; Tercer Medio: Violación por desconocimien-
to y falta de aplicación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil.- b) Falta de motivación suficiente, seria,
precisa, especial y pertinente.- e) Falta de exposición de
los puntos de hechos y de derecho en que se fundamenta la
sentencia impugnada; Cuarto Medio: Violación por descono-
cimiento y falta de aplicación de los Arts. 1, 2, 6, 7, 8, 9, 10,
12, 13, 14, 15, 16, 24, 27, 29, 31, 32; 33; 34; 35 y 36 del
Código de Trabajo. b) Violación por falta, de aplicación del
Art. 1315 del Código Civil combinado con los Arts. 83 y 84
del Código de Trabajo; Quinto Medio: Violación por falsa
aplicación de la Ley No. 427 del 1941, sobre Vacaciones
anuales;

Considerando que la recurrida propone que el escrito
de ampliación del recurrente sea desestimado en razón de
que se notificó el día 20 de agosto de 1969 y como la audien-
cia se celebró el día 27 de ese mismo mes, es claro que tal
notificación se hizo con sólo un día franco de anticipa-
ción, cuando el artículo 15 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación exige que la ampliación del recurrente se haga
8 días francos por lo menos, antes del día de la audiencia;

Considerando que tal como lo alega la recurrida, la am-
pliación del recurrente se le notificó al abogado de ella, el
día 20 de agosto de 1968; que como la audiencia estaba fi-
jada para el día 27 de ese mismo mes, y la recurrida ha
propuesto formalmente el asunto ,procede declarar que di-
cha ampliación no puede ser tomada en cuenta, por haberse
notificado en violación del artículo 15 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación que exige que tal escrito se notifi-

día 
de al lal aboaguaddioendeeila recurrido 8 días por lo menos antes del

Considerando que en los medios lro., 2do., 3ro. y 4to.,
reunidos, el recurrente alega en síntesis, lo siguiente :a)
que él no tiene, ni ha tenido nunca ningún taller de costu-
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ra donde la hoy recurrida haya trabajado bajo su dirección.
b) que en la época de los hechos, él era un Capitán del Ejér-
cito en servicio activo a quien no se le permitía realizar ac-
tos de comercio de ninguna índole; c) que su esposa Ramo_
na Burgos de Leonardo, es la que tiene una tienda de fan-
tasía amparada por la correspondiente patente, y a donde
iba la recurrida como aprendiz, a trabajar en la Confección
de ropa de niños; d) que él no está registrado como patroio
en la Secretaría dé Trabajo, según se comprueba por la
Certificación expedida por dicho Departamento; e) que la
dueña exclusiva de ese negocio es su esposa; g) que en la
especie no se cumplió con el preliminar de orden público de
la conciliación, pues no se citó a su esposa que es la dueña
del taller y la que podría tener la calidad de patrona, en
el caso de que se pruebe que existía entre ellos un Contra-
to de Trabajo; g) que en el informativo celebrado no se
estableció que el recurrente celebrase contrato alguno de
trabajo con la recurrida, por lo cual él no puede ser patro-
no de dicha obrera; h) que la Cámara a.-qua al declarar que
"en nuestro medio el negocio de la esposa es siempre, cuan-
do menos, también del esposo" ha desconocido el alcance
de la Ley 390 citada ,que autoriza a la mujer casada a te-
ner negocios propios, independientes del marido; i) que en
la especie no se ha establecido la prueba de la existencia
del contrato, su modalidad, salario, duración, despido, etc.,
pues la Cámara a-qua para dar por admitidos esos hechos
se acogió "a un testimonio, el de Herminia Peña, quien co-
mo se comprueba por la copia certificada de dicho Inform a

-tivo no pudo en forma alguna establecer la existencia del
contrato de trabajo, pues "todo cuanto sabía había llegado
a su conocimiento porque la propia demandante Paniagua
se lo había dicho; testimonio que no puede destruir lo con-
tenido en los documentos antes indicados, según lo dispone
el artículo 1341 del Código Civil;

Considerando que en el expediente existe una copia cer-

tificada del Acta de No Acuerdo No. 248 levantad a en fecha

27 de junio de 1967, en el Departamento de Trabajo, acta
en que consta que el hoy recurrente declaró ante el Depar-
tamento de Trabajo, lo siguiente: "Que es cierto que la nom-
brada María Lourdes Paniagua estuvo el una fantasía que
tiene mi esposa como aprendiz de confección de yaquesitos
de niños, etc., durando en tal situación por un lapso de 2
meses y 15 días, retirándose ella misma porque el sueldo
que devengaba era muy poco, y que esto se debía a que
era aprendiz y no operaria";

Considerando que por lo que se acaba de transcribir
se advierte que Leonardo admitió en la especie, su condición
de patrono de hecho ,ya que expuso que María Lourdes
Paniagua era aprendiz en la fantasía de su esposa, que la
Paniagua se retiró de ese trabajo en razón del poco sueldo
que ganaba y que no podía gaiar más porque era "aprendiz
y no operaria";

Considerando que esas afirmaciones del demandado Leo-
nardo implican el reconocimiento de la calidad de patrono
que ha negado tal como fue admitido por la Cámara a-qua;
que, además, la circunstancia de que él estuviera impedido
por los Reglamentos internos del Ejército a que pertenecía,
de realizar esa clase de actividades o que él no estuviese•
registrado como patrono en la Secretaría de Trabajo, ni que

ituviese patente a su nombre para explotar ese negocio, no
lo excluía de la calidad de patrono que había asumido en
la referida conciliación; que, por tanto, los alegatos relativos
a que no se cumplió con el preliminar de conciliación y que

sl él no era en la especie. el patrono, carecen de fundamento y
deben ser desestimados;

Considerando, sin embargo, que el juez a-quo para dar
Por establecido que se operó en la especie el despido de la
trabaj adora, negado siempre por el hoy recurrente, se basó
exclusivamente en la dec'aración de la testigo Herminia
Peña;
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exclusivamente en la dec'aración de la testigo Herminia
Peña;



6072	 BOLETIN JUDICIAL

Considerando que de la lectura de ese testimonio, COn
tenido en el acta aportada a la Suprema Corte de Justie:a
no se advierte que dicha deponente hubiera estado preseii:
te en el momento en que se dice ocurrió el despido, ni se
determina tampoco cómo adquirió el conocimiento de los he-
chos que ella relata; que tal imprecisión impide a la Su -
prema Corte de Justicia verificar si en la especie se ha he.
cho o no una justa aplicación de la ley, en lo relativo al
hecho esencial del despido y sus consecuencias; por lo cual
procede casar en ese punto ,la referida sentencia, por falta
de base legal, sin que sea necesario ponderar los demás
medios y alegatos del recurrente;

Considerando que cuando las partes sucumben respec-
tivamente en algunos puntos de sus pretensiones, las costas
pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa en lo relativo a la
prueba del despido y sus consecuencias, la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha
6 de diciembre de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo ,y envía el asunto así de-
limitado ,ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Pedro de Macorís en funcioies de Tribunal
de Trabajo de segundo grado; Segundo: Rechaza en sus de-
más aspectos, el recurso de casación interpuesto contra la
misma sentencia; Tercero: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— M a

-iuel D. Bergés Chupani .— Manuel A. Amiama .— Francis
-co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan

Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia .— Ernesto Curiei hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año el él expresados, Y fue
firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General , que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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sfSTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DEL 1969

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de

fecha 2 de abril de 1968

materia: Correccional

Recurrente: Ramón Velázquez

Abogado:  Dr. Jovino Herrera Arnó

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Heiríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel
A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez
Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 31 de octubre
de 1969, años 126o. de la Independeicia y 107o. de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ción, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Ramón
Velázquez, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
domiciliado en la casa No .154 de la calle Beiito González
de esta ciudad, con cédula No. 24255, serie lra., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 2 del mes
de Abril de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

1

r
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de Abril de 1968, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

BOLETIN JUDICIAL	 6073
6072	 BOLETIN JUDICIAL

Considerando que de la lectura de ese testimonio, con-
tenido en el acta aportada a la Suprema Corte de Justicia*
no se advierte que dicha deponente hubiera estado presen.. f
te en el momento en que se dice ocurrió el despido, ni se
determina tampoco cómo adquirió el conocimiento de los he-
chos que ella relata; que tal imprecisión impide a la Su-
prema Corte de Justicia verificar si en la especie se ha he-
cho o no una justa aplicación de la ley, en lo relativo al
hecho esencial del despido y sus consecuencias; por lo cual
procede casar en ese punto ,la referida sentencia, por falta
de base legal, sin que sea necesario ponderar los demás
medios y alegatos del recurrente;	 ›miew.

Considerando que cuando las partes sucumben respec-
tivamente en algunos puntos de sus pretensiones, las costas
pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa en lo relativo a la
prueba del despido y sus consecuencias, la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha
6 de diciembre de 1968, cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo ,y envía el asunto así de-
limitado ,ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Pedro de Macorís en funcioies de Tribunal
de Trabajo de segundo grado; Segundo: Rechaza en sus de-
más aspectos, el recurso de casación interpuesto contra la
misma sentencia; Tercero: Compensa las costas.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
iuel D. Bergés Chupani .— Manuel A. Amiama .— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año el él expresados, y fue
firmada ,leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.



Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 2 de abril de 1968, a
requerimiento del abogado del recurrente, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia, en fecha 5 de septiembre de
1969, firmado po rel abogado del recurrente, Dr. Jovino
Herrera Arnó, cédula No. 8376, serie 12, en el cual se invo-
can los medios de casación que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia ,después de haber deli-
berado y vistos el artículo lro. de la Ley 5771 de 1961, so-
bre accidentes causados con vehículos de motor, 141 del
Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en ocasión de un accidente automovilístico ocurrido en
esta ciudad ,el día 8 del mes de julio de 1967, la Primera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-

trito Nacioial, dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece
inserto en el de la ahora impugnada ;b) que sobre recurso
de apelación de la parte civil, la Corte a-qua, dictó la sen-
tencia ahora impugnada. cuyo dispositivo dice así: "Falla:

Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma,
el recurso de apelación interpuesto en fecha 2 de noviem-
bre de 1967, por el señor Ramón Velázquez, parte civil
constituida. contra sentencia dictada en fecha 27 de septiem-
bre del indicado año 1967, por la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, la
cual contiene el siguiente disposiitvo: "Fara: Primero: Se

declara a Fridolin Lazala, de generales que constan No
Culpable del delito de golpes involuntarios en perjuicio
del menor José Velázquez y en consecuencia se le descarga
de toda respoisabilidad penal por deberse el accidente a la

falta exclusiva del conductor de la bicicleta en que transita-

ba el menor agraviado; Segundo: Se declara regular y vá-
lida en cuanto a la forma, la constitución en parte civil
hecha por el señor Ramón Velázquez, de generales que cons-
tan, en su calidad de padre y tutor del menor José Veláz-
que, por mediación de su abogado Dr. Jovino Arnó, en con-
tra de Casio Ciro Vargas, en su calidad de persona civilmen-
te responsable y de la San Rafael, C. por A., compañía ase-
guradora del vehículo de que se trata; Tercero: En cuanto
al fondo, se rechazan las conclusiones de dicha parte civil

Fp constituída, por improcedentes y mal fundadas; Cuarto: Se
condena a dicha parte civil constituída, al pago de las costas
y se declaran las mismas de oficio en cuanto respecta al
inculpado; por haber sido interpuesto dentro del plazo y
en la forma prescrita por la ley que regula esta, materia;
Segundo: Confirma la antes expresada sentencia en su as-
pecto civil; Tercero: Condena a la parte civil constituída,
al pago de las costas de la presente alzada y ordena su dis-
tracción a favor del Doctor Rafael Rincón, quien ha afir-
mado haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que en su memorial el recurrente invoca
los siguientes medios: "Primer Medio: Violación del Artícu-
lo uno (1) de la Ley No. 5771 sobre accidentes causados
con Vehículos de Motor.— Segundo Medio: Desnaturaliza-
ción de los hechos de la causa.— Falea de base legal. Fal-
ta de motivos";

Considerando que el recurrente en el desarrollo de sus
medios de casación, que por su relación se reúnen para su
examen, alega en síntesis; a)— que analizando las decla-
raciones de Fridolín Lazala, y la del menor Federico Al-
cántara hijo, se llega al convencimiento de que, el preveni-
do conducía la camioneta a exceso de velocidad, y además
no la redujo al llegar a la esquina, como era su obligación;
que la Corte a-qua, no determina en su decisión, si la pre-
sunta falta puesta a cargo exclusivamente del menor Fe-
derico Alcántara hijo, conductor de la bicicleta, constituyó
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua en fecha 2 de abril de 1 968, a
requerimiento del abogado del recurrente, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial depositado en la Secretaría de la
Suprema Corte de Justicia, en fecha 5 de septiembre de
1969, firmado po rel abogado del recurrente, Dr. Jovino
Herrera Arnó, cédula No. 8376, serie 12, en el cual se invo-
can los medios de casación que se indican más adelante;

La Suprema Corte de Justicia ,después de haber deli-
berado y vistos el artículo lro. de la Ley 5771 de 1961, so-
bre accidentes causados con vehículos de motor, 141 del
Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que en ocasión de un accidente automovilístico ocurrido en
esta ciudad ,el día 8 del mes de julio de 1967. la Primera
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacioial, dictó una sentencia cuyo dispositivo aparece
inserto en el de la ahora impugnada ;b) que sobre recurso
de apelación de la parte civil, la Corte a-qua, dictó la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "Falla:

Primero: Declara regular y válido en cuanto a la forma,
el recurso de apelación interpuesto en fecha 2 de noviem-
bre de 1967, por el señor Ramón Velázquez. parte civil
constituida. contra sentencia dictada en fecha 27 de septiem-
bre del indicado año 1967, por la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, la
cual contiene el siguiente disposiitvo: "Faya: Primero: Se
declara a Fridolin Lazala, de generales que constan No
Culpable del delito de golpes involuntarios en perjuicio
del menor José Velázquez y en consecuencia se le descarga
de toda respoisabilidad penal por deberse el accidente a la
falta exclusiva del conductor de la bicicleta en que transita-

ba el menor agraviado; Segundo: Se declara regular y vá-
lida en cuanto a la forma, la constitución en parte civil
hecha por el señor Ramón Velázquez, de generales que cons-
tan, en su calidad de padre y tutor del menor José Veláz-
que, por mediación de su abogado Dr. Jovino Arnó, en con-
tra de Casio Ciro Vargas, en su calidad de persona civilmen-
te responsable y de la San Rafael, C. por A., compañía ase-
guradora del vehículo de que se trata; Tercero: En cuanto
al fondo, se rechazan las conclusiones de dicha parte civil
constituida, por improcedentes y mal fundadas; Cuarto: Se
condena a dicha parte civil constituida, al pago de las costas
N, se declaran las mismas de oficio en cuanto respecta al
inculpado; por haber sido interpuesto dentro del plazo y
en la forma prescrita por la ley que regula esta, materia;
Segundo: Confirma la antes expresada sentencia en su as-
pecto civil; Tercero: Condena a la parte civil constituida,
al pago de las costas de la presente alzada y ordena su dis-
tracción a favor del Doctor Rafael Rincón, quien ha afir-
mado haberlas avanzado en su mayor parte";

Considerando que en su memorial el recurrente invoca
los siguientes medios: "Primer Medio: Violación del Artícu-
lo uno (1) de la Ley No. 5771 sobre accidentes causados
con Vehículos de Motor.— Segundo Medio: Desnaturaliza-
ción de los hechos de la causa.— Falea de base legal. Fal-
ta de motivos";

Considerando que el recurrente en el desarrollo de sus
medios de casación, que por su relación se reúnen para su
examen, alega en síntesis; a)— que analizando las decla-
raciones de Fridolin Lazala, y la del menor Federico Al-
cántara hijo, se llega al convencimiento de que, el preveni-
do conducía la camioneta a exceso de velocidad, y además
no la redujo al llegar a la esquina, como era su obligación;
que la Corte a-qua, no determina en su decisión, si la pre-
sunta falta puesta a cargo exclusivamente del menor Fe-
derico Alcántara hijo, conductor de la bicicleta, constituyó
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o no, un hecho imprevisible e inevitable, que escapó al con-
trol del prevenido Fridolín Lazala, para que no ocurriera
el accidente de que se trata; que al proceder así se incurrió
en el fallo impugnado, en la violación del Artículo lro . de
la Ley 5771, sobre accidentes producidos con Veh ículos de
Motor, y en consecuencia dicho fallo debe ser anulado;
b)— que la Corte a-qua desnaturalizó los hechos de la cau-
sa, dándole a los mismos un sentido y alcance distintos a su
verdadera naturaleza, al admitir que los golpes recibidos
por el menor José Velázquez tuvieron como causa la falta
cometida por el ciclista Federico Alcántara hijo, al irrum-
pir éste violentamente de la calle Abreu a la calle Trini-
taria, por donde transitaba la camioneta; que por otra par-
te, se advierte en la decisión impugnada, que la Corte a-qua,
hizo en la misma, una exposición incompleta e inexacta de
los puntos de hecho y circunstancias inherentes al caso, lo
cual tiene como resultado, que la misma adolece de los vi-
cios de falta de motivos y de base legal, circunstancia, que
también conduce a la casación del fallo impugnado ;pero,

Considerando, que contrariamente a lo alegado por el

recurrente, la sentencia impugnada revela, que, la Corte
a-qua al fallar como lo hizo, analizó y ponderó previamen-
te las declaraciones prestadas por el prevenido Fridolín La-
zala y por el ciclista Federico Alcántara hijo deduciendo de
lo declarado por éstos, como de los demás elementos de jui-
cio del proceso, que toda la falta en el accidente de que se
trata, era imputable al conductor de la bicicleta Federico
Alcántara hijo y no al prevenido Fridolín Lazala; que la
apreciación soberana del alcance probatorio de dichas de-
claraciones hecha en el caso por la Corte a-qua, sin incu-

rrir en desnaturalización alguna, según se explicará más
adelante, tratándose de una cuestión de hecho, escapa a la
censura de la casación, por lo que este primer medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando así mismo, que el vicio de desnaturali-
zación que también se invoca, en esencia lo fundamenta el
recurrente, en el hecho de la Corte a-qua, haberle atribuído
crédito al prevenido cuando afirmó que el accidente se pro-
dujo por haberse estrallado la bicicleta que marchaba a
exceso de velocidad de Norte a Sur por la calle Abreu con-
tra la camioneta, lo que hizo caer al suelo al ciclista y al
menor José Velázquez, a quien éste llevaba en la. barra de la
misma, produciéndole a dicho menor al caer, lesiones y gol-
pes curables después de (45) días; y por el contrario, ha-
berle negado verosimilitud a lo aseverado por Federico Al-
cántara hijo quien afirmó todo lo contrario, es decir, que
dicho accidente se produjo por haberse estrallado la ca-
mioneta conducida por Fridolín Lazala contra la bicicleta;
que ésto no constituye el vicio señalado de desnaturaliza-
ción, ya que ello no implica haberle atribuído a un hecho
alcance que no tenía, sino como en el caso del medio ante-
rior, se trata, de una apreciación soberana de hechos de la
causa, por los Jueces del fondo, que escapa a la censura de
la casación, por lo que este medio, también procede ser
desestimado;

Considerando, por último, que la seitencia impugnada
luego de dar por establecidos los hechos, que comprobados
por el Juez a-quo, le sirvieron de base para el descargo del
prevenido, en su Ser. Considerando dice como sigue: "que
así como lo apreció el Juez n-quo, esta Corte estima. que
en el presente caso el prevenido Fridolín Lazala no ha co-
metido nin guna falta susceptible de comprometer su res-
ponsabilidad civil, sino aue nor el contrario. los gol pes re-
cibidos por el menor José Velázq uez han tenido como úni-
co causa la, falta cometida por el menor Federico Alcánta-
ra hilo al irrumpir violentamente de la calle Abren a la
calle Trinitaria por donde transitaba el prevenido Lazala
Y estrellarse contra la camioneta conducida por éste. al no
Poder controlar la bicicleta en razón de que la barra de
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o no, un hecho imprevisible e inevitable, que escapó al CO.n
trol del prevenido FridoEn Lazala, para que no ocurriera
el accidente de que se trata; que al proceder así se incurrió
en el fallo impugnado, en la violación, del Artículo 1ro. de
la Ley 5771, sobre accidentes producidos con V ehículos de
Motor, y en consecuencia dicho fallo debe ser anulado;
b)— que la Corte a-qua desnaturalizó los hechos de la cau-
sa, dándole a los mismos un sentido y alcance distintos a su
verdadera naturaleza, al admitir que los golpes recibidos
por el menor José Velázquez tuvieron como causa la falta
cometida por el ciclista Federico Alcántara hijo, al irrum-
pir éste violentamente de la calle Abreu a la calle Trini-
taria, por donde transitaba la camioneta; que por otra par-
te, se advierte en la dec:sión impugnada, que la Corte a-qua,
hizo en la misma, una exposición incompleta e inexacta de
los puntos de hecho y circunstancias inherentes al caso, lo
cual tiene como resultado, que la misma adolece de los vi-
cios de falta de motivos y de base legal, circunstancia que
también conduce a la casación del fallo impugnado ;pero,

Considerando, que contrariamente a lo alegado por el
recurrente, la sentencia impugnada revela, que, la Corte
a-qua al fallar como lo hizo, analizó y ponderó previamen-
te las declaraciones prestadas por el prevenido Fridolín La-
zala y por el ciclista Federico Alcántara hijo deduciendo de
lo declarado por éstos, como de los demás elementos de jui-
cio del proceso, que toda la falta en el accidente de que se
trata, era imputable al conductor de la bicicleta Federico
Alcántara hijo y no al prevenido Fridolín Lazala; que la
apreciación soberana del alcance probatorio de dichas de-
claraciones hecha en el caso por la Corte a-qua, sin incu-

rrir en desnaturalización alguna, según se explicará más
adelante, tratándose de una cuestión de hecho, escapa a la
censura de la casación, por lo que este primer medio que se
examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

lek Considerando así mismo, que el vicio de desnaturali-
zación que también se invoca, en esencia lo fundamenta el
recurrente, en el hecho de la Corte a-qua, haberle atribuído
crédito al prevenido cuando afirmó que el accidente se pro-
dujo por haberse estrallado la bicicleta que marchaba a
exceso de velocidad de Norte a Sur por la calle Abreu con-
tra la camioneta, lo que hizo caer al suelo al ciclista y al
menor José Velázquez, a quien éste llevaba en la. barra de la
misma, produciéndole a dicho menor al caer, lesiones y gol-
pes curables después de (45) días; y por el contrario, ha-
berle negado verosimilitud a lo aseverado por Federico Al-
cántara hijo quien afirmó todo lo contrario, es decir, que
dicho accidente se produjo por haberse estrallado la ca-
mioneta conducida por Fridolín Lazala contra la bicicleta;
que ésto no constituye el vicio señalado de desnaturaliza-
ción, ya que ello no implica haberle atribuído a un hecho
alcance que no tenía, sino como en el caso del medio ante-
rior, se trata, de una apreciación soberana de hechos de la
causa, por los Jueces del fondo, que escapa a la censura de
la casación, por lo que este medio, también procede ser
desestimado;

Considerando, por último, que la seitencia impugnada
to	 luego de dar por establecidos los hechos, nue comprobados

por el Juez a-quo, le sirvieron de base para el descargo del
prevenido, en su 3er. Considerando dice como sigue: "que
así como lo apreció el Juez a -quo, esta Corte estima. que
en el presente caso el prevenido Fridolín Lazala no ha co-
metido ninguna falta susceptible de comprometer su res-

' ::k ponsabilidad civil, sino au•e por el contrario. los gol pes re-

i
9

eibidos por el menor José Velázquez han tenido como úni-
:t. co causa la, falta cometida por el menor Federico Alcánta-

;:

ra hijo al irrumpir violentamente de la calle Abreu a la
calle Trinitaria por donde transitaba el prevenido Lazala
y estrellarse contra la camioneta conducida por éste. al no
Poder controlar la bicicleta en razón de que la barra de
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ella iba ocupada por la víctima, lo cual le impedía además
maniobrar la bicicleta de una manera normal por la eir.
cunstancia que acaba de señalarse y por el exceso de velo.
cidad en que irrumpió en la calle Trinitaria"; que en Con.
secuencia, la sentencia impugnada contiene una exposición
de hechos y circunstancias de la causa, y motivos suficientes
y pertinentes que justifican su dispositivo, por lo que este
último medio, como los anteriores igualmente carece de fun-
damento y debe también ser desestimado;

Considerando que no habiendo intervenido parte algu-
na solicitando el rechazo del presente recurso, no ha lugar
a estatuir sobre las costas;

Por tales motivos: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Ramón Velázquez, parte civil constituida, con-
tra la sentencia dictada en fecha 2 del mes de abril de 1968,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispo-
sitivo se ha transcrito en parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez .— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia . — Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General.
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

ENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DEL 1969

En la causa correccional seguida al Dr. Manuel Bienvenido

Montas de Oca Santana, Miembro de la Cámara de	 de la

República Dominicana, inculpado de los delitos de amenaza y difa

!nación en perjuicio de Juana Blanco Ottenwalds.

lateria: Penal

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; • Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Be-
ras; Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista, Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 31 de octubre de 1969, años 126o. de la
Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, la siguiente sentencia:

En la causa correccional seguida al Dr. Manuel Bien-
venido Montes de Oca Santana, dominicano, de 43 años de
edad, soltero, abogado, cédula No. 102, serie 76, domicilia-
do y residente en la calle El Conde No. 109, de esta ciudad,
miembro de la Cámara de Cuentas de la República, Domini-
cana, inculpado de los delitos de amenazas y difamación
en perjuicio de Juana Blanco Ottenalds, del domicilio y re-sidencia de la ciudad de Santo Domiigo de Guzmán;

Oído al alguacil de turno en al lectura del rol;
Oído el prevenido en sus generales de ley;
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ella iba ocupada por la víctima, lo cual le impedía además
maniobrar la bicicleta de una manera normal por la cir.
cunstancia que acaba de señalarse y por el exceso de velo.
cidad en que irrumpió en la calle Trinitaria"; que en con.
secuencia, la sentencia impugnada contiene una exposición
de hechos y circunstancias de la causa, y motivos suficientes
y pertinentes que justifican su dispositivo, por lo que este
último medio, como los anteriores igualmente carece de fun-
damento y debe también ser desestimado;

Considerando que no habiendo intervenido parte algu.
na solicitando el rechazo del presente recurso, no ha lugar
a estatuir sobre las costas;

Por tales motivos: Rechaza el recurso de casación in-
terpuesto por Ramón Velázquez, parte civil constituida, con-
tra la sentencia dictada en fecha 2 del mes de abril de 1968,
por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispo-
sitivo se ha transcrito en parte anterior del presente fallo.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez.— Manuel A. Amiama .— Francisco Elpidio Beras.—
Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almán-
zar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia•— Ernesto Curiel
hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, Y
fue firmada, leída y publicada por mí. Secretario General,
Que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

------
sENTENCIA DE FECHA 31 DE OCTUBRE DEL 1969

En la causa correccional seguida al Dr. Manuel Bienvenido

'Sientes de Oca Santana, Miembro de la Cámara de Cuera..., de la

República Dominicana, inculpado de los delitos de amenaza y dita

wación en perjuicio de Juana Blanco Ottenwalds.

: Penal

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

Bn Nombre de la República, la Suprema . Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; • Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Be-
ras; Joaquín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 31 de octubre de 1969, años 126o. de la
Independencia y 107o. de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, la siguiente sentencia:

11. En la causa correccional seguida al Dr. Manuel Bien-
venido Montes de Oca Santana, dominicano, de 43 años de
edad, soltero, abogado, cédula No. 102, serie 76, domicilia-
do y residente en la calle El Conde No. 109, de esta ciudad,
miembro de la Cámara de Cuentas de la República Domini-
cana, inculpado de los delitos de amenazas y difamación
en perjuicio de Juana Blanco Ottenalds, del domicilio y re-
sidencia de la ciudad de Santo Domiigo de Guzmán;

Oído al alguacil de turno en al lectura del rol;
Oído el prevenido en sus generales de ley;
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Oído al Magistrado Procurador General de la Repú,
blica en la exposición de los hechos;

Oído al Secretario en la lectura de las piezas del ex.
pediente;

Oída la querellante Juana Blanco Ottenwalds, no cons•
tituída en parte civil, quien prestó el juramento de decir.
toda la verdad y nada más que la verdad;

Oído al prevenido en su interrogatorio y en la exp
ción de su defensa;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República, que concluyó así: "Solicitamos el desear
del prevenido por insuficiencia de pruebas";

Resultando que en fecha 11 de enero de 1969, se
acta levantada compareció ante la Policía Nacional Juana
Blanco Ottenwalds y presentó querella contra su ex-esposo
Dr. Manuel Bienvenido Montes de Oca Santana por haberla
difamado y amenazado, según los hechos que relató en el
acta levantada;

Resultando que apoderada del caso la Sexta Cáma
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
cional, dicha. Cámara en fecha 14 de julio de 1969, declino
el conocimiento del mismo, por no ser de su competencia,
como consecuencia de lo que dispone el Artículo 67, párrafo
1ro. de la Constitución de la República;

Resultando que en fecha 29 de agosto de 1969, el Ma-
gistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia dictó
un auto fijando la audiencia pública del día lunes 29 de oc-
tubre de 1969, para el conocimiento de la causa correspo n

-diente;

Resultando que el día prefijado comparecieron la qu e
-rellante y el prevenido, quienes fueron interrogados, según

consta en el acta de la audiencia levantada al efecto, con
-cluyendo el Magistrado Procurador General de la Repúbli

-ca, en la forma precedentemente expresada;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los Artículos 67, párrafo 1ro. de la Constitu-
ción de la República; 307 y 367 del Código Penal y 191 del
Código de Procedimiento Criminal;

Considerando que los hechos que se imputan al preveni-
do Dr. Manuel Bienvenido Montes de Oca Santana de ame-
naza y difamación en perjuicio de la querellante Juana
Blanco Ottenwalds, no han sido suficientemente probados,
pues si bien ella hizo una exposición ante la Suprema Corte
de Justicia, de incidentes ocurridos entre ella y el preveni-
do, quien fue su esposo y con quien según su declaración
tiene procreados tres hijos, no ha aportado testigos para
robustecer sus aseveraciones, habiendo concluido en el sen-
tido de que si bien presentó la querella fue para evitar que
el prevenido "la siguiera molestando", pero que como ya
se han divorciado y él la ha dejado tranquila, ella no tiene
interés en hacerle daño"; que, en tales condiciones, no ha-
biéndose establecido suficientemente la prueba de los he-
chos de la prevención, procede descargar al prevenido por
insuficiencia de pruebas;

Por tales motivos ,y vistos los Artículos 67, párrafo
1ro. de la Constitución de la República que dice así: "Co-
rresponde exclusivamente a la Suprema Corte de Justicia,
sin perjuicio de las demás atribuciones que le confiere la
Ley: 1.— Conocer en única instancia de las causas penales
seguidas al Presidente y al Vice-presidente de la República,
a los Senadores, Diputados, Secretarios de Estado, Subse-
cretarios de Estado, Jueces de la Suprema Corte de Jus-
ticia, Procurador General de la República, Jueces y Pro-
curadores Generales de las Cortes de Apelación, Abogado
del Estado ante el Tribunal de Tierras, Jueces del Tribu-
nal Superior de Tierras, a los miembros del Cuerpo Diplo-
mático, de la Junta Central Electoral y de la Cámara de
Cuentas"; 191 del Código de Procedimiento Criminal que
dice así: "Si el hecho no se reputare delito ni contraven-
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Oído al Magistrado Procurador General de la Rep.
blica en la exposición de los hechos;

Oído al Secretario en la lectura de las piezas del ex•
pediente;

Oída la querellante Juana Blanco Ottenwalds, no cons•
tituída en parte civil, quien prestó el juramento de decir
toda la verdad y nada, más que la verdad;

Oído al prevenido en su interrogatorio y en la exposi-
ción de su defensa;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República, que concluyó así: "Solicitamos el desear
del prevenido por insuficiencia de pruebas";

Resultando que en fecha 11 de enero de 1969, se
acta levantada compareció ante la Policía Nacional Juan
Blanco Ottenwalds y presentó querella contra. su ex-esposo
Dr. Manuel Bienvenido Montes de Oca Santana por haberla
difamado y amenazado, según los hechos que relató en el
acta levantada;	 9;.

Resultando que apoderada del caso la Sexta Cáma
lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
cional, dicha. Cámara en fecha 14 de julio de 1969, declino
el conocimiento del mismo, por no ser de su competencia,
como consecuencia de lo que dispone el Artículo 67, párrafo
1ro. de la Constitución de la República;

Resultando que en fecha 29 de agosto de 1969, el Ma-
gistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia dictó
un auto fijando la, audiencia pública del día lunes 29 de oc-
tubre de 1969, para el conocimiento de la causa corresp on

-diente;

Resultando que el día prefijado comparecieron la que
-rellante y el prevenido, quienes fueron interrogados, según

consta en el acta de la audiencia levantada al efecto, con-
cluyendo el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, en la forma precedentemente expresada;	
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los Artículos 67, párrafo 1ro. de la Constitu-
ción de la República; 307 y 367 del Código Penal y 191 del
Código de Procedimiento Criminal;

Considerando que los hechos que se imputan al preveni-
do Dr. Manuel Bienvenido Montes de Oca Santana de ame-
naza y difamación en perjuicio de la querellante Juana
Blanco Ottenwalds, no han sido suficientemente probados,
pues si bien ella hizo una exposición ante la Suprema Corte
de Justicia, de incidentes ocurridos entre ella y el preveni-
do, quien fue su esposo y con quien según su declaración
tiene procreados tres hijos, no ha aportado testigos para
robustecer sus aseveraciones, habiendo concluido en el sen-
tido de que si bien presentó la querella fue para evitar que
el prevenido "la siguiera molestando", pero que como ya
se han divorciado y él la ha dejado tranquila, ella no tiene
interés en hacerle daño"; que, en tales condiciones, no ha-
biéndose establecido suficientemente la prueba de los he-
chos de la prevención, procede descargar al prevenido por
insuficiencia de pruebas;

Por tales motivos ,y vistos los Artículos 67, párrafo
1ro. de la Constitución de la República que dice así: "Co-
rresponde exclusivamente a la Suprema Corte de Justicia,
sin perjuicio de las demás atribuciones que le confiere la
Ley: 1.— Conocer en única instancia de las causas penales
seguidas al Presidente y al Vice-presidente de la República,
a los Senadores, Diputados, Secretarios de Estado, Subse-
cretarios de Estado, Jueces de la Suprema Corte de Jus-
ticia, Procurador General de la República, Jueces y Pro-
curadores Generales de las Cortes de Apelación, Abogado
del atado ante el Tribunal de Tierras, Jueces del Tribu-
nal Superior de Tierras, a los miembros del Cuerpo Diplo-
mático, de la Junta Central Electoral y de la Cámara de
Cuentas"; 191 del Código de Procedimiento Criminal que
dice así: "Si el hecho no se reputare delito ni contraven-
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ción de policía, el tribunal anulará la instrucción, la cita..
ción y todo lo que hubiere seguido, descargará al procesado
y fallará sobre las demandas de daños y perjuicios";

FALLA:

Primero: Descarga por insuficiencia de pruebas al pre-
venido Dr. Manuel Bienvenido Montes de Oca Santana de
los hechos que le fueron imputados;

Segundo: Declara las costas de oficio.

(Firmado): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras .— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar .— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

'41
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

A SABER:

Recursos de casación civiles conocidos .
Recursos de casación civiles fallados . . .
Recursos de casación penales conocidos .. .
Recursos de casación penales fallados . . . ... . .
Recursos de apelación sobre libertad provisional

bajo fianza fallados . . .
Autos sobre libertad provisional bajo fianza dic-

22
21
23
13

7

Suspensiones de ejecución de sentencias .
Defectos . . .	 .
Exclusiones ... . . . . .
Recursos declarados caducos . . . . . . . . . .	 1
Declinatorias . . . .
Resoluciones ordenando la libertad provisional

por haberse prestado la fianza . . .	 3
Juramentación de Abogados ... . . .	 4
Nombramientos de Notarios ... ... 	 2
Resoluciones Administrativas . . . . . . 	 16
Autos autorizando emplazamientos ... . . .	 17
Autos pasando expedientes para dictámen . 	 97
Autos fijando causas ... ... . . . ... 	 45

7
3
4
1

5

291

Ernesto Curiel hijo,
Secretario General de la Suprema

Corte de Justicia.

SANTO DOMINGO, D. N.
31 de Octubre de 1969
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ción de policía, el tribunal anulará la instrucción, la Cita-ción y todo lo que hubiere seguido, descargará al procesado
y fallará sobre las demandas de daños y perjuicios";

FALLA:

Primero: Descarga por insuficiencia de pruebas al pre-
venido Dr. Manuel Bienvenido Montes de Oca Santana de
los hechos que le fueron imputados;

Segundo: Declara las costas de oficio.

(Firmado): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente .— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras .— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar .— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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Ernesto Curiel hijo,
Secretario General de la Suprema

Corte de Justicia.

SANTO DOMINGO, D. N.
31 de Octubre de 1969
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